PAGE  
273

REPÚBLICA DE CHILE


[image: image1.png]



DIARIO DE SESIONES DEL SENADO

PUBLICACIÓN OFICIAL

LEGISLATURA 361ª
Sesión 84ª, en miércoles 8 de enero de 2014
Ordinaria

(De 16:18 a 19:48)

PRESIDENCIA DE LOS SEÑORES JORGE PIZARRO SOTO, PRESIDENTE,
Y JOSÉ ANTONIO GÓMEZ URRUTIA, VICEPRESIDENTE

SECRETARIOS, LOS SEÑORES MARIO LABBÉ ARANEDA, TITULAR,
Y JOSÉ LUIS ALLIENDE LEIVA, SUBROGANTE

____________________

Í N D I C E

Versión Taquigráfica


Pág.

I.
ASISTENCIA.........................................................................................................


II.
APERTURA DE LA SESIÓN...............................................................................

III.
TRAMITACIÓN DE ACTAS..........................................................................….

IV.
CUENTA...............................................................................................................
Extensión de vigencia de cédulas de identidad vencidas. Proyecto de acuerdo (S 1631-12) (se aprueba)..............................................................................................


V.
FÁCIL DESPACHO:

Proyecto, en tercer trámite constitucional, que modifica la Ley General de Servicios Eléctricos con el fin de promover la interconexión de sistemas eléctricos independientes (9022-08) (se aprueban las enmiendas de la Cámara de Diputados)................................................................................................................
Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que introduce modificaciones a la legislación tributaria en materia de factura electrónica y dispone otras medidas que indica (8874-05) (se aprueba en particular)........................................................

VI.
ORDEN DEL DÍA:

Proyecto de ley, en primer trámite constitucional, relativo al fortalecimiento de la regionalización del país (7963-06) (se aprueba en particular)...................................
Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que reconoce a la rayuela como deporte nacional (8404-29) (se aprueba el informe y queda rechazada en general y en particular la iniciativa).......................................................................................
Proyecto de ley, en primer trámite constitucional, que crea la Subsecretaría de Derechos Humanos y establece adecuaciones en la Ley Orgánica del Ministerio de Justicia (8207-07) (queda pendiente la discusión particular).....................................

VII.
INCIDENTES:

Medidas contra incendios forestales. Oficios (observaciones del Senador señor Navarro)...................................................................................................................
Responsabilidades en errores de construcción en puente basculante Caucau. Oficio (observaciones del Senador señor Tuma)..................................................................

Sobrexplotación de kril. Oficio (observaciones del Senador señor Navarro).................

Solución de crisis en Servicio de Registro Civil e Identificación. Oficio (observaciones del Senador señor Navarro)...............................................................
A n e x o s

ACTAS APROBADAS:
Sesión 80ª, ordinaria, en martes 17 de diciembre de 2013.............................................
Sesión 81ª, ordinaria, en miércoles 18 de diciembre de 2013........................................

Sesión 82ª, especial, en 23 de diciembre de 2013...........................................................
DOCUMENTOS:
1.- Mensaje de Su Excelencia el Presidente de la República, con el que da inicio a un proyecto que modifica la ley N° 19.220 que regula el establecimiento de bolsas de productos agropecuarios (9233-01)..........................................................................
2.- Oficio de Su Excelencia el Presidente de la República, con el que solicita el acuerdo del Senado para nombrar como Ministra de la Excelentísima Corte Suprema a la señora Andrea María Mercedes Muñoz Sánchez (S 1632-05)...........................................................................................................................

3.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, sobre procedimiento de toma de razón y registro electrónico (9173-07)..................................................................
4.- Segundo informe de la Comisión de Hacienda, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que introduce modificaciones a la legislación tributaria en materia de factura electrónica y dispone otras medidas que indica (8874-05)................................................................................................................

5.- Informe de la Comisión de Minería y Energía, recaído en el proyecto de ley, en tercer trámite constitucional, que modifica la Ley General de Servicios Eléctricos, con el fin de promover la interconexión de sistemas eléctricos independientes (9022-08).................................................................................................................

6.- Nuevo segundo informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que autoriza el levantamiento de secreto bancario en investigaciones de lavado de activos (4426-07)....................................................................................................

7.- Informe de la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que reconoce a la rayuela como deporte nacional (8404-29)..............................................................................
8.- Informe de las Comisiones de Relaciones Exteriores y Defensa Nacional, unidas, recaído en el oficio de Su Excelencia el Presidente de la República, con el que solicita al Senado, en conformidad a lo dispuesto por el artículo 53, N° 10), de la Constitución Política de la República, que emita un dictamen sobre la Estrategia Nacional de Seguridad y Defensa para el período comprendido entre los años 2012 y 2024 (S 1506-08).........................................................................................

9.- Proyecto de acuerdo de los Senadores señores Navarro, Gómez, Lagos y Rossi, con el que solicitan a Su Excelencia el Presidente de la República que dicte un decreto supremo para extender la vigencia de las cédulas de identidad vencidas por el tiempo estimado necesario para resolver los graves problemas y fallas detectados en el Servicio de Registro Civil e Identificación (S 1631-12).................
10.- Proyecto de ley, en segundo trámite legislativo, que posterga el reavalúo de bienes raíces de la serie agrícola y prorroga por dieciocho meses la vigencia del avalúo de los mismos bienes vigentes al 30 de junio de 2014 (9200-05).................

VERSIÓN TAQUIGRÁFICA

I. ASISTENCIA

Asistieron los señores:

--Allende Bussi, Isabel

--Alvear Valenzuela, Soledad

--Bianchi Chelech, Carlos

--Cantero Ojeda, Carlos

--Chahuán Chahuán, Francisco

--Coloma Correa, Juan Antonio

--Escalona Medina, Camilo

--Espina Otero, Alberto

--Frei Ruiz-Tagle, Eduardo

--García Ruminot, José
--García-Huidobro Sanfuentes, Alejandro
--Girardi Lavín, Guido

--Gómez Urrutia, José Antonio

--Horvath Kiss, Antonio

--Kuschel Silva, Carlos

--Lagos Weber, Ricardo

--Larraín Fernández, Hernán

--Larraín Peña, Carlos

--Letelier Morel, Juan Pablo

--Muñoz Aburto, Pedro

--Navarro Brain, Alejandro

--Orpis Bouchon, Jaime

--Pérez San Martín, Lily

--Pérez Varela, Víctor

--Pizarro Soto, Jorge

--Quintana Leal, Jaime

--Rincón González, Ximena

--Rossi Ciocca, Fulvio

--Ruiz-Esquide Jara, Mariano

--Sabag Castillo, Hosaín

--Tuma Zedan, Eugenio
--Von Baer Jahn, Ena

--Walker Prieto, Ignacio

--Walker Prieto, Patricio

--Zaldívar Larraín, Andrés

Concurrieron, además, los Ministros de Hacienda, señor Felipe Larraín Bascuñán; Secretario General de la Presidencia, señor Cristián Larroulet Vignau, y de Energía, señor Jorge Bunster Betteley. Asimismo, se encontraban presentes el Subsecretario de Desarrollo Regional y Administrativo, señor Miguel Flores Vargas, y el Coordinador de Derechos Humanos del Ministerio de Justicia, señor Milenko Bertrand-Galindo.
Actuó de Secretario el señor Mario Labbé Araneda, y de Prosecretario, el señor José Luis Alliende Leiva.
II. APERTURA DE LA SESIÓN



--Se abrió la sesión a las 16:18, en presencia de 14 señores Senadores.

El señor PIZARRO (Presidente).- En el nombre de Dios y de la Patria, se abre la sesión.

III. TRAMITACIÓN DE ACTAS

El señor PIZARRO (Presidente).- Se dan por aprobadas las actas de las sesiones 80ª y 81ª, ordinarias, en 17 y 18 de diciembre, respectivamente, y 82ª, especial, en 23 de diciembre, todas del año 2013, que no han sido observadas.


(Véanse en los Anexos las actas aprobadas).

IV. CUENTA

El señor PIZARRO (Presidente).- Se va a dar cuenta de los asuntos que han llegado a Secretaría.

El señor ALLIENDE (Prosecretario).- Las siguientes son las comunicaciones recibidas:

Mensajes



Cinco de Su Excelencia el Presidente de la República:



Con el primero da inicio a un proyecto que modifica la ley N° 19.220, que regula el establecimiento de bolsas de productos agropecuarios (boletín N° 9.233-01) (Véase en los Anexos, documento 1).


--Pasa a la Comisión de Agricultura y a la de Hacienda, en su caso.



Con el segundo retira y hace presente la urgencia, calificándola de “discusión inmediata”, para la tramitación del proyecto de ley que establece normas sobre la actividad de lobby (boletín N° 6.189-06).



Con los dos siguientes retira y hace presente la urgencia, en el carácter de “suma”, para la tramitación de los asuntos que se enuncian a continuación: 


1.- Proyecto de ley que perfecciona el rol fiscalizador del concejo; fortalece la transparencia y probidad en las municipalidades; crea cargos, y modifica normas sobre personal y finanzas municipales (boletín Nº 8.210-06).



2.- Proyecto que modifica la ley N° 20.600, que crea los Tribunales Ambientales, en materia de subrogación (boletín N° 9.230-07).



Con el último retira y hace presente la urgencia, calificándola de “simple”, para el despacho del proyecto que modifica la Ley de Transparencia de la Función Pública y de Acceso a la Información de la Administración del Estado (boletín Nº 7.686-07).



--Se tienen presentes las calificaciones y se manda agregar los documentos a sus antecedentes.

Oficios



Dos de Su Excelencia el Presidente de la República:



Con el primero solicita el acuerdo del Senado para nombrar Ministra de la Excelentísima Corte Suprema a la señora Andrea María Mercedes Muñoz Sánchez (boletín Nº S 1.632-05), respecto de lo cual hace presente la urgencia en los términos del inciso segundo del número 5) del artículo 53 de la Carta Fundamental (Véase en los Anexos, documento 2).


--Pasa a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.



Con el segundo solicita el acuerdo del Senado para ausentarse del territorio nacional los días que indica, de conformidad con lo dispuesto en el inciso tercero del artículo 25 y en el número 6) del artículo 53 de la Constitución Política de la República (boletín N° S 1.633-06). 



--Pasa a la Comisión de Relaciones Exteriores.



Cinco de la Honorable Cámara de Diputados:



Con el primero informa que aprobó la designación de los señores Vittorio Corbo Lioi, Luis Alfredo Riveros Cornejo, Sergio Páez Verdugo, Claudio Alvarado Andrade y Alberto Arenas de Mesa, como integrantes del Consejo Resolutivo de Asignaciones Parlamentarias, conforme a lo dispuesto en el artículo 66 de la Ley Orgánica del Congreso Nacional.



--Queda para tabla.



Con el segundo expone que prestó su aprobación al proyecto de ley sobre procedimiento de toma de razón y registro electrónico (boletín N° 9.173-07) (con urgencia calificada de “suma”) (Véase en los Anexos, documento 3).


--Pasa a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.



Con el siguiente manifiesta que aprobó la proposición de la Comisión Mixta constituida para resolver las divergencias suscitadas durante la tramitación del proyecto de ley que modifica el Código Sanitario en materia de regulación a farmacias (boletines Nos. 6.523-11, 6.037-11, 6.331-11 y 6.858-11, refundidos).



--Se toma conocimiento y se manda comunicar a Su Excelencia el Presidente de la República.



Con el cuarto expresa que aprobó la proposición de la Comisión Mixta constituida para resolver las divergencias suscitadas durante la tramitación del proyecto de reforma constitucional en materia de integración de la Cámara de Diputados (boletín Nº 9.078-07).



--Se toma conocimiento y se manda comunicar a Su Excelencia el Presidente de la República.



Con el último comunica que aprobó la enmienda propuesta por esta Corporación al proyecto que incorpora a los funcionarios judiciales a la ley N° 19.296 (boletín N° 6.721-07).



--Se toma conocimiento y se manda archivar el documento junto con sus antecedentes.



Del Excelentísimo Tribunal Constitucional:


Envía copia de la resolución pronunciada en la acción de inaplicabilidad por inconstitucionalidad del artículo 248, letra c), del Código Procesal Penal. 



--Se toma conocimiento y se remite el documento a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento. 

Informes



Segundo informe de la Comisión de Hacienda, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que introduce modificaciones a la legislación tributaria en materia de factura electrónica y dispone otras medidas que indica (boletín Nº 8.874-05) (con urgencia calificada de “discusión inmediata”) (Véase en los Anexos, documento 4).


De la Comisión de Minería y Energía, recaído en el proyecto, en tercer trámite constitucional, que modifica la Ley General de Servicios Eléctricos, con el fin de promover la interconexión de sistemas eléctricos independientes (boletín N° 9.022-08) (con urgencia calificada de “suma”) (Véase en los Anexos, documento 5).


--De conformidad con el acuerdo de Comités, quedan para la tabla de esta sesión.



Nuevo segundo informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que autoriza el levantamiento de secreto bancario en investigaciones de lavado de activos (boletín N° 4.426-07) (Véase en los Anexos, documento 6).


De la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que reconoce a la rayuela como deporte nacional (boletín Nº 8.404-29) (Véase en los Anexos, documento 7).


De las Comisiones de Relaciones Exteriores y de Defensa Nacional, unidas, recaído en el oficio de Su Excelencia el Presidente de la República, con el que solicita al Senado, conforme a lo dispuesto por el artículo 53, N° 10), de la Constitución Política de la República, que emita un dictamen sobre la Estrategia Nacional de Seguridad y Defensa para el período comprendido entre los años 2012 y 2024 (boletín N° S 1.506-08) (Véase en los Anexos, documento 8).


--Quedan para tabla.

Declaración de inadmisibilidad



Moción de los Senadores señores Navarro, Gómez, Lagos y Rossi, con la que se propone un proyecto que modifica el artículo 12 de la ley Nº 18.892, General de Pesca y Acuicultura, en lo relativo al procedimiento para importar por primera vez una especie hidrobiológica.



--Se declara inadmisible por corresponder a materias de la iniciativa exclusiva de Su Excelencia el Presidente de la República, conforme lo dispone el número 2° del inciso cuarto del artículo 65 de la Carta Fundamental.

Proyecto de acuerdo



De los Senadores señores Navarro, Gómez, Lagos y Rossi, con el que solicitan a Su Excelencia el Presidente de la República que dicte un decreto supremo para extender la vigencia de las cédulas de identidad vencidas por el tiempo que se estime necesario para resolver los graves problemas y fallas detectados en el Servicio de Registro Civil e Identificación (boletín Nº S 1.631-12) (Véase en los Anexos, documento 9).


--Queda para el Tiempo de Votaciones de la sesión ordinaria respectiva.
El señor PIZARRO (Presidente).- Terminada la Cuenta.

)-------------(

El señor PIZARRO (Presidente).- Solicito el acuerdo de la Sala para votar el proyecto de acuerdo recién mencionado, a fin de que no pierda el sentido de la oportunidad, dado que el problema derivado de la renovación de los carnés de identidad se halla bastante álgido.



En consecuencia, si no hay objeciones, se procederá a la votación de este proyecto al término del Orden del Día.

El señor GÓMEZ.- Votémoslo altiro, señor Presidente.

El señor ORPIS.- Sí, ahora.

La señora ALLENDE.- Conforme.

El señor PIZARRO (Presidente).- Muy bien, Sus Señorías.



¿Habría acuerdo, entonces, para tratarlo de inmediato?



--Así se acuerda.

EXTENSIÓN DE VIGENCIA DE CÉDULAS DE IDENTIDAD VENCIDAS. PROYECTO DE ACUERDO

El señor PIZARRO (Presidente).- Proyecto de acuerdo, presentado por los Senadores señores Navarro, Gómez, Lagos y Rossi, mediante el cual solicitan a Su Excelencia el Presidente de la República la dictación de un decreto supremo para extender la vigencia de las cédulas de identidad vencidas, por el tiempo que se estime necesario, a fin de resolver los graves problemas y las fallas detectados en el Servicio de Registro Civil e Identificación.


--Los antecedentes sobre el proyecto de acuerdo (S 1631-12) figuran en el Diario de Sesiones que se indica:



Se da cuenta en sesión 84ª, en 8 de enero de 2014.

El señor PIZARRO (Presidente).- Si le parece a la Sala, se dará por aprobado.



--Por unanimidad, se aprueba el proyecto de acuerdo. 

)--------------(
El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor  Orpis.

El señor ORPIS.- Señor Presidente, en la Cuenta se dio a conocer el ingreso a tramitación de un proyecto que modifica la ley Nº 19.220, que regula el establecimiento de las bolsas de productos agropecuarios.



Lo que hace esa iniciativa es abrir aquellas a otro tipo de productos de diferentes servicios productivos. Por lo tanto, lo lógico no es radicarla en la Comisión de Agricultura, sino que cumpla su tramitación solamente en la de Hacienda, toda vez que se seguirán transando en ellas los productos agrícolas.

El señor PIZARRO (Presidente).- Si le parece a la Sala, se acogerá la sugerencia formulada por el Senador señor Orpis, en el sentido de que dicho proyecto quede radicado solo en la Comisión de Hacienda.



--Así se aprueba.

)-------------(

El señor PIZARRO (Presidente).- Solicito la autorización de la Sala para que ingresen los señores Tomás Flores y Miguel Flores, Subsecretarios de Economía y Empresas de Menor Tamaño y de Desarrollo Regional y Administrativo, respectivamente.



--Se accede.

V. FÁCIL DESPACHO

PROMOCIÓN DE INTERCONEXIÓN DE SISTEMAS ELÉCTRICOS INDEPENDIENTES

El señor PIZARRO (Presidente).- Según lo resuelto por los Comités en el día de ayer, corresponde tratar el proyecto, en tercer trámite constitucional, que modifica la Ley General de Servicios Eléctricos con el fin de promover la interconexión de sistemas eléctricos independientes, con informe de la Comisión de Minería y Energía, y urgencia calificada de “suma”.



--Los antecedentes sobre el proyecto (9022-08) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:



Proyecto de ley:


En primer trámite, sesión 39ª, en 9 de julio de 2013.


En tercer trámite, sesión 81ª, en 18 de diciembre de 2013.


Informes de Comisión:



Minería y Energía: sesión 42ª, en 30 de julio de 2013.



Minería y Energía (segundo): sesión 53ª, en 4 de septiembre de 2013.



Minería y Energía (tercer trámite): sesión 84ª, en 8 de enero de 2014.



Discusión:



Sesiones 47ª, en 13 de agosto de 2013 (se aprueba en general); 56ª, en 11 de septiembre de 2013 (se aprueba en particular).

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- El proyecto inició su tramitación en el Senado y, en el segundo trámite constitucional, la Cámara de Diputados efectuó diversas modificaciones a su texto.



La Comisión de Minería y Energía aprobó todas las enmiendas introducidas por la otra rama legislativa por la unanimidad de sus miembros presentes, Senadores señores Frei, Gómez, Kuschel y Orpis.



En el boletín comparado que sus Señorías tienen a su disposición se transcriben el texto aprobado por el Senado, las modificaciones efectuadas por la Cámara de Diputados y los acuerdos adoptados a su respecto por la Comisión de Minería y Energía.

El señor PIZARRO (Presidente).- En discusión las enmiendas de la Cámara Baja.



Tiene la palabra el Senador señor Orpis.

El señor ORPIS.- Señor Presidente, nos corresponde pronunciarnos respecto de las modificaciones introducidas por la Cámara de Diputados al proyecto de ley en debate para determinar si amerita a no la constitución de una Comisión Mixta que resuelva las eventuales diferencias que puedan surgir entre ambas ramas legislativas.



La verdad es que la unanimidad de los miembros de la Comisión de Minería y Energía estimamos que las modificaciones efectuadas por la Cámara de Diputados son acertadas y se enmarcan exactamente en la misma línea de lo propuesto por el Senado.



En el fondo, las normas de la Cámara Baja vienen a complementar las ideas matrices que estableció el Honorable Senado con motivo de su discusión.



Solo para los efectos de resumir la importancia de este proyecto  de ley, debo señalar que este año estamos cerrando un ciclo muy relevante en materia energética a nivel legislativo.



En conjunto con el Ejecutivo, se han logrado despachar importantes iniciativas como la Ley de Concesiones Eléctricas, la Ley sobre Energías Renovables y, además, este proyecto, a través del cual se faculta al Gobierno para gatillar una interconexión de sistemas eléctricos, viene a cerrar dicho ciclo.



En breve síntesis, debo añadir que las modificaciones legales en materia eléctrica parten con la ley Nº 19.940 al establecer e incorporar cambios que consideran la transmisión troncal como servicio público.



Ahí parte el tema.



Lo que hace este proyecto de ley es facultar al Ejecutivo para que gatille los procesos de licitación en los estudios de transmisión troncal que se realicen.



Paralela y adicionalmente, esta iniciativa legal establece que el estudio de transmisión troncal puede considerar como parte de las expansiones del sistema la interconexión, es decir, le da a esta el carácter de troncal, para lo cual modifica todo lo referente a la decisión que deben tomar ambos CDEC (Centros de Despacho Económico de Carga).



Por lo tanto, el proyecto de ley faculta al Ejecutivo para que impulse los procesos de licitación que permitan la interconexión de sistemas eléctricos, incorporándola con carácter de troncal.



En consecuencia, la Cámara de Diputados introdujo modificaciones, por una parte, para que esos estudios de transmisión troncal no solamente abarquen las instalaciones existentes, sino también aquellas en construcción y, como segundo elemento, estableció que los estudios que se realicen deben ser parte de una política pública.



El resto de las ideas son exactamente las mismas.



Este proyecto facilitará la interconexión del Sistema Interconectado del Norte Grande con el Sistema Interconectado Central, a fin de contar con un mayor respaldo energético a nivel nacional, toda vez que hasta ahora esa iniciativa solamente la podían desarrollar los privados. 



Por lo tanto, si estos últimos no estaban interesados no se gatillaba la licitación, mientras que ahora la facultad pasa a tenerla también el Gobierno.



Esa es la importancia de la iniciativa que estamos despachando esta tarde en el Senado.



En tal virtud, la unanimidad de la Comisión de Minería y Energía recomienda aprobar las modificaciones que ha introducido la Cámara de Diputados.



He dicho.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra la Senadora señora Allende.

La señora ALLENDE.- Señor Presidente, tal como mencionó el Senador Orpis, la Comisión de Minería acordó unánimemente acoger las modificaciones introducidas por la  Cámara de Diputados, que van en la misma línea de las del Senado, esto es, tendientes a reforzar y fortalecer la idea de la participación del Estado como una política pública cuando considere necesario e importante impulsar la interconexión.



Por ello, lo que señalaba el Senador Orpis es absolutamente efectivo.



Nosotros hemos hecho bastantes esfuerzos en esta materia: logramos sacar adelante el proyecto que modificaba la Ley de Concesiones Eléctricas, el relativo al net metering, el “20/25” y ahora el referente a la interconexión, porque estamos conscientes de que el problema energético es un tema de país y de que representa un tremendo desafío para Chile en los años venideros.



Por lo tanto, debemos favorecer la existencia de políticas que impliquen mayor diversidad en la matriz energética, mayor uso de energías renovables, menor contaminación. Porque los costos de la energía son tremendamente altos en nuestra Región y en el resto del país, tanto para los consumidores particulares como para las empresas, y ello se ha transformado en un desafío e incluso en un obstáculo para algunos proyectos mineros.



En esta iniciativa, concretamente, como lo explicó el Senador Orpis, la idea de interconectar el SING y el SIC implica aprovechar sus distintas potencialidades.


En el norte, hasta ahora, se ha usado bastante más el carbón, producto de menor costo, pero, por desgracia, contaminante.


En el SIC tenemos más bien sistemas mixtos, porque hay energía hidráulica y también con empleo de carbón.


Entonces, la idea es, dependiendo de la estacionalidad y de cómo se presenta el año, generar mayor potencialidad.



Ahora, deben existir más actores.


Asimismo, es relevante que demos facilidades para que se interconecten las energías renovables, que no se encuentran necesariamente cerca de donde vive la población. 



Para nosotros, el proyecto en debate es de gran significación, en vista del desafío que tenemos en materia energética. Consideramos, pues, necesario aprobarlo. Y ojalá que Sus Señorías nos acompañen en ello.



Como hemos dicho, es relevante incluir las interconexiones dentro del concepto de obras troncales.


También, permitir la interconexión de dos sistemas en este momento por completo independientes: el SING y el SIC.


Y, por cierto, facultar a la Comisión Nacional de Energía para incorporar en su informe técnico las interconexiones recomendadas tanto por el estudio de expansión troncal -se hace cada cuatro años- cuanto por la revisión anual.


Señor Presidente, hay que actuar con responsabilidad y seriedad para avanzar en el concepto de la interconexión, con las ventajas que implica. Y, sin lugar a dudas, el Estado ha de tener participación. No podemos simplemente entregar todo al mercado, a que a una empresa se le ocurra dónde quiere generar electricidad.



El señor Ministro nos informó que incluso, transcurrido cierto tiempo desde la concreción de las interconexiones -dado lo que hemos dicho en el sentido de usar las potencialidades de los dos sistemas individualizados, con sus diferencias-, se generarían recursos que fluctuarían entre 300 y 600 millones de dólares, cifra muy importante para nuestro país, y en particular para el área energética.


Espero que así sea. Lo pregunté al señor Ministro, quien me respondió que ello está respaldado por estudios de la Comisión Nacional de Energía.


Me alegro, en consecuencia, porque es una razón que se adiciona a las que ya hemos señalado: más actores; mayor potencialidad; aprovechamiento eficaz de dos sistemas diferentes; más facilidades para las energías renovables, y, a mayor abundamiento, generación de ingresos.



Por todas esas razones, anuncio que los votos de mi bancada serán favorables.

El señor PIZARRO (Presidente).- Señores Senadores, como nos encontramos en Fácil Despacho, abriré la votación y le ofreceré la palabra al Senador señor Sabag para que fundamente su voto.



En votación las enmiendas de la Cámara de Diputados.



--(Durante la votación).

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Sabag.

El señor SABAG.- Señor Presidente, este proyecto fue aprobado por el Senado y pasó a la Cámara de Diputados, donde se le introdujeron modificaciones menores -no en los aspectos centrales-, que en la mayoría de los casos lo mejoran en términos de precisión de las normas propuestas.



El propósito de esta iniciativa es la integración de los sistemas interconectados central y del norte grande para tener un respaldo cruzado entre ambos, con la consiguiente mayor seguridad en el abastecimiento eléctrico; aprovechar de mejor manera los recursos renovables de generación disponibles en nuestro país, y facilitar la integración energética de Chile con el resto de las naciones del Cono Sur.



Este proyecto modifica las normas vigentes a fin de que la autoridad pueda promover la interconexión eléctrica y perfeccionar el mercado con la apertura a nuevos actores. Según el Ejecutivo, ello implicaría para nuestro país un beneficio de entre 300 y 660 millones de dólares, producto principalmente de la reducción de los precios de la energía y del mejor aprovechamiento del aporte de las centrales de menor tamaño.



De todos modos, hay que tener claro que la integración de los dos sistemas en comento es un aporte más. Pero seguimos requiriendo una política nacional que dé estabilidad a un suministro energético acorde a los requerimientos de nuestro país.



Como se expresó, ya se han aprobado varios proyectos muy importantes para facilitar la mejor producción de energía eléctrica en Chile.



Sin embargo, tenemos claro que estamos en presencia de un problema serio y muy grave.



Por la falta de lluvias, los niveles de embalses y lagos están bajando ostensiblemente. El lago Laja, precisamente, se encuentra hoy en su mínima expresión, a tal punto que se está pidiendo que no se siga sacando agua destinada a la generación de energía porque ni siquiera existe para los regantes y los agricultores del Laja-Diguillín. Y, por los problemas que genera la escasez del vital elemento, ya hay tomas de carreteras a lo largo de nuestro país, pero especialmente en la Séptima y en la Octava Regiones.



Pero tenemos dificultades no solo con la sequía, señor Presidente: en el ámbito de la energía existen problemas por todos lados.


A mi entender, debemos llegar a un gran acuerdo nacional para enfrentar el problema energético.


En la actualidad la energía eléctrica es sumamente cara para los consumidores, pero también para la industria. En la Octava Región ya cerró Inforsa, en la comuna de Nacimiento, por el alto costo de aquella. Huachipato ya cerró una línea, y está en puertas de cerrar otra, por el mismo motivo; los productos importados son mucho más baratos que los elaborados en esa industria.



El problema es serio. La gente se opone a todo; incluso, a pequeñas centrales de pasada, de 1, 2 o 3 megawatts. Hay rechazo a cuanto sea producir energía eléctrica. Esto significa altos costos para los consumidores particulares y, evidentemente, deja a las industrias fuera de toda competencia, por el alto precio de aquella.



Llamo la atención para que ojalá en este Parlamento se inicien conversaciones al objeto de llegar a un gran acuerdo nacional ¡pronto! Porque la construcción de las centrales demora cuatro o cinco años. Eso es mucho tiempo para enfrentar un problema tan acuciante como este.



Creo que este proyecto fue mejorado en la Cámara de Diputados.
El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor PIZARRO (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueban las enmiendas de la Cámara de Diputados (20 votos a favor), y el proyecto queda despachado en este trámite.



Votaron las señoras Allende, Alvear, Pérez (doña Lily) y Von Baer y los señores Chahuán, Coloma, Escalona, Frei (don Eduardo), García, García-Huidobro, Girardi, Gómez, Kuschel, Larraín (don Hernán), Larraín (don Carlos), Muñoz Aburto, Orpis, Pérez Varela, Pizarro y Zaldívar (don Andrés).

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el señor Ministro.

El señor BUNSTER (Ministro de Energía).- Señor Presidente, le agradezco al Senado su respaldo unánime a la iniciativa que se acaba de aprobar.



Este proyecto viene a subsanar un vacío existente en la Ley Eléctrica, en la medida en que mediante él se le confiere al Estado la facultad de impulsar iniciativas para la interconexión de sistemas eléctricos. 


Aquello es importante, porque así se posibilita avanzar en una dirección que le permitirá a nuestro país tener un sistema integrado que reúna un mayor número de actores; que mejore el respaldo entre los distintos centros de generación; que optimice los despachos de las centrales eléctricas; que facilite la incorporación de las energías renovables no convencionales, y que, finalmente, haga más fácil la interconexión regional.



A nuestro entender, se trata de un paso en la dirección correcta para enfrentar el problema energético, que le impone un desafío a Chile. Y, ciertamente, para salir adelante en los desafíos se requiere el concurso transversal, las voluntades de todos.



Muchas gracias, señor Presidente.

MODIFICACIONES A LEGISLACIÓN TRIBUTARIA SOBRE FACTURA ELECTRÓNICA Y OTRAS MATERIAS

El señor PIZARRO (Presidente).- Corresponde ocuparse en el proyecto, en segundo trámite constitucional, que introduce modificaciones a la legislación tributaria en materia de factura electrónica y dispone otras medidas, con segundo informe de la Comisión de Hacienda y urgencia calificada de “discusión inmediata”.



--Los antecedentes sobre el proyecto (8874-05) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:



Proyecto de ley:



En segundo trámite, sesión 42ª, en 30 de julio de 2013.



Informes de Comisión:



Hacienda: sesión 78ª, en 10 de diciembre de 2013.



Hacienda (segundo): sesión 84ª, en 8 de enero de 2014.



Discusión:



Sesión 80ª, en 17 de diciembre de 2013 (se aprueba en general).

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Esta iniciativa se aprobó en general en sesión de 17 de diciembre de 2013.



La Comisión de Hacienda deja constancia en su segundo informe, para los efectos reglamentarios, de que el artículo 2°; los artículos 4°, 5°, 6° y 7°, que pasan a ser 3°, 4°, 5° y 6°, respectivamente, y los artículos cuarto y quinto transitorios, que pasan a ser tercero y cuarto, respectivamente, no fueron objeto de indicaciones ni de modificaciones, por lo que deben darse por aprobados, salvo que algún señor Senador, con el acuerdo unánime de los presentes, solicite discutir y votar uno o más de ellos.



--Se aprueban reglamentariamente.

El señor LABBÉ (Secretario General).- La Comisión de Hacienda le introdujo al texto despachado en general diversas enmiendas, las que se aprobaron unánimemente, con excepción de tres, las cuales se explicitarán con posterioridad.



Cabe recordar que las modificaciones unánimes deben votarse sin debate, salvo que algún señor Senador manifieste su intención de impugnar la decisión de la Comisión sobre alguna de ellas o que existan indicaciones renovadas, lo que en este momento no sucede.



Ahora bien, las enmiendas aprobadas por mayoría tuvieron un voto en contra, del Senador señor Hernán Larraín.



Mediante la primera se suprime el artículo 3° (página 18 del boletín comparado). Las otras dos son consecuencia de la referida eliminación.



De consiguiente, es una sola la situación de las modificaciones aprobadas por mayoría.

El señor PIZARRO (Presidente).- En estricto rigor, deberíamos ver por separado la supresión del artículo 3°, cuya suerte determinaría la de las otras dos eliminaciones sugeridas por mayoría.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Así es, señor Presidente. Pero las enmiendas unánimes pueden aprobarse desde ya.

El señor PIZARRO (Presidente).- En la discusión particular, tiene la palabra el Senador señor Zaldívar.

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Señor Presidente, si bien debemos despachar artículo por artículo, conforme a la relación que hizo el Secretario podemos primero, según el Reglamento, pronunciarnos sin debate sobre las modificaciones aprobadas unánimemente por la Comisión de Hacienda, que recaen en la mayor parte del articulado.



La ley en proyecto tiene por objeto establecer un sistema de factura electrónica que permitirá controlar de mejor forma la emisión de facturas por venta de productos o por prestación de servicios.



Se trata de un mecanismo que modernizará el sistema tributario. Y, según nos señaló el propio Ministro de Hacienda, el rendimiento en régimen sería del orden de 650 millones de dólares, recursos significativos desde el punto de vista del financiamiento del presupuesto nacional.



Como expresó el señor Secretario, hubo mayoría -nosotros nos pronunciamos en contra- para rechazar una norma, resultado que incidió en otros dos preceptos.



Se trata de la proposición consistente en rebajar de 0,4 a 0,2 por ciento el impuesto de timbres y estampillas.



De aprobarse la disminución planteada, habría un menor ingreso fiscal del orden de 200 millones de dólares.



Los representantes de la Oposición, que conformamos mayoría en la Comisión, llegamos a un acuerdo con el Ministro de Hacienda en el sentido de que nosotros no íbamos a aprobar la reducción del referido impuesto y él no iba reponer en la Sala las disposiciones pertinentes, lo que así ha sucedido.



Y el voto en contra del Senador Hernán Larraín fue razonable, pues se trataba de preceptos incluidos originalmente en esta iniciativa por el Gobierno.



Con tales consideraciones, creo que debiéramos despachar en particular el proyecto en debate.



No obstante, quiero referirme a una preocupación de los microempresarios y de la gente radicada en lugares donde no hay acceso a energía eléctrica e Internet.



Sobre el particular, el Ejecutivo presentó una proposición, y la Comisión la aprobó, para eximir de la obligación de factura electrónica a los mencionados contribuyentes, quienes seguirán operando con la factura en papel.



Además, se fija un plazo de 24 meses para implementar la factura electrónica en las microempresas de los sectores urbanos y uno de 36 meses en el caso de las del ámbito rural.



En mi concepto, todo gobierno y cualquier administración del Servicio de Impuestos Internos deberán verificar en el próximo tiempo, a medida que se implemente en el territorio nacional el servicio de Internet, el cumplimiento de los plazos señalados y determinar si es necesario aumentarlos.



Por último, para los efectos de la Versión Oficial, quiero dejar constancia de que con los demás Senadores planteamos una situación muy relevante para los microempresarios que emiten facturas por prestación de servicios o por venta de productos a empresarios de mayor tamaño.



Como hemos expresado muchas veces, esos microempresarios reciben el pago de tales facturas a cuatro meses o más, en circunstancias de que a los treinta días deben enterar el IVA, tributo que tienen que cancelar los empresarios más grandes.



Ante dicha contradicción, el Servicio de Impuestos Internos se comprometió a cambiar el sistema, de tal modo que, en vez de que haya factura de venta, el empresario de mayor tamaño le emita factura de compra al microempresario.



Espero que la solución se concrete en el curso de este año.



Por lo expuesto, señor Presidente, creo que, si la Sala estuviera de acuerdo, podríamos votar y aprobar el proyecto en su totalidad.

El señor PIZARRO (Presidente).- Procederíamos, entonces, a votar primero las modificaciones unánimes de la Comisión de Hacienda, y en seguida, las aprobadas por mayoría en esa instancia.



Según explicó el Senador señor Zaldívar, dicho órgano técnico aprobó la supresión del artículo 3° por tres votos contra uno.



En consecuencia, de ratificarse la eliminación planteada, se caen las otras dos enmiendas.



¿Le parece a la Sala aplicar tal procedimiento?



Acordado.



--Se aprueban las modificaciones aprobadas unánimemente por la Comisión de Hacienda.

El señor PIZARRO (Presidente).- Corresponde pronunciarse sobre la supresión del artículo 3° y de las disposiciones derivadas de él.



Como se acaban de incorporar a la Sala varios señores Senadores, tiene la palabra el señor Secretario para explicar lo que se va a votar.

El señor LABBÉ (Secretario General).- La Comisión de Hacienda, por tres votos en contra y uno a favor, rechazó el artículo 3°, mediante el cual se planteaba rebajar el impuesto de timbres y estampillas (página 18 del comparado). Y, consecuencialmente, eliminó el inciso cuarto del artículo segundo transitorio (página 88) y el artículo tercero transitorio (página 89).



Eso va a resolverse en una sola votación.

El señor PIZARRO (Presidente).- En votación.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor PIZARRO (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueban las enmiendas consistentes en eliminar el artículo 3° permanente, el inciso cuarto del artículo segundo transitorio y el artículo tercero transitorio (24 votos favorables), y queda terminada la discusión del proyecto en este trámite.


Votaron las señoras Alvear, Pérez (doña Lily) y Von Baer y los señores Bianchi, Chahuán, Coloma, Escalona, Espina, Frei (don Eduardo), García, García-Huidobro, Horvath, Kuschel, Lagos, Larraín (don Hernán), Letelier, Muñoz Aburto, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Sabag, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar (don Andrés).

El señor PIZARRO (Presidente).- Se deja constancia de la intención de pronunciamiento favorable de los Senadores señores Girardi y Carlos Larraín.

VI. ORDEN DEL DÍA

FORTALECIMIENTO DE REGIONALIZACIÓN

El señor PIZARRO (Presidente).- Proyecto de ley, iniciado en mensaje, en primer trámite constitucional, relativo al fortalecimiento de la regionalización del país, con informe de la Comisión de Hacienda y urgencia calificada de “discusión inmediata”.



--Los antecedentes sobre el proyecto (7963-06) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:



Proyecto de ley:


En primer trámite, sesión 60ª, en 5 de octubre de 2011.


Informes de Comisión:



Gobierno, Descentralización y Regionalización: sesión 59ª, en 2 de octubre de 2013. 



Hacienda: sesión 83ª, en 7 de enero de 2014.


Discusión:



Sesiones 60ª, en 8 de octubre de 2013 (queda pendiente la discusión general); 63ª, en 15 de octubre de 2013 (queda para segunda discusión); 65ª, en 29 de octubre de 2013 (se aprueba en general).

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Al no presentarse indicaciones en el plazo fijado para tal efecto, la iniciativa fue enviada reglamentariamente a la Comisión de Hacienda, que debía conocerla en particular. Esta deja constancia de que solo consideró de rango orgánico constitucional el artículo 1°, que introduce modificaciones en la Ley Orgánica Constitucional sobre Gobierno y Administración Regional; el número 4) del artículo 2°, que confiere una nueva atribución al Consejo Regional, y el artículo 4°, que modifica la Ley Orgánica Constitucional de Municipalidades.



La Comisión hace presente que efectuó enmiendas respecto de las siguientes disposiciones del texto aprobado en general: números 2), 8), 9), 15), 22), 25), 36), 37), 39), 40), 41), 43) y 44) del artículo 1°; artículos 3°, 4°, 5° y 7° permanentes, y artículos tercero y quinto transitorios. Ello lo acordó por unanimidad, sobre la base de lo dispuesto en el artículo 121, inciso final, del Reglamento.



Los demás números del artículo 1° y los otros artículos que no fueron objeto de indicaciones ni de modificaciones deben darse por aprobados, salvo que algún señor Senador solicite, con el apoyo de la unanimidad de los presentes, su votación y discusión.



Los números restantes del artículo 1° y el número 4) del artículo 2°, por revestir el carácter de normas orgánicas constitucionales, requieren 21 votos a favor.



Lo primero que procede, entonces, es dejar constancia del quórum correspondiente o llevar a cabo la votación, para registrarlo.



Ahora bien, las enmiendas unánimes deben ser votadas sin debate, salvo que algún Senador manifieste su intención de impugnar el texto.



De ellas, las recaídas en los diferentes números del artículo 1° y en el artículo 4° deben ser aprobadas con 21 votos a favor, por tratarse de normas orgánicas constitucionales.



El órgano técnico consigna que tuvo en consideración que el artículo 6°, letra d), de la ley 19.175, Orgánica Constitucional sobre Gobierno y Administración Regional, norma que el proyecto modifica, consagra, entre los requisitos para ser designado intendente o gobernador, el de no hallarse declarado en quiebra calificada de culpable o fraudulenta por sentencia ejecutoriada. Tal nomenclatura, señala, no se encuadra en la nueva institucionalidad de procedimientos concursales contemplada en el proyecto que sustituye el régimen vigente por una ley de reorganización y liquidación de empresas y personas, y perfecciona el rol de la Superintendencia del ramo, en trámite de promulgación.



Se expone que el requisito debiera ser objeto de un ajuste, en su momento, durante las otras etapas de tramitación del proyecto. Por no constituir el contenido de la letra d) del artículo 6° un asunto de su competencia, la Comisión no se pronunció sobre la materia, sin perjuicio de dejar expresa constancia de que ello ha de quedar para las próximas etapas.



Sus Señorías tienen en sus escritorios un boletín comparado cuya tercera columna transcribe las modificaciones introducidas por la Comisión de Hacienda, y la cuarta, el texto que quedaría al aprobarlas.



En resumen, se trata de dejar constancia del quórum en el caso de las normas que no fueron objeto de modificaciones, pero son de rango orgánico constitucional, como se determinó, y de votar sin debate aquellas en las cuales el órgano técnico introdujo enmiendas, sobre la base de la aplicación del artículo 121, inciso final, del Reglamento.

El señor PIZARRO (Presidente).- En discusión particular.



Ofrezco la palabra.



La tiene el Honorable señor Bianchi.

El señor BIANCHI.- Señor Presidente, como Comisión de Gobierno, ya dimos una cuenta, en su momento, sobre la iniciativa en debate. Esta viene ahora de su trámite en la Comisión de Hacienda, donde se efectuaron, según entiendo, dos modificaciones.



El mecanismo de traspaso de competencias ha sido una de las principales materias que hemos intentado consagrar legislativamente desde hace varios años. Ha mediado al respecto un trabajo de todo el órgano técnico mencionado en primer término, con los Senadores señores Orpis, Pérez Varela, Sabag, Zaldívar, Frei, Rossi. Todos sus integrantes hemos insistido reiteradamente en la trascendencia de contar con ese sistema.



Lo que trae el proyecto, en definitiva, es una cosa muy distinta, que claramente no da cuenta de lo que nosotros realizamos en una iniciativa de modificación de la Carta. Existe un acuerdo político al respecto, luego de conversar hoy y ayer con el Ministro señor Larroulet, quien ha manifestado toda la disposición necesaria para que se le coloque urgencia a la reforma constitucional que preparamos en la Comisión de Gobierno, de tal suerte que cumplan una función, en definitiva, quienes van a asumir una importante labor.



Lo curioso es que si el traspaso no tuviera lugar tal cual se ha solicitado, va a ocurrir que, en la eventualidad de que consejeros regionales quieran pedirle al Gobierno central que uno de ellos se verifique -a modo de ejemplo, en el caso del transporte público en la Quinta o la Duodécima Regiones-, el Presidente de la República podría negarse, y punto. Eso sería todo. Claramente, no constituiría ningún avance en descentralizar, en descongestionar, en destrabar la política centralista asfixiante.



Por lo tanto, la reforma que propusimos apunta a que el Senado sea dirimente. Sinceramente, creemos que esta es una de las mejores maneras de garantizar que en nuestro país existan verdaderos gobiernos regionales. 



En el Párrafo 2°, nuevo, propuesto a continuación del artículo 21 y que comprende los artículos 21 bis, 21 ter, 21 quáter y 21 quinquies se establece un mecanismo que contempla la dependencia de la absoluta voluntad presidencial. Y ello es imposible de sostener.



Entonces, en esta oportunidad queremos dejar al menos un testimonio para que nuestra petición, que es muy importante, sea recogida por el Subsecretario de Desarrollo Regional, señor Miguel Flores, presente en la Sala, quien ha registrado una muy activa participación en la materia, o por el Ministro señor Larroulet.



El Senado ha elaborado una reforma constitucional para que quienes van a asumir una importante actividad en los futuros gobiernos regionales cuenten con alguna manera de recibir traspasos de polos productivos, de actividades, de emprendimientos, para que pueda existir un mecanismo que descentralice mucho más la situación, tan asfixiante, que en ese ámbito vive nuestro país.



Mientras ello no ocurra, no sé cuál es el sentido de que los consejos regionales voten hoy día los presupuestos de manera general, no por glosas. Y hasta ahí llegamos. No queremos eso.



Así que le pido al señor Ministro que recoja la solicitud. Ha comprometido la voluntad de ponerle urgencia al proyecto de traspaso de competencias, a la reforma, y confiamos en que así va a ser.



Gracias.

El señor PIZARRO (Presidente).- Es preciso dejar constancia de los votos a favor respecto de los artículos que requieren quórum especial, sin perjuicio de una cantidad muy grande de disposiciones aprobadas por unanimidad en la Comisión de Hacienda. En ambos casos tiene que quedar establecido el resultado, por lo que solicito la anuencia de la Sala para abrir la votación y llevar a cabo un solo pronunciamiento, con la posibilidad de fundamentarlo.



Acordado.

El señor BIANCHI.- Que intervenga antes el señor Ministro.

El señor PIZARRO (Presidente).- En votación.



--(Durante la votación).
El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Rossi.

El señor ROSSI.- Voy a transmitirle esa petición al señor Ministro, a quien sé que le encanta cumplir los acuerdos que contraemos...



Nos acompañan en las tribunas varios consejeros regionales de Tarapacá y de Arica. Les enviamos un saludo.



El proyecto es bien importante. Continuamente se menciona la trascendencia de la descentralización y la iniciativa se ha discutido mucho. Siempre hemos planteado, tanto en la Sala cuanto en la Comisión de Gobierno, la cuestión de cómo darles más fuerza a las regiones, de cómo entregarles más autonomía, desde los puntos de vista de la capacidad de gestión y de su fortalecimiento institucional y también financiero.



Muchas veces se reclama desde ellas, con justa razón -es el caso de las que represento-, que gran parte de los recursos que se entregan vienen ya con un objetivo definido. Eso, por cierto, les resta autonomía, poder, capacidad a fin de decidir dónde focalizar la inversión o establecer ciertas prioridades para esta.



Hace poco elegimos consejeros regionales por sufragio universal. Fue la primera vez. Constituyó un paso importante en materia de descentralización y participación. Hoy día ellos se van a hacer mucho más visibles frente a la ciudadanía. Se encuentran más empoderados, legitimados. Pero no sacamos nada con designarlos democráticamente si no les damos más facultades.



Estamos ciertos de que la iniciativa en debate no es la solución al problema del centralismo existente desde hace décadas, pero representa un avance. En las reuniones de Nueva Mayoría hemos discutido mucho sobre el particular y comprendemos que si bien es cierto no configura -repito- un progreso definitivo, permite adelantar en la descentralización.



Entre otras cosas, el Senador señor Bianchi ha expuesto algo que quizás sea el elemento distintivo o fundamental del proyecto, su corazón, y que se refiere a un mecanismo, con todas sus precariedades, vulnerabilidades e insuficiencias, que permitiría transferir, al fin y al cabo, competencias o atribuciones desde el nivel central al regional.



Los consejeros regionales podrían decidir que es bueno que la región ejecute una determinada atribución y requerir el traspaso respectivo al nivel central. Hasta ahí vamos bien. La cuestión es qué pasa cuando el Presidente de la República no está de acuerdo. Se agregó la necesidad de una resolución fundada. El adjetivo “fundada” tampoco resuelve el problema. Se añadió, incluso, desde el otro lado, la posibilidad de solicitar, con un porcentaje de los miembros del consejo regional, un estudio tendiente a reforzar y fundamentar la petición. Pero al final del día, cuando existe una contienda en la materia, un desacuerdo, quien resuelve es el Primer Mandatario. Entonces, volvemos a una visión tremendamente centralista de la Administración del Estado y de la vida en las regiones.



Por la misma relevancia del asunto, quiero manifestarle al Subsecretario señor Flores, quien se encuentra en la Sala -por su intermedio, señor Presidente-, que vamos a hacer un acto de confianza al votar a favor de la iniciativa, porque siempre se dijo en la Comisión de Gobierno que ello debía ir de la mano con la aprobación de un mecanismo para resolver una contienda de competencia. Y este último, que solucionaría la controversia entre los planos central y regional, justamente se encontraba aquí, en el Senado. Se establecía una fórmula para que, de cara a la ciudadanía, de una manera transparente, ambos niveles argumentaran a favor o en contra de determinado traspaso de atribuciones. Por cierto, este también se podría revertir.



Creo que estamos dando un paso importante en un proyecto aún insuficiente. La Presidenta Bachelet va a enviar una iniciativa para la elección directa y democrática de los intendentes. Ese es el paso decisivo. Porque en el texto se establece la figura de un presidente del consejo regional…



Pido que se me conceda un minuto más, por favor.

El señor PIZARRO (Presidente).- Lo tiene, Su Señoría.

El señor ROSSI.- Gracias.



Decía que esa figura es el contrapeso de la autoridad del nivel central, pero evidentemente deseamos un intendente que surja por sufragio universal.



Espero que el Gobierno califique de “discusión inmediata” la reforma constitucional que presentamos -la Sala ya la aprobó- y que dice relación con un mecanismo que permite resolver la controversia o contienda de competencia.



Y confío en que se apruebe el proyecto en examen, porque, sin duda alguna, significa un avance que se suma al paso que dimos al legislar para que los consejeros regionales fueran elegidos por votación directa, tal como ocurrió en los últimos comicios.



He dicho.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Chahuán. 

El señor CHAHUÁN.- Señor Presidente, Honorable Senado, deseo ser muy breve con relación al proyecto en estudio, que tiene por objeto el fortalecimiento de la regionalización, ya que, por no haber sido objeto de indicaciones en su oportunidad, quedó aprobado en particular, habiendo debatido la Comisión de Hacienda los aspectos de su competencia.



Dicho órgano técnico, en el ámbito de las atribuciones que le corresponden, introdujo adecuaciones en el sentido correcto, con el objeto de que la normativa pueda ser implementada como ley a la mayor brevedad, para el debido funcionamiento de los gobiernos regionales.



Uno de los temas que ha planteado el Honorable señor Bianchi -yo lo comparto- dice relación con el traspaso de competencias. Este es un aspecto que debemos fortalecer. Ello pasa, finalmente, por el traspaso de las decisiones, pero también se vincula con un punto que acá no se ha señalado: el mejoramiento de las condiciones en que los cores desarrollen su labor.



Los miembros de los gobiernos regionales tienen que resolver respecto de las políticas de desarrollo regional y también respecto de presupuestos significativos para la nación. Nosotros hemos sostenido que hay una cuota importante de responsabilidad en aquello. Y asegurar buenas condiciones para que los consejeros regionales desarrollen su función implica necesariamente atender el petitorio que ellos han formulado, por lo que esperamos que el Gobierno, sea este o el que sigue, lo acoja en algún momento.



A pesar de estos dos elementos, que son de iniciativa exclusiva del Ejecutivo, quiero pedirles a mis colegas que aprobemos el proyecto en debate, de modo que cumpla su segundo trámite en la Cámara de Diputados a la mayor brevedad y de esa forma podamos tener un cuerpo legal que rija las actuaciones de los gobiernos regionales antes de que sus miembros asuman sus cargos, ya que, de lo contrario, nos encontraríamos frente al fenómeno de que tales organismos no contarían con un respaldo legal determinado, lo cual impediría concretar la regionalización y la descentralización, que tanto defendemos y de las cuales tanto hablamos.



Por eso, señor Presidente, doy mi voto favorable a la iniciativa, esperando que cuanto antes se transforme en ley de la República, con las dos salvedades antes planteadas: la necesidad de fortalecer la transferencia de competencias, y segundo, lo relacionado con las condiciones en que los cores desarrollen su función, particularmente por su grado de responsabilidad en la formulación de políticas de desarrollo regional, así como por el hecho de tener que resolver respecto de los altos presupuestos de las regiones.



He dicho.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Orpis.

El señor ORPIS.- Señor Presidente, por razones de tiempo me voy a limitar a plantear una observación que considero importante.



Aquí, uno de los temas centrales son el patrimonio y la capacidad de ingresos que deben tener los gobiernos regionales para desarrollar sus acciones. Los proyectos se ejecutan normalmente a través de alianzas, especialmente con el Gobierno central, aunque ahora incluso existe la facultad de establecerlas con los municipios.



De acuerdo a la reforma que aprobamos, la Constitución dispone, en el artículo 115, que los convenios de programación entre las regiones y el nivel central tendrán el carácter de obligatorios, y que “La ley orgánica constitucional respectiva establecerá las normas generales que regularán la suscripción, ejecución y exigibilidad de los referidos convenios”.



¿Por qué me detengo en esta norma, señor Presidente? Porque encuentro extremadamente débil el modo como quedó abordado el punto en la modificación que estamos haciendo en la ley sobre gobiernos regionales.

Normalmente, los convenios de programación son plurianuales. Cuando se trata de grandes obras de inversión, cuando hay un hospital, una carretera de por medio, los recursos son colocados en parte por las regiones y en parte por el nivel central. Se trata de proyectos que se desarrollan en dos, tres, cuatro años.



¿Cuál es el problema que surge? Que, tal como está redactado, el inciso segundo del artículo 81 ter dispone que “El nivel de cumplimiento exigible, respecto de cualquiera de las partes, estará supeditado al monto de recursos que anualmente la Ley de Presupuestos del Sector Público haya aprobado para el respectivo ítem de gasto”.



¿Qué va a ocurrir? En Tarapacá, por ejemplo, celebramos un convenio de programación en materia de salud por 62 mil millones de pesos, prorrateados en cuatro años. Tal como está la disposición, lo que va a suceder es que los recursos que debe aportar en parte el nivel central, si el Ejecutivo no los coloca anualmente en la Ley de Presupuestos, no serán exigibles. 



Yo tengo una seria duda constitucional por el modo como está redactada la norma, porque los convenios de programación son de carácter obligatorio. La exigibilidad depende de la ley orgánica. Y en esta se está diciendo que el nivel de ingreso estará anualmente determinado en la Ley de Presupuestos. ¿Qué pasa si esta última determina que es un peso? El convenio de programación no se podrá cumplir. 



Por lo tanto, la obligatoriedad exigida por la Constitución en la práctica deja de operar porque, en definitiva, la facultad para el cumplimiento o no cumplimiento de los convenios de programación vuelve al nivel central. Y este punto, relativo a los convenios de programación, es, a mi juicio, clave para el desarrollo de las regiones.



Por eso, señor Presidente, hago reserva de constitucionalidad, pues, tal como está redactada la norma, los convenios de programación, fundamentales para el desarrollo de las regiones, en la práctica podrían no cumplirse.



He dicho.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Pérez Varela.

El señor PÉREZ VARELA.- Señor Presidente, nosotros estamos votando hoy una ley orgánica que necesariamente debe estar dentro del marco de la Constitución. 



Lamentablemente, la reforma constitucional que se hizo años atrás no abordó estos aspectos en forma adecuada. Por eso, es imposible abocarse de manera concreta y específica a la transferencia de competencias en esta ley orgánica, lo que hace necesario el proyecto que presentaron los miembros de la Comisión de Gobierno. Ojalá que podamos aprobarlo a la brevedad, porque es la reforma que verdaderamente hará aplicable un elemento fundamental para el fortalecimiento de las regiones, como es el hecho de que estas posean competencias, facultades y recursos.



A pesar de ello, creo que este proyecto de ley avanza sustancialmente en el proceso de regionalización en materias como la estructuración de los gobiernos regionales; la organización de los consejeros regionales, elegidos hoy popularmente; la definición de atribuciones tanto del intendente como del presidente del Consejo; el manejo de las urgencias; las facultades de todo lo que dice relación con el desarrollo territorial. 



Yo me quiero hacer cargo de lo que ha sido un poco el debate público llevado adelante, en particular en mi Región, por consejeros que ya han ejercido esta función. Ellos plantean que este proyecto de ley les está quitando atribuciones. Creo que eso no es así. Por el contrario, en materia de fiscalización, en materia de competencias relativas al desarrollo territorial, en materia de planos reguladores, lo que vienen aquí son nuevas atribuciones, nuevas responsabilidades para los cores. 



Se sostiene que no se mantiene una práctica de los últimos años consistente en aprobar proyecto a proyecto. Sin embargo, a mí no me parece que ese sea un método sano para el uso eficiente de los recursos. A mi juicio, la norma que proponen tanto la Comisión de Gobierno como su par de Hacienda es adecuada y tiene además un elemento que no podemos dejar de mencionar: que la propuesta de inversión que el intendente haga al Consejo Regional deberá basarse en indicadores objetivos de distribución intrarregional. 



Eso, que hoy día no está, me parece fundamental, porque uno de los riesgos que podemos correr o una de las distorsiones a las cuales nos podemos ver enfrentados es que los cores aprueben recursos solo para las grandes ciudades, que es donde están los votos de quienes han resultado elegidos. Yo me he dedicado a estudiar el punto y me he dado cuenta de que en muchas de las regiones los consejeros electos lo fueron en virtud de las votaciones registradas en las grandes urbes. Por eso, se puede dar la distorsión de que esas ciudades obtengan mayor dotación de recursos, más proyectos, una mirada “más cariñosa”, para decirlo de alguna manera, por parte de los consejeros regionales.



Al establecer variables, indicadores objetivos de distribución regional, el proyecto viene a asumir algo fundamental: la protección de las comunas más débiles, con menor cantidad de habitantes -por tanto, con poco electorado-, más alejadas, más rurales. Y eso, a mi juicio, queda plasmado en forma adecuada en la iniciativa de ley que hoy estamos votando.



Sin duda, señor Presidente, hay otros temas a los cuales nos gustaría referirnos, pero disponemos de poco tiempo. Por eso he querido hacer énfasis en esta norma, relativa a la manera como los consejeros regionales, ahora elegidos por votación popular, van a aprobar los presupuestos y los planes de inversión de cada región.



A mi juicio, esa disposición da consistencia, coherencia respecto a cómo el país maneja los recursos tanto a nivel nacional, según las atribuciones del Parlamento, como a nivel comunal, de acuerdo a las atribuciones que se entregan a los concejos municipales. En todo caso, la facultad de los consejeros regionales queda plasmada y unida adecuadamente a datos objetivos que permiten respetar y defender a las comunas más pequeñas, para que estas también sean fruto y objeto del trabajo de los gobiernos regionales.



Por lo tanto, voto favorablemente.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Zaldívar.

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Señor Presidente, efectivamente, la Comisión de Hacienda, recogiendo el informe de la Comisión de Gobierno, aprobó en forma unánime la totalidad de los artículos que correspondían a su competencia. 



Y quiero hacer presente que esto ya lo hicimos a propósito de la discusión general. No es porque estemos contentos o porque creamos que el proyecto constituye un gran avance. Yo no concuerdo con esa frase. Concuerdo más con las precauciones que han manifestado sobre el tema los Senadores Orpis, Bianchi y los demás miembros de la Comisión de Gobierno.



En mi concepto, este es un avance, pero tímido. Incluso se dice que a los consejeros regionales les van a quitar facultades. Y, efectivamente, la práctica que han seguido es la de ir aprobando proyecto por proyecto, y muchas veces aprueban algunos que no tienen mayor trascendencia.



¿Qué se hace ahora? Se aplica un mecanismo en que el Consejo Regional aprueba un presupuesto en forma sectorial y luego el intendente lo ejecuta, del mismo modo en que lo hace el Presidente de la República con el Presupuesto de la Nación a través de los Ministerios. Es algo similar y, a lo mejor, es una buena norma. Pero -y es la crítica que plantean los consejeros regionales, en la cual, en cierta manera, tienen razón- nuevamente se cae en mayor centralismo. ¿Por qué? Porque el intendente es nombrado por el Primer Mandatario, por lo que puede entenderse que este ejerce gran influencia en las decisiones que aquel toma en la medida en que no actúa en forma autónoma.



Y ahí surge la discusión sobre la necesidad de que haya un gobierno regional elegido completamente. Es decir, que no solo lo sean los consejeros regionales sino también los intendentes.



En cuanto a la transferencia de competencias, efectivamente hay un proyecto de reforma constitucional relativo al artículo 114 que está pendiente en el Parlamento. Se ha dicho que debemos despacharlo para establecer algún mecanismo que permita que la transferencia de competencias no quede a la sola decisión del Presidente de la República. Tampoco, obviamente, puede quedar a la sola decisión de los CORE. Habría que consagrar algún instrumento para dirimir los conflictos que pudieran producirse entre el Ejecutivo y un gobierno regional cuando este le pida el traspaso de una competencia por los dos tercios de sus miembros.



Ojalá podamos completar la tramitación de dicha reforma constitucional, al objeto de fijar un mecanismo que permita al Consejo Regional solicitar la transferencia de competencias con un alto quórum, y al Jefe de Estado, negarla, pero no simplemente a través de un decreto fundado, de tal modo que, si no tiene fundamentos, sea otra autoridad -se está proponiendo al Senado- la que dirima el conflicto.



Otra materia que debemos tener presente -la señalo aquí para que el Gobierno tome nota- se refiere a una modificación a la Ley de Municipalidades que vamos a ver en los próximos días aquí, en la cual se aumenta la remuneración de los concejales en 30 por ciento, quedando en aproximadamente 620 mil o 625 mil pesos, como cifra máxima para quienes asistan a todas las sesiones que celebre el concejo municipal en un mes. Sin embargo, en el caso de la dieta de los consejeros regionales no se observa ningún incremento, por lo que sus ingresos se mantienen en el orden de los 670 mil pesos.



No es un tema determinante en la ley, pero sí es importante. Tiene que haber cierta diferenciación. Y el Ejecutivo, de una manera u otra, debe buscar la forma de hacer una diferencia mayor entre la dieta de un concejal y la de un consejero regional.



Es un asunto pendiente que planteé al Gobierno, que quedó de estudiarlo.



El problema se va a producir. Cuando en el próximo tiempo aprobemos aquí el proyecto que aumenta la dieta de los concejales, inmediatamente vamos a recibir, con entera justicia y razón, el reclamo de los cores.



Por último, hay una indicación que requiere la unanimidad para ser discutida por haber sido presentada fuera de plazo, referida a la aprobación del Artículo Quinto Transitorio, que resulta crucial, pues establece el mecanismo de financiamiento de la ley.



Gracias.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra la Senadora señora Allende.

La señora ALLENDE.- Señor Presidente, hace bastante tiempo que venimos discutiendo este proyecto, que, a mi juicio, es muy importante. Es un paso, no menor, es cierto, pero un paso.



Tuvimos oportunidad de expresarlo en la Sala a raíz de la reforma que implicó establecer la elección directa de los cores, con lo cual se ganó mucho en transparencia y en la legitimidad de quienes resulten elegidos para ocupar dichos cargos.



Pienso que ahora el paso que sigue es definir con mayor claridad el financiamiento de las nuevas funciones. No queremos que se repita lo que ha ocurrido con los municipios, que ha sido muy lamentable. En más de una oportunidad se les han aprobado nuevas atribuciones sin entregarles los fondos necesarios, lo cual ha agudizado su desfinanciamiento y ha profundizado los problemas que afectan a las municipalidades que no disponen de recursos suficientes. Es algo que no debe repetirse.



Por lo tanto, cualquier nueva función o atribución que se transfiera a los gobiernos regionales tiene que ir acompañada de su fuente de financiamiento, a fin de evitar que se les entreguen mayores responsabilidades sin dotarlos de los recursos asociados al ejercicio de aquellas.



En mi concepto, es un tema de la más alta importancia.



Ahora bien, entiendo que este proyecto es fundamental. Debemos regular el estatuto de los cores. Estos fueron elegidos por sufragio popular y ahora, evidentemente, corresponde definir las condiciones en las que van a desempeñar sus cargos, es decir, las facilidades para asistir a las sesiones del Consejo; la contratación de seguros contra accidentes; el aseguramiento de su dieta o asignación en caso de enfermedad u otras razones médicas; permisos para ausentarse por el fallecimiento de algún familiar. Todo eso no es menor.



Y quiero hacer una consideración al respecto. Lo mismo siento a propósito de nuestros concejales, pero en este caso con mayor razón lo siento por los cores. Creo que, como país, en algún momento deberemos dar un paso más.



A veces la gente no entiende y le cuesta concebir que la democracia implica, evidentemente, gastos e inversiones. La idea es tener consejeros regionales que se vayan especializando, que se dediquen full time al cargo, que reciban una dieta o asignación adecuada a la función que desempeñan. 



Ojalá fuéramos capaces de aprender de otros países, donde los equivalentes a nuestros consejeros regionales y concejales tienen dedicación exclusiva y reciben una dieta que les permite cumplir bien con sus altísimas responsabilidades. Cada día las actividades de estos representantes son más complejas y deben tomar decisiones extraordinariamente importantes que generan consecuencias para las comunas y las regiones. Y, sin embargo, siempre se está pensando en ahorrar y en otorgar una dieta de 600 mil pesos. No somos capaces de entender que con gente que se forme y se convierta en profesional del área en cuestión resultarán beneficiadas nuestras comunas y nuestras regiones.



En ese sentido señalo mi disconformidad. Espero que alguna vez aprendamos y cambiemos derechamente el sistema. Por cierto, se habla de nuevas funciones para los gobiernos regionales y no podemos estar más de acuerdo.



Si hay algo que todos percibimos es cómo el centralismo ahoga las regiones. Así lo he manifestado como Senadora que representa a la Región de Atacama.



Estamos agotados de que todo se resuelva en Santiago. Eso cansa en la región septentrional. De ahí que incluso se ha constituido la Asociación de los Municipios del Norte, para reflejar el cansancio de zonas que entregan su riqueza -que significa muchísimos recursos-, al producto del país y a las arcas fiscales y se quedan con los pasivos ambientales.



En mi opinión, no podemos dejar de escuchar el actual clamor proveniente de las regiones y que constituye la razón por la cual surgen crecientemente este tipo de asociaciones, de argumentos o de acciones, que van en el sentido de reivindicar que las regiones cuenten con verdaderas competencias, con reales atribuciones y puedan desarrollarse como tales. Y en aquellas donde hay escasez de recurso humano, habrá que dar facilidades para incrementarlo poco a poco.



Evidentemente, como se ha señalado, faltan algunos detalles respecto a los mecanismos de transferencia de competencias. Los iremos perfeccionando. Desde ya anuncio mi voto positivo, porque creo que este es un paso importante.



No puedo dejar de mencionar el compromiso -tengo la certeza de que se va a cumplir- de la Presidenta electa, Michelle Bachelet, en cuanto a la futura elección de los intendentes. Considero que es un tremendo paso. Con él, por fin, vamos a terminar con cierta dualidad existente, la cual, como lo he expresado aquí en otras oportunidades, no está del todo despejada. Resulta extraño que las regiones tengan la figura de un intendente nombrado por el Jefe del Estado, y, a la vez, un gobierno y un consejo regionales elegidos por votación popular, que designa a su presidente de entre sus miembros.



Tal dualidad no queda muy clara y va a perturbar el buen funcionamiento de los órganos regionales. Estoy segura de que generará algún tipo de ruido. En el futuro deberemos hacernos cargo de esto, en la medida en que la ley en proyecto se empiece a aplicar. Pero siempre he pensado que es necesario elegir al intendente, a fin de resolver dicha dualidad, en cuanto a que no habrá dos personas encabezando el gobierno y el consejo regionales.



Por esas razones y con las aprensiones expuestas, voto a favor.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Sabag.

El señor SABAG.- Señor Presidente, estamos culminando el despacho de un proyecto de gran trascendencia para la descentralización administrativa y económica del país a través de los gobiernos regionales. No cabe duda de que avanzaremos en esos aspectos.



Por eso, en las Comisiones, tanto de Gobierno como de Hacienda, aparte de los acuerdos a que llegamos con el Ejecutivo respecto de las indicaciones correspondientes, acogidas en su oportunidad, la iniciativa en debate se aprobó prácticamente en forma unánime, salvo una que otra disposición, con votos de abstención o en contra.



Ello demuestra el gran consenso que hubo en ambas Comisiones para despachar cuanto antes la ley en proyecto, muy esperada por todo el país.



Ya tenemos a los consejeros regionales elegidos por sufragio popular, que asumen el 11 de marzo próximo. Lo lógico es que, al comenzar, se encuentren con esta nueva legislación que les otorga facultades claras para el desempeño de sus funciones.



Señor Presidente, en seguida mencionaré los títulos de las principales materias contenidas en la iniciativa, con limitados comentarios, dado que carecemos del tiempo suficiente para explayarnos sobre cada una. 


1. Financiación de nuevas funciones y atribuciones.




Los
consejeros regionales tenían, al igual que los concejales, muy pocas atribuciones y no podían realizar fiscalizaciones mayores. En cambio, ahora se les conceden más facultades y se les asignan muy buenas funciones, para que puedan desempeñar con dignidad ese importante cargo en todos los lugares del territorio.


2. Regulación del estatuto de los consejeros regionales.



Aquí se establecen muchas cosas que a ellos les interesan: los permisos para asistir a las sesiones del Consejo; la dieta y las asignaciones; su situación previsional, en fin, todo lo relacionado con el desarrollo de sus labores, respecto de lo cual hasta ahora están muy desprotegidos.


3. Nuevas funciones de los gobiernos regionales.



Se establecen tareas relacionadas con el ordenamiento territorial, fomento productivo y desarrollo cultural y social. Para estos efectos se les conceden amplias atribuciones.


4. Mecanismo de transferencia de funciones y atribuciones a gobiernos regionales.



Como ya se ha señalado, aprobamos una reforma constitucional conforme a la cual, cuando un gobierno regional desea mayores facultades y competencias, debe solicitarlas al Ejecutivo. Si el Presidente de la República, en un momento determinado, se las niega, será el Senado el que dirima la controversia.



En este mecanismo está todo regulado. Las transferencias se materializarán a través de convenios, programas y creación de servicios públicos regionales, en fin. Todas las competencias que los cores consideren que pueden desempeñar las pueden solicitar al Primer Mandatario.


5. Estructura de los gobiernos regionales.


6. Nuevas funciones de los consejeros regionales.



Se les entregan diversas funciones a los cores y, naturalmente, los asuntos más importantes relacionados con la distribución de los recursos de inversión regional. Se explicita la forma de aprobar los fondos y cómo será la proposición que el intendente hará al gobierno regional para que con la aprobación del presupuesto puedan determinar los marcos presupuestarios que deberán ejecutarse con posterioridad.


7. Exigibilidad de convenios de programación y convenios de mandato.
Los gobiernos regionales manejan importantes cantidades de recursos y, por supuesto, suscriben convenios de programación con los Ministerios. Y como hoy en día todas las Secretarías de Estado les están echando el guante a los fondos regionales, queremos que el Gobierno central vaya aportando los recursos a través de convenios de programación.



Señor Presidente, con estas nuevas facultades y funciones que se entregan a los cores, esperamos ir avanzando para que las regiones tengan una verdadera autonomía y se consolide una amplia regionalización en el país.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Horvath. 

El señor HORVATH.- Señor Presidente, quiero referirme a algo señalado por diversos Senadores, como también por la Comisión, a fin de generar una alerta respecto de este proyecto relativo al fortalecimiento de la regionalización. 



En realidad, por cada paso hacia la regionalización, simultáneamente se dan diez a favor de la centralización. Para comprobarlo basta leer el articulado. Y voy a mencionar algunos ejemplos.



Casi todo el texto habla de que las regiones, a través del intendente, de los consejeros regionales y de los gobiernos regionales tienen que ajustarse a la política nacional.



¿Qué ha significado la política nacional? Se trata de una larga historia, que no es del actual Gobierno, a través de la cual se ha generado una depredación de los recursos naturales. La gran mayoría de ellos (suelo, agua, recursos hidrobiológicos, bosques -de estos son más los que se queman que los que se plantan-) se encuentran no en franco riesgo, sino colapsados.



Además, se nos informa que Chile crece económicamente a una tasa determinada. Pero nada se dice con respecto a la variación de los recursos naturales. Por lo tanto, podemos estar creciendo pero, dicho en términos populares, “comiéndonos la gallina de los huevos de oro”.


Por otro lado, este modelo centralista, que no es de Santiago, sino de un poder concentrado, tanto público como económico, en niveles que incluso están fuera del país, lleva a una concentración excesiva y a un uso abusivo de los territorios de las regiones. Hoy en día somos testigos de zonas de sacrificio, como Huasco, Quintero, Ventanas, Puchuncaví, Concón y Coronel. Se trata de un modelo que se está imponiendo por sobre las vocaciones propias de las distintas regiones.


Si uno lee algunos artículos del proyecto, concluye que revelan una profunda desconfianza en las regiones. Daremos también algunos ejemplos.


Evidentemente, es un avance el que los consejeros regionales sean elegidos mediante votación popular. Pero los estamos obligando a funcionar atados de pies, de manos y de alas, porque tampoco pueden volar. Desde luego, estamos de acuerdo en cuanto a un aumento de la dieta de los consejeros regionales. Pero la que se propone en la iniciativa, de mantenerla, nos parece inconveniente.


A continuación daré algunos ejemplos de lo que estoy expresando, según el boletín comparado que tenemos a la vista.


“Los gobiernos regionales gozarán de personalidad jurídica de derecho público, tendrán patrimonio propio y podrán desarrollar, directamente o con la colaboración de otros órganos de la administración del Estado,” determinadas funciones. Es decir, en el “podrán” ya hay una sujeción a ciertas aprobaciones. 



En cuanto a las funciones del gobierno regional, se establece: 



“a) Diseñar, elaborar, aprobar e implementar las políticas, planes y programas de desarrollo de la región, así como su proyecto de presupuesto, los que deberá ajustar a la política nacional de desarrollo y al presupuesto de la Nación”.



“c) Orientar el desarrollo territorial de la región”. Sabemos que esto es una función que tiene que ser participativa.



 “d) Elaborar y aprobar su proyecto de presupuesto, el que deberá ajustarse al presupuesto de la Nación”. 



Todo va mutilado, por así decirlo, y bajo la dependencia de la autoridad del Gobierno central. 



En el artículo 17, de nuevo se habla de “a) Elaborar y aprobar, en concordancia con la estrategia regional de desarrollo”, el plan regional de ordenamiento territorial, un instrumento orientador en tal sentido, cuando lo que nosotros necesitamos es que él se confeccione de manera participativa y sea vinculante, como lo logramos a propósito de la zonificación del borde costero. Sin embargo, este proyecto lo vuelve a dejar en una nebulosa. Hoy en día la zonificación del borde costero es vinculante, pero esta iniciativa lo deja en una situación intermedia. Todo esto, sujeto a decretos supremos ministeriales. 



Lo mismo sucede con el manejo de las cuencas, como se señala en el mismo artículo.



Después, en otras normas, podemos ver que incluso se han reducido las atribuciones. 



En el caso de los proyectos de transporte a nivel regional, deben ajustarse a las políticas nacionales en la materia, y se elimina lo relativo a las facultades que correspondían a las municipalidades.



Y continúan los ajustes en otras disposiciones, en cuanto a que todo debe ser con arreglo a las políticas nacionales. 



En el actual artículo 19, se establece: “En materia de desarrollo social y cultural, corresponderá al gobierno regional”, pero ahora se agrega a continuación el término “preferentemente”. Otra mutilación. 



Continuando con la rápida revisión del proyecto, nos encontramos con que respecto de los planes regionales de ordenamiento territorial, no se dice quién ni cómo se realizan. No hay una participación garantizada. 



Luego, se señala: “El Presidente de la República, previo informe de los Ministerios del Interior y Seguridad Pública y de Hacienda, podrá transferir” competencias. Hay todo un mecanismo diseñado sobre el particular, llegándose incluso al punto de poder ser revocada dicha transferencia.



Señor Presidente, se trata de un proyecto insuficiente. Se ha hecho un esfuerzo importante por parte de algunos personeros de Gobierno y de las Comisiones de Gobierno y de Hacienda del Senado por mejorarlo. Pero, en verdad, nos estamos haciendo trampa en el solitario: aquí no hay regionalización, porque se vuelve a incentivar y fortalecer el centralismo. 



Por esas razones, voto en contra. 

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Quintana. 

El señor QUINTANA.- Intervendré después, señor Presidente. 

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Navarro. 

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, he dicho que el Gobierno está legítimamente interesado en sacar adelante el mayor número de proyectos de ley, según una estadística de fin de año, luego de la evaluación correspondiente. 



Todos los Presidentes de la República quieren marcar un sello. Y el actual Jefe de Estado desea poner el suyo en la estadística de iniciativas legales despachadas. 



Pero, en general, la cuestión es parecida a lo que ocurre con la asistencia en el Senado: para figurar como presente solo bastan 30 segundos de permanencia en la Sala. ¡30 segundos! Entonces, la asistencia no dice relación con la productividad. Son otros los indicadores que la marcan, al igual que la  eficiencia. 



Por lo tanto, en el caso del Gobierno, el asunto no pasa solo por tener un gran número de proyectos aprobados. 



Estamos en presencia, de una mala iniciativa, que en vez de aportar facultades a las regiones, se las resta. Y el Ministro y el Subsecretario lo saben. 



No se trata de una opinión del Senador  Navarro, sino de Corbiobío, corporación integrada por empresarios que no son ni de Izquierda ni “navarristas”, sino de Derecha, los cuales expresan con todas sus letras que “Este es un proyecto que hace retroceder a las regiones”. 



En definitiva, es un bluf de proyecto, un bluf de descentralización. Tal vez lo único rescatable es que el presupuesto tiene un amplio marco general de aplicación y no caso a caso, para evitar que los consejeros regionales generen acuerdos con mayor transversalidad, cuya caracterización no quiero mencionar en la Sala. 



Todos los informes han dicho que esta iniciativa -por eso me extraña lo que sucede en las bancadas de la Nueva Mayoría- va en la línea contraria de lo que la Presidenta Bachelet quiere hacer: descentralizar. En la práctica, solo se profundiza en aspectos administrativos: modalidades de transferencia de competencias, del administrador regional, de elección de directivos, entre otras, pero efectivamente descentralización no hay. 



Tengo en mis manos el informe del Instituto Igualdad -voy a ver cómo vota el Partido Socialista-, que señala: 



“En consecuencia, de aprobarse la actual iniciativa y bis a bis con la elección directa de consejeros regionales (…), nos encontraremos con una institucionalidad regional muy “sui generis”: 



-“Un órgano colegiado, elegido directamente por los ciudadanos, y cuyo presidente es elegido entre sus pares, pero que no tiene facultades propositivas y de gestión. 



-“Un intendente, que a pesar de dejar el cargo de Presidente del Consejo Regional mantiene todas las funciones ejecutivas del Gobierno Regional (artículo 24 LOCGAR), además de las tradicionales en su rol de representante del Presidente de la República (art. 2 LOCGAR).



-“Un intendente que sigue a cargo del Aparato Administrativo del Gobierno Regional, es decir todo el personal del Gobierno Regional está bajo su dependencia. 



-“Es decir, se mantiene la definición de Gobierno Regional del art 23 de la LOCGAR, (…).



-“Una región que podrá pedir el traspaso de competencias al nivel central pero que el Presidente de la República podrá denegar, ahora fundadamente y sin que ningún órgano (Tribunal Constitucional, Senado, etc) se haga cargo de dirimir este “conflicto”.”.



¡La monarquía presidencial en toda su amplitud!



Sin embargo, se trata del derecho a petición, el cual hemos ganado en las regiones. Podemos pedir. 



En definitiva, todo concentrado en el Presidente de la República, con lo cual, una vez más, las regiones quedan entregadas al completo arbitrio de la monarquía presidencial. 



“En fin,” -dice el informe del Instituto Igualdad, aparte de lo que señala el de Corbiobío, que es demoledor- “poco cambia con este proyecto y ante la nueva legitimidad que alcanzarán los consejeros regionales, ahora empoderados democráticamente, tal vez asistiremos a inéditos conflictos institucionales entre la demanda regionalizadora y la hegemonía centralista”.



Por ello, claramente, uno puede comprender la lógica impuesta: se dio la capacidad de elegir democráticamente a los consejeros regionales, pero se les restan las facultades de gestión y descentralización. 



El proyecto es un bluf y lamento profundamente que no hayamos podido resolver en la Nueva Mayoría su rechazo, porque lo que queremos es debatir una efectiva normativa de descentralización de facultades y que, en el caso de una región que pide facultades descentralizadoras y el Gobierno central se las niega, a lo menos haya un organismo distinto para apelar. Porque, según el texto propuesto, si el Presidente de la República niega el traspaso de competencias, no pasa nada. Por lo tanto, se trata de un  completo sometimiento de las regiones.



En consecuencia, vamos a tener que dejar para el próximo Gobierno la elección directa de los intendentes, y en ese momento generar un verdadero debate sobre la existencia de un intendente como representante del Ejecutivo, con todas las funciones administrativas propias de un Estado de Derecho.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Finalizó su tiempo, señor Senador.



Tiene un minuto más.

El señor NAVARRO.- Yo esperaba que en el texto del proyecto se diera cuenta también del cambio de fecha en la elección de los consejeros regionales, porque los pasados comicios al respecto fueron un desastre. Elegir a los cores junto con el Presidente de la República, Senadores y Diputados es un error. 



Me gustaría que se legislara sobre la elección directa del intendente y también acerca de la posibilidad de realizar de manera conjunta la elección de alcaldes, concejales, consejeros regionales e intendentes, como lo prometió la Presidenta Bachelet.



Tal vez eso signifique acortar en un año el período de duración en sus cargos de los consejeros regionales, pero es necesario ordenar y hacer más fácil la comprensión y participación ciudadana con esos actos electorales. 



Voto en contra de este mal proyecto, señor Presidente, porque lejos de fortalecer las regiones, las debilita. Es un fiasco, y yo espero que lo podamos cambiar en el próximo Gobierno. 



¡Patagonia sin represas! 



¡Nueva Constitución, ahora! 



¡No más AFP!

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Letelier. 

El señor LETELIER.- Señor Presidente, somos un país que teme a la descentralización. Algunos creen que ella consiste en dotar de más recursos a las regiones, lo cual permitiría a los actores involucrados contar con alguna capacidad de -entre comillas- priorización. 



Pero quienes conocemos el sistema de inversiones públicas sabemos que, en última instancia, el gobierno regional tiene poca autonomía para fijar las prioridades, por cuanto usa criterios absolutamente centralizados y la Dirección de Presupuestos ejerce poder sobre los recursos que las regiones presuntamente cuentan.



Lo anterior lleva a que este debate de tiempos portalianos, de un Estado unitario versus una creciente autonomía de las regiones, se zanje en un Estado portaliano.



Se les tiene temor a las regiones. Hay muchos santiaguinos que creen que en ellas no existe capacidad. Es como si en las regiones las personas no tuvieran competencia para decidir y determinar el futuro de la nación.



Creo que ese es uno de los grandes dramas que vive nuestro país.



Al igual que en el proceso educativo se discrimina y perdemos capital humano debido a que hay numerosa gente con talento que no llega a desarrollarse en plenitud, Chile no logra crecer completamente porque no se les permite a las regiones desarrollarse a cabalidad al no confiarse en sus capacidades.



Y el centro, donde se concentra el poder político, sobre todo en Hacienda, controla en forma extrema la autonomía de las regiones.



Hoy se abre debate respecto a una mayor descentralización. Y yo agregaría el concepto de una mayor desconcentración, porque también al interior de las regiones se produce bastante centralismo.



Este proyecto no es la solución, no es la panacea. Es un atisbo de solución, un avance excesivamente tibio para lo que las regiones necesitan.



Señor Presidente, como Senador de la Región de O’Higgins, yo muchas veces repito una frase dramática.



La Sexta Región vive el drama de México: estamos muy cerca del diablo y muy lejos de Dios. La cercanía con la Región Metropolitana nos ahoga, destruye nuestras oportunidades.



No es casual que seamos la única Región que no tiene una universidad estatal, un animador cultural que promueva el desarrollo propio.



No es casual la fuga de capitales que sufrimos: solo vuelven a nuestra Región el ocho por ciento de los profesionales que deben salir a estudiar fuera de ella. Nuestra Región exporta capital humano. Y eso, sin duda, se halla vinculado a la iniciativa en debate.



La ley en proyecto es tímida, parcial, refleja la desconfianza del centro respecto de las regiones.



Yo soy partidario de que se elija al presidente del gobierno regional. No me gusta este concepto, que lleva a la confusión entre intendente y presidente del gobierno regional.



Creo que el gobierno central debe tener presencia en cada región a través de los intendentes. Pero el presidente de los gobiernos regionales ha de ser una autoridad con atribuciones bastante más significativas que las establecidas en la iniciativa en análisis.



El proyecto de ley que despache el Congreso Nacional debe consignar las atribuciones propias de los gobiernos regionales. Estos no tendrían que pedir el traspaso de competencias al gobierno central.



Señor Presidente, siento que esta iniciativa puede ser interpretada por algunos en parte como un renuncio. ¿Por qué? Porque el Senado no es capaz de garantizarles atribuciones a sus gobiernos regionales.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Excúseme, señor Senador, pero ha concluido su tiempo.



Su Señoría dispone de un minuto adicional para finalizar su intervención.

El señor LETELIER.- Señor Presidente, somos un Senado donde solo cuatro de sus treinta y ocho miembros son de Santiago. Los restantes pertenecemos a regiones. Y me produce una tremenda vergüenza el que no seamos capaces de establecer en una ley atribuciones mínimas para los gobiernos regionales.



Me duele que estemos en el renuncio.



Excúseme, señor Presidente, pero prefiero decirlo -algunos lo señalan en los pasillos-: yo soy partidario de que los consejeros regionales aprueben marcos presupuestarios y no proyecto por proyecto, pues he sido testigo de la falta de probidad existente.



Por eso votaré a favor de este proyecto: ¡solo por eso! Porque estoy cansado de ver cómo el Estado se corrompe transversalmente. Ello tiene que ver con la condición humana.



Veo, asimismo, que los consejeros regionales a veces influyen en la falta de probidad de funcionarios públicos.



En consecuencia, votaré que sí, pero con un tremendo dolor. Porque aquí el Senado, por este bien, que es necesario, renuncia a su responsabilidad de darles poder a las regiones.



Solo porque la Presidenta Bachelet…

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Excúseme, señor Senador, pero debo cumplir con el Reglamento.

El señor LETELIER.- Está bien, señor Presidente.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Quintana.

El señor QUINTANA.- Señor Presidente, no puedo estar más de acuerdo con lo planteado por el Senador Letelier, en especial con lo último que señaló.



Acá no existe transferencia de poder a las regiones. Sí se les otorga más poder a los consejeros regionales.



Ahí radica la razón de que sea muy complicado no aprobar este proyecto, cuando ya han sido elegidos los consejeros regionales de todo el país y están próximos a asumir.



Efectivamente, el cambio propuesto es pequeño. Pero hay que ser justos en la mirada: no ha habido otro cambio mayor en los últimos veinte años. Desde que se echó a andar la nueva institucionalidad de gobiernos regionales no ha existido una modificación más grande que la que ahora nos ocupa.



Eso habla muy mal de nosotros, del Parlamento, de los Gobiernos en general, por la poca mirada, la escasa preocupación por las regiones.



Entonces, desde que el Presidente Frei echó a andar, en 1994, la nueva institucionalidad de los gobiernos regionales, sin duda se han otorgado atribuciones. Pero el paso que damos ahora, pequeño, diminuto, es el más grande que se ha producido.



Ello debe hacernos reflexionar.



¿Qué ocurre si no se aprueba esta iniciativa? Tendremos consejeros regionales que terminarán -como señaló el Senador Letelier- definiendo proyecto a proyecto.



Eso, que puede ser importante localmente, no es la principal tarea en el nivel regional, donde se requiere incorporar una mirada estratégica, de región acerca de hacia dónde vamos. Así, hay que aprobar planes territoriales, planes reguladores y establecer zonas donde, por ejemplo, pueda construirse una carretera, un baipás, un aeropuerto, y otras que sean de uso restringido, por problemas de riesgo volcánico, en fin.



Esa mirada no la veo presente en los debates en las regiones. Y aquí tenemos una pequeña oportunidad.



No tengo dudas de que el Gobierno de Michelle Bachelet, quien asumirá en marzo, hará transformaciones profundas en diversos ámbitos. Y también en el que nos ocupa.



Se plantea una elección democrática, universal de intendentes. Y esas son palabras mayores.



Yo soy de aquellos que creen que en esta materia debemos ver cómo se comporta el sistema durante los años previos a la elección de intendentes. Porque no es una cuestión menor.



Muchos nos alegramos de que, mediante este proyecto, se vaya a elegir la figura del presidente del consejo regional. Pero, al mismo tiempo, nos preocupa qué pasará con los intendentes.



Porque quien elaborará la tabla de la sesión del consejo regional y tocará la campana será su presidente. Pero el responsable de la inversión pública, del gasto anual, será el señor que está en la otra oficina: el representante del nivel central, del Presidente de la República.



Por lo tanto, hay que hacer una transición bien pensada.



Insisto: este proyecto es insuficiente. Tiene aspectos positivos. El último cambio que introdujo la Comisión de Hacienda no me complica. La posibilidad de que el Senado, el Congreso Nacional finalmente, resuelva cuándo habrá luz verde, recursos, aprobación para un convenio de programación es de toda lógica.



Pero debemos apurar el tranco en esa materia.



Lo señalé en la sesión anterior: fue el Gobierno del Presidente Frei el que tempranamente se atrevió, por ejemplo, a establecer convenios de programación para la defensa de las zonas ribereñas de Temuco, Región de La Araucanía.



Esas áreas se inundaban todos los inviernos. Pues bien, se suscribió un convenio con MIDEPLAN, el gobierno regional de ese tiempo; se financió el proyecto pertinente, y nunca más hubo inundación en esa zona.



Señor Presidente, esa es una cuestión central.



Habrá aeropuertos; normalizaciones de hospitales que se hallan pendientes (se ha avanzado muy poco en ello en estos últimos años), como en el caso de Curacautín, de Vilcún (se está llevando a cabo en Lautaro, pero no en Angol), de Lonquimay, en fin.



Entonces, que la posibilidad de que estos mecanismos de convenio de programación no dependan solo de un decreto supremo, sino de una ley me parece realmente un importante avance.



El cómo financiar obras en la región y discutirlas en su interior probablemente nos evitará situaciones bochornosas en el futuro, como la acaecida con el puente Caucau, en que le echamos la culpa a la empresa, pero donde al parecer no hubo un inspector fiscal.



En consecuencia, debemos tener un gobierno regional preocupado de los grandes temas: de la conectividad y de cómo buscar fuentes de financiamiento. Porque debo recordar que en el actual Gobierno se dijo que se presentaría el proyecto de Ley Araucanía, pero este nunca llegó; y mejor que fuera así, pues no se consultó a nadie y fue puro voluntarismo. Incluso se hablaba de un tren rápido que iba a costar no sé cuántos millones de dólares.



Entonces, en el debate sobre la posible Ley Araucanía...



Señor Presidente, le ruego que me dé un minuto más para terminar.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Cómo no, señor Senador.



Puede concluir su intervención.

El señor QUINTANA.- Gracias, señor Presidente.



Decía que en el debate sobre la posible Ley Araucanía se hablaba de que en mi región se iban a invertir del orden de mil millones de dólares anuales en diez años.



¡De qué estamos hablando! Algunos Senadores de la Región del Biobío se ríen porque saben que eso es imposible, ya que en La Araucanía hoy día se invierten, con los ministerios sectoriales y con el gobierno regional, no más allá de 300 millones de dólares. 



¡No hay ninguna posibilidad de hacer eso! El Ministro de Hacienda, quien se encuentra en la Sala, sabe que no es factible que una región invierta mil millones de dólares al año.



Por lo tanto, pido seriedad al momento de pensar en las regiones.



Esta iniciativa permite, en alguna medida, que esos debates se den al interior de los gobiernos regionales para que no se produzca el “chipeo”, el “fileteo” del proyecto a proyecto, sino que, finalmente, se imponga una mirada regional que impida situaciones de corrupción como las mencionadas por muchos señores Senadores, toda vez que -¡en buena hora!- habrá fiscalización en esta materia.



Ahora, pienso que la iniciativa debió haberse hecho cargo del tema de las dietas de los consejeros regionales, pues las considero muy insuficientes. Pero igualmente es un avance -aunque pequeño-, y por ello le daré mi apoyo.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Tuma.

El señor TUMA.- Señor Presidente, durante numerosos años hemos pedido en este Congreso Nacional la llegada de un proyecto de ley que plantee algo diferente, para otorgarles competencias a las regiones que les posibiliten asegurar de verdad su desarrollo.



Si bien esta iniciativa significa un pequeño avance, no es suficiente para asegurar que las regiones sean capaces de resolver sus problemas.



El diseño portaliano del Estado chileno, según el cual cada Ministerio decide qué políticas, qué programas y qué instrumentos se utilizarán en todo el territorio nacional, no les sirve a muchas regiones porque las realidades de cada una son diferentes.



Es cierto que hemos recibido más recursos a partir de la regionalización, pero estos se han destinado a financiar proyectos locales, debido a que la dinámica que se emplea en los gobiernos regionales consiste en que los consejeros voten iniciativas locales de acuerdo a la petición de cada territorio municipal.



Por ello, mirando la región desde arriba, difícilmente los megaproyectos pueden ser financiados, pues nadie presiona para atender a la región en su conjunto, sino solo para atender demandas legítimas, pero muy locales.



En consecuencia, los megaproyectos regionales no se ven.



Además, los gobiernos regionales no tienen ninguna incidencia -¡ninguna!- en la administración de los servicios del Estado, que son descentralizados, pero se dirigen desde Santiago. Y si los gobiernos regionales no van a tenerla, carece de sentido la intencionalidad de trasladarles competencias.



En la Novena Región queremos que exista un INDAP capaz de atender la realidad de los pequeños campesinos de nuestra zona, porque dicha entidad no está diseñada para ella ni mucho menos para la de los mapuches.



Deseamos que el propio gobierno regional tenga facultades para estructurar aparatos que resuelvan las demandas de nuestra Región: un INDAP, una Dirección de Vialidad, una Dirección de Obras Hidráulicas, un Servicio de Salud, que preferentemente cubran realidades distintas de las de otras regiones.



Queremos radicar competencias en los gobiernos regionales, por ejemplo, para algo tan simple como otorgar una concesión pesquera. ¿Qué tiene que ir a hacer un pescador, un pyme o un microempresario a la Subsecretaría de Pesca en Santiago (ahora deberán hacerlo en la de Bienes Nacionales) para que les den una concesión marítima, de pesca o acuícola? ¿Por qué no lo hacen en las regiones? ¿Cuál es la desconfianza en ellas? ¿Por qué no les traspasamos esas competencias?



El proyecto en análisis no contiene nada de eso. 



Las realidades de cada región son específicas, diferentes.



Entonces, cuando hablamos de regionalización, debemos apuntar a resolver los problemas reales que nos plantean los ciudadanos a los parlamentarios en las mismas regiones. Pero con este proyecto, de verdad, no avanzamos bastante.



Por consiguiente, votaré favorablemente esta iniciativa porque constituye un paso adelante. Pero quiero recordar que existe un compromiso, anunciado por la Presidenta electa, Michelle Bachelet, en orden a que el intendente regional sea elegido por la ciudadanía. Y, al mismo tiempo, le requerimos al Gobierno en su conjunto que transfiera competencias hoy día radicadas en el poder central, pues hasta el momento no lo ha hecho.



Por tal razón -repito-, aun siendo insuficiente, este proyecto significa un avance, y lo votaré favorablemente con el compromiso de que la iniciativa de “Ley Larga”, la ley sobre transformación regional en profundidad, venga acompañada del proyecto, anunciado por la Presidenta Bachelet, para elegir democráticamente a los intendentes y, al mismo tiempo, entregar facultades efectivas a los gobiernos regionales. Ello, con el objeto de que administren los servicios del Estado que hoy atienden a las regiones de acuerdo a los programas, diseños e instrumentos que se les ocurren al director nacional o al ministro en Santiago.



Por eso, si bien este proyecto es un paso adelante -insisto-, me parece que es necesario comprometernos en una reforma de mayor alcance y profundidad en el próximo Gobierno.



He dicho.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor García.

El señor GARCÍA.- Señor Presidente, quiero referirme a dos materias.



La primera de ellas dice relación con que en la etapa siguiente de la discusión de esta iniciativa deberemos hacer un esfuerzo por mejorar las dietas de los nuevos consejeros regionales.



La elección de los cores nos dejó a todos una tremenda lección. Los consejeros regionales deben cubrir territorios inmensos. Los candidatos respectivos tuvieron que hacer tremendas campañas, asumieron compromisos con las comunidades y tendrán que recorrer y visitar muchos lugares para responder a la confianza que les entregó la ciudadanía.



Todo eso no se puede hacer con una dieta de 600 mil pesos, porque es evidente que entre las sesiones del consejo regional, las reuniones de las comisiones y las visitas a las comunas se irá toda la jornada. Es decir, el consejero o la consejera que realmente desee responder a la confianza que le entregó la ciudadanía tendrá que dedicarse a ello prácticamente a tiempo completo.



También echo de menos que el presidente del consejo regional no perciba una dieta distinta. Ello es indispensable considerando que esa autoridad va a tener una labor tan intensa como la que hoy día desarrollan los intendentes.



De ahí que me gustaría que el Ejecutivo considerara esa posibilidad en la etapa siguiente, y ojalá que podamos tener dentro de la próxima semana un proyecto que mejore la dieta de los consejeros regionales y también, sustantivamente, la del presidente del consejo regional.



Por otra parte, quiero referirme a la intervención del Senador Quintana en relación con nuestra Región de La Araucanía.



Yo quiero que nuestro Gobierno, el del Presidente Piñera, envíe el proyecto de Ley Araucanía. Tengo plena confianza en que es posible invertir anualmente en nuestra Región mil millones de dólares, tal como lo ha demostrado el actual gobierno regional bajo la conducción del intendente Andrés Molina.



Nuestra Región de La Araucanía registra años de retraso, y todos los indicadores así lo revelan: muestra los peores indicadores de salud, de educación. Además, posee la red caminera más extensa del país, pero la gran mayoría de sus rutas son de tierra o de ripio.



Necesitamos mejorar los estándares de nuestros caminos, de nuestros puentes. Necesitamos que la conectividad llegue a todas partes, porque eso, finalmente, es progreso y permite llevar los insumos a la región y sacarlos de ella.



Lo anterior permitiría, en gran medida, que tuviéramos una mejor calidad de vida en los campos y que se beneficiaran todos nuestros campesinos, especialmente los mapuches y, por supuesto, también los no mapuches.



Por eso, señor Presidente, no comparto lo que ha señalado el Senador Quintana. Nuestra Región posee particularidades, sufre problemas diferentes a los de otras regiones, tiene desafíos distintos. Por lo tanto, yo espero que en las próximas semanas ingrese al Congreso Nacional el proyecto de Ley Araucanía. 
El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Espina, para fundamentar su voto.

El señor ESPINA.- Señor Presidente, sin duda, este proyecto constituye un importante avance.



Y es curioso, porque el Gobierno del Presidente Piñera ha registrado progresos que no se alcanzaron en veinte años. Veíamos ayer el proyecto de acuerdo de vida en pareja, que algunos encontraban insuficiente y a otros no les gustaba. Recuerdo la ley contra la discriminación. Son todas iniciativas materializadas en la actual Administración. Y todos esos proyectos, que constituyen avances que mejoran la democracia, que ayudan a la regionalización, han sido impulsados por el Gobierno de hoy. Sin embargo, según opiniones de algunos parlamentarios de la Oposición, este pareciera ser un desastre.



Y cuando uno ve los resultados que exhibe Chile, ¡por Dios que me habría gustado que nosotros hubiésemos recibido el Gobierno que entrega el Presidente Piñera cuando lo recibimos de la ex Presidenta Bachelet! El país creó 840 mil, 850 mil puestos de trabajo. Por supuesto, probablemente algunos de esos empleos o un porcentaje de ellos no consideran las remuneraciones que a todos nos gustarían. ¡Pero es el doble de los que se crearon en la Administración de Bachelet! ¡Y eso da lo mismo! Y lo que es peor: nuestro sector político tampoco lo defiende como debería hacerlo. Porque, si hay un mérito que tuvo la Concertación, es que supo defender el Gobierno de la ex Presidenta Bachelet contra viento y marea.



Hoy día nos encontramos ante un proyecto que significa importantísimos avances en materia de regionalización que eran inimaginables hace unos años. Sin duda, todavía queda un espacio muy grande para mejorar, fortalecer y perfeccionar la regionalización.



Alguien decía algo muy sabio: “Nosotros tenemos un complejo en avanzar más en la regionalización, como que las atribuciones entregadas a las regiones serán administradas por un grupo de personas que no poseen la capacidad para hacerlo bien”. Y ese es un profundo error.



Pero no hay duda de que este es un tremendo proyecto, que implica un avance enorme respecto de lo que existe hoy día.



En segundo lugar, quisiera referirme a lo que señaló el Senador García.



Yo creo que si esta iniciativa presenta una gran debilidad es no aumentar la remuneración de los cores. ¿Saben por qué? Porque nosotros les estamos pidiendo a personas que asuman una tremenda responsabilidad, que es nada menos que administrar una cantidad gigantesca de recursos en la Región, con un ingreso que los obligará a trabajar en otra actividad, y va a empezar un natural conflicto de intereses.



Yo considero que eso es malo, es negativo.



No estoy pidiendo que a los cores se les pague una fortuna, sino una remuneración acorde con su responsabilidad.



Y aquí sí que se produce una cosa que es increíble. Fíjense ustedes que los cores abarcan un territorio mucho más extenso que el de un Diputado, poseen una responsabilidad en términos de administración de recursos más grande que la de aquel, y gana quizá el 10 por ciento de lo que percibe dicho parlamentario.



Entonces, aquí hay algo que está mal. Yo espero que eso se arregle.



Y si uno quiere personas que puedan dedicarse el día completo a una labor que significa estudiar proyectos, ver bien cómo van a ser los índices de la Región, intrarregión, cuáles son las tendencias, entonces deben percibir los recursos necesarios para hacer de esto una actividad primordial.



Por lo tanto, señor Presidente, creo que ahí existe un vacío.



Y una última consideración -antes de que se me acabe el tiempo-, a raíz de lo que manifestó el Senador Quintana (lamento que no esté aquí).



¡No se puede tergiversar la verdad con tanta facilidad!



¡Que no se han construido los hospitales en la Región de La Araucanía! Perdónenme, ¡los Gobiernos de la Concertación prometieron el hospital de Angol por décadas! Yo asistí como a cinco inauguraciones para las campañas. Este Gobierno enfrentó el terremoto, reparó íntegramente un hospital que estaba en el suelo, y se encuentra en el proceso de licitación del diseño del nuevo hospital. En Lautaro está construyendo un hospital fantástico.



Entonces, cuando no hay ningún reconocimiento, yo les digo: “Acuérdense de que ustedes van a gobernar, y lo que siembran hoy día lo van a cosechar mañana, porque están en una actitud de no reconocer nada de lo que este Gobierno ha hecho”.



Y respecto de la Ley Araucanía -termino, señor Presidente-, efectivamente existe un atraso en la presentación del proyecto. Porque elaborarlo es un tema complejo, difícil.



Pero sostener que la Región de La Araucanía no ha progresado es como señalar que el pilar básico solidario impulsado por la Presidenta Bachelet no fue una buena medida. Es una mentira. Y yo digo las cosas por su nombre, aunque a veces sea muy duro.



En la Novena Región se ha registrado un avance gigantesco en estos cuatro años: se crearon 65 mil puestos de trabajo; hay más de 25 mil familias con proyectos de desarrollo territorial indígena; existen más de 143 alianzas productivas con el mundo mapuche; la agricultura está pasando por uno de sus mejores momentos -siempre siendo una actividad difícil, por su naturaleza- en mucho tiempo. Se trata de una Región que ha progresado en todos los ámbitos.



Y el Presidente de la República está evaluando cómo puede hacer un proyecto de Ley Araucanía que no deje amarrado…

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Ha concluido su tiempo, señor Senador.



Tiene un minuto adicional.

El señor ESPINA.- Gracias, señor Presidente.



Repito: un proyecto de Ley Araucanía que no deje amarrado al próximo Gobierno. Porque si el Presidente Piñera fuera irresponsable, presentaría la Ley Araucanía hoy día y le pondría un presupuesto de 3 mil millones de dólares. ¡Si él se va a ir! Pero entonces dirán: “¡Pero mire cómo dejó el presupuesto amarrado por los próximos años!”. Entonces, como es un Mandatario responsable, serio, plantea: “Yo puedo considerar recursos, pero hasta un punto en que no comprometa las decisiones del próximo Gobierno”. ¡Palos porque bogas y palos porque no bogas!



Señor Presidente, el proyecto de Ley Araucanía se va a presentar. La Novena Región ha progresado. Hay un drama humano tremendo con la violencia excesiva que existe en nuestra Región. Es responsabilidad de todos tratar de resolverlo.



Y estoy seguro de que este proyecto es sin duda un avance histórico respecto de lo que se ha hecho en Chile en materia de regionalización.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Frei, para fundamentar su voto.

El señor FREI (don Eduardo).- Señor Presidente, me habría gustado compartir la postura de muchos colegas en el sentido de decir que, aunque es un avance menor, hay que aprobar el proyecto.



Durante la discusión general expresé largamente mi fundamento, y lo hice también en la Comisión de Gobierno.



Creo que la aplicación práctica de esta iniciativa no solo no va a contribuir, sino que producirá un freno en la descentralización del país. En aquella oportunidad parafraseé a un distinguido servidor público, quien dijo que existían animales de una pata, de dos patas, de cien patas, pero no de dos cabezas. Y pienso que aquí estamos creando un animal de dos cabezas. Y tendremos dos instituciones. Por un lado estarán los cores, con su Presidente, con su estructura administrativa, y por otro, el gobierno regional. Cuando se produzcan conflictos entre esas dos organizaciones a nivel de la Región, ¿al final quién va a resolver? Santiago. Esa va a ser la realidad.



Antes de ayer se presentó una indicación respecto al financiamiento, lo que no vimos nunca en la Comisión de Gobierno. En ella se establece que el monto total para este proyecto es de mil millones. Esta cifra equivale a un centro de salud de tercera categoría en alguna de nuestras regiones. Ese es todo el costo de la iniciativa en análisis.



Si hablamos de descentralización, la primera descentralización es traspasar recursos a las regiones. Con mil millones, ¿qué vamos a hacer?



Se habla de los cores. Cuando se discutió su elección directa y popular, por votación universal, el tema era que había muchos indicios de corrupción. Esa fue una de las razones fundamentales para que se eligieran democráticamente. Y ahora resulta que percibirán una renta de 600 a 700 mil pesos. Con ello, todos van a tener que buscar trabajo en otros lados, o estarán sujetos a las mismas presiones y a los mismos índices de corrupción que había en el sistema anterior.



Y, en último término, creo que estamos creando una imagen en el país, en el sentido de que al despachar el presente proyecto vamos a experimentar un avance importante en materia de descentralización. No lo estimo así y, por eso, siendo consecuente con lo que he expresado en la Comisión de Gobierno y durante la votación en general, pienso que en las regiones se va a producir un conflicto muy complejo de resolver.



Así que espero que el día de mañana podamos progresar hacia una regionalización de verdad. 



Por eso, votaré en contra del proyecto.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Coloma.

El señor COLOMA.- Señor Presidente, en verdad, a veces uno no deja de sorprenderse respecto de cómo en el debate de un proyecto se van adecuando las distintas tendencias políticas al sentido de lo que establece su texto.



Y cuando uno oye con calma -y así lo he hecho- las diversas intervenciones, uno -insisto- no deja de quedar sorprendido por la forma en que se entiende la historia o el pasado.



Porque aquí no se ha dicho algo esencial: este es el proyecto que más hace por la regionalización en los últimos veinte años, toda vez que no se había acometido un esfuerzo de tal naturaleza en dicho lapso. En todo ese período hemos tenido cinco Administraciones distintas (¡cinco!). Y si alguien me argumenta: “Este es el primer Gobierno; es el segundo”, yo lo podré entender. Pero son cinco. ¡Y algunos de ellos, además, duraron seis años...! ¡Ni siquiera cuatro...!



Entonces, la forma de aproximarse al tema es la que me sorprende. Alguien me podría manifestar: “Mire, constituye un avance muy significativo”. Porque, claramente -y es cosa de verlo-, hay un mecanismo de transferencias de funciones y atribuciones a los gobiernos regionales. Por primera vez, las regiones pueden ser protagonistas mucho más cercanos del proceso de descentralización, al entregarles sustento normativo para solicitar competencias que hoy no son de su responsabilidad. Existe una nueva forma de asignar los recursos -cuestión que (entiendo) es aprobada transversalmente-, en términos de que sea por grandes ítems y no por cada proyecto. Esto último ha generado -hubo un acuerdo bastante significativo al respecto- un rechazo muy importante. Pero esa forma de hacerlo no nació ahora. Llevamos veinte años resolviendo las cosas mediante un procedimiento de esa naturaleza.



Y cuando se efectúa el cambio, se lo ve como una cosa menor al lado de otras que, teóricamente, debieron haberse hecho, pero que no se realizaron en veinte años.



Entonces, surge la reflexión naif: si hubiéramos tenido en esta materia una explosión de normativas y la que nos ocupa fuera una preceptiva más, se podría entender la vinculación, llamémosla así, más o menos crítica que uno pueda tener. Pero, para ser francos, no se ha hecho ningún esfuerzo equivalente en los últimos veinte años.



Hay una forma de reforzar el rol fiscalizador del CORE, que también era parte del modo de elegir a este nuevo tipo de organismo y que de alguna manera refleja la voz de la ciudadanía regional.



Alcancé a oír a un parlamentario de la Concertación plantear que este no era un avance para las regiones, sino para los cores. Y ahí sí que yo entro a marcar ocupado en forma casi definitiva. Porque nombramos a los cores para que representen de mejor manera a las regiones; luego, se los elige en forma directa, y si ahora hacemos una subdivisión entre aquello que es bueno para la región o para los consejeros regionales, quiere decir que vamos a entrar en una intríngulis imposible o en una fórmula de resolver las cuestiones absolutamente kafkiana. Porque, justamente, estamos fortaleciendo al gobierno regional, a los cores, en función de la región. No, pero ahora hay una disquisición: “Esto será bueno para los cores, pero no para la región”. Me parece un argumento, de verdad, absurdo.



En el proyecto hay una lógica de coordinación sobre prioridades de inversión entre ministerios y gobiernos regionales, que no existe en la actualidad. Entonces, admitamos que hay un camino, una señal, que apunta exactamente a lo que nos estamos preocupando. 



Existe una exigibilidad de convenios de programación. Aquí he escuchado a parlamentarios, transversalmente, de todas las bancadas reclamar por la falta de exigibilidad de los convenios que se suscriben periódicamente, según los distintos gobiernos. Y pareciera que ello ahora deja de ser relevante. 



Hay un fortalecimiento de la estructura de los gobiernos regionales.



Entonces, señor Presidente, quiero decir sin muchos remilgos y con muchos menos peros: la iniciativa en debate constituye el avance más importante en el ámbito de que se trata. 



Ahora, vendrán después otros temas que serán discutibles. Yo quiero dejar de inmediato uno en claro. Desde mi perspectiva, no soy partidario de que el intendente sea elegido regionalmente, sino que prefiero que mantenga una vinculación con el Poder Ejecutivo. Porque -y en vista de todos los problemas que podría haber- en la medida en que tengamos una especie de federalismo en esta materia, ello sería letal para el desarrollo armónico y unitario de Chile. Es un asunto que deberemos discutir en su momento. Y valdrán las mayorías en uno u otro sentido.



Pero, ¡por favor!, uno trata de hacer las cosas oyendo (para liderar bien hay que escuchar bien). Entonces, uno oye bien y resuelve, pero después se critica igual. Eso quiere decir: “palos porque bogas y palos porque no bogas”.



Me parece que ello no es correcto.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor PIZARRO (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueban las normas que no fueron objeto de indicaciones ni de modificaciones y las enmiendas acordadas por unanimidad (25 votos a favor, 4 en contra y 4 abstenciones), dejándose constancia de que se reúne el quórum constitucional requerido.


Votaron por la afirmativa las señoras Allende, Alvear, Pérez (doña Lily) y Von Baer y los señores Bianchi, Chahuán, Coloma, Escalona, Espina, García, García-Huidobro, Girardi, Kuschel, Lagos, Larraín (don Hernán), Letelier, Muñoz Aburto, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Quintana, Rossi, Sabag, Walker (don Ignacio) y Zaldívar (don Andrés).



Votaron por la negativa los señores Frei (don Eduardo), Horvath, Larraín (don Carlos) y Navarro. 


Se abstuvieron los señores Cantero, Gómez, Ruiz-Esquide y Walker (don Patricio).

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Señores Senadores, ha llegado una nueva indicación del Ejecutivo, cuyo objeto es reponer la norma relativa al financiamiento, que corresponde al artículo quinto transitorio. Naturalmente, se requiere la unanimidad de la Sala para que pueda ser considerada.



Dice lo siguiente:



“Artículo Quinto.- El mayor gasto fiscal que signifique la aplicación de esta ley durante el presente año, considerando su efecto año completo, no podrá exceder la cantidad de M$l.074.352.- y se financiará con cargo al presupuesto del Ministerio del Interior y Seguridad Pública”.



En el fondo, aumenta el financiamiento respectivo.

El señor PIZARRO (Presidente).- Solicito la unanimidad de la Sala para conocer la indicación.



¿Habría acuerdo?



--Así se acuerda. 
El señor PIZARRO (Presidente).- Procederemos a votarla de inmediato; es de quórum simple. 



En votación.



Si le parece a la Sala, se aprobará. 



--Se aprueba la indicación del Ejecutivo que repone el artículo quinto transitorio, y queda terminada la discusión del proyecto en este trámite.
El señor PIZARRO (Presidente).- Señor Ministro, ¿quiere hacer uso de la palabra?

El señor LARROULET (Ministro Secretario General de la Presidencia).- Efectivamente, señor Presidente, y le agradezco que me la conceda. 



Solo deseo formular dos comentarios.



El primero se relaciona con que en la letra d) del artículo 6° de la ley N° 19.175 se hace referencia a los requisitos para ser intendente, y uno de estos se vincula con la Ley de Quiebras. Pero ocurre que la normativa que sustituye el régimen vigente será publicada el día de mañana. Entonces, me gustaría que se planteara aquí que la Secretaría pudiera hacer las adecuaciones correspondientes a esta nueva legislación.

El señor LETELIER.- No. La Secretaría no tiene facultad para tal efecto.

El señor LARROULET (Ministro Secretario General de la Presidencia).- En segundo lugar, deseo expresar mi agradecimiento por el trabajo que el Senado ha hecho en esta importante iniciativa legal de transferencia de competencias, que otorga más facultades a los gobiernos regionales. 



Las Comisiones de Gobierno y de Hacienda y también esta Honorable Sala han realizado una labor muy intensa sobre el particular. 



Así que solo me resta agradecer el amplio apoyo que ha obtenido el presente texto legal, el cual estamos convencidos de que constituirá un paso sustancial en cuanto a profundizar la descentralización y la regionalización de nuestro país.



Gracias, señor Presidente.

)-------------(

El señor PIZARRO (Presidente).- Hay una petición del Senador señor Letelier, que entiendo es un acuerdo de los Comités, para ver sobre tabla en este instante el proyecto que reconoce la rayuela como deporte nacional.



¿Le parece a la Sala?



--Así se acuerda.
RECONOCIMIENTO DE RAYUELA COMO DEPORTE NACIONAL

El señor PIZARRO (Presidente).- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que reconoce la rayuela como deporte nacional, con informe de la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología.



--Los antecedentes sobre el proyecto (8404-29) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:



Proyecto de ley:


En segundo trámite, sesión 87ª, en 18 de diciembre de 2012.



Informe de Comisión:



Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología: sesión 84ª, en 8 de enero de 2014.
El señor PIZARRO (Presidente).- En esta materia se generó una situación especial.



Había un proyecto originado en moción de Senadores. Después surgió otro, proveniente de una moción de Diputados. Nosotros aprobamos el primero y lo enviamos a la Cámara Baja, donde se rechazó. Por su parte, dicha Cámara aprobó la iniciativa presentada en ella y la envió al Senado, donde -consta en el informe- fue rechazada por la Comisión de Educación.



Ahora bien, el acuerdo de los Comités es en el sentido de aprobar el informe de la referida Comisión y comunicar a la Cámara de Diputados el rechazo de su iniciativa para que se constituya una Comisión Mixta donde se refundan los dos proyectos y de ese modo se evite la competencia en materia de autorías.

El señor GÓMEZ.- ¡Todo depende de si es rayuela corta o rayuela larga…!

El señor PIZARRO (Presidente).- ¡Eso deberá dirimirlo la Comisión Mixta...!

El señor WALKER (don Patricio).- Resolvamos sin discusión.

El señor PIZARRO (Presidente).- Por cierto.



¿Le parece a la Sala proceder de la manera indicada?



Acordado.



--Se aprueba el informe de la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología, que rechaza en general y particular la iniciativa de la Cámara de Diputados.
)-------------(

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- En este momento ha llegado a la Mesa un oficio de la Cámara de Diputados con el que informa que aprobó el proyecto de ley que posterga el reavalúo de bienes raíces de la serie agrícola y prorroga por dieciocho meses la vigencia del avalúo de los mismos bienes vigentes al 30 de junio de 2014 (boletín N° 9.200-05), con urgencia calificada de “discusión inmediata” (Véase en los Anexos, documento 10).
El señor PIZARRO (Presidente).- Pasa a la Comisión de Hacienda.

CREACIÓN DE SUBSECRETARÍA DE DERECHOS HUMANOS

El señor PIZARRO (Presidente).- En seguida, corresponde ocuparse en el proyecto, iniciado en mensaje de Su Excelencia el Presidente de la República, en primer trámite constitucional, que crea la Subsecretaría de Derechos Humanos y establece adecuaciones en la Ley Orgánica del Ministerio de Justicia, con segundo informe de las Comisiones de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento y de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía, unidas, e informe de la Comisión de Hacienda y urgencia calificada de “discusión inmediata”.



--Los antecedentes sobre el proyecto (8207-07) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:



Proyecto de ley:


En primer trámite, sesión 3ª, en 20 de marzo de 2012.



Informes de Comisión:



Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía: sesión 97ª, en 22 de enero de 2013.



Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento: sesión 97ª, en 22 de enero de 2013.



Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento y Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía, unidas (segundo): sesión 83ª, en 7 de enero de 2014.



Hacienda: sesión 83ª, en 7 de enero de 2014.



Discusión:



Sesión 100ª, en 5 de marzo de 2013 (se aprueba en general).

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Esta iniciativa fue aprobada en general en sesión de 5 de marzo de 2013.



Las Comisiones unidas dejan constancia, para los efectos reglamentarios, de que no hay artículos que no hayan sido objeto de indicaciones ni de modificaciones.



Se requieren 21 votos favorables para aprobar la letra f) del número 1), que pasó a ser número 3), y el número 7), que pasó a ser 10), ambos del artículo primero, que pasó a ser artículo único, puesto que son normas de rango orgánico constitucional que no fueron objeto de enmiendas en el segundo informe.



Las Comisiones unidas efectuaron una serie de cambios al texto aprobado en general, la mayor parte de los cuales se acogieron por unanimidad, con excepción de los que se pondrán en discusión y votación oportunamente.



A su turno, la Comisión de Hacienda introdujo diversas modificaciones al texto despachado por las Comisiones unidas, las que aprobó unánimemente.



Entre las enmiendas unánimes se encuentran las recaídas en el número 9) del artículo primero, que pasó a ser artículo único, y en los artículos primero, tercero, quinto, séptimo, octavo y noveno transitorios, modificados también por unanimidad en las Comisiones unidas, pero en sentido diverso.



Cabe recordar que las enmiendas unánimes deben ser votadas sin debate, salvo que algún señor Senador manifieste su intención de impugnar la proposición de la Comisión respectiva sobre alguna de ellas o que existan indicaciones renovadas.



De esas modificaciones unánimes, requieren para su aprobación 21 votos favorables, por incidir en normas de rango orgánico constitucional, las recaídas en el número 5), que pasó a ser 8), con excepción de su letra e), porque ella solo tuvo aprobación por mayoría; en el número 8), que pasó a ser 11), salvo su inciso segundo, que también solo fue objeto de votación de mayoría, y los números 9), que pasó a ser 12), y 10), que pasó a ser 13), todos del artículo primero, que pasó a ser artículo único.



Sus Señorías tienen a la vista un boletín comparado que transcribe el articulado aprobado en general, las enmiendas realizadas por las Comisiones unidas, las modificaciones efectuadas por la Comisión de Hacienda y el texto final que resultaría de aprobarse dichas enmiendas.



De consiguiente, señores Senadores, lo primero que corresponde hacer es votar en particular la letra f) del número 1), que pasó a ser 3), y el número 7), que pasó a ser 10), ambos del artículo primero, que pasó a ser artículo único, ya que son normas orgánicas constitucionales que no fueron objeto de enmiendas en el segundo informe pero deben aprobarse con el quórum explicitado.

El señor GÓMEZ.- Votemos, señor Presidente.

El señor PIZARRO (Presidente).- Primero hay que votar las proposiciones unánimes y dejar la constancia pertinente en el caso de las de quórum especial.



En este momento se encuentran presentes 22 señores Senadores. Así que podríamos acoger las normas que no fueron objeto de enmiendas.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Son solo dos, señor Presidente: la letra f) del número 1), que pasó a ser 3), y el número 7), que pasó a ser 10), del artículo primero, que se transformó en artículo único.

El señor PIZARRO (Presidente).- ¿Habría acuerdo para acogerlas, dejando constancia del quórum?



--Se aprueban (23 votos favorables), dejándose constancia de que se reunió el quórum constitucional exigido.
El señor LABBÉ (Secretario General).- En seguida, corresponde pronunciarse sobre las distintas proposiciones. Porque, como expliqué, algunas enmiendas se aprobaron por unanimidad, y otras, por mayoría.



De consiguiente, habría que ir número por número, naturalmente.

El señor PIZARRO (Presidente).- Perdón, señor Secretario.



Como puede haber dudas, el señor Ministro solicitó el ingreso del Coordinador de Derechos Humanos del Ministerio de Justicia, señor Milenko Bertrand-Galindo, quien ha llevado esta materia.



¿Le parece a la Sala?



--Se autoriza.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario, para que vayamos ordenando la votación en particular.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Para simplificar el procedimiento, quizá sería mejor votar sin debate las enmiendas unánimes, con exclusión de las recaídas en el número 9) del artículo primero, que pasó a ser artículo único, y en los artículos primero, tercero, quinto, séptimo, octavo y noveno transitorios, porque ahí hubo diferencias entre las Comisiones unidas y la Comisión de Hacienda. De manera que, obviamente, deberían considerarse en forma separada.

El señor PIZARRO (Presidente).- ¿Son de quórum especial?

El señor LABBÉ (Secretario General).- Algunas lo son, señor Presidente. Pero se puede realizar una sola votación, respetando el quórum.

El señor PIZARRO (Presidente).- ¿Hay acuerdo para aprobar las enmiendas unánimes a las que hizo referencia el señor Secretario?

El señor LARRAÍN.- Sí, señor Presidente.

La señora RINCÓN.- Sí.



--Se aprueban, en los términos que explicitó el señor Secretario General, las modificaciones acogidas unánimemente por las respectivas Comisiones (23 votos favorables), dejándose constancia de que se reunió el quórum constitucional exigido.
El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Letelier.

El señor LETELIER.- Señor Presidente, con el procedimiento que se está usando, me gustaría saber qué artículos va a dejar el señor  Secretario para la discusión. Porque, respecto a un par de puntos del proyecto, el Ejecutivo aseguró la asistencia de la señora Ministra, lo que no ocurrió.



Por lo tanto, para la historia de la ley, quiero poner de relieve que el Gobierno no cumplió el compromiso que contrajo en las materias pertinentes.



Solicito, pues, que se dé a conocer el procedimiento que vamos a seguir con relación al conjunto de los artículos del proyecto, porque a lo mejor deberé pedir votaciones separadas para dejar algunas constancias.

El señor PIZARRO (Presidente).- Habiéndose hecho la relación, ahora vamos a ocuparnos en los preceptos a cuyo respecto existieron diferencias o votaciones de mayoría.



Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Debo hacer presente que se acaban de aprobar, en la forma que señalé, las enmiendas unánimes de las respectivas Comisiones y que sobre algunas, por ser de quórum especial, fue necesario dejar constancia de la votación.



Ahora veremos las modificaciones que obtuvieron votación de mayoría y aquellas en que hubo discrepancias entre las proposiciones de las Comisiones unidas y las de la Comisión de Hacienda.



En las página 7 y 8 del texto comparado figura la enmienda aprobada por las Comisiones unidas correspondiente al artículo único, número 3, letra h), en la que se abstuvo la Senadora señora Lily Pérez y votó en contra el Senador señor Letelier. 



Era la letra g), que pasó a ser h), remplazada por la siguiente:



“h) Agrégase la siguiente letra u), nueva:



““u) Asistir al Presidente de la República en las materias relativas a los Derechos Humanos, propias de este Ministerio, sin perjuicio de las atribuciones que correspondan por ley a los demás Ministerios.


““Le corresponderá, a su vez, realizar el estudio crítico de la normativa interna a la luz del Derecho Internacional de los Derechos Humanos y proponer al Presidente de la República las reformas que en tal sentido estime necesarias.”.”.

El señor PIZARRO (Presidente).- En discusión la enmienda propuesta por las Comisiones unidas.



Tiene la palabra el Honorable señor Patricio Walker.

El señor WALKER (don Patricio).- Señor Presidente, sugiero que el asesor del Ministerio de Justicia en materia de derechos humanos ilustre la discusión, a los efectos de que todos los Senadores tengamos claridad sobre lo que se votará.

El señor PIZARRO (Presidente).- ¿Hay acuerdo para solicitarle al señor Ministro que instruya al asesor presente en la Sala a los fines de que nos ilustre sobre la materia en los términos expuestos por el Senador señor Patricio Walker?



--Así se acuerda.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra en primer término el señor Ministro.

El señor LARROULET (Ministro Secretario General de la Presidencia).- Señor Presidente, considero más apropiado que dé una explicación -ello es bastante simple- quien ha participado en cada Comisión en el detalle de esta materia.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el señor asesor del Ministerio de Justicia.

El señor BERTRAND-GALINDO (Coordinador de Derechos Humanos del Ministerio de Justicia).- Señor Presidente, este proyecto de ley, que busca crear la Subsecretaría de Derechos Humanos, pasó por dos Comisiones, y debido a ello algunos artículos tienen redacciones diferentes. Podríamos verlos uno a uno y explicar el porqué del texto final.



En primer lugar, con la creación de la Subsecretaría de Derechos Humanos, era necesario que a las funciones del propio Ministerio de Justicia se añadiera la de asistir al Presidente de la República en todas las materias relativas -valga la redundancia- a derechos humanos. 



Al respecto, la decisión final de la Comisión de Hacienda fue agregar en el artículo 8° del decreto ley N° 3.346 una letra u), nueva, para establecer la referida función.



En tal sentido, señor Presidente, concordamos con la redacción propuesta.

El señor PIZARRO (Presidente).- Estamos hablando de la misma proposición a que se refirió el señor Secretario en la relación.



Hay varios Senadores inscritos.



Tiene la palabra el Honorable señor Letelier.

El señor LETELIER.- Señor Presidente, estimados colegas, la letra que estamos analizando dice relación con las atribuciones que va a tener la Subsecretaría de Derechos Humanos.



No cabe duda de que su segundo inciso es reiterativo e innecesario, tanto más cuanto que, por disposición constitucional, debemos adecuar nuestra normativa interna a los convenios y tratados internacionales ratificados por Chile.



En tal sentido, “realizar el estudio crítico de la normativa interna a la luz del Derecho Internacional” no es precisamente lo más correcto. Aún más, es repetitivo con relación a una letra anterior que aborda el punto. 



A decir verdad, la nueva letra que se sugiere nada aporta.



La primera parte expresa: “Asistir al Presidente de la República en las materias relativas a los Derechos Humanos, propias de este Ministerio, sin perjuicio de las atribuciones que correspondan por ley a los demás Ministerios”. Eso es declarativo; no pone ni quita, y ya se encuentra establecido.



La segunda parte es lo que justifica el voto en contra.



Sin embargo, yo quiero explicar cuál es el problema del proyecto.



La Subsecretaría que se crea no se hace cargo de tres cosas. 



Primero, hay un órgano que quiere coordinar a agentes del Estado. Y eso está muy bien, para dar cierta coherencia a su quehacer.



Un segundo elemento es su condición de asesor para la defensa del Estado cuando se lo acusa de violar los derechos humanos.



En la doctrina tradicional, quien viola derechos humanos -no quien delinque-, conforme a la tipicidad de los delitos, es el Estado. Por consiguiente, la Subsecretaría en cuestión deberá coordinar la defensa de aquel frente a los ilícitos que se le imputen.



Lo peculiar -esto es parte de lo contradictorio- es que habrá un agente estatal que deberá promover políticas de fomento y práctica de derechos humanos, adecuar la legislación, pero también tendrá la facultad de generar su propia defensa frente a acusaciones que se le formulen, particularmente ante los tribunales internacionales. 



Empero, señor Presidente, esta institucionalidad no va acompañada de algo obvio en la trilogía de la institucionalidad (valga la redundancia) de los derechos humanos.



Está bien. Hay un ente autónomo, el Instituto Nacional de Derechos Humanos, cuya directora, Lorena Fries, entregó recientemente su informe al Presidente de la República. Se trata de una institucionalidad nueva, autónoma, que evalúa. Y está la ya mencionada coordinación del Estado, con la contradicción particular de que asesora, promueve, pero a la vez articula la defensa de aquel frente a eventuales delitos cometidos por sus agentes.



Sin embargo, no está la parte de la institucionalidad encargada de defender a quienes son víctimas de violaciones a los derechos humanos.



Y aquí tenemos un elemento esencial: el ombudsman, el defensor de los ciudadanos. El Ejecutivo dijo que iba a avanzar en el esbozo de esta institución, pero no lo ha hecho.



Adicionalmente, la creación de la Subsecretaría en comento, de acuerdo a la enumeración dispuesta, no se hace cargo de una coherencia institucional.



Este Gobierno, a mi juicio, ha ocasionado un perjuicio tremendo a la política de reparación en materia de derechos humanos. Se ha excedido y ha infligido un tremendo daño por hacer uso político de ciertas cosas en forma aberrante.



En particular, el Subsecretario del Interior, señor Rodrigo Ubilla, amigo de un ciudadano que se halla presente en esta Sala, ha hecho una persecución frente a atribuciones legales que tienen los Presidentes de la República, y nadie más, para calificar a los exonerados.



Pero lo más grave, en relación con el Programa de Derechos Humanos y la institucionalidad radicada hoy en el Ministerio del Interior, es que no se ha incorporado -eso demuestra parte de la incoherencia del texto- la ventanilla única, para resolver lo atinente a las violaciones en el ámbito de que se trata, es decir, lo relativo a las reparaciones, política que debería ser permanente.



Había un compromiso con el Ejecutivo, en efecto, en el sentido de que a estas alturas del proyecto se iba a hacer una propuesta, no solo respecto del ombudsman, sino también de una ventanilla única dentro del Ministerio de Justicia, sin mantenerla en el Ministerio del Interior, sobre la base de que no habría plazos para exigir la universalidad de derechos de las víctimas.



Más allá de resultar un poco tautológico el inciso segundo, cabe reconocer…

El señor PIZARRO (Presidente).- Dispone de un minuto para concluir, Su Señoría.

El señor LETELIER.-… el liderazgo del Senador señor Hernán Larraín y el esfuerzo que ha desplegado desde el principio como uno de los promotores del proyecto -al César lo que es del César-, en lo cual ha manifestado mucho interés.



El problema radica en que la institucionalidad que estamos creando queda coja. Porque aquí se entregan algunas atribuciones, algunas facultades, pero la Subsecretaría no va a tener la responsabilidad en relación con el Programa de Derechos Humanos. Si queremos una coherencia institucional, tiene que mediar su participación en ese sentido, la que debería estar acompañada de la ventanilla única, sin plazos para poder generar los beneficios de la reparación.



Ese era uno de los compromisos de la señora Ministra. Comprendo por qué se encuentra ausente y ello no quiero cuestionarlo. Pero, políticamente, existía una obligación del Ejecutivo, que es uno, y no tiene lugar la coherencia con el defensor público de los ciudadanos.



He dicho.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el señor Ministro, para una aclaración.

El señor LARROULET (Ministro Secretario General de la Presidencia).- Señor Presidente, estimo importante hacer algunas aclaraciones al comienzo del debate, para que este sea más fructífero.



En primer lugar, cabe recordar la discusión registrada en la Sala con motivo de la aprobación en general. Surge la necesidad, de parte del Estado y del Poder Ejecutivo, de crear el Ministerio de Justicia y Derechos Humanos y una Subsecretaría de Justicia, porque actualmente no existe en nuestro país una instancia estatal unificada y con potestades transversales capaz de dar un tratamiento institucional y sistemático a los desafíos en materia de derechos humanos.



Eso es lo primero que no podemos perder de vista: hoy día se requiere en el Poder Ejecutivo una instancia que cumpla una función coordinadora esencial. Y, por mi experiencia como Ministro Secretario General de la Presidencia, quiero reiterarlo, porque nos toca trabajar con muchas instituciones para abordar el asunto.



En segundo término, respecto de lo expresado por el señor Senador que me antecedió en el uso de la palabra, conviene tener presente, en cuanto a la función de defensa de los derechos humanos en el campo internacional, que no cambia fundamentalmente la naturaleza de lo que hay hoy día. Esa es una responsabilidad que sigue siendo del Ministerio de Relaciones Exteriores. Si se lee la letra e) del artículo 8°, se advertirá una comunidad de acuerdos entre las Comisiones de Derechos Humanos y de Constitución, más la de Hacienda, en el sentido de mantener la responsabilidad de la Subsecretaría de Derechos Humanos en cuanto a “Prestar asesoría técnica al Ministerio de Relaciones Exteriores en los procedimientos ante tribunales y órganos internacionales de derechos humanos”.



Me parece que estas aclaraciones son necesarias, al margen de que otras materias efectivamente son debatibles, como lo manifestó el señor Senador, pero pueden ir más allá de la presente discusión. Hoy día, circunscrito al análisis del texto que nos ocupa, quiero hacer las salvedades expuestas, que son importantes para que sea más fructífero.



Gracias.

)---------------(

El señor PIZARRO (Presidente).- Puede intervenir el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- En este momento ha llegado a la Mesa una solicitud de permiso constitucional presentada por el Honorable señor Pizarro para ausentarse del país a contar del próximo viernes 10 de enero.

El señor PIZARRO (Presidente).- Si le parece a la Sala, se accederá.



Acordado.

El señor WALKER (don Patricio).- ¿Adónde va, señor Presidente?

El señor PIZARRO (Presidente).- Al Foro Parlamentario Asia-Pacífico, con los Honorables señores Kuschel y Muñoz Aburto, que espero que también pidan permiso constitucional. La próxima semana hay un par de votaciones importantes.

)---------------(

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Zaldívar.

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Señor Presidente, cuando conocimos el proyecto en la Comisión de Hacienda, realmente se suscitaron muchas dudas -por lo menos, en el Senador que habla, sin perjuicio de algunas otras intervenciones al respecto- por la argumentación que expresaba el colega Letelier en orden a la necesidad o conveniencia de crear una Subsecretaría de Derechos Humanos existiendo el Instituto de Derechos Humanos. Ello se puede ver en el texto mismo: si revisamos el artículo 8°, varias de las atribuciones de la primera se repiten en el segundo.



Por otra parte, si bien podría haber una Subsecretaría para que informara, para que coordinara, como dijo el Ministro señor Larroulet, estaría bien. Ello podría comprenderse. Pero no sería posible que le representara al Presidente de la República asuntos relacionados con derechos humanos, porque lo manifestado por el Honorable señor Letelier es cierto: el que infringe estos últimos es el Estado. Y la cuestión está radicada principalmente en el Poder Ejecutivo.



El inciso segundo de la letra u), nueva -creo que no corresponde aprobarlo-, dispone que al Ministerio “Le corresponderá, a su vez, realizar el estudio crítico de la normativa interna a la luz del Derecho Internacional de los Derechos Humanos y proponer al Presidente de la República las reformas que en tal sentido estime necesarias, y”. ¿Qué pasa si este último no atiende un informe crítico?

El señor WALKER (don Patricio).- No hace caso, sencillamente.

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- O toma la decisión de sacar al Subsecretario, lo cual no estaría demostrando mucha preocupación por el tema de derechos humanos.

El señor WALKER (don Patricio).- El Instituto es más autónomo.

El señor ZALDÍVAR.- Creo que desde ya, entonces, esa norma debe ser rechazada.



Comprendo el inciso primero, en cambio, el cual expresa: “Asistir al Presidente de la República en las materias relativas a los Derechos Humanos, propias de este Ministerio, sin perjuicio de las atribuciones que correspondan por ley a los demás Ministerios.”. Eso sí, porque se puede asesorar, informar, cambiar impresiones. Pero un estudio crítico suena como una cierta contradicción.



Y no quiero seguir adelante, porque la misma disposición se repite en la letra d) del inciso segundo del artículo 8°. Dentro de las facultades de la Subsecretaría se encuentra la de “Asistir al Ministro de Justicia y Derechos Humanos en la realización del estudio crítico del derecho interno, con la finalidad de proponer al Presidente de la República”, etcétera. 



Es decir, nuevamente hay una duplicidad. Cabe afirmar, entonces, lo consignado en la letra u), nueva, del artículo 2°, en la que me parece bien el inciso primero, y rechazar el inciso segundo, y no legislar en lo referente a la letra d) del artículo 8°.



No voy a pronunciarme sobre otros aspectos. En la Comisión hice ver cuál era mi duda. En definitiva, presté mi aprobación, porque me pareció que se registraba cierta unanimidad y había tenido lugar un acuerdo entre el Gobierno y las Comisiones unidas que habían trabajado.



En la letra e) del artículo 8°, dentro de las facultades de la Subsecretaría, se expresa: “Prestar asesoría técnica al Ministerio de Relaciones Exteriores en los procedimientos ante tribunales y órganos internacionales de derechos humanos. De igual manera, coordinará”, etcétera. La misma atribución se contempla en la ley que creó el Instituto de Derechos Humanos, lo que es lógico. Si se analiza el texto, se observará que hay tres facultades iguales. ¿Qué pasa si la Subsecretaría le dice al Ministerio de Relaciones Exteriores: “Creo que tiene que hacerse tal cosa en materia de derechos humanos” o “Se tiene que tomar tal posición en tal tratado en que se está trabajando”, y el Instituto tiene una percepción y posición diferentes? ¿Cuál va a predominar? Si dos instituciones resguardan lo relativo a los derechos humanos, hay que precisar a cuál le corresponde realmente la tarea.



Se me respondió que no había problema, porque si ambas…



Terminaré en seguida, señor Presidente.



Voy a votar en contra del inciso segundo de la letra u), nueva, y seguramente mantendré mi abstención respecto de algunas normas de este tipo por la duda que me presenta el asunto.



Por ese motivo, pido que ojalá se tome nota de la disposición en el momento del pronunciamiento.

El señor PIZARRO (Presidente).- Varios señores Senadores se han inscrito y el señor Ministro quiere hacer una aclaración.



Entiendo que el Honorable señor Zaldívar ha solicitado la votación separada de los dos incisos de la letra h).



Antes de abrir la votación, tiene la palabra el señor Ministro.

El señor LARRAÍN.- ¿Se podría dar por aprobado el inciso primero y pronunciarse luego?

El señor PIZARRO (Presidente).- Esperemos que termine la intervención.

El señor LARROULET (Ministro Secretario General de la Presidencia).- Señor Presidente, me parece que a raíz de la norma en debate estamos volviendo a la discusión general. Y quiero reiterar que el punto es importante, porque se facilitará la aprobación del texto.



En primer lugar, insisto en que la naturaleza del Instituto de Derechos Humanos es completamente distinta de la correspondiente a la Subsecretaría de Derechos Humanos, que estamos creando.



Como lo manifesté en mi intervención inicial, esta última entidad apunta a que dentro del Poder Ejecutivo exista un órgano que cumpla la trascendental función de promoción y defensa de los derechos humanos.



Aquí se trató largamente y fue objeto de un acuerdo la formación del Instituto de Derechos Humanos, que es de otra naturaleza. Y no voy a entrar al detalle. Sus Señorías la conocen muy bien.



Lo segundo que quiero señalar es que si se lee la disposición correspondiente, la Subsecretaría, tratándose, por ejemplo, de relaciones internacionales, efectivamente está cumpliendo una función coordinadora y asesora de quien lleva la materia. 



Voy a hacer una analogía. En el caso de las finanzas internacionales, las tareas que realiza el Ministerio de Relaciones Exteriores son objeto de asesoramiento, naturalmente, por parte del Ministerio de Hacienda. En pesca, el Ministerio de Relaciones Exteriores es asesorado por el Ministerio de Economía. Es decir, hay una total organicidad en la propuesta formulada.



Más aún, si los señores Senadores se remiten a las actas de las respectivas Comisiones, observarán que la Directora del Instituto Nacional de Derechos Humanos expuso la urgente necesidad de aprobar la Subsecretaría, para que haya un ente coordinador especializado al interior del Ejecutivo. Y donde corresponde que se encuentre es precisamente en el Ministerio de Justicia.



Este es el segundo antecedente importante para el debate, en general.



Quisiera recordar que en el programa de Gobierno de la Presidenta electa se incluye justamente la creación de la Subsecretaría de Derechos Humanos por esta misma argumentación.



En suma, creo que los detalles aclaratorios facilitan la comprensión del articulado. Específicamente se hace referencia a una función asesora al Presidente de la República, en materia de derechos humanos. Ello es propio del rol ministerial. Todos los Ministerios somos asesores del Jefe del Estado en cada una de las decisiones que este tiene que tomar en el ámbito de su competencia.



He dicho.

El señor PIZARRO (Presidente).- Para tratar de avanzar en la línea planteada por el Honorable señor Hernán Larraín, entiendo que hay acuerdo respecto del inciso primero de la letra u), nueva, el cual expresa:



“Asistir al Presidente de la República en las materias relativas a los Derechos Humanos, propias de este Ministerio, sin perjuicio de las atribuciones que correspondan por ley a los demás Ministerios”.



Ello se podría aprobar y someter después a votación el inciso segundo.



Tiene la palabra el Senador señor Zaldívar. 

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- No quiero dilatar más el asunto, pero le pido al Gobierno que trate de coordinar la letra h) con la letra d) del inciso segundo del artículo 8°, porque la primera dice relación con asistir al Primer Mandatario. Los Subsecretarios normalmente asisten a los Ministros, y los Ministros, al Presidente. Se contempla una asistencia directa a este último, entonces, por parte del Subsecretario.

El señor LARRAÍN.- No.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Y en la letra d) del inciso segundo del artículo 8° se hace referencia a “Asistir al Ministro de Justicia” sobre las mismas cosas.

El señor LARRAÍN.- La otra disposición alude al Ministerio.

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Conviene aclararlo.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Hernán Larraín.

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, solo deseo hacer una precisión.



Lo que se está modificando aquí son las funciones del Ministerio de Justicia, no de la Subsecretaría. Las de la letra d) le corresponden a esta última. Entonces, hay una desinformación.



“Asistir al Ministro de Justicia y Derechos Humanos” es labor del Subsecretario. “Asistir al Presidente de la República” le corresponde al Ministro.



¿Me explico?



Por lo tanto, el texto está bien. Se trata de enmiendas a artículos distintos. El inciso primero de la letra u) dice relación con la normativa de la Cartera de Justicia, a cuyo titular se le está diciendo: “Asista al Presidente de la República en estas materias”. Así que la objeción no corresponde, y cabe aprobarlo. Porque es de una naturaleza obvia, al crearse una Subsecretaría de Derechos Humanos, darle al Ministro -ahora va a ser de Justicia y Derechos Humanos- competencia para asistir al Primer Mandatario.



Creo que ese punto debería estar despejado, señor Presidente.

El señor PIZARRO (Presidente).- Si hay claridad al respecto, se puede dar por acogida la norma.



--Se aprueba el inciso primero de la letra u), nueva.
El señor PIZARRO (Presidente).- El inciso segundo de la letra u), nueva, es el que ha generado discrepancia. Expresa lo siguiente:



“Le corresponderá, a su vez, realizar el estudio crítico de la normativa interna a la luz del Derecho Internacional de los Derechos Humanos y proponer al Presidente de la República las reformas que en tal sentido estime necesarias, y”.



En votación la disposición.



--(Durante la votación).
El señor PIZARRO (Presidente).- Puede intervenir el Senador señor Espina.
El señor ESPINA.- Señor Presidente, en primer lugar, quiero mantener mi argumentación en un proyecto anterior, en orden a que la presente Administración ha sido la impulsora de una Subsecretaría de Derechos Humanos. Lo ha hecho un Gobierno de Derecha. Y no lo digo con el ánimo de generar una polémica.



No cabe duda de que este es un avance muy relevante en la protección de los derechos humanos. Y no solo lo dice el Senador que habla, sino también, entre otras personas, la propia Lorena Fries, Directora del Instituto de Derechos Humanos, quien expresó que “El proyecto de ley que crea la subsecretaría de derechos humanos representa un valioso esfuerzo por fortalecer la institucionalidad política y gubernamental de derechos humanos, y responde a la necesidad de establecer con rango de ley un ente que desde el Poder Ejecutivo proponga y coordine las políticas públicas en este ámbito”. O sea, considera necesaria la iniciativa.



Por lo tanto, no hay ningún conflicto entre el Instituto de Derechos Humanos y la Subsecretaría, la cual obviamente presenta un enorme valor por ser la visión desde el punto de vista del Gobierno. Tiene que preocuparse de revisar, mantener y actualizar los procedimientos y la legislación en materia de derechos humanos. Ello, en lo correspondiente al Ejecutivo.



Deseo que en la historia fidedigna de la ley quede la constancia que mencioné en primer término, porque ha sido la Administración actual -por supuesto, con la participación de todos los señores Senadores que han contribuido a un perfeccionamiento- la que desplegó la iniciativa, el esfuerzo. Ella expresó: “Vamos a tener por primera vez en la historia de Chile una Subsecretaría, dependiente del Ministerio de Justicia” -qué más cercano a los derechos humanos que la justicia-, “para los efectos de dar una adecuada protección, de acuerdo, obviamente, con el ámbito de su competencia y con el que tienen otras instituciones sobre la materia”.



En segundo término, el Senador Zaldívar tiene toda la razón del mundo en lo que ha dicho.


Y como en esto debe haber una mínima coherencia legislativa -pido a los señores Senadores que revisen las enmiendas propuestas al artículo 2°-, en la letra a) del N° 3 se agrega al nombre del Ministerio de Justicia la frase “y Derechos Humanos”, y en la letra b), dentro de sus facultades, se dispone que le corresponderá: “a) Realizar el estudio crítico de las normas constitucionales y de la legislación civil, penal, comercial, administrativa y de procedimiento, a fin de proponer al Presidente de la República las reformas que estime pertinentes”. 

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Está bien.

El señor ESPINA.- Está bien. Tendrá que analizar la legislación en todos los ámbitos. 



Y más adelante, en el inciso segundo de la letra u), introducida por la letra h) del artículo 2° -que estamos votando en estos momentos y que hay que suprimir-, dice: “Le corresponderá, a su vez,” -lo mismo que al Instituto- “realizar el estudio crítico de la normativa interna a la luz del Derecho Internacional de los Derechos Humanos y proponer al Presidente de la República las reformas que en tal sentido estime necesarias”.



¡Absolutamente repetitivo! Y, además, comparto gran parte de lo manifestado por el Senador Letelier. ¡Cuidado con que nosotros digamos, para este caso, que la normativa tiene que revisarse a la luz de los derechos humanos! ¡Si eso tiene que hacerlo la legislación chilena siempre, porque es un mandato constitucional!



Entonces, alguien nos podría decir: “Momento. Ustedes dictaron una ley en la que entregan especialmente la revisión de la legislación en materia de derechos humanos a la Subsecretaría del ramo”. Por lo tanto,  otra Subsecretaría u otro Ministerio podría expresar: “Mire, cuando nosotros dictamos una norma no tenemos por qué preocuparnos del respeto a los derechos humanos”.



En consecuencia, la letra u) habría que eliminarla, no solo por ser repetitiva, sino además por ser inconveniente. De manera que coincido absolutamente con lo expresado por el Senador Zaldívar y sugiero votar en contra la letra h) que la introduce en el artículo 2° de la ley. 

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Ruiz-Esquide.

El señor RUIZ-ESQUIDE.- No intervendré, señor Presidente.

El señor PIZARRO (Presidente).- Puede usar de la palabra el Honorable señor Hernán Larraín, para fundamentar su voto.

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, como se ha indicado, la normativa en estudio corresponde a una iniciativa del Ejecutivo que nos parece extraordinariamente valiosa. 



En lo personal, el año 2010 le propuse al entonces Ministro de Justicia esta idea de crear una Subsecretaría de Derechos Humanos, ya que por mi experiencia en distintas reuniones con Ministros y viendo temas diferentes, advertía que en la Administración Pública había una dispersión en el área de los derechos humanos. En verdad, no había nadie responsable de coordinar y estimábamos que era muy importante tomar una fuerte iniciativa en este aspecto. El Gobierno así lo entendió y el Presidente Piñera, en su Mensaje del año 2011, anunció la presentación de este proyecto, momento desde el cual hemos desarrollado una intensa labor sobre la materia.



En la elaboración del texto trabajamos con organismos de los derechos humanos; realizamos reuniones, y en particular nos preocupamos de que el Instituto Nacional de Derechos Humanos estuviese alineado con esta propuesta y no se sintiera pasado a llevar, porque algunos pensaron que se podía duplicar lo que ahí se efectuaba.



Por fortuna, todas esas materias quedaron debidamente resueltas y el propio Instituto, como bien lo recordó el Senador Espina, valoró la presentación del proyecto. Es más, en un informe reciente, que dio cuenta del estado de los derechos humanos en Chile, volvió a reiterar la importancia de esta normativa, solicitando que el Congreso la pudiera despachar lo antes posible.


El punto en cuestión efectivamente suscita cierta inquietud. En las Comisiones unidas de Constitución y de Derechos Humanos, cuando estudiamos las enmiendas al artículo 2°, vimos la posibilidad de incorporar en la letra a), tal como se hizo con otras normas, el tema de los derechos humanos. Sin embargo, nos pareció que se trataba de un ámbito distinto. Y les pido a mis colegas poner atención a lo que voy a decir, por si les sirve como antecedente.


Cuando la letra a) habla de “Realizar el estudio crítico” de las normativas que menciona y de proponer las reformas correspondientes, como función del Ministerio de Justicia, se está refiriendo a una mirada legislativa propia de dicha Cartera. Y quisimos separar lo tocante a los derechos humanos, a fin de que el análisis que se hiciera de esta materia tuviese una perspectiva diferente, de una mayor exigencia en el trabajo de ese Ministerio, para que aquel fuese un análisis específico a la luz del Derecho Internacional Público de los Derechos Humanos, que es un enfoque distinto al que tiene esa Secretaría de Estado en todos los demás aspectos.


Por ejemplo, el Ministerio de Justicia está preocupado de la reforma procesal civil, y ha propuesto -se está votando en estos días- un nuevo Código Procesal Civil. Eso forma parte de la letra a). 


En el inciso segundo de la letra u) quisimos diferenciar esta materia -obedeció a una indicación parlamentaria que el Ejecutivo hizo suya y que después amplió- para asegurar que la normativa interna fuese estudiada de manera crítica a la luz del Derecho Internacional Público de los Derechos Humanos con miras a realizar las propuestas pertinentes.



¿Que tal vez no sea del ámbito propio del Ministerio de Justicia? La letra u), por ejemplo, podría aplicarse en el ámbito sanitario, en legislaciones muy concretas, donde podrían pesquisarse cuestiones impropias o incoherentes con el Derecho Internacional Público o con nuestros compromisos en materia de derechos humanos a nivel foráneo.


Es una nueva función que el Ministerio tendría y que se podría distinguir del análisis propio y tradicional que este efectúa.


En vista de que la Cartera pasaría a ser ahora de Justicia y Derechos Humanos, quisimos diferenciar la labor que le correspondería realizar a la nueva Subsecretaría y a este Ministerio renovado, con el fin de autoexigirnos el cumplimiento de la normativa internacional sobre la materia.


La letra u) parece redundante, pero no lo es. Es complementaria. Y creo que en este caso le da una fuerza especial al compromiso normativo de cualquier Gobierno y de su Ministerio de Justicia y Derechos Humanos para hacer cumplir la legislación correspondiente en forma debida.


En definitiva, estimo muy importante la incorporación de la letra u), porque la letra a) no se halla entendida del mismo modo.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Escalona, para fundamentar su voto.

El señor ESCALONA.- Señor Presidente, es sumamente valioso que los parlamentarios de Derecha asuman el tema de los derechos humanos. 



El Senador Espina ha dicho que se enorgullece de que un Gobierno de Derecha aborde este asunto. A mí me parece muy bien. Esto es fruto de un avance civilizacional que aplaudo. No veo razón para pretender enrostrarnos este hecho a quienes pertenecemos a los partidos que hoy están en la Oposición. El que ahora exista una mirada universal en el país sobre la inviolabilidad de los derechos humanos es el resultado de nuestro propio esfuerzo.



¡Qué bueno que así haya ocurrido! Pero yo no haría de eso un punto de vanagloria, sino que, por el contrario, lo haría un punto de encuentro y de entendimiento entre nosotros. 



Con relación al tema de fondo, observamos, no que aquí se dupliquen los esfuerzos, sino que existe claramente el riesgo de que se superpongan los esfuerzos.



Este puede parecer un matiz, pero no es ocioso, por cuanto el presidencialismo es tan fuerte en el régimen institucional de Chile que, si no se establecen las prevenciones necesarias que, junto con el Senador Zaldívar y otros colegas, hemos puesto en la discusión, se afectará nítidamente la función del Instituto Nacional de Derechos Humanos.



Cuando se trató la creación de dicho organismo -lo sabemos quienes recordamos el debate-, hubo mucho celo de parte de nuestros colegas de la entonces Oposición, hoy Gobierno, en cuanto a la autonomía de la nueva entidad, la que, a nuestro juicio, no debe perder bajo ninguna circunstancia. 



Nosotros siempre hemos mirado la nueva Subsecretaría a la luz de la necesidad de remarcar en la discusión que ella en ningún momento ni en modo alguno puede afectar o amagar la autonomía del Instituto Nacional de Derechos Humanos, sobre la cual hubo unanimidad en el trámite legislativo que creó al organismo, que este debe mantener y que nosotros tenemos la obligación de preservar.



Si coincidimos en eso, perfecto, macanudo. Significa, por tanto, que en la historia fidedigna de la ley ello quedará suficientemente claro y resuelto para que cada una de las instituciones cubra su propio ámbito de competencia.



Este es el punto sobre el cual deseábamos llamar la atención y me parece magnífico que estemos de acuerdo en él. 



He dicho. 

El señor LARRAÍN.- ¡Completamente de acuerdo!

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto? 

El señor ESPINA.- Perdón, señor Presidente.



¿Qué significa votar “sí” y “no”? Algunos queremos eliminar la letra, porque la consideramos un grave error.

El señor LABBÉ (Secretario General).- El señor Presidente puso en votación separada el inciso segundo de la letra u), que se incorpora al artículo 2° de la ley mediante la letra h) del N° 3) del artículo único del proyecto.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Perdón, señor Secretario. 



El Senador Espina desea plantear una duda. 

El señor ESPINA.- Simplemente deseo saber cómo debemos votar los que consideramos un error la norma después de escuchar los fundamentos expresados por el Honorable señor Zaldívar.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Los que estén en desacuerdo con el inciso segundo de la letra u), que figura en la página 8 del texto comparado, deben votar que no, pues lo que se pone en votación es la modificación introducida por las Comisiones unidas. 



Los que estén de acuerdo con la proposición de estos organismos, obviamente deben votar de manera afirmativa. 



Según lo que se ha dicho aquí, el mencionado inciso segundo atribuiría el estudio crítico de la normativa interna a la luz del Derecho Internacional al Ministerio de Justicia, con lo cual se afectaría, en opinión de algunos, la facultad que actualmente posee el Instituto Nacional de Derechos Humanos. 

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Aclarado el punto, entonces. 



Por favor, señor Secretario, consulte de nuevo a la Sala. 

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Terminada la votación. 



--Se aprueba el inciso segundo de la letra u), nueva, agregada mediante la letra h) del número 3) del artículo único (14 votos a favor y 8 en contra).



Votaron por la afirmativa las señoras Rincón y Von Baer y los señores Cantero, Chahuán, Coloma, García, García-Huidobro, Horvath, Kuschel, Larraín (don Hernán), Orpis, Pérez Varela, Walker (don Ignacio) y Walker (don Patricio).


Votaron por la negativa los señores Escalona, Espina, Lagos, Navarro, Pizarro, Ruiz-Esquide, Tuma y Zaldívar (don Andrés).
El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Se deja constancia de la intención de voto positivo de la Senadora señora Allende y de la intención de voto negativo del Senador señor Letelier

El señor ESPINA.- ¿Hasta qué hora dura el Orden del Día?

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Está a punto de finalizar. Quedan 3 minutos. 



Por lo tanto, llegaríamos hasta aquí con la discusión del proyecto.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Solo habría que recordar que el inciso primero de la letra u) ya fue aprobado por unanimidad, tal como lo señaló en su momento el señor Presidente.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Así es. 



--Queda pendiente la discusión particular del proyecto.
VII. INCIDENTES
El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- En Incidentes, el primer turno corresponde al Comité Partido Renovación Nacional.



No hará uso de su tiempo.



Tampoco intervendrá el Comité Independientes, que sigue en la lista.



Por lo tanto, en representación del Comité Partido MAS, tiene la palabra, por 2 minutos, el Senador señor Navarro.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, de manera gentil y generosa, el Partido Socialista me ha cedido sus 8 minutos. Y al parecer el PPD también desea sumarse a esa generosidad.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- No. El Partido Por la Democracia hará uso de su tiempo.



En consecuencia, puede intervenir hasta por 10 minutos.

MEDIDAS CONTRA INCENDIOS FORESTALES. OFICIOS

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, en las últimas horas la Región del Biobío se ha visto afectada por una cadena incesante de incendios forestales. Subsisten, a esta fecha, ocho focos que han consumido 9 mil hectáreas, según la CONAF (Corporación Nacional Forestal). Y este 8 de enero se han registrado brotes en la comuna de Tomé que mantienen en alerta a todas las autoridades.



Las condiciones de tiempo han sido óptimas para estos siniestros: mucho calor; lunes, martes y ahora miércoles, vientos de 40 kilómetros por hora; cielos despejados que no propician la baja de las temperaturas y que favorecen claramente el recrudecimiento de las llamas. 



Los incendios más graves en la comuna de Tomé se dan en Punta de Parra y Coroney, cuyos pobladores han sido evacuados. Las autoridades del Biobío han llamado a adoptar medidas de prevención. Sin embargo, estamos en una situación de crisis.



Nos informan que el Intendente habría solicitado al Presidente Sebastián Piñera, de visita hoy en la Octava Región, la declaración de zona de emergencia. 



Bomberos de las Regiones de Valparaíso y del Biobío han hecho ver las dificultades que enfrentan para acudir a los incendios forestales. Su material se daña y el gasto excesivo en que incurren no se corresponde con los escasos aportes que tanto el Estado como los privados les entregan. 



Cabe señalar que los incendios son de plantaciones artificiales pertenecientes a privados, a las grandes forestales. 



Los riesgos a las viviendas han dejado a la luz la necesidad de hacer retroceder las plantaciones fiscales desde los límites adyacentes a las carreteras, a los caminos y, particularmente, a las viviendas. No se entiende por qué a escasos metros de estas últimas hay hectáreas y hectáreas de pinos y eucaliptus.



Hemos diseñado un proyecto de ley, que presentaremos en las próximas horas, cuyo objetivo es hacer retroceder las plantaciones forestales a distancias de entre 500 y 800 metros, de manera de brindar seguridad. En otras partes del mundo estas distancias pueden ser de hasta un kilómetro. Lo claro es que las actuales plantaciones llegan hasta el límite de las viviendas de pobladores de escasos recursos, generando condiciones de extremo riesgo.



Por lo tanto, señor Presidente, pido que se oficie al Intendente del Biobío, al señor Ministro de Agricultura, al señor Director Nacional de CONAF, a la Alcaldesa de Tomé y a los jefes edilicios de las comunas forestales de la Octava Región (Coronel, Penco, Tirúa, Cañete, Los Álamos, Lota), a fin de que informen respecto de las medidas preventivas que han desarrollado la Corporación Nacional Forestal y las empresas del rubro.



Quiero hacer presente que los brigadistas que participan en estos eventos no tienen certificación. Por ello, hemos presentado un proyecto de ley para establecer, en el Código del Trabajo, un capítulo especial para los brigadistas forestales.



No queremos ni viviendas destruidas, ni árboles quemados, ni personas fallecidas en el combate contra el fuego. Y para eso, señor Presidente, se debe tomar la prevención de no exponer a jóvenes recién egresados del liceo a tareas arduas que requieren personal especializado. Ha habido muertes en nuestro país que han sido presentadas por las forestales como de expertos en el combate contra el fuego, en circunstancias de que se trataba de muchachos de entre 18 y 21 años que se habían integrado a las brigadas hacía menos de dos semanas.



El proyecto lo presenté a la CORMA, señor Presidente, sin resistencia alguna. Hasta la fecha, nada. Ellos dicen que pueden manejar la normativa internacional. Yo soy partidario de que la protección de los brigadistas quede establecida en el Código del Trabajo.



Volviendo al tema más importante, deseo solicitar que se le pida al señor Presidente de la República la declaración de zona de emergencia. Hay que reparar el daño producido. Hay que financiar los gastos de Bomberos. Hay que solventar a los municipios, que están incurriendo en gastos producto de los daños que se está provocando a las familias. Y, sobre todo, hay que establecer para el resto del verano la asistencia técnica y la capacidad aérea. Porque, frente al humo y a un lugar inaccesible, la única llegada es a través de un avión cisterna o en helicóptero, para combatir el fuego con químicos especiales y con agua.



La capacidad de la CONAF es limitada. Y, especialmente, el Estado debe reforzar la capacidad de prevención.



Discutimos por largo tiempo la creación de la CONAF pública. Hoy día es un híbrido, una corporación de Derecho Privado financiada con recursos estatales. Hemos querido transformarla  en una corporación nacional forestal, con capacidades y recursos públicos y, además, con un estatuto que proteja, por cierto, a sus trabajadores, dotándola de las facultades necesarias para cumplir su rol.



No hemos logrado avanzar en materia de proteger a los brigadistas forestales ni tampoco en reducir el ámbito de expansión o invasión de empresas forestales.



Solicito oficiar también al Ministro de Hacienda, a fin de que pueda elaborar una readecuación de los presupuestos de CONAF y, en particular, de la Subsecretaría de Desarrollo Regional, frente a esta crisis y a una situación catastrófica.



En el año 2010, la Región del Biobío fue el epicentro del terremoto y tsunami en algunas comunas, particularmente de Talcahuano, la zona cero. Ella ha sido golpeada por catástrofes naturales. Y hemos sostenido que estas son predecibles. Requerimos de un Ministerio de Emergencias Nacionales y de Catástrofes Naturales.



La ONEMI aún sigue sin cumplir su rol preventivo.



Un incendio forestal es similar a un maremoto, tsunami, terremoto o aluvión. Una inundación de río se transforma en incontrolable. Las fuerzas de la naturaleza se desatan.



Por otra parte, cuesta mucho combatir el fuego.



Hay que gastar más en prevención.



Solicito a la CONAF y a la Intendencia Regional del Biobío un informe detallado de los gastos de prevención del fuego. 



¿Cuánto gastamos en educación y en prevención?



Hemos dicho que las empresas forestales son malos vecinos. Y cuando hay acusaciones de fuego intencionado, solo digo que tenemos que sancionar a quienes incendian los bosques. A los buenos vecinos uno los cuida, y respecto de los malos lo único que uno quiere es que se vayan. Si las empresas forestales se comportan como estos últimos, va a seguir presente la intencionalidad de los incendios.



Creo que debe invertirse en prevención y que las empresas forestales tienen que hacer tarea social expresa, conocida y en conjunto, en una alianza estratégica público-privada con la zona en donde se encuentran.



Las áreas donde están radicadas las empresas forestales son las más pobres de mi Región, las con mayor retraso y más vulnerabilidad. No  hay desarrollo en ellas, a pesar de la riqueza que producen sus bosques.



Por ello, solicito a las autoridades que he señalado, y también en particular al municipio de Tomé, que nos informen de los costos que implican estas emergencias, antecedentes que haremos llegar al Presidente de la República, al Ministerio de Agricultura y a  la Subsecretaría de Desarrollo Regional, porque aquí no cabe si no apoyar en materia preventiva y respaldar a los municipios que tienen que enfrentar en primera línea la demanda social una vez que el desastre se produce.



Quiero felicitar a los combatientes del fuego, tanto públicos como privados. Sé el riesgo que asumen. Su labor evidencia valentía y decisión.



Recuerdo que las empresas forestales privadas tienen un deber moral de proteger: en primer lugar, las vidas; luego, las viviendas y, por último, los bosques. Estos dos últimos son renovables; las vidas, no. 



Por eso el Senado, en los próximos días, debiera crear una comisión especial, similar a la que hubo en la Cámara de Diputados hace algunos años, a fin de evaluar los incendios forestales, las medidas preventivas, el rol de los organismos del Estado y la responsabilidad del sector privado, de tal manera de no tener que lamentar cada verano una catástrofe de esta naturaleza, sino dedicarnos a trabajar en invierno en la prevención y el desarrollo de iniciativas que eviten lo que estamos viviendo hoy día en la Región del Biobío, una verdadera catástrofe, pues son  miles y miles las hectáreas forestales afectadas.



Muchas de esas hectáreas están aseguradas, por lo cual se pagará un seguro. Pero  las viviendas, los municipios y las vidas de  las personas no lo están.



Conozco los esfuerzos hechos al respecto por el sector privado; me consta, pero son insuficientes. Se requiere pedagogía, educación e inversión. Y mientras no alcancemos o superemos el límite de gasto entre 2 y 3 por ciento que afecta a las empresas forestales en sus plantaciones, esto va a continuar. El Estado tiene que participar, al igual que los privados. Pero también deben darse las condiciones para casos de mayores exigencias para tales empresas.



En el caso de Chaimávida, los bosques están al lado de los colegios. En la mayoría de las escuelas de la Región del Biobío, las plantaciones se encuentran a menos de veinte, treinta o cincuenta metros. Eso es un elevado riesgo.



Las clases comienzan en marzo; pero la infraestructura de costo estatal tiene que ser protegida. Lo mismo que las viviendas particulares.



Los habitantes de la Región del Biobío no merecemos tener los riesgos de esta actividad, porque tampoco asumimos sus beneficios.



Si se dijese que la empresa forestal genera ingresos de carácter regional claros, precisos y nítidos, uno podría asociar el riesgo. Pero en este sector forestal no hay claridad sobre los beneficios que quedan para la Región. Solo hay claridad respecto de los riesgos asociados en cada verano.



Señor Presidente, la única manera de combatir los incendios forestales es una alianza estratégica público-privada. Y el Estado tiene que responder a la exigencia que hoy día hago a través de los oficios solicitados.



¡Patagonia sin represas!



¡Nueva Constitución, ahora!



¡No más AFP!



--Se anuncia el envío de los oficios solicitados, en nombre del señor Senador, de conformidad con el Reglamento.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- El Senador Navarro ha usado el tiempo del MAS y el correspondiente a los Partidos Socialista y Radical.



Tiene la palabra, en del Partido Por la Democracia, el Senador Tuma.

RESPONSABILIDADES EN ERRORES DE CONSTRUCCIÓN EN PUENTE BASCULANTE CAUCAU. OFICIO
El señor TUMA.- Señor Presidente, en nombre de la bancada del PPD, deseo solicitar el envío de un oficio al Ministerio de Obras Públicas, a fin de que informe en detalle cuáles fueron las circunstancias del contrato por 16 mil millones de pesos que se adjudicó una empresa extranjera, la  que, de acuerdo a un informe de la Contraloría General de la República, habría traído un experto, lo cual nunca pudo acreditarse.



Me refiero a la empresa que se hizo cargo de la construcción del puente basculante sobre el río Caucau, colocado en la última etapa de aquella, pero al revés de la forma en que debían funcionar las básculas. Y naturalmente esto revela un nivel de imprecisión y de mala ejecución sorprendente.



Sin embargo, yo no responsabilizaría solo a la empresa. Este es un tema de gestión.



Ya la Contraloría habría informado que hubo deficiencias tanto en el cumplimiento del contrato por parte de la empresa privada, así como también por el lado fiscal. En efecto, la inspección fiscal, que había sido entregada a una empresa de nombre Zañartu Ingenieros, tampoco cumplió el rol para el cual se contrató. Y son ingentes los recursos que el Ministerio de Obras Públicas está invirtiendo allí.



Queremos saber por cuánto se contrató el total de la obra; cuáles fueron las condiciones de la licitación; por cuánto se convino la inspección técnica; cuáles fueron los competidores; cómo se asignó la inspección técnica y por qué esta, después de dos meses de trabajo, permitió la instalación al revés del puente basculante.



Creemos que el Senado, aunque no tenga capacidad fiscalizadora, al menos necesita información, conocer en qué condiciones el Ministerio de Obras Públicas actuó de manera irresponsable en la fiscalización, en la licitación, eventualmente en la adjudicación de la empresa y en la inspección técnica.



En nombre de la bancada del Partido Por la Democracia, deseo solicitar ese oficio.



--Se anuncia el envío del oficio requerido, en nombre del señor Senador, de conformidad con el Reglamento.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Navarro, por tres minutos, adicionales.

SOBREXPLOTACIÓN DE KRIL. OFICIO
El señor NAVARRO.- Señor Presidente, conocida y trágica ha sido la explotación de la pesca artesanal e industrial de la Región del Biobío. La disminución de las cuotas de captura de los principales recursos pelágicos ha alcanzado hasta 65 por ciento en el caso de la anchoveta y en otros recursos del mar.



Lo anterior está provocando un cisma de proporciones, un verdadero terremoto social en la pesca artesanal.



Por cierto, la idea principal es que se sigan respetando los criterios científicos. La biomasa fue afectada, pese a que hay que cuidarla, porque mañana los reclutas jóvenes tienen que crecer, desovar y reproducirse.



Pero resulta tremendamente preocupante que, entendiendo la lógica que puede llevar a la estrechez social que está provocando la pesca artesanal, por no haber una política de protección como hubiéramos querido, se haya ignorado lo relativo a la demanda social. 



¡Hasta las cinco de la madrugada estuvimos en esta misma Sala intentando poner elementos en la Ley de Pesca que dieran cuenta de la protección social y de una legislación que funcione cuando haya peces y cuando no los haya!



Sin embargo, nos hemos enterado de una resolución de la Subsecretaría de Pesca, sin haber previos estudios científicos, que entrega miles de toneladas de kril a la captura.



Nosotros aprobamos una normativa en la cual se pone énfasis en torno a los estudios científicos, que requieren todas las especies antes de su explotación. El kril puede parecer un recurso abundante; pero, si lo explotamos sin ningún tipo de consideración, lo podemos afectar.



Por lo tanto, solicito que se oficie a la Subsecretaría de Pesca, a fin de que informe en detalle cuál es la asignación de cuotas de captura extraordinaria del kril; en qué ha basado la determinación de la cantidad autorizada (si ella está de acuerdo con las exigencias de la Ley de Pesca); cuáles son los destinatarios de la autorización, y, en definitiva, si su resolución concuerda con los preceptos de la mencionada ley. Es decir, la exigencia de estudios científicos antes de una determinación.



--Se anuncia el envío del oficio solicitado, en nombre del señor Senador, de conformidad con el Reglamento.
SOLUCIÓN DE CRISIS EN SERVICIO DE REGISTRO CIVIL E IDENTIFICACIÓN. OFICIO

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, pido dirigir un oficio al Servicio de Registro Civil, para que informe sobre el pago que está realizando a una empresa de modernización, aun cuando no ha respetado su compromiso y los usuarios de tal servicio estén pagando elevados costos personales ante el grave incumplimiento y la falta de atención.



Se requiere una explicación.



Queremos todos los detalles respecto de la contratación y, en particular, del no funcionamiento del sistema. Aquí ha habido una falta de servicio que debe evaluarse, aparte de la demanda del Estado, porque se siguen cobrando iguales precios, aunque la gente pase horas en las filas, en espera de su carné de identidad.



¡Patagonia sin represas!



¡Nueva Constitución, ahora!



¡No más AFP!



--Se anuncia el envío del oficio requerido, en nombre del señor Senador, de conformidad con el Reglamento.
El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Por haberse cumplido su objeto, se levanta la sesión.



--Se levantó a las 19:48.









Manuel Ocaña Vergara,





 



 Jefe de la Redacción 

A N E X O S

SECRETARÍA DEL SENADO

LEGISLATURA NÚMERO 361

ACTAS APROBADAS

SESIÓN 80ª, ORDINARIA, EN MARTES 17 DE DICIEMBRE DE 2013


Presidencia del titular del Senado, Honorable Senador señor Pizarro, y del Vicepresidente, Honorable Senador señor Gómez.

Asisten los Honorables Senadores señoras Allende, Alvear, Pérez San Martín, Rincón y Von Baer y señores Bianchi, Cantero, Chahuán, Coloma, Escalona, Espina, Frei, García, García-Huidobro, Girardi, Horvath, Kuschel, Lagos, Larraín Fernández, Larraín Peña, Letelier, Muñoz Aburto, Navarro, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Prokurica, Quintana, Rossi, Ruiz-Esquide, Sabag, Tuma, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar.


Concurren, asimismo, los Ministros Secretario General de la Presidencia; de Salud; de Transportes y Telecomunicaciones, y de Energía, señores Cristián Larroulet, Jaime Mañalich, Pedro Pablo Errázuriz y Jorge Bunster, respectivamente.


Actúan de Secretario General y de Prosecretario los titulares del Senado, señores Mario Labbé Araneda y José Luis Alliende Leiva, respectivamente.

_________

Se deja constancia de que se cuenta con 38 Senadores en ejercicio.

- - -

ACTAS


Las actas de las sesiones 74ª, especial, de 27 de noviembre; 78ª, ordinaria, y 79ª, extraordinaria, de 10 y 11 de diciembre, respectivamente, todas del presente año, se encuentran en Secretaría a disposición de las señoras y señores Senadores, hasta la sesión próxima para su aprobación.

_________

CUENTA

Mensajes


Cuatro de S. E. el Presidente de la República:


Con el primero, da inicio a un proyecto de ley que regula la competencia en el mercado de los medios de pago electrónicos (Boletín         N° 9.201-03).


- Pasa a la Comisión de Economía y a la de Hacienda, en su caso.


Con los dos siguientes, retira y hace presente la urgencia, calificándola de “discusión inmediata”, respecto de los siguientes asuntos:


1.- Proyecto de ley que modifica algunos aspectos previsionales de las Fuerzas Armadas, Fuerzas de Orden y Seguridad Pública y Gendarmería de Chile (Boletín Nº 8.643-02).


2.- Proyecto de ley relativo al fortalecimiento de la regionalización del país (Boletín N° 7.963-06).


3.- Proyecto de ley que crea la Subsecretaría de Derechos Humanos y establece adecuaciones en la Ley Orgánica del Ministerio de Justicia (Boletín Nº 8.207-07).


4.- Proyecto de ley que modifica el Código Sanitario en materia de regulación a las farmacias (Boletines N°s 6.523-11, 6.037-11, 6.331-11 y 6.858-11, refundidos).


Con el último, retira y hace presente la urgencia, calificándola de “suma”, respecto de las siguientes iniciativas:


1.- Proyecto de ley sobre fomento forestal que modifica y extiende los incentivos a la forestación establecidos en el decreto ley N° 701 (Boletín N° 8.603-01).


2.- Proyecto de ley que modifica la ley N° 17.798, de Control de Armas, y el Código Procesal Penal (Boletín N° 6.201-02).


3.- Proyecto de ley que sustituye las leyes Nº 19.039, sobre propiedad industrial, y Nº 20.254, que crea el Instituto Nacional de Propiedad Industrial (Boletín Nº 8.907-03).


4.- Proyecto de ley que establece el sistema de promoción y desarrollo profesional docente del sector municipal (Boletín Nº 8.189-04).


5.- Proyecto de ley que establece un sistema de supervisión basado en riesgo para las compañías de seguro (Boletín Nº 7.958-05).


6.- Proyecto de ley que modifica el decreto con fuerza de ley   N° 5, de 2003, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la Ley General de Cooperativas (Boletín Nº 8.132-26).


7.- Proyecto de ley que introduce modificaciones a la legislación tributaria en materia de factura electrónica y dispone otras medidas que indica (Boletín Nº 8.874-05).


8.- Proyecto de ley que modifica la ley N° 19.253, sobre normas de protección, fomento y desarrollo de los indígenas, estableciendo dieta para los Consejeros Nacionales de la CONADI y para los Comisionados de la CODEIPA que indica (Boletín Nº 9.041-31).


9.- Proyecto de ley que establece normas sobre la actividad de lobby (Boletín N° 6.189-06).


10.- Proyecto de ley que establece el Sistema Nacional de Emergencia y Protección Civil y crea la Agencia Nacional de Protección Civil (Boletín N° 7.550-06).


11.- Proyecto de ley sobre probidad en la función pública (Boletín Nº 7.616-06).


12.- Proyecto de ley que modifica la Ley de Transparencia de la Función Pública y de Acceso a la Información de la Administración del Estado (Boletín Nº 7.686-07).


13.- Proyecto de ley que perfecciona el rol fiscalizador del concejo; fortalece la transparencia y probidad en las municipalidades; crea cargos y modifica normas sobre personal y finanzas municipales (Boletín       Nº 8.210-06).


14.- Proyecto de ley que autoriza la publicación en medios electrónicos de actos que deban ser publicados en periódicos de circulación nacional, regional o local (Boletín Nº 8.314-07).


15.- Proyecto de ley que crea los hospitales clínicos que indica en la Región Metropolitana (Boletín Nº 8.618-11).


16.- Proyecto de ley que modifica la jornada, descanso y composición de la remuneración de los trabajadores de casa particular, y prohíbe el uso de uniformes a trabajadoras de casa particular (Boletines        N°s 8.292-13, 7.807-13 y 7.675-13, refundidos).


- Se tienen presentes las calificaciones y se manda agregar los documentos a sus antecedentes.

Oficios


Tres de la Honorable Cámara de Diputados:


Con los que informa que dio su aprobación a los siguientes asuntos: 


1.- Proyecto de ley que establece el día 6 de junio como el Día Nacional del Pampino (Boletines N°s 9.066-24 y 9.065-06, refundidos).


2.- Proyecto de ley que declara la Fiesta de La Tirana, patrimonio cultural inmaterial de la nación y fija normas para su organización (Boletín Nº 9.103-24).


- Pasan a la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología.


3.- Proyecto de ley que modifica los artículos 304, 471 y 472 del Código Orgánico de Tribunales, en materia de juramento de jueces y auxiliares de la administración de justicia (Boletín Nº 8.942-07).


- Pasa a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.

Del Excelentísimo Tribunal Constitucional


Remite copia autorizada de la sentencia definitiva pronunciada en la acción de inaplicabilidad por inconstitucionalidad, respecto del artículo 75 de la ley Nº 18.695, Orgánica Constitucional de Municipalidades. 


- Se toma conocimiento y se manda archivar el documento.

De los señores Ministros de Relaciones Exteriores (S) y de Defensa Nacional


Envían informe semestral sobre situación de tropas nacionales fuera del territorio en operaciones de paz, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 13 de la ley N° 20.027.


- Se remite el documento a las Comisiones de Relaciones Exteriores y de Defensa Nacional.

De la señora Ministra de Justicia


Atiende peticiones, remitidas en nombre del Honorable Senador señor Muñoz Aburto, en materia de corrección del proceso de adjudicación de recursos en el Servicio Nacional de Menores para menores en situación de vulnerabilidad en la Región de Magallanes y Antártica Chilena.

Del señor Ministro de Transportes y Telecomunicaciones


Responde solicitudes de presentación de indicaciones de iniciativa exclusiva del Presidente de la República, formuladas en nombre de los Honorables Senadores señores Bianchi, Chahuán, Escalona, Girardi, Kuschel, Lagos y Zaldívar, con ocasión del debate de la ley N° 20.696, relativas a las siguientes materias:


1.- Creación de instituciones especializadas para abordar la organización integral y multimodal de los sistemas de transporte público en la Región Metropolitana y en otras ciudades o áreas del país que desarrollen soluciones complejas de transporte público, vía licitación.


2.- Plena interconectividad terrestre de las regiones de Aysén y de Magallanes y la Antártica Chilena, a más tardar en el año 2016.


Absuelve petición, remitida en nombre del Honorable Senador señor Bianchi, sobre factibilidad de financiar, con recursos de la ley N° 29.378, programas destinados al trasporte escolar en comunas rurales, en especial en aquellas en que no existe el referido sistema.

De la señora Directora de Presupuestos


Informa, a solicitud enviada en nombre de la Honorable Senadora señora Rincón, sobre la objeción hecha al proyecto “Plataforma integrada para el fomento de la comercialización de productos agrícolas procesados y servicios de turismo rural de pequeños productores del Maule”, postulado por la Universidad Católica del Maule ante el Fondo de Innovación para la Competitividad Regional.

Del señor Intendente Regional de la Región del Maule


Responde solicitudes de información sobre las siguientes materias, consultadas en nombre de la Honorable Senadora señora Rincón:


1.- Recursos del Fondo Nacional de Desarrollo Regional, comprometidos como arrastre para el año 2014 y monto de los fondos de idéntica naturaleza para el año 2015.


2.- Disponibilidad de locomoción gratuita para facilitar el acceso de los electores a los locales de votación el día domingo 15 del presente mes. 

Del señor Jefe de Gabinete del Ministro de Hacienda


Transmite respuesta del señor Secretario del ramo a petición, dirigida en nombre de los Honorables Senadores señores Girardi y Navarro, relativa a posibilidad de enviar una iniciativa de ley que extienda la exención tributaria contenida en el numeral 1 de la letra E del artículo 12 del decreto ley Nº 825, Ley sobre Impuesto a las Ventas y Servicios.


- Quedan a disposición de Sus Señorías.

Informes


De la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, recaído en el proyecto de ley, en primer trámite constitucional, que crea el acuerdo de vida en pareja (Boletines N°s 7.873-07 y 7.011-07, refundidos) (con urgencia calificada de “simple”).


De la Comisión de Vivienda y Urbanismo, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica la Ley General de Urbanismo y Construcciones en materia de afectaciones de utilidad pública de los planes reguladores (Boletín Nº 8.828-14).


De la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones, recaído en el proyecto de ley, en primer trámite constitucional, que modifica las leyes N°s 18.290 y 18.287 en lo que se refiere, respectivamente, al control de licencias de conducir y a la prórroga de la boleta de citación a audiencia, en los casos de fuerza mayor que indica (Boletín N° 9.158-15).


De la Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía, recaído en el proyecto de ley, en primer trámite constitucional, que suprime las palabras amo y criado en el artículo 447 del Código Penal (Boletín Nº 9.086-17).


- Quedan para Tabla.

Mociones


Siete del Honorable Senador señor Navarro, con las que da inicio a las siguientes iniciativas:


1.- Proyecto de ley que modifica la ley que establece normas sobre protección de los derechos de los consumidores, con el fin de regular los centros de atención de llamadas al público dispuestos por los proveedores de bienes o servicios (Boletín N° 9.191-03).


2.- Proyecto de ley que modifica la ley N° 19.496 en materia de registro por los consumidores de sus comunicaciones con proveedores, en caso de reclamaciones o preguntas relativas a productos y servicios ofrecidos o contratados (Boletín N° 9.193-03).


- Pasan a la Comisión de Economía.


3.- Proyecto de ley que modifica la ley N° 17.288, con el objeto de aplicar a los meteoritos y cráteres meteóricos determinadas disposiciones referentes a los monumentos arqueológicos (Boletín N° 9.194-04).


- Pasa a la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología.


4.- Proyecto de reforma constitucional que modifica el artículo 93 de la Constitución Política de la República, en lo que se refiere a los tratados internacionales ratificados por Chile (Boletín N° 9.198-07).


- Pasa a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.


5.- Proyecto de ley que prohíbe a las mutuales de empleadores realizar negocios y transacciones con empresas relacionadas y elimina la disposición que les permite dar prestaciones a personas que no tengan la calidad de beneficiarios de la ley Nº 16.744 (Boletín N° 9.190-13).


6.- Proyecto de ley que castiga como delitos, en la ley              N° 16.744, la omisión de información a las autoridades administrativas y el incumplimiento de la obligación de proceder a la suspensión inmediata de las faenas, en casos de accidentes fatales o graves (Boletín N° 9.195-13).


7.- Proyecto de ley que establece la aplicación retroactiva de los actos administrativos del Ministerio del Trabajo y Previsión Social y de la Superintendencia de Seguridad Social que señala, en materia de regulación de las condiciones contractuales de créditos sociales concedidos por las cajas de compensación de asignación familiar (Boletín N° 9.196-13).


- Pasan a la Comisión de Trabajo y Previsión Social.


Tres del Honorable Senador señor Ruiz-Esquide, con las que da inicio a la tramitación de los siguientes asuntos:


1.- Proyecto de ley que concede la nacionalidad chilena, por especial gracia, al sacerdote Ramón Seco Pérez (Boletín N° 9.187-17).


2.- Proyecto de ley que concede la nacionalidad chilena, por especial gracia, al sacerdote Andrés Lacalle Andrés (Boletín N° 9.188-17).


3.- Proyecto de ley que concede la nacionalidad chilena, por especial gracia, al sacerdote José Antonio Ortega Martín (Boletín N° 9.189-17).  


- Pasan a la Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía.

Declaración de inadmisibilidad


Moción del Honorable Senador señor Navarro, con la que propone un proyecto de ley que modifica la ley Nº 18.883 con el fin de impedir que los alcaldes que no fueron reelegidos puedan convocar a concursos o seleccionar a quienes postulen en ellos.


- Se declara inadmisible por corresponder a materias de la iniciativa exclusiva de Su Excelencia el Presidente de la República, conforme lo dispone el número 2° del inciso cuarto del artículo 65 de la Constitución Política de la República.

Proyecto de acuerdo


De los Honorables Senadores señores Navarro y Quintana, con el que solicitan a S. E. el Presidente de la República el envío a tramitación de un mensaje legislativo que permita a las beneficiarias de pensiones de sobrevivencia del antiguo sistema de pensiones, que al efecto de percibir el bono por hijo han debido afiliarse a una administradora de fondos de pensiones, conservar su derecho a ser causantes de la asignación por muerte (Boletín Nº S 1.626-12).


- Queda para el Tiempo de Votaciones de la sesión ordinaria respectiva. 

Solicitud de permiso constitucional


Del Honorable Senador señor Pizarro, para ausentarse del país a contar del día de hoy.


- Se accede a lo solicitado.

- - -


Durante el curso de la sesión, llegan a la Mesa los siguientes documentos:

Certificado


De la Comisión Mixta, constituida conforme lo dispone el artículo 71 de la Constitución Política de la República, con el que propone la forma y el modo de resolver las divergencias suscitadas entre ambas ramas del Congreso Nacional con ocasión de la tramitación del proyecto de ley que modifica el Código Sanitario en materia de regulación a las farmacias (Boletines N°s 6.523-11, 6.037-11, 6.331-11 y 6.858-11, refundidos) (con urgencia calificada de “discusión inmediata”).


- Queda para Tabla.

Informes


De las Comisiones de Relaciones Exteriores y de Defensa Nacional, unidas, recaído en el oficio con el que S. E. el Presidente de la República solicita el acuerdo del Senado para prorrogar, por el plazo de un año, la permanencia de tropas y medios militares fuera del territorio de la República, en Bosnia y Herzegovina (Boletín Nº S 1.624-05) (con la urgencia del inciso segundo del número 5) del artículo 53 de la Carta Fundamental).


De la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica la ley N° 19.948, que crea un procedimiento para eximir de responsabilidad en caso de extravío, robo o hurto de la cédula de identidad y de otros documentos de identificación (Boletín N° 9.166-07) (con urgencia calificada de “suma”).


- Quedan para Tabla.

_________

ACUERDOS DE COMITÉS



El señor Secretario General expresa que los Comités, en sesión celebrada en el día de hoy, han adoptado los siguientes acuerdos, que la Sala, unánimemente, ratifica:


1.- Tratar y votar en la presente sesión ordinaria la proposición de la Comisión Bicameral para designar a los integrantes del Consejo Resolutivo de Asignaciones Parlamentarias, una vez se dé cuenta del informe de la Comisión Bicameral.


2.- Fijar un plazo para formular indicaciones al proyecto de ley que sustituye las leyes Nº 19.039, sobre propiedad industrial, y Nº 20.254, que crea el Instituto Nacional de Propiedad Industrial (Boletín Nº 8.907-03), hasta las 18:00 horas de hoy, en la Secretaría de la Comisión de Economía.


3.- Fijar un nuevo plazo para formular indicaciones al proyecto de ley que modifica la ley N° 20.671 con el objeto de suprimir el límite máximo para regularizar ampliaciones en viviendas sociales, siempre que la superficie edificada total no exceda de noventa metros cuadrados (Boletín     N° 9.029-14), hasta las 12:00 horas de mañana miércoles 18 del presente mes, en la Secretaría de la Comisión de Vivienda y Urbanismo.


4.- Tratar en la Tabla de Fácil Despacho, de la sesión ordinaria de mañana, el proyecto de ley que modifica la ley N° 19.948, que crea un procedimiento para eximir de responsabilidad en caso de extravío, robo o hurto de la cédula de identidad y de otros documentos de identificación (Boletín     N° 9.166-07), siempre que se dé cuenta del respectivo informe en el curso de la presente sesión.


5.- Devolver a la Comisión de Obras Públicas, para un nuevo segundo informe, el proyecto de ley signado con el Número 1.- de la Tabla de hoy, esto es, el que dicta normas sobre compensaciones de los usuarios de servicios de distribución de agua potable en casos de interrupciones o suspensiones no autorizadas o no comunicadas previamente a ellos (Boletín  N° 2.357-09), fijándose un nuevo plazo para formular indicaciones hasta las 12:00 horas del lunes 13 de enero de 2014, las que deberán presentarse en la Secretaría de la mencionada Comisión.

_________


En su momento, el Honorable Senador señor Ruiz-Esquide pide obtener el acuerdo de la Sala para poner en un lugar preferente de la Tabla de la sesión de mañana, el proyecto de ley que modifica el Código Sanitario en materia de regulación a las farmacias (Boletines N°s 6.523-11, 6.037-11, 6.331-11 y 6.858-11, refundidos).


Se accede a lo solicitado.

- - -


Luego, el Honorable Senador señor Sabag solicita recabar el asentimiento de la Sala para que la Comisión de Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura pueda sesionar en paralelo.


Se accede.

- - -


La presente acta se ha elaborado en conformidad a lo dispuesto en el artículo 76 del Reglamento del Senado. Las opiniones, consultas, constancias, prevenciones y fundamentos de voto de los Honorables Senadores, respecto de los asuntos discutidos en esta sesión, así como las expresiones emitidas por ellos u otras autoridades durante la misma, se contienen en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.

_________

ORDEN DEL DÍA

Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica la ley N° 19.831, que crea el Registro Nacional de Servicios de Transporte Remunerado de Escolares, con informe de la Comisión de

Transportes y Telecomunicaciones


El señor Presidente anuncia que corresponde continuar ocupándose del asunto de la referencia.


El señor Secretario General señala que se trata del proyecto individualizado precedentemente, que tiene el Boletín N° 8.329-15 y urgencia calificada de “suma”. 

- - -


El señor Presidente señala que corresponde continuar la discusión en general del proyecto y ofrece la palabra a los Honorables Senadores señores Chahuán, Sabag, Prokurica y Letelier. Interviene, también, el señor Ministro de Transportes y Telecomunicaciones.


Cerrado el debate y puesto en votación en general el proyecto, es aprobado por 24 votos a favor.


Votan positivamente, los Honorables Senadores señoras Allende, Pérez San Martín y Von Baer y señores Cantero, Chahuán, Coloma, Escalona, Frei, García, García-Huidobro, Girardi, Horvath, Kuschel, Lagos, Larraín Fernández, Larraín Peña, Letelier, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Prokurica, Rossi, Ruiz-Esquide y Sabag.


Fundamentan su voto positivo, los Honorables Senadores señores García-Huidobro y Orpis.

- - -


La Sala acuerda que el plazo de indicaciones sea hasta el día 6 de enero de 2014, a las 12:00 horas.

- - -


Queda terminada la discusión de este asunto.


El texto del proyecto aprobado en general es el que se contiene en el primer informe de la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones, el cual se inserta íntegramente en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.

_________

Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que introduce modificaciones a la legislación tributaria en materia de factura electrónica y dispone otras medidas que indica, con informe de la

Comisión de Hacienda


El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del asunto de la referencia.


El señor Secretario General señala que se trata del proyecto individualizado precedentemente, que tiene el Boletín N° 8.874-05 y urgencia calificada de “suma”.


Añade que su objetivo principal es modificar la legislación tributaria en aspectos misceláneos, tales como posibilitar la universalización del uso de la factura electrónica y de los restantes documentos tributarios; introducir una mejora en el uso del crédito fiscal del IVA para facilitar el acceso al financiamiento de las pymes; otorgar nuevo plazo para que las pymes celebren convenios de pago con la Tesorería General de la República; rebajar la tasa del impuesto de timbres y estampillas y papel sellado; crear una nueva Dirección Regional del Servicio de Impuestos Internos, e introducir diversos perfeccionamientos al sistema tributario en materia de impuesto a la renta.


Destaca que la Comisión de Hacienda discutió esta iniciativa sólo en general, aprobando la idea de legislar por la unanimidad de sus miembros, Honorables Senadores señores Escalona, Kuschel, Lagos, Prokurica y Zaldívar.

- - -


Luego, el señor Presidente pone en discusión en general el proyecto y otorga la palabra a los Honorables Senadores señores Zaldívar, Prokurica, Sabag, García y Bianchi.


Cerrado el debate y puesto en votación en general el proyecto, es aprobado por 21 votos a favor, 2 abstenciones y un pareo.


Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señoras Allende y Pérez San Martín y señores Bianchi, Chahuán, Coloma, Escalona, Frei, García, García-Huidobro, Girardi, Gómez, Horvath, Kuschel, Larraín Peña, Navarro, Novoa, Orpis, Prokurica, Sabag, Walker (don Ignacio) y Zaldívar.


Fundamentan su voto positivo, los Honorables Senadores señores García-Huidobro y Novoa.


Se abstienen, los Honorables Senadores señores Quintana y Tuma.


Fundamenta su abstención, el Honorable Senador señor Tuma.


No vota, por estar pareado, el Honorable Senador señor Larraín Fernández.

- - -


Concluida la votación, manifiestan su intención de voto positivo los Honorables Senadores señora Von Baer y señor Cantero. 

- - -


La Sala acuerda que el plazo de indicaciones sea hasta el día 6 de enero de 2014, a las 12:00 horas.

- - -


Queda terminada la discusión de este asunto.


El texto del proyecto aprobado en general es el que se contiene en el primer informe de la Comisión de Hacienda, el cual se inserta íntegramente en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.

_________


Se suspende la sesión.


Se reanuda la sesión.

- - -

Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que adapta normas laborales al ámbito del turismo, con informes de la Comisión de Economía y de la de

Trabajo y Previsión Social


El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del asunto de la referencia.


El señor Secretario General señala que se trata del proyecto individualizado precedentemente, que tiene el Boletín N° 8.770-23 y urgencia calificada de “suma”. 


Añade que la Sala del Senado, en sesión de 4 de septiembre del presente año, acordó remitir esta iniciativa, que contaba con informe de la Comisión de Economía, a la Comisión de Trabajo y Previsión Social, para que también la informara en general.


Resalta que su objetivo principal es establecer una regulación laboral especial para los trabajadores que prestan servicios en restaurantes de casinos de juego, casinos, hoteles, pubs, discotecas, restaurantes, clubes, bares y similares, en lo concerniente a la interrupción de la jornada diaria, descanso y distribución de la jornada semanal, derecho a percibir propinas y derecho a feriados cada dos años respecto de un mismo empleador los días 1° de mayo, 18 y 19 de septiembre, 25 de diciembre y 1 de enero.


Destaca que la Comisión de Economía discutió el proyecto sólo en general y aprobó la idea de legislar por la unanimidad de sus miembros, Honorables Senadores señores García, Kuschel, Novoa, Tuma y Zaldívar.


Por su parte, la Comisión de Trabajo y Previsión Social aprobó en general el proyecto, también por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señora Rincón y señores García y Muñoz Aburto. Por la misma unanimidad, acordó requerir a la Sala que esta iniciativa -luego de su aprobación en general- sea conocida en la discusión en particular también por la Comisión de Trabajo y Previsión Social.


Agrega que la Comisión, atendidas las implicancias y la importancia del proyecto de ley en trámite, estimó prudente proponer que el plazo para presentar indicaciones considere al menos 2 semanas de extensión.

- - -


El señor Presidente pone en votación en general el proyecto, que es aprobado por 18 votos a favor, 5 en contra, una abstención y un pareo.


Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señoras Pérez San Martín y Von Baer y señores Cantero, Chahuán, Coloma, Espina, García, García-Huidobro, Horvath, Kuschel, Lagos, Larraín Peña, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Prokurica, Tuma y Walker (don Patricio).


Fundamentan su voto a favor, los Honorables Senadores señores García y Tuma.


Votan por la negativa, los Honorables Senadores señora Allende y señores Bianchi, Escalona, Letelier y Muñoz Aburto.


Fundamentan su voto en contra, los Honorables Senadores señores Muñoz Aburto, Bianchi y Letelier y señora Allende.


Se abstiene, el Honorable Senador señor Navarro, quien fundamenta su decisión.


No vota, por estar pareado, el Honorable Senador señor Larraín Fernández.

- - -


La Sala acuerda que el plazo de indicaciones sea hasta el día 13 de enero de 2014, a las 12:00 horas.

- - -


Asimismo, se acuerda que el proyecto sea conocido en particular por la Comisión de Economía y, luego, por la Comisión de Trabajo y Previsión Social.

- - -


Queda terminada la discusión de este asunto.


El texto del proyecto aprobado en general es el que se contiene en el primer informe de la Comisión de Trabajo y Previsión Social, el cual se inserta íntegramente en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.

_________


Se suspende la sesión, con el propósito de efectuar una reunión de Comités.


Se reanuda la sesión.


Enseguida, el señor Secretario General informa que los Comités han acordado que el informe de la Comisión Bicameral para designar a los integrantes del Consejo Resolutivo de Asignaciones Parlamentarias sea conocido por la Sala, luego de que el tema sea considerado por la Honorable Cámara de Diputados.

- - -

Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que elimina las vacunas multidosis con timerosal o compuestos organomercúricos, con segundo informe, nuevo segundo informe, e informe complementario del nuevo segundo informe de la

Comisión de Salud


El señor Presidente anuncia que corresponde iniciar la segunda discusión de la iniciativa de la referencia.


El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de ley que tiene el Boletín N° 7.036-11, respecto del cual en la sesión de 12 de diciembre pasado se solicitó segunda discusión.


Cabe recordar que este proyecto fue aprobado en general en sesión de 29 de agosto de 2011, y cuenta con un segundo informe, un nuevo segundo informe y un informe complementario del nuevo segundo informe, todos de la Comisión de Salud.

- - -


Luego, el señor Presidente pone en votación en particular el proyecto, que es aprobado por 13 votos a favor, 4 en contra, 4 abstenciones y 2 pareos.


Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señoras Allende y Pérez San Martín y señores Cantero, Escalona, Girardi, Gómez, Lagos, Muñoz Aburto, Navarro, Quintana, Ruiz-Esquide, Sabag y Tuma.


Fundamentan su voto a favor, los Honorables Senadores señora Allende y señores Cantero, Girardi, Navarro y Sabag. 


Votan por la negativa, los Honorables Senadores señora Von Baer y señores Coloma, Kuschel y Orpis.


Fundamenta su voto en contra, el Honorable Senador señor Orpis.


Se abstienen, los Honorables Senadores señores Chahuán, García-Huidobro, Larraín Peña y Prokurica.


Fundamentan su abstención, los Honorables Senadores señores Chahuán y Larraín Peña.


No votan, por estar pareados, los Honorables Senadores señores Larraín Fernández y Novoa.

- - -


Durante la votación, hacen uso de la palabra, también, los Honorables Senadores señores Novoa y García.

- - -


Queda terminado el tratamiento de este asunto.


El texto del proyecto aprobado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE LEY:


“Artículo 1°.- Prohíbese la fabricación, importación, comercialización, distribución y suministro, a cualquier título, de todo tipo de vacunas destinadas a inocular a niñas y niños menores de ocho años, mujeres embarazadas y adultos mayores de sesenta años, que entre sus componentes contengan timerosal o compuestos organomercúricos.

Artículo 2º.- Para las personas no comprendidas en el artículo anterior, se permitirá el uso de vacunas que en el proceso de fabricación utilicen el etilmercurio con tiosalicilato como trazas. Dichas trazas, al momento de suministrar la vacuna, deberán ser inferiores o iguales a un microgramo de etilmercurio por dosis.


Sin perjuicio de lo establecido en el artículo 1°, sólo podrán utilizarse vacunas con etilmercurio, siempre que sean desarrolladas y producidas con posterioridad a la vigencia de esta ley y no existan vacunas que produzcan los mismos efectos que las que contengan el compuesto antes dicho, y el Presidente de la República, mediante decreto y por razones fundadas de salud pública, como emergencias epidemiológicas o sanitarias, así lo autorice, lo que deberá hacer observando las normas más estrictas que fijen al efecto los organismos internacionales de salud.


En los casos del inciso anterior, no se podrá invocar como fundamento de la excepción señalada la falta de disponibilidad o problemas de stock de vacunas, causados por omisiones, deficiencias o errores en los sistemas de compra de las respectivas vacunas.


Artículo 3º.- Agrégase en el inciso primero del artículo 32 del Código Sanitario, a continuación del punto aparte, que pasa a ser punto seguido, la siguiente frase final: “En dicho proceso de vacunación deberán emplearse dosis libres de timerosal o sus compuestos orgánicos, de conformidad a la normativa legal vigente.”.


Artículo 4°.- Cualesquiera sean las circunstancias extraordinarias en que se utilicen vacunas con  trazas o con montos superiores a un microgramo de etilmercurio con tiosalicilato o compuestos organomercúricos, de acuerdo a lo señalado en el artículo 2° de esta ley, deberá recabarse el consentimiento informado de las personas, en conformidad a la ley N° 20.584.


Artículo 5°.- Las infracciones a esta ley deberán ser puestas en conocimiento de la autoridad sanitaria, la cual dispondrá en forma inmediata el comiso y destrucción de las dosis incautadas, a costa del infractor, quien será sancionado con multa a beneficio fiscal de una a treinta unidades tributarias mensuales, por dosis.


Artículo 6°.- La presente ley entrará en vigencia el primer día después del sexto mes de su publicación.”.
- - -


Luego, el señor Presidente señala que ha concluido el Orden del Día.

_________

PETICIONES DE OFICIOS


El señor Secretario General informa que los Honorables Senadores señora Allende y señores Bianchi y Navarro, han requerido que se dirijan oficios, en sus nombres, a las autoridades y en relación con las materias que se consignan, de manera pormenorizada, en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.


El señor Presidente anuncia el envío de los oficios solicitados, en nombre de los Senadores indicados, en conformidad con el Reglamento del Senado.

_________


Se levanta la sesión.

MARIO LABBÉ ARANEDA

Secretario General del Senado

SESIÓN 81ª, ORDINARIA, EN MIÉRCOLES 18 DE DICIEMBRE DE 2013


Presidencia del Vicepresidente del Senado, Honorable Senador señor Gómez.


Asisten los Honorables Senadores señoras Allende, Alvear y Rincón y señores Bianchi, Cantero, Chahuán, Coloma, Escalona, Espina, Frei, García, Girardi, Horvath, Kuschel, Lagos, Larraín Fernández, Larraín Peña, Letelier, Muñoz Aburto, Navarro, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Prokurica, Quintana, Rossi, Ruiz-Esquide, Sabag, Tuma, Uriarte, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar.

Concurren, asimismo, los Ministros de Defensa Nacional; Secretario General de la Presidencia; Secretario General de Gobierno; de Justicia (subrogante), y de Salud, señores Rodrigo Hinzpeter y Cristián Larroulet, señora Cecilia Pérez y señores Juan Ignacio Piña y Jaime Mañalich, respectivamente.

Actúan de Secretario General y de Prosecretario los titulares del Senado, señores Mario Labbé Araneda y José Luis Alliende Leiva, respectivamente.

_________


Se deja constancia de que se cuenta con 36 Senadores en ejercicio.

- - -

ACTAS


Se dan por aprobadas las actas de las sesiones 74ª, especial, de 27 de noviembre; 78ª, ordinaria, y 79ª, extraordinaria, de 10 y 11 de diciembre, respectivamente, todas del presente año, que no han sido observadas.

_________

CUENTA

Mensajes


Dos de S. E. el Presidente de la República:


Con el primero, retira y hace presente la urgencia, en el carácter de “suma”, respecto del proyecto de ley que modifica la Ley General de Urbanismo y Construcciones en materia de afectaciones de utilidad pública de los planes reguladores (Boletín Nº 8.828-14).


Con el segundo, hace presente la urgencia, calificándola de “simple”, para la tramitación del proyecto de ley que regula derechos sobre obtenciones vegetales y deroga la ley N° 19.342 (Boletín N° 6.355-01).


- Se tienen presentes las calificaciones y se manda agregar los documentos a sus antecedentes.

Oficios


De S. E. el Presidente de la República, mediante el cual, de conformidad con lo dispuesto en el N° 5) del artículo 5° de la ley N° 19.891, solicita el acuerdo del Senado para designar como miembro del Directorio del Consejo Nacional de la Cultura y las Artes, a la señora Magdalena Pereira Campos (Boletín Nº S 1.628-05), respecto de lo cual hace presente la urgencia en los términos del inciso segundo del número 5) del artículo 53 de la Carta Fundamental.


- Pasa a la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología.


Dos de la Honorable Cámara de Diputados:


Con el primero, comunica que dio su aprobación, con las enmiendas que señala, al proyecto de ley que modifica la Ley General de Servicios Eléctricos, con el fin de promover la interconexión de sistemas eléctricos independientes (Boletín N° 9.022-08) (con urgencia calificada de “suma”).


- Pasa a la Comisión de Minería y Energía.


Con el segundo, informa que rechazó la proposición de la Comisión Mixta constituida para resolver las divergencias ocurridas durante la tramitación del proyecto de ley que fortalece el resguardo del orden público (Boletín Nº 7.975-25) y que ofició a S. E. el Presidente de la República para los fines previstos en el artículo 70 de la Carta Constitucional.


- Se toma conocimiento.

Informes


De la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, recaído en el oficio de S. E. el Presidente de la República, mediante el cual solicita el acuerdo del Senado para nombrar como Ministro de la Excelentísima Corte Suprema al señor Carlos Ramón Aránguiz Zúñiga (Boletín Nº S 1.618-05), con la urgencia del inciso segundo del número 5) del artículo 53 de la Carta Fundamental.


De la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, recaído en el proyecto de ley, en primer trámite constitucional, que modifica la ley N° 18.961, Orgánica Constitucional de Carabineros de Chile, para establecer la medida de control preventivo de identidad (Boletín N° 9.036-07) (con urgencia calificada de “suma”).


Dos de la Comisión de Relaciones Exteriores, recaídos en los siguientes asuntos:


1.- Proyecto de acuerdo, en segundo trámite constitucional, que aprueba el “Tratado de Extradición entre la República de Chile y la República Italiana”, suscrito en Roma, el 27 de febrero de 2002 (Boletín Nº 3.119-10).


2.- Proyecto de acuerdo, en segundo trámite constitucional, que aprueba el “Protocolo Adicional al Tratado de Extradición entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno de la República de Italia, de 27 de febrero de 2002”, suscrito el 4 de octubre de 2012 (Boletín Nº 9.001-10).


- Quedan para Tabla.

Mociones


Veinticinco del Honorable Senador señor Navarro con las que da inicio a los siguientes asuntos:


1.- Proyecto de ley que modifica la ley que establece normas sobre protección de los derechos de los consumidores, para alterar el peso de la prueba en los procedimientos que ella establece (Boletín N° 9.202-03).


2.- Proyecto de ley que modifica la ley que establece normas sobre protección de los derechos de los consumidores, otorgando valor al silencio de un proveedor de bienes o servicios ante el reclamo de su cliente (Boletín N° 9.203-03).


3.- Proyecto de ley que modifica la ley que establece normas sobre protección de los derechos de los consumidores, para regular el plazo y condiciones de la respuesta formulada a los reclamos que previene este cuerpo legal (Boletín N° 9.204-03).


4.- Proyecto de ley que modifica la ley que establece normas sobre protección de los derechos de los consumidores, para regular las condiciones de contratación con personas que sufran de discapacidad visual o auditiva (Boletín N° 9.220-03).


5.- Proyecto de ley que modifica la ley que establece normas sobre protección de los derechos de los consumidores, para establecer requisitos que mejoren la comprensión de los contratos regulados por la señalada ley (Boletín N° 9.221-03).


6.- Proyecto de ley que modifica la ley que establece normas sobre protección de los derechos de los consumidores, para aumentar las exigencias sobre legibilidad de los contratos (Boletín N° 9.222-03).


- Pasan a la Comisión de Economía.


7.- Proyecto de ley que autoriza erigir un monumento en memoria del ex Presidente de la República de Sudáfrica, señor Nelson Mandela, en la ciudad de Arica (Boletín N° 9.223-04).


- Pasa a la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología.


8.- Proyecto de ley que modifica la ley orgánica constitucional sobre votaciones populares y escrutinios en materia de propaganda electoral (Boletín N° 9.205-06).


- Pasa a la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización


9.- Proyecto de reforma constitucional que establece la afiliación obligatoria en los colegios profesionales y regula otras atribuciones de los mismos (Boletín N° 9.207-07).


10.- Proyecto de reforma constitucional que prohíbe a los órganos del Estado la dictación de normas o la ejecución de actos que afecten el desarrollo progresivo de los derechos esenciales de las personas humanas, salvo por razones excepcionales y debidamente justificadas (Boletín N° 9.208-07).


11.- Proyecto de reforma constitucional que incorpora en el numeral 15° del artículo 32 de la Carta Fundamental los principios de participación y transparencia en la negociación de tratados internacionales de naturaleza económica (Boletín N° 9.209-07).


12.- Proyecto de ley que sanciona penalmente la adquisición masiva de diarios, revistas o periódicos, que limite el ejercicio de las libertades de expresión e información (Boletín N° 9.210-07).


13.- Proyecto de reforma constitucional que establece en el artículo 65, inciso cuarto, N° 4°, una regla de proporcionalidad en la fijación por ley de los niveles de remuneración mínima de los trabajadores, respecto de los ingresos que percibe el decil más rico de la población (Boletín N° 9.211-07).


14.- Proyecto de ley que excluye la aplicación de la circunstancia atenuante de responsabilidad criminal de irreprochable conducta anterior, tratándose de delitos graves (Boletín N° 9.212-07).


15.- Proyecto de ley que impide aplicar como circunstancia atenuante de responsabilidad criminal, en los delitos que especifica, el haber procurado reparar con celo el mal causado (Boletín N° 9.213-07).


16.- Proyecto de reforma constitucional que prescribe, en los casos de vacancia del cargo de diputado o senador, la realización de una elección complementaria (Boletín N° 9.214-07).


17.- Proyecto de reforma constitucional que modifica el inciso primero del artículo 119 de la Carta Fundamental para limitar a tres los períodos consecutivos en que un ciudadano puede ser elegido como concejal (Boletín N° 9.215-07).


18.- Proyecto de reforma constitucional que incorpora un inciso final al artículo 48 de la Carta Constitucional para limitar a tres los períodos consecutivos en que un ciudadano puede ser elegido como diputado (Boletín  N° 9.216-07).


19.- Proyecto de reforma constitucional que incorpora un inciso final al artículo 50 de la Carta Constitucional para limitar a dos los períodos consecutivos en que un ciudadano puede ser elegido como senador (Boletín   N° 9.217-07).


20.- Proyecto de reforma constitucional que modifica el inciso segundo del artículo 113 de la Carta Fundamental para limitar a tres los períodos consecutivos en que un ciudadano puede ser elegido como consejero regional (Boletín N° 9.218-07).


21.- Proyecto de reforma constitucional que incorpora un inciso final en el artículo 48 de la Constitución Política, con el fin de impedir a los ciudadanos que tengan, respecto de un senador, la calidad de cónyuge o de parientes por consanguinidad o por afinidad, en los grados que señala, su elección como diputado por distritos comprendidos en la circunscripción senatorial correspondiente (Boletín N° 9.219-07).


22.- Proyecto de ley que impide la postulación al cargo de concejal a quien tenga el parentesco que señala con quien es alcalde en la misma comuna (Boletín N° 9.224-07).


23.- Proyecto de ley que limita a un máximo de dos reelecciones consecutivas la participación de un candidato a alcalde (Boletín N° 9.225-07).


24.- Proyecto de ley que impide la postulación al cargo de consejero regional a quien tenga el parentesco que señala con quien es parlamentario en la misma circunscripción provincial (Boletín N° 9.226-07).


- Pasan a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.


25.- Proyecto de reforma constitucional que prohíbe derogar o suspender los derechos laborales y previsionales de los funcionarios públicos (Boletín N° 9.206-13).


- Pasa a la Comisión de Trabajo y Previsión Social.

Proyecto de acuerdo


Del Honorable Senador señor Chahuán, con el que solicita a      S. E. el Presidente de la República haga presente la urgencia para el despacho del proyecto de ley (Boletín N° 3.849-04), en segundo trámite constitucional en la Cámara de Diputados, que confiere el carácter de título profesional universitario a las carreras de Kinesiología, Fonoaudiología, Enfermería, Obstetricia y Puericultura, Nutrición y Dietética, Tecnología Médica y Terapia Ocupacional (Boletín S 1.627-12).


- Queda para el Tiempo de Votaciones de la sesión ordinaria respectiva.

- - -


Durante el curso de la sesión, llegan a la Mesa los siguientes documentos:

Informes


De la Comisión Revisora de Cuentas, mediante el cual comunica que ha aprobado las cuentas de la Tesorería del Senado, correspondientes al año presupuestario 2012, acompañando una síntesis de las mismas, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 68 de la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional; aprobado por la Comisión de Régimen Interior.


- Se toma conocimiento y se manda publicar la síntesis de las cuentas del año 2012 en el Diario Oficial.


Segundo informe de la Comisión de Trabajo y Previsión Social, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que incorpora a los funcionarios judiciales a la ley N° 19.296 (Boletín N° 6.721-07).


- Queda para Tabla.

Solicitud de permiso constitucional


De la Honorable Senadora señora Pérez San Martín, para ausentarse del país a contar del día de hoy.


- Se accede a lo solicitado.
- - -


Enseguida, el Honorable Senador señor Walker (don Ignacio) pide recabar el acuerdo de la Sala para fijar un nuevo plazo para presentar indicaciones al proyecto de ley que crea la Agencia Nacional de Acreditación y establece un nuevo sistema de acreditación de las instituciones de educación superior (Boletín N° 8.774-04).


La Sala acuerda fijar un término hasta las 12:00 horas del día 28 de abril de 2014.
- - -


Se suspende la sesión, para efectuar una reunión de Comités.


Se reanuda la sesión.


Luego, el señor Secretario General informa que no se produjo unanimidad en los Comités para celebrar una sesión especial en el día de hoy, a objeto de conocer el oficio de S. E. el Presidente de la República, mediante el cual solicita el acuerdo del Senado para nombrar como Ministro de la Excelentísima Corte Suprema al señor Carlos Ramón Aránguiz Zúñiga (Boletín Nº S 1.618-05), razón por la cual se citará a sesiones especiales el día lunes 23 de diciembre próximo, a partir de las 11:00 horas.

- - -


La presente acta se ha elaborado en conformidad a lo dispuesto en el artículo 76 del Reglamento del Senado. Las opiniones, consultas, constancias, prevenciones y fundamentos de voto de los Honorables Senadores, respecto de los asuntos discutidos en esta sesión, así como las expresiones emitidas por ellos u otras autoridades durante la misma, se contienen en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.

_________

FÁCIL DESPACHO

Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica disposiciones introducidas por la ley N° 19.948, que crea un procedimiento para eximir de responsabilidad en caso de extravío, robo o hurto de la cédula de identidad y de otros documentos de identificación, con informe de la Comisión de

Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento

El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse de la iniciativa de la referencia.


El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de ley precedentemente individualizado, correspondiente al Boletín Nº 9.166-07 y con urgencia calificada de “suma”. 


Añade que el principal objetivo de la iniciativa es establecer que el bloqueo de un pasaporte en razón de extravío, robo o hurto sólo será procedente si tiene el carácter de definitivo, eliminándose el bloqueo temporal de dicho documento de la legislación actual.

Destaca que la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento discutió este proyecto en general y en particular, por tratarse de aquellos de artículo único, aprobándolo por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Espina, Larraín Fernández y Walker (don Patricio), en los mismos términos en que fuera despachado por la Cámara de Diputados.

- - -


Seguidamente, el señor Presidente pone en discusión el proyecto, en general y en particular, y ofrece la palabra al Honorable Senador señor Walker (don Patricio).


Cerrado el debate y puesto en votación el proyecto, en general y en particular, es aprobado por 21 votos favorables, en los mismos términos en que lo hiciera la Honorable Cámara de Diputados.

Votan a favor, los Honorables Senadores señoras Allende y Alvear y señores Cantero, Chahuán, Coloma, Escalona, Frei, García, Gómez, Kuschel, Larraín Peña, Letelier, Muñoz Aburto, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Rossi, Ruiz-Esquide, Sabag, Walker (don Patricio) y Zaldívar.
- - -


Queda terminado el tratamiento de este asunto.


El texto del proyecto de ley aprobado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE LEY:

“Artículo único.- Reemplázase el inciso primero del artículo 3° de la ley N° 19.948, que crea un procedimiento para eximir de responsabilidad en caso de extravío, robo o hurto de la cédula de identidad y de otros documentos de identificación, por el siguiente: 


“Artículo 3°.- El bloqueo de una cédula de identidad puede solicitarse de manera definitiva o temporal. Respecto del pasaporte sólo procederá el bloqueo definitivo.”.”.
_________


Luego, la Sala acuerda -a petición del Honorable Senador señor García- incluir en la Tabla de Fácil Despacho de hoy el proyecto de ley que incorpora a los funcionarios judiciales a la ley N° 19.296 (Boletín N° 6.721-07), del que se ha dado cuenta.
- - -

Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que incorpora a los funcionarios judiciales a la ley N° 19.296, con segundo informe de la Comisión de

Trabajo y Previsión Social

El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse de la iniciativa de la referencia.


El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de ley que tiene el Boletín N° 6.721-07.


Añade que la iniciativa fue aprobada en general en sesión de noviembre de 2013, cuenta con segundo informe de la Comisión de Trabajo y Previsión Social, que deja constancia, para los efectos reglamentarios, de que los números 1, 2 y 3 del artículo único y el artículo transitorio no fueron objeto de indicaciones ni de modificaciones, por lo que deben darse por aprobados, salvo que algún Senador, con la unanimidad de los presentes, solicite su discusión y votación.

Destaca que la citada Comisión introdujo solamente una modificación al numeral 4 del artículo único, la que fue acordada por la unanimidad de sus miembros presentes: Honorables Senadores señores Bianchi, Escalona, García y Muñoz Aburto.
- - -


Enseguida, el señor Secretario General subraya que la Comisión de Trabajo y Previsión Social, en su segundo informe, propone efectuar la siguiente enmienda al proyecto de ley aprobado en general:

ARTÍCULO ÚNICO

Número 4


Sustituir en el inciso final propuesto el artículo “Los” por la frase “Sin perjuicio de lo establecido en los incisos anteriores, los”.

- - -


Luego, el señor Presidente pone en votación en particular el proyecto, el que es aprobado por la unanimidad de los Honorables Senadores presentes.
- - -


Queda terminado el tratamiento de este asunto.


El texto del proyecto aprobado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE LEY:


“Artículo único.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley N° 19.296, sobre Asociaciones de Funcionarios de la Administración del Estado:


1.- Intercálase en el artículo 1° el siguiente inciso segundo, pasando el actual a ser tercero:


“Asimismo, les será aplicable esta ley a los miembros del Poder Judicial actualmente en ejercicio o jubilados, sin perjuicio de las excepciones que se señalan.”.


2.- Agrégase en el artículo 7° el siguiente inciso final:

“Las finalidades señaladas en la letra d) y en la segunda parte de la letra f) del inciso segundo, no serán aplicables a las asociaciones de funcionarios del Poder Judicial.”.


3.- Intercálase en el artículo 25 el siguiente inciso tercero, pasando el actual a ser cuarto y así sucesivamente:

“Sin perjuicio de lo establecido en el artículo 80 de la Constitución Política, no será procedente respecto de los directores de las asociaciones de funcionarios del Poder Judicial, la ratificación por la Contraloría General de la República, de la medida disciplinaria de destitución a que se refiere el inciso primero.”.


4.- Agrégase el siguiente inciso final en el artículo 31:


“Sin perjuicio de lo establecido en los incisos anteriores, los permisos que corresponda conceder a los directores de las asociaciones de funcionarios del Poder Judicial, se regirán por las normas que al efecto dicte la Corte Suprema por medio de un auto acordado.”.


Artículo transitorio.- Para acogerse al régimen jurídico que establece esta ley, las asociaciones integrantes del Poder Judicial, cuyos estatutos se encontraren vigentes a la fecha de publicarse este texto legal, deberán adecuarlos en el plazo de dos años, contado desde la misma fecha. Durante dicho lapso gozarán de los derechos que la ley N° 19.296 concede.”.

_________
ORDEN DEL DÍA

Oficio de S.E. el Presidente de la República, mediante el cual solicita el acuerdo del Senado para prorrogar, por el plazo de un año, la permanencia de tropas y medios militares fuera del territorio de la República en Bosnia y Herzegovina, con informe de las Comisiones de Relaciones Exteriores y de

Defensa Nacional, unidas

El señor Presidente anuncia que corresponde considerar el asunto de la referencia.


El señor Secretario General señala que la solicitud ha sido individualizada con el Boletín N° S 1.624-05 y tiene la urgencia establecida en el inciso segundo del número 5) del artículo 53 de la Constitución Política.

Destaca que las Comisiones de Relaciones Exteriores y de Defensa Nacional, unidas, recibieron información sobre la materia de parte del Subsecretario de Defensa, del Director subrogante de la Dirección de Seguridad Internacional y Humana del Ministerio de Relaciones Exteriores y del Asesor en Operaciones de Paz de dicha Cartera de Estado. Por la unanimidad de sus miembros -Honorables Senadores señores Coloma, Gómez, Kuschel, Larraín Fernández, Letelier, Muñoz Aburto, Prokurica, Tuma, Walker (don Ignacio) y Walker (don Patricio)-, resolvieron recomendar que se otorgue el acuerdo solicitado por Su Excelencia el Presidente de la República.
- - -


Enseguida, el señor Presidente pone en discusión la solicitud de S.E. el Presidente de la República y otorga la palabra a los Honorables Senadores señores Tuma, Prokurica, Coloma y Sabag. Interviene, también, el señor Ministro de Defensa Nacional. 

Cerrado el debate y puesta en votación dicha solicitud, es aprobada por 27 votos a favor y una abstención.

Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señoras Allende, Alvear y Rincón y señores Bianchi, Cantero, Chahuán, Coloma, Espina, García, Girardi, Gómez, Kuschel, Larraín Fernández, Larraín Peña, Letelier, Muñoz Aburto, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Prokurica, Quintana, Ruiz-Esquide, Sabag, Tuma, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar.

Fundamentan su voto favorable, los Honorables Senadores señores Letelier y Pérez Varela.


Se abstiene, el Honorable Senador señor Frei.

- - -


Concluida la votación, manifiesta su intención de voto positivo el Honorable Senador señor Rossi.
- - -


Queda terminada la discusión de este asunto.

_________

Certificado de la Comisión Mixta, formada en virtud del artículo 71 de la Constitución Política de la República, recaído en el proyecto de ley que modifica el Código Sanitario en materia de

regulación a las farmacias

El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del asunto de la referencia.


El señor Secretario General señala que este proyecto tiene los Boletines N°s 6.523-11, 6.037-11, 6.331-11 y 6.858-11, refundidos, y urgencia calificada de “discusión inmediata”, y las divergencias suscitadas entre ambas Cámaras derivan del rechazo por parte del Senado -en tercer trámite constitucional- de siete enmiendas introducidas al artículo 1° y una al artículo 3°, por la Cámara de Diputados, en el segundo trámite constitucional.

Resalta que la Comisión Mixta deja constancia de que formula una propuesta que permite resolver, en una sola votación, las discrepancias producidas entre ambas ramas del Congreso Nacional.

Asimismo, informa que la Comisión Mixta acordó esta proposición por la unanimidad de sus miembros, salvo en lo referente a la oración final del inciso segundo del artículo 126; al inciso final del artículo 129 D y al artículo 129 E, en los que el acuerdo se adoptó por mayoría de votos.

- - -


La Comisión Mixta, como forma de resolver las discrepancias entre ambas Corporaciones, propone lo siguiente:

“En el artículo 1° del proyecto:


- Aprobar el siguiente artículo 100:


“Artículo 100.- La venta al público de productos farmacéuticos sólo podrá efectuarse previa presentación de la receta del profesional habilitado que los prescribe, salvo aquellos medicamentos que se autoricen para su venta directa en el respectivo registro sanitario.


La publicidad y demás actividades destinadas a dar a conocer al consumidor un producto farmacéutico sólo estarán permitidas respecto de medicamentos de venta directa y en los términos establecidos en el respectivo registro sanitario y conforme a lo señalado en los artículos 53 y 54 de este Código.


La promoción del producto farmacéutico destinada a los profesionales habilitados para su prescripción, dentro de las indicaciones de utilidad terapéutica del respectivo registro sanitario, no podrá efectuarse a través de medios de comunicación social dirigidos al público en general. Dicha promoción podrá incluir la entrega de muestras médicas a estos profesionales en los términos dispuestos en los respectivos registros, para ser proporcionados, a título gratuito, a las personas que utilizan sus servicios.


Quedan prohibidos la donación de productos farmacéuticos realizada con fines publicitarios y los incentivos económicos de cualquier índole, que induzcan a privilegiar el uso de determinado producto a los profesionales habilitados para prescribir y dispensar medicamentos o a los dependientes de los establecimientos de expendio y a cualquier otra persona que intervenga en la venta o administración de medicamentos.


Se entenderá por incentivo cualquier pago, regalo, servicio o beneficio económico entregado o realizado a las personas señaladas en el inciso anterior, por parte de laboratorios farmacéuticos, droguerías, importadores o distribuidores de medicamentos, establecimientos farmacéuticos en general o por quienes los representen.


Sin perjuicio de lo señalado en los incisos anteriores, se permitirá la donación de productos farmacéuticos a establecimientos asistenciales sin fines de lucro, siempre que aquéllos se encuentren comprendidos en el Formulario Nacional de Medicamentos.


Los medicamentos deberán presentarse en envases que dificulten a los menores su ingesta no asistida y no podrán tener forma de dulces, golosinas, confites, figuras, juguetes o cualquier otra que promueva su consumo, según se determine en el respectivo reglamento.”.


- En el artículo 101:


Sustituir el inciso primero por los siguientes:


“Artículo 101.- La receta es el instrumento privado mediante el cual el profesional habilitado para prescribir indica a una persona identificada y previamente evaluada, como parte integrante del acto médico y por consiguiente de la relación clínica,  el uso y las condiciones de empleo de un producto farmacéutico individualizado por su denominación de fantasía, debiendo agregar, a modo de información, la denominación común internacional que autorizará su intercambio, en caso de existir medicamentos bioequivalentes certificados, en los términos del inciso siguiente. 

Si el medicamento prescrito es de aquellos que deben demostrar bioequivalencia según decreto supremo fundado, el químico farmacéutico, a solicitud del paciente, dispensará alguno de los productos que, siendo bioequivalentes del prescrito, hayan demostrado tal exigencia en conformidad a los requisitos contenidos en el respectivo decreto supremo expedido a través del Ministerio de Salud, los que deberán ajustarse a la normativa de la Organización Mundial de la Salud.


Si el medicamento prescrito es de aquellos que no requieren demostrar bioequivalencia, el químico farmacéutico lo dispensará conforme a la receta médica.


Será obligación de los establecimientos de expendio poner a disposición de quien requiera la dispensación de un medicamento, un listado de los productos que deben demostrar bioequivalencia de acuerdo al decreto señalado precedentemente.


Asimismo, será obligación de los referidos establecimientos de expendio contar con un petitorio farmacéutico, en los términos indicados en el artículo 94 de este código, el cual será aprobado mediante resolución del Ministro de Salud, indicando los medicamentos que deban obligatoriamente ponerse a disposición del público. Esta exigencia incluirá todos los medicamentos que, conteniendo el mismo principio activo y dosis por forma farmacéutica, hayan demostrado su bioequivalencia, todo ello conforme a las normas reglamentarias establecidas a través del Ministerio de Salud.”.


En consecuencia, los incisos segundo a sexto pasan a ser incisos sexto a décimo, respectivamente, sin enmiendas.


- En el artículo 126:


Aprobar la siguiente oración final en el inciso segundo: “En ninguno de estos establecimientos estará permitida la instalación de consultas médicas o de tecnólogos médicos.”.


- En el artículo 129:


Agregar al final del inciso primero, a continuación del punto aparte, que pasa a ser punto seguido, la siguiente oración: “Para los efectos de la fijación de turnos, deberán considerarse datos poblacionales y cantidad de farmacias, de almacenes farmacéuticos y de establecimientos de salud existentes en la localidad de que se trate.”.


- Aprobar el siguiente artículo 129 A:


“Artículo 129 A.- Las farmacias deberán ser dirigidas técnicamente por un químico farmacéutico que deberá estar presente durante todo el horario de funcionamiento del establecimiento.


Corresponderá a estos profesionales realizar o supervisar la dispensación adecuada de los productos farmacéuticos, conforme a los términos dispuestos en la receta, informar personalmente y propender a su uso racional, absolviendo las consultas que le formulen los usuarios. También les corresponderá ejercer la permanente vigilancia de los aspectos técnico sanitarios del establecimiento, sin perjuicio de la responsabilidad que les pueda caber en la operación administrativa del mismo, la que estará encomendada a su personal dependiente. En el ejercicio de su función de dispensación, dichos profesionales deberán, además, efectuar o supervisar el fraccionamiento de envases de medicamentos para la entrega del número de dosis requerido por la persona, según la prescripción del profesional competente.


Mediante decreto dictado a través del Ministerio de Salud se aprobarán las normas para la correcta ejecución del fraccionamiento, las que incluirán la determinación de los productos de venta con receta médica no sujeta a control legal sobre los cuales se podrá realizar, incluyendo su forma farmacéutica, la obligación de distribuirlos y expenderlos en condiciones seguras, evitando contaminaciones y errores, y las condiciones de rotulación del envase de entrega al adquirente que permitan identificar el producto, al prescriptor y al paciente, así como las indicaciones para su empleo. Esas normas serán obligatorias para los importadores, fabricantes y distribuidores de medicamentos y para las farmacias.”.


- En el artículo 129 D:


Insertar al final del inciso quinto la siguiente oración, pasando el punto aparte a ser punto seguido: “En todo caso, será obligación de tales profesionales mantener los productos señalados en condiciones adecuadas de seguridad y conservación.”.


Además, agregar el siguiente inciso final:


“Ninguna de las normas establecidas en esta ley podrá ser interpretada en el sentido de que se autoriza el expendio de medicamentos en lugares o recintos distintos de los señalados expresamente en ella ni a la venta directa en estanterías u otros espacios de acceso directo al público.”.


- En el artículo 129 E:


Aprobar el precepto de reemplazo introducido por la Cámara de Diputados, cuyo texto es el siguiente:


“Artículo 129 E.- La responsabilidad sanitaria por la infracción de las normas establecidas en esta ley se hará efectiva de conformidad al Libro Décimo.”.

Artículo 3°


Aprobar el inciso tercero del proyecto del Senado, cuyo texto es el siguiente:


“Un reglamento expedido a través del Ministerio de Salud establecerá la forma en que se dará cumplimiento a esta obligación e indicará qué información debe ponerse a disposición del público para cada producto farmacéutico, así como las normas y condiciones para el expendio de medicamentos de venta directa en estanterías u otros espacios de acceso directo al público.”.”.

- - -

El señor Presidente pone en votación la proposición de la Comisión Mixta, que es aprobada por 29 votos a favor.

Votan favorablemente, los Honorables Senadores señoras Allende, Alvear, Rincón y Von Baer y señores Bianchi, Cantero, Chahuán, Coloma, Espina, Frei, García, Girardi, Gómez, Horvath, Larraín Fernández, Larraín Peña, Letelier, Muñoz Aburto, Navarro, Orpis, Pérez Varela, Prokurica, Rossi, Ruiz-Esquide, Sabag, Tuma, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar.


Fundamentan su voto a favor, los Honorables Senadores señores Ruiz-Esquide y Rossi, señora Alvear y señores Chahuán, Prokurica, Sabag, Girardi y Bianchi.

- - -


En su intervención, la Honorable Senadora señora Alvear hace expresa reserva de constitucionalidad respecto del artículo 126, contenido en el número 2) del artículo 1° del proyecto.


Idéntica reserva formula el Honorable Senador señor Novoa.

- - -


Queda terminada la discusión de este asunto.


El texto del proyecto aprobado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE LEY:


“Artículo 1°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el Código Sanitario:


1) Reemplázase el Libro Cuarto por el siguiente:

“LIBRO CUARTO

DE LOS PRODUCTOS FARMACÉUTICOS, ALIMENTICIOS, COSMÉTICOS Y ARTÍCULOS DE USO MÉDICO

Título I

DE LOS PRODUCTOS FARMACÉUTICOS


Artículo 94.- Corresponderá al Ministerio de Salud velar por el acceso de la población a medicamentos o productos farmacéuticos de calidad, seguridad y eficacia, lo que llevará a cabo por sí mismo, a través de sus Secretarías Regionales Ministeriales y de los organismos que se relacionan con el Presidente de la República por su intermedio.


El Ministerio de Salud aprobará un Formulario Nacional de Medicamentos que contendrá la nómina de medicamentos esenciales identificados conforme a su denominación común internacional, forma farmacéutica, dosis y uso indicado, que constituirá el arsenal farmacoterapéutico necesario para la eficiente atención de la población, considerando su condición de salud y enfermedades prevalentes y que servirá de base para determinar los petitorios mínimos con que deberán contar los establecimientos de expendio de productos farmacéuticos. Mediante resolución del Ministro de Salud se aprobarán las monografías de cada medicamento incluido en el listado.


Corresponderá a la Central de Abastecimiento del Sistema Nacional de Servicios de Salud velar por la adecuada disponibilidad de medicamentos en el sector y arbitrar las medidas que al respecto le indique el Ministerio.


Artículo 95.- Se entenderá por producto farmacéutico o medicamento cualquier substancia natural, biológica, sintética o las mezclas de ellas, originada mediante síntesis o procesos químicos, biológicos o biotecnológicos, que se destine a las personas con fines de prevención, diagnóstico, atenuación, tratamiento o curación de las enfermedades o sus síntomas o de regulación de sus sistemas o estados fisiológicos particulares, incluyéndose en este concepto los elementos que acompañan su presentación y que se destinan a su administración.


Queda prohibida la fabricación, importación, tenencia, distribución y transferencia, a cualquier título, de medicamentos adulterados, falsificados, alterados o contaminados. Las autoridades sanitarias señaladas en el artículo 5° que detecten la existencia de medicamentos que revistan las condiciones anotadas estarán facultadas para su inmediato decomiso, cualquiera sea el sitio o local en el que se encuentren, sin perjuicio de la instrucción del sumario sanitario pertinente y la eventual aplicación de las sanciones que de ello se deriven.


Artículo 96.- El Instituto de Salud Pública de Chile será la autoridad encargada en todo el territorio nacional del control sanitario de los productos farmacéuticos, de los establecimientos del área y de fiscalizar el cumplimiento de las disposiciones que sobre esta materia se contienen en este Código y sus reglamentos.


Corresponderá asimismo a este Instituto, de oficio o a petición de parte, resolver el régimen de control sanitario que pudiere ser aplicable a determinadas substancias o productos, conforme a sus características o finalidad perseguida.


Contra las actuaciones y resoluciones que adopte el Director del Instituto en el ejercicio de sus funciones en relación con las materias a que se refiere este Código, con excepción de las sentencias recaídas en los sumarios sanitarios de su competencia, podrá interponerse recurso de reclamación ante el Ministro de Salud, dentro del plazo de cinco días contado desde la fecha de notificación de la respectiva resolución.


Mediante uno o más reglamentos, expedidos por el Presidente de la República a través del Ministerio de Salud, se determinarán las normas sanitarias que, de conformidad con las disposiciones de este Código, regulen la importación, internación, exportación, producción, elaboración, fraccionamiento, almacenamiento, tenencia, transporte, distribución a título gratuito u oneroso, expendio, farmacovigilancia, trazabilidad, publicidad, promoción o información profesional, uso médico o en investigación científica de productos farmacéuticos.


La reglamentación que se dicte al efecto contendrá, además, las normas que permitan garantizar la calidad del producto en todas las actividades señaladas precedentemente, según corresponda, sin perjuicio de la responsabilidad que en esta materia recaerá sobre la entidad pública o privada que desarrolle la actividad de que se trate, la que deberá implementar un adecuado sistema para su aseguramiento.


Los requisitos de calidad exigibles al producto estarán determinados por su registro sanitario, teniendo como referencia las farmacopeas oficialmente reconocidas en el país, mediante la correspondiente resolución ministerial.


Artículo 97.- El Instituto de Salud Pública de Chile llevará un registro de todos los productos farmacéuticos evaluados favorablemente en cuanto a su eficacia, seguridad y calidad que deben demostrar y garantizar durante el período previsto para su uso. Ningún producto farmacéutico podrá ser distribuido en el país sin que haya sido registrado.


Los productos farmacéuticos destinados exclusivamente a la exportación se someterán al procedimiento de registro sanitario que determine el reglamento que se dicte al efecto, considerando su composición, especificaciones técnicas, rotulado y buenas prácticas de manufactura.


Corresponderá al Ministerio de Salud pronunciarse en forma previa a la cancelación del registro de un  medicamento. Tratándose de la cancelación de un registro, el Instituto deberá comunicar a su titular la solicitud de informe dirigida al Ministerio de Salud. El Instituto no podrá cancelar el registro sanitario frente a un pronunciamiento negativo del Ministerio al respecto, sin perjuicio de los recursos administrativos y judiciales que procedan por parte del titular del registro u otros interesados.


Artículo 98.- Los productos estupefacientes, psicotrópicos y demás substancias que produzcan efectos análogos se regirán por los reglamentos específicos que al efecto se dicten, los cuales abordarán su registro sanitario, la importación, internación, exportación, circulación, producción, elaboración, fraccionamiento, almacenamiento, tenencia, transporte, distribución a título gratuito u oneroso, expendio o venta, farmacovigilancia y trazabilidad, publicidad, promoción o información profesional, uso médico o en investigación científica y otras actuaciones que requieran resguardos especiales, todo lo cual se sujetará a los tratados y convenios internacionales suscritos y vigentes en Chile y a las disposiciones de este Código.


Cuando lo requiera la debida protección de la salud pública, por decreto fundado del Presidente de la República, expedido a través del Ministerio de Salud previo informe del Instituto de Salud Pública de Chile, podrán aplicarse todas o algunas de las normas reglamentarias señaladas en el inciso anterior a otras substancias o productos, cuyo uso o consumo indiscriminado pudiere generar un riesgo o daño al usuario.


Artículo 99.- Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 97, el Instituto de Salud Pública de Chile podrá autorizar provisionalmente la distribución, venta o expendio y uso de productos farmacéuticos sin previo registro, para ensayos clínicos u otro tipo de investigaciones científicas, como asimismo para usos medicinales urgentes derivados de situaciones de desabastecimiento o inaccesibilidad que puedan afectar a las personas consideradas individual o colectivamente. Con todo, no se podrá desarrollar un protocolo de investigación en medicamentos no registrados o para nuevos usos en medicamentos registrados sin un informe favorable del Comité Ético Científico que corresponda.


Tratándose de situaciones como las descritas en el inciso anterior, relacionadas con medicamentos cuya disponibilidad sea esencial para el desarrollo de programas o planes de salud de interés público que se lleven a cabo en el Sistema Nacional de Servicios de Salud, la Central de Abastecimiento del Sistema Nacional de Servicios de Salud podrá solicitar ante el Instituto el registro sanitario provisional pertinente, el que no obstará a la libre comercialización del producto por parte de terceros.


Artículo 100.- La venta al público de productos farmacéuticos sólo podrá efectuarse previa presentación de la receta del profesional habilitado que los prescribe, salvo aquellos medicamentos que se autoricen para su venta directa en el respectivo registro sanitario.


La publicidad y demás actividades destinadas a dar a conocer al consumidor un producto farmacéutico sólo estarán permitidas respecto de medicamentos de venta directa y en los términos establecidos en el respectivo registro sanitario y conforme a lo señalado en los artículos 53 y 54 de este Código.


La promoción del producto farmacéutico destinada a los profesionales habilitados para su prescripción, dentro de las indicaciones de utilidad terapéutica del respectivo registro sanitario, no podrá efectuarse a través de medios de comunicación social dirigidos al público en general. Dicha promoción podrá incluir la entrega de muestras médicas a estos profesionales en los términos dispuestos en los respectivos registros, para ser proporcionados, a título gratuito, a las personas que utilizan sus servicios.


Quedan prohibidos la donación de productos farmacéuticos realizada con fines publicitarios y los incentivos económicos de cualquier índole, que induzcan a privilegiar el uso de determinado producto a los profesionales habilitados para prescribir y dispensar medicamentos o a los dependientes de los establecimientos de expendio y a cualquier otra persona que intervenga en la venta o administración de medicamentos.


Se entenderá por incentivo cualquier pago, regalo, servicio o beneficio económico entregado o realizado a las personas señaladas en el inciso anterior, por parte de laboratorios farmacéuticos, droguerías, importadores o distribuidores de medicamentos, establecimientos farmacéuticos en general o por quienes los representen.


Sin perjuicio de lo señalado en los incisos anteriores, se permitirá la donación de productos farmacéuticos a establecimientos asistenciales sin fines de lucro, siempre que aquéllos se encuentren comprendidos en el Formulario Nacional de Medicamentos.


Los medicamentos deberán presentarse en envases que dificulten a los menores su ingesta no asistida y no podrán tener forma de dulces, golosinas, confites, figuras, juguetes o cualquier otra que promueva su consumo, según se determine en el respectivo reglamento.


Artículo 100 bis.- Los medicamentos de venta directa deberán presentarse en envases que contengan en su exterior la indicación terapéutica necesaria para adoptar la decisión de compra y asegurar una adecuada administración, en conformidad a lo que señale el reglamento.


Los envases deberán contar con sellos que permitan verificar si el contenido ha sido manipulado.


Artículo 101.- La receta es el instrumento privado mediante el cual el profesional habilitado para prescribir indica a una persona identificada y previamente evaluada, como parte integrante del acto médico y por consiguiente de la relación clínica,  el uso y las condiciones de empleo de un producto farmacéutico individualizado por su denominación de fantasía, debiendo agregar, a modo de información, la denominación común internacional que autorizará su intercambio, en caso de existir medicamentos bioequivalentes certificados, en los términos del inciso siguiente. 


Si el medicamento prescrito es de aquellos que deben demostrar bioequivalencia según decreto supremo fundado, el químico farmacéutico, a solicitud del paciente, dispensará alguno de los productos que, siendo bioequivalentes del prescrito, hayan demostrado tal exigencia en conformidad a los requisitos contenidos en el respectivo decreto supremo expedido a través del Ministerio de Salud, los que deberán ajustarse a la normativa de la Organización Mundial de la Salud.


Si el medicamento prescrito es de aquellos que no requieren demostrar bioequivalencia, el químico farmacéutico lo dispensará conforme a la receta médica.


Será obligación de los establecimientos de expendio poner a disposición de quien requiera la dispensación de un medicamento, un listado de los productos que deben demostrar bioequivalencia de acuerdo al decreto señalado precedentemente.


Asimismo, será obligación de los referidos establecimientos de expendio contar con un petitorio farmacéutico, en los términos indicados en el artículo 94 de este código, el cual será aprobado mediante resolución del Ministro de Salud, indicando los medicamentos que deban obligatoriamente ponerse a disposición del público. Esta exigencia incluirá todos los medicamentos que, conteniendo el mismo principio activo y dosis por forma farmacéutica, hayan demostrado su bioequivalencia, todo ello conforme a las normas reglamentarias establecidas a través del Ministerio de Salud.


La prescripción indicará asimismo el período de tiempo determinado para el tratamiento total, o a repetir periódicamente, según lo indicado por el profesional que la emitió.


La receta profesional deberá ser extendida en documento gráfico o electrónico cumpliendo con los requisitos y resguardos que determine la reglamentación pertinente y será entregada a la persona que la requirió o a un tercero cuando aquella lo autorice. El reglamento establecerá al menos los elementos técnicos que impidan o dificulten la falsificación o la sustitución de la receta, tales como el uso de formularios impresos y foliados, código de barras u otros. Si es manuscrita deberá extenderse con letra imprenta legible. En caso alguno la utilización de receta electrónica podrá impedir que el paciente pueda utilizar este instrumento en el establecimiento farmacéutico que libremente prefiera, pudiendo siempre exigir la receta en documento gráfico.


La prescripción de los productos a que se refiere el artículo 98 se regirá por las regulaciones contenidas en la reglamentación específica que sea aplicable a los mismos.


La receta y su contenido, los análisis y exámenes de laboratorios clínicos y los servicios prestados relacionados con la salud serán reservados y considerados datos sensibles sujetándose a lo establecido en la ley N° 19.628.


Lo dispuesto en este artículo no obsta a que las farmacias puedan dar a conocer, para fines estadísticos, las ventas de productos farmacéuticos de cualquier naturaleza, incluyendo la denominación y cantidad de ellos. En ningún caso la información que proporcionen las farmacias consignará el nombre de las personas destinatarias de las recetas, ni el de los médicos que las expidieron, ni datos que sirvan para identificarlos.


El propietario, el director técnico y el auxiliar de la farmacia en que se expenda un medicamento diferente del indicado en la receta, contraviniendo lo dispuesto en el presente artículo, serán sancionados conforme a lo dispuesto en el Libro Décimo.


En los casos en que se emita receta electrónica, ésta deberá constar en un documento electrónico suscrito por parte del facultativo autorizado en esta ley mediante firma electrónica avanzada conforme lo dispuesto en la ley N° 19.799.


El reglamento establecerá las situaciones y casos en que se podrá exceptuar la aplicación de lo dispuesto en el inciso primero, tales como ruralidad, ubicación geográfica, disponibilidad tecnológica u otras situaciones de similar naturaleza.

Título II

DE LOS PRODUCTOS ALIMENTICIOS


Artículo 102.- Se entenderá por alimentos o productos alimenticios cualquier sustancia o mezcla de sustancias destinadas al consumo humano, incluyendo las bebidas y todos los ingredientes y aditivos de dichas sustancias.


Se considerarán alimentos especiales aquellos productos o preparados destinados al consumo humano con fines particulares de nutrición, utilizados en el tratamiento de determinadas patologías o condiciones de salud, que requieran de modalidades de administración no parenteral, tales como la vía oral u otras, y de supervigilancia especial por personal del área de la salud.


Artículo 103.- Corresponderá a la Secretaría Regional Ministerial de Salud autorizar y fiscalizar, dentro de su territorio de competencia, la instalación de los locales destinados a la producción, elaboración, envase, almacenamiento, distribución y venta de alimentos y de los mataderos y frigoríficos, públicos y particulares.


Corresponderá asimismo a dicha autoridad realizar, directamente o mediante delegación a entidades públicas o privadas idóneas o a profesionales calificados, la inspección médico-veterinaria de los animales que se beneficien y de las carnes.


Artículo 104.- Los productos alimenticios deberán responder a sus caracteres organolépticos y, en su composición química y características microbiológicas, a sus nomenclaturas y denominaciones legales y reglamentarias.


Se prohíbe la fabricación, importación, tenencia, distribución y transferencia, a cualquier título, de productos alimenticios contaminados, adulterados, falsificados o alterados.


Artículo 105.- El reglamento determinará las características que deberán reunir los alimentos o productos alimenticios destinados al consumo humano, las condiciones sanitarias a las que deberá ceñirse su producción, importación, internación, elaboración, envase, rotulación, almacenamiento, distribución y venta, las condiciones especiales de uso, si fuere del caso, las de vigilancia de los alimentos especiales y los demás requisitos sanitarios que deberán cumplir los establecimientos, medios de transporte y distribución destinados a dichos fines.

Título III

DE LOS PRODUCTOS COSMÉTICOS Y PRODUCTOS DE HIGIENE Y ODORIZACIÓN PERSONAL


Artículo 106.- Producto cosmético es cualquier preparado que se destine a ser aplicado externamente al cuerpo humano, con fines de embellecimiento, modificación de su aspecto físico o conservación de las condiciones fisicoquímicas normales de la piel y de sus anexos, que tenga solamente acción local o que de ser absorbido en el organismo carezca de efecto sistémico.


Se denominan productos de higiene personal u odoríficos, aquellos que se apliquen a la superficie del cuerpo o a la cavidad bucal, con el exclusivo objeto de procurar su aseo u odorización.


Artículo 107.- Para su distribución en el territorio nacional, todo producto cosmético deberá contar con registro sanitario otorgado por el Instituto de Salud Pública de Chile.


Artículo 108.- La internación y la producción en el país de productos de higiene y odorización personal deberán ser notificadas al Instituto para que éste ejerza sus facultades de control respecto de su composición, en cuanto al uso al que se destinan y de las instalaciones en que se producen. Asimismo, los establecimientos en que se fabrican, que estén instalados en el territorio nacional, quedan sujetos a la obligación de notificar al Instituto y sujetos a su control.


Se prohíbe la fabricación, importación, tenencia, distribución y transferencia, a cualquier título, de productos cosméticos, de higiene y odorización personal, adulterados, falsificados, alterados o contaminados.


Artículo 109.- Mediante uno o más reglamentos expedidos por el Presidente de la República a través del Ministerio de Salud, se determinarán las normas sanitarias que regulen el registro, importación, internación, exportación, producción, almacenamiento, tenencia, venta o distribución a cualquier título y la publicidad de los productos cosméticos y de higiene y odorización personal.


A los productos cosméticos que la reglamentación califique de bajo riesgo les serán aplicables las normas de notificación y vigilancia establecidas para los productos de higiene y odorización personal señalados en el artículo anterior.


Artículo 110.- Corresponderá al Instituto de Salud Pública de Chile autorizar la instalación de los laboratorios que fabriquen cosméticos y fiscalizar su funcionamiento, conforme a las disposiciones reglamentarias aludidas en el artículo anterior. 


Los laboratorios de producción cosmética deberán ser dirigidos técnicamente por un químico farmacéutico y deberán contar con un sistema de control de calidad independiente, a cargo de otro químico farmacéutico.


La elaboración de productos cosméticos destinados exclusivamente a la exportación, por cuenta propia o ajena, deberá ser realizada en laboratorios de producción cosmética autorizados y será notificada al Instituto. Dicha notificación incluirá la individualización del exportador, del fabricante y la fórmula cualitativa del producto, la cual no deberá estar compuesta por ingredientes prohibidos por la reglamentación vigente.

Título IV

DE LOS ELEMENTOS DE USO MÉDICO


Artículo 111.- Los instrumentos, aparatos, dispositivos y otros artículos o elementos destinados al diagnóstico, prevención y tratamiento de enfermedades de seres humanos, así como al reemplazo o modificación de sus anatomías y que no correspondan a las sustancias descritas en los artículos 95, inciso primero, 102 y 106 deberán cumplir con las normas y exigencias de calidad que les sean aplicables según su naturaleza, en conformidad con las siguientes disposiciones:


a) Las personas naturales o jurídicas que, a cualquier título, fabriquen, importen, comercialicen o distribuyan tales elementos deberán realizar el respectivo control y certificación de su calidad en servicios, instituciones, laboratorios o establecimientos con autorización sanitaria expresa, otorgada por el Instituto de Salud Pública de Chile, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 7º.


El reglamento deberá establecer las condiciones de equipamiento y demás recursos de que deberán disponer los establecimientos, así como también la forma en que se solicitará y otorgará esta autorización. Las entidades controladoras y certificadoras cuyas solicitudes sean denegadas o no contestadas dentro del plazo a que se refiere el inciso segundo del artículo 7º podrán reclamar ante el Ministro de Salud, de conformidad con lo establecido en el inciso tercero del artículo 96.


b) El Instituto de Salud Pública de Chile será el organismo encargado de autorizar y fiscalizar a las entidades que realicen el referido control y certificación, debiendo, a falta de organismos privados que desarrollen dichas tareas, ejecutarlas por sí mismo.


c) Los controles y pruebas de calidad que deban efectuarse en virtud de lo dispuesto en las letras anteriores se sujetarán a las especificaciones técnicas fijadas por las normas oficiales chilenas del Instituto Nacional de Normalización aprobadas por el Ministerio de Salud y, a falta de éstas, por las que apruebe el Ministerio de Salud, a proposición del mencionado Instituto y sobre la base de la información generada por organismos internacionales o entidades extranjeras especializadas.


Las personas naturales o jurídicas cuyos instrumentos, aparatos, dispositivos, artículos o elementos sean rechazados por el control de calidad de una entidad autorizada podrán reclamar ante el Director del Instituto de Salud Pública de Chile. Recibido el reclamo, se pondrá en conocimiento de la entidad que objetó la conformidad del elemento, la que deberá informar y remitir todos los antecedentes que tenga en su poder dentro del plazo de diez días hábiles contado desde la recepción de la comunicación, vencido el cual, aun sin el informe y antecedentes solicitados, el Director del Instituto podrá resolver el reclamo.


d) Por decreto fundado, expedido a través del Ministerio de Salud, se hará efectiva la aplicación de las disposiciones de este artículo a las diferentes clases o tipos de instrumentos, aparatos, dispositivos, artículos y elementos de que se trata, a proposición del Instituto de Salud Pública de Chile. El decreto indicará las especificaciones técnicas a que se sujetará el control de calidad, aprobadas con arreglo a la letra c) y las entidades que cuentan con autorización oficial para ejecutarlo o la inexistencia de interesados en obtener esta autorización.


e) Será competente para instruir el sumario sanitario y sancionar las infracciones a estas disposiciones la Secretaría Regional Ministerial de Salud en cuyo territorio se cometan.


f) Los elementos que se comercialicen o distribuyan a cualquier título sin contar con el certificado de calidad establecido en esta disposición serán decomisados, sin perjuicio de las demás medidas que pueda adoptar la autoridad sanitaria.


g) La destinación aduanera de estos elementos se sujetará a las disposiciones de la ley Nº 18.164 y su uso y disposición deberán ser autorizados por el Instituto de Salud Pública de Chile.


El costo de las certificaciones será de cargo de las personas naturales o jurídicas que las soliciten.”.


2) Sustitúyese el Libro Sexto por el siguiente:

“LIBRO SEXTO

DE LOS ESTABLECIMIENTOS DEL ÁREA DE LA SALUD

Título Preliminar


Artículo 121.- Son establecimientos del área de la salud aquellas entidades públicas o privadas que realizan o contribuyen a la ejecución de acciones de promoción, protección y recuperación de la salud y de rehabilitación de las personas enfermas.


Estos establecimientos requerirán, para su instalación, ampliación, modificación o traslado, autorización sanitaria de la Secretaría Regional Ministerial de Salud de la región en que se encuentren situados, la que se otorgará previo cumplimiento de los requisitos técnicos que determine el reglamento, sin perjuicio de las atribuciones que este Código confiere al Instituto de Salud Pública de Chile.

Título I

DE LOS ESTABLECIMIENTOS ASISTENCIALES DE SALUD


Artículo 122.- Los establecimientos asistenciales que realicen acciones de salud a las personas requerirán de autorización expresa de la Secretaría Regional Ministerial del territorio en que se encuentren situados y estarán sujetos a los requisitos de instalación, funcionamiento y dirección técnica que determine el reglamento que los regule en particular, en su condición de establecimientos de atención cerrada, generales o especializados. Dicho reglamento determinará, asimismo, los requisitos profesionales que deberá cumplir quien tenga su dirección técnica.


Artículo 123.- Requerirán asimismo autorización sanitaria los establecimientos de atención abierta o ambulatoria en los cuales se realicen procedimientos especiales para el diagnóstico o tratamiento de las enfermedades, que requieran de infraestructura e instalaciones especiales para su realización y eventualmente de sedación o anestesia local, todos los cuales deberán cumplir con los requisitos de recursos físicos, humanos y de dirección técnica que a su respecto se contemple en los reglamentos pertinentes.


Los establecimientos en que se ejerzan prácticas médicas alternativas o complementarias reguladas por decreto requerirán de autorización sanitaria, la que se otorgará de conformidad con lo establecido en dicha reglamentación.


El ejercicio de prácticas no reguladas en la forma antedicha será fiscalizado por la autoridad sanitaria y queda sujeto a las prohibiciones establecidas en los artículos 53 y 54 y en el Libro Quinto.


Artículo 124.- Los establecimientos que realicen actividades dirigidas al cuidado y embellecimiento estético corporal serán fiscalizados por la autoridad sanitaria con el objeto de que su funcionamiento se ajuste a las normas reglamentarias que al efecto se dicten. Sin perjuicio de lo anterior, aquellos establecimientos que, aun cuando anuncien o persigan una finalidad estética, utilicen instrumentos o equipos que afecten invasivamente el cuerpo humano, generen riesgo para éste, ejecuten maniobras o empleen instrumentos que penetren la piel y mucosas deberán contar con una dirección técnica a cargo de un profesional del área de la salud, además de autorización sanitaria previa a su funcionamiento.

Título II

DE LOS ESTABLECIMIENTOS DE ÓPTICA Y DE OTROS ELEMENTOS DE USO MÉDICO


Artículo 125.- Los establecimientos que fabriquen los elementos de uso médico aludidos en el artículo 111 requerirán de la autorización sanitaria de la Secretaría Regional Ministerial de Salud competente, la que se otorgará previa verificación del cumplimiento de los requisitos y condiciones relativos a su elaboración, control de calidad, distribución y venta que se determinen en los reglamentos que específicamente se dicten para cada clase o tipo, según el riesgo sanitario que involucre su uso o destino.


Corresponderá a la autoridad sanitaria fiscalizar el funcionamiento de estos establecimientos en sus áreas de fabricación, distribución y venta.


Artículo 126.- Sólo en los establecimientos de óptica podrán fabricarse lentes con fuerza dióptrica de acuerdo con las prescripciones que se ordenen en la receta correspondiente.


Los establecimientos de óptica podrán abrir locales destinados a la recepción y al despacho de recetas emitidas por profesionales en que se prescriban estos lentes, bajo la responsabilidad técnica de la óptica pertinente. En ninguno de estos establecimientos estará permitida la instalación de consultas médicas o de tecnólogos médicos.


Autorízase la fabricación, venta y entrega, sin receta, de lentes con fuerza dióptrica sólo esférica e igual en ambos ojos, sin rectificación de astigmatismo, destinados a corregir problemas de presbicia.


La venta o entrega de dichos lentes deberá acompañarse de una advertencia sobre la conveniencia de una evaluación oftalmológica que permita prevenir riesgos para la salud ocular.

Título III

DE LOS ESTABLECIMIENTOS DEL ÁREA FARMACÉUTICA


Artículo 127.- La producción de medicamentos sólo podrá efectuarse en laboratorios farmacéuticos especialmente autorizados al efecto por el Instituto de Salud Pública de Chile, entidad a la cual le corresponderá, asimismo, su fiscalización y control, todo ello conforme a las condiciones que determine el reglamento.


La dirección técnica de estos establecimientos estará a cargo de un profesional químico farmacéutico y, en el caso de la fabricación de productos farmacéuticos de origen biológico, podrá además corresponder a un ingeniero en biotecnología, un bioquímico o un médico cirujano con especialización en esa área.


Todo laboratorio de producción farmacéutica deberá contar con sistemas de control y de aseguramiento de la calidad independientes entre sí, a cargo de diferentes profesionales, los que deberán tener alguno de los títulos y especializaciones referidos precedentemente, según el caso. Estos sistemas deberán asegurar el cumplimiento de los requerimientos contemplados en las buenas prácticas de manufactura y de laboratorio que a su respecto se aprueben por resolución ministerial, según el tipo de actividad productiva que haya sido autorizada para el establecimiento.


Los laboratorios farmacéuticos que ejecuten en forma exclusiva las etapas de acondicionamiento o control de calidad darán cumplimiento a las disposiciones reglamentarias que al efecto se contemplen.


No obstante lo anterior, las farmacias podrán elaborar, sin utilizar procesos industriales, preparados farmacéuticos conforme a las indicaciones de quien prescribe o a las contenidas en las normas de elaboración aprobadas, según corresponda al tipo de preparado magistral u oficinal, en la forma y condiciones que establezca la reglamentación que al efecto se emita.


Los recetarios magistrales se entenderán autorizados para preparar las drogas huérfanas.


Artículo 128.- La importación, internación, almacenamiento, transporte y distribución a cualquier título de medicamentos y de materias primas necesarias para su obtención podrán realizarse por los laboratorios farmacéuticos encargados de la fabricación de los medicamentos de que se trate y por droguerías que hayan sido autorizados por el Instituto de Salud Pública de Chile, de conformidad con los requerimientos que a su respecto contenga la reglamentación respectiva, y sean dirigidos técnicamente por un químico farmacéutico.


Sin perjuicio de lo dispuesto precedentemente, el almacenamiento, transporte y distribución de medicamentos podrán ser efectuados también por establecimientos de depósito autorizados por el Instituto, previo cumplimiento de los requisitos reglamentarios establecidos para ello.


La fabricación, acondicionamiento o internación de productos farmacéuticos destinados exclusivamente a la exportación, por cuenta propia o ajena, deberán ser realizadas por laboratorios o droguerías autorizados, según corresponda. Además, deberán ser notificadas al Instituto, incluyendo la individualización del exportador, del fabricante y del registro del producto.


Artículo 129.- Las farmacias y almacenes farmacéuticos podrán instalarse de manera independiente, con acceso a vías de uso público, o como un espacio circunscrito dentro de otro. Un reglamento dictado a través del Ministerio de Salud determinará los requisitos que deberán cumplir dichos establecimientos para ser autorizados por el Instituto de Salud Pública de Chile, así como la idoneidad del profesional o técnico que según cada caso ejerza su dirección técnica y el horario o turnos que deberán cumplir para asegurar una adecuada disponibilidad de medicamentos en días inhábiles y feriados legales y en horario nocturno. Para los efectos de la fijación de turnos, deberán considerarse datos poblacionales y cantidad de farmacias, de almacenes farmacéuticos y de establecimientos de salud existentes en la localidad de que se trate.


Las farmacias son centros de salud, esto es, lugares en los cuales se realizan acciones sanitarias y, en tal carácter, cooperarán con el fin de garantizar el uso racional de los medicamentos en la atención de salud. Serán dirigidas por un químico farmacéutico y contarán con un petitorio mínimo de medicamentos para contribuir a las labores de fármacovigilancia


En aquellos lugares donde no existan farmacias establecidas, podrán autorizarse farmacias itinerantes, las que corresponderán a estructuras móviles que se ubicarán en lugares y horarios autorizados expresamente por la autoridad sanitaria, facilitando el acceso de la población a los medicamentos, cumpliendo en todo caso las condiciones que al efecto establezca el respectivo reglamento.


Además, en aquellos lugares en los cuales no existan establecimientos de expendio de medicamentos al público, el Ministerio de Salud arbitrará las medidas necesarias para su adecuada disponibilidad, a través de los establecimientos de salud.


Sólo los establecimientos señalados en este artículo y en el artículo 129 D estarán facultados para expender productos farmacéuticos, cualquiera sea la condición de venta de éstos.


Artículo 129 A.- Las farmacias deberán ser dirigidas técnicamente por un químico farmacéutico que deberá estar presente durante todo el horario de funcionamiento del establecimiento.


Corresponderá a estos profesionales realizar o supervisar la dispensación adecuada de los productos farmacéuticos, conforme a los términos dispuestos en la receta, informar personalmente y propender a su uso racional, absolviendo las consultas que le formulen los usuarios. También les corresponderá ejercer la permanente vigilancia de los aspectos técnico sanitarios del establecimiento, sin perjuicio de la responsabilidad que les pueda caber en la operación administrativa del mismo, la que estará encomendada a su personal dependiente. En el ejercicio de su función de dispensación, dichos profesionales deberán, además, efectuar o supervisar el fraccionamiento de envases de medicamentos para la entrega del número de dosis requerido por la persona, según la prescripción del profesional competente.


Mediante decreto dictado a través del Ministerio de Salud se aprobarán las normas para la correcta ejecución del fraccionamiento, las que incluirán la determinación de los productos de venta con receta médica no sujeta a control legal sobre los cuales se podrá realizar, incluyendo su forma farmacéutica, la obligación de distribuirlos y expenderlos en condiciones seguras, evitando contaminaciones y errores, y las condiciones de rotulación del envase de entrega al adquirente que permitan identificar el producto, al prescriptor y al paciente, así como las indicaciones para su empleo. Esas normas serán obligatorias para los importadores, fabricantes y distribuidores de medicamentos y para las farmacias.


Artículo 129 B.- Los medicamentos de venta directa podrán estar disponibles en farmacias y almacenes farmacéuticos en repisas, estanterías, góndolas, anaqueles, dispensadores u otros dispositivos similares que permitan el acceso directo al público, considerando medidas de resguardo general para evitar su alcance y manipulación por niños o infantes, todo conforme lo determine el reglamento que se dicte para regular lo dispuesto en este artículo.


Al efecto, la puesta a disposición al público deberá efectuarse en un área especial y exclusivamente destinada para ello, la que deberá permitir su adecuada conservación y almacenamiento.


Las farmacias y almacenes farmacéuticos que expendan medicamentos de venta directa conforme al inciso anterior, además, deberán:


1) Instalar infografías en espacios visibles al público, que permitan la lectura de una advertencia sobre el adecuado uso y dosificación de medicamentos con condición de venta directa.


2) Mantener en un lugar visible al público, números telefónicos de líneas existentes que provean gratuitamente información toxicológica, ya sea de servicios públicos o privados.


El texto y formato de la infografía, como también la información sobre líneas telefónicas a que se refiere este artículo, serán aprobados por resolución del Ministro de Salud.


Artículo 129 C.- También podrán venderse medicamentos al público en almacenes farmacéuticos, los cuales deberán ser autorizados conforme a las normas reglamentarias que se dicten al efecto, las que deberán incluir exigencias de infraestructura, procesos y calificación técnica del personal a cargo.


No obstante el funcionamiento de farmacias o almacenes farmacéuticos privados, en las comunas de menos de diez mil habitantes y en aquellas que se ubiquen a más de cien kilómetros de otro centro poblado, los establecimientos asistenciales de la localidad estarán autorizados para suministrar al público productos farmacéuticos, alimentos de uso médico y elementos de curación y primeros auxilios.


Artículo 129 D.- Los establecimientos asistenciales de atención cerrada y los de atención ambulatoria que cuenten con salas de procedimiento o pabellones de cirugía menor podrán contar con farmacia o con botiquines en los que se incluyan los medicamentos necesarios para el ejercicio de las acciones de salud que se lleven a efecto dentro del establecimiento. 


También podrán autorizarse botiquines, conforme a la reglamentación que se dicte, en otros establecimientos o lugares de trabajo, teniendo en consideración su constitución, organización, aislamiento o el desarrollo de actividades o servicios que conlleven riesgos de salud o de accidentabilidad. 


Los botiquines a que se refieren los incisos anteriores podrán ser autorizados, además, para el expendio de medicamentos.


Los establecimientos de asistencia médica abierta y cerrada que incorporen medicamentos a la prestación de salud que otorgan a sus afiliados o beneficiarios podrán disponer, por sí o por terceros, de servicios de administración, fraccionamiento y entrega de dichos elementos.


Los profesionales habilitados para prescribir medicamentos o realizar procedimientos que los incorporen podrán mantener existencia de los mismos exclusivamente para su administración o empleo en el ejercicio de su actividad, quedándoles prohibida la venta de tales productos. En todo caso, será obligación de tales profesionales mantener los productos señalados en condiciones adecuadas de seguridad y conservación.


Ninguna de las normas establecidas en esta ley podrá ser interpretada en el sentido de que se autoriza el expendio de medicamentos en lugares o recintos distintos de los señalados expresamente en ella ni a la venta directa en estanterías u otros espacios de acceso directo al público.



Artículo 129 E.- La responsabilidad sanitaria por la infracción de las normas establecidas en esta ley se hará efectiva de conformidad al Libro Décimo.


3) Derógase el artículo 169.


4) Reemplázase el inciso segundo del artículo 174, por los siguientes incisos segundo y tercero:


“Las resoluciones que establezcan las infracciones y determinen las multas tendrán mérito ejecutivo y se harán efectivas de acuerdo con los artículos 434 y siguientes del Código de Procedimiento Civil.


Las infracciones antes señaladas podrán ser sancionadas, además, con la clausura de establecimientos, recintos, edificios, casas, locales o lugares de trabajo donde se cometiere la infracción; con la cancelación de la autorización de funcionamiento o de los permisos concedidos; con la paralización de obras o faenas; con la suspensión de la distribución y uso de los productos de que se trate, y con el retiro, decomiso, destrucción o desnaturalización de los mismos, cuando proceda.


Lo anterior es sin perjuicio de hacer efectivas las responsabilidades que establezcan otros cuerpos legales respecto de los hechos.”.


Artículo 2°.- Los proveedores de productos farmacéuticos, ya sean laboratorios farmacéuticos, importadores o distribuidores, estarán obligados a publicar los precios de los productos que expenden y los descuentos por volumen que apliquen en sus ventas, indicando cada tramo de descuento. 


Además, no podrán realizar prácticas que impliquen discriminar a las farmacias o almacenes farmacéuticos en razón de su tamaño o por no pertenecer a una cadena de farmacias o a una asociación o agrupación de compra.


La infracción a este artículo será sancionada conforme al artículo 174 del Código Sanitario.


Artículo 3°.- Las farmacias y demás establecimientos autorizados para expender productos farmacéuticos al público estarán obligados a informar el precio de cada producto, de manera clara, oportuna y susceptible de comprobación, a fin de garantizar la transparencia, el acceso a la información y la veracidad de la misma.


Además, cada local de expendio deberá contar con información que esté a disposición del público en forma directa y sin intervención de terceros, de manera visible, permanente y actualizada. La lista de precios podrá constar en soporte papel o electrónico y podrá publicarse en el sitio web del establecimiento, si lo hubiere.


Un reglamento expedido a través del Ministerio de Salud establecerá la forma en que se dará cumplimiento a esta obligación e indicará qué información debe ponerse a disposición del público para cada producto farmacéutico, así como las normas y condiciones para el expendio de medicamentos de venta directa en estanterías u otros espacios de acceso directo al público.


Todo producto farmacéutico que se expenda al público deberá indicar en su envase su precio de venta.


En caso de infracción a lo dispuesto en este artículo se aplicarán las normas del Libro Décimo del Código Sanitario.


Artículo 4°.- Modifícase la letra a) del artículo 70 del decreto con fuerza de ley N° 1, del Ministerio de Salud, de 2006, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado del decreto ley N° 2.763, de 1979 y de las leyes N° 18.933 y N° 18.469, de la siguiente manera:


1) En su párrafo segundo, reemplázase el punto y coma (;) que sigue a la palabra “beneficiarios” por una coma (,), y sustitúyese el punto y coma final (;), por un punto aparte (.).


2) Agrégase el siguiente párrafo final:


“La Central estará obligada a publicar y a mantener actualizados los precios de todos los productos que provea y los descuentos que aplique en la venta por volumen;”.


Artículo 5°.- El mayor gasto que represente la aplicación de la presente ley durante el primer año de vigencia, se financiará con cargo a reasignaciones en la Partida Presupuestaria del Ministerio de Salud y, en lo que no alcanzare, con cargo a recursos de la Partida Presupuestaria Tesoro Público del año correspondiente.


Artículo transitorio.- Los empleadores que a la fecha de entrada en vigencia de esta ley hubieren pactado el pago de incentivos económicos en los términos del artículo 100 del Código Sanitario, deberán, dentro del plazo de seis meses desde la entrada en vigencia de la presente ley, ajustar sus contratos de trabajo a la normativa vigente, sean éstos individuales o producto de negociaciones colectivas.


Dicho ajuste consistirá en que los porcentajes totales de los incentivos económicos señalados en el inciso anterior, deberán pagarse con cargo a otros emolumentos variables, lo que deberá reflejarse en las respectivas liquidaciones de remuneraciones.


Este ajuste no podrá significar una disminución en el monto o porcentaje total de las comisiones u otros emolumentos variables que conformen la remuneración del trabajador, calculado sobre la base del promedio anual entre enero y diciembre del año 2011 o igual término del año 2012, debiendo aplicarse de entre ellos, el que presente una remuneración promedio más alta.”.
_________

Proyecto de ley, iniciado en Mensaje de S.E. el Presidente de la República, en primer trámite constitucional, que crea el acuerdo de vida en pareja, con informe de la Comisión de Constitución,

Legislación, Justicia y Reglamento

El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del asunto de la referencia.


El señor Secretario General señala que se trata del proyecto individualizado precedentemente, que tiene los Boletines N°s 7.873-07 y 7.011-07, refundidos, y urgencia calificada de “simple”. 


Añade que el objetivo del proyecto consiste en incorporar al ordenamiento jurídico un nuevo contrato denominado “acuerdo de vida en pareja” y regular los derechos y obligaciones que adquirirán quienes lo celebren.


Destaca que la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento discutió este proyecto en general y en particular, en virtud del acuerdo de la Sala de fecha 2 de enero del presente año. Aprobó la idea de legislar con los votos a favor de los Honorables Senadores señora Alvear y señores Espina, Larraín Fernández y Walker (don Patricio). El Honorable Senador señor Larraín Peña votó en contra.


Agrega que la citada Comisión lo aprobó en particular con diversas enmiendas y con las distintas votaciones que en cada caso consigna, dejando constancia de que en la discusión en particular acordó utilizar como base para la discusión la numeración del proyecto presentado por el Ejecutivo, así como de la circunstancia de que respecto de cada norma se tuvo a la vista las disposiciones contenidas en el proyecto presentado por el ex Senador señor Andrés Allamand. 

Finalmente, hace presente que los artículos 14 y 19 del proyecto tienen el carácter de normas orgánicas constitucionales. Asimismo, los artículos 11, 16, 17 y la letra ii) del artículo 26, tienen el carácter de normas de quórum calificado. 

- - -


El señor Presidente pone en discusión en general el proyecto y otorga la palabra a los Honorables Senadores señores Walker (don Patricio) y Larraín Fernández, señora Alvear y señor Lagos. Interviene, también, la señora Ministra Secretaria General de Gobierno.
- - -


Enseguida, el Honorable Senador señor Pérez Varela, en representación del Comité Partido Unión Demócrata Independiente, y de conformidad con lo establecido en el artículo 129 del Reglamento del Senado, pide segunda discusión de esta materia.


Luego, el señor Presidente manifiesta que ha terminado la primera discusión, quedando pendiente el tratamiento de este asunto.

- - -

A continuación, señala que ha concluido el Orden del Día de esta sesión.

_________
Homenaje al Cuerpo de Bomberos del puerto de San Antonio, con motivo de la conmemoración de los

100 años de su fundación


El señor Presidente anuncia que corresponde rendir homenaje al Cuerpo de Bomberos de San Antonio.



Al efecto, intervienen los Honorables Senadores señores Chahuán y Lagos, quienes, en su alocución, anuncian la entrega de la Medalla del Congreso Nacional.


Finalmente, el señor Presidente agradece la presencia del señor Comandante del Cuerpo de Bomberos de San Antonio; de los miembros de esa institución y de las autoridades que representan a dicha provincia que se encuentran en la tribuna, y expresa que el homenaje ha concluido.

_________
INCIDENTES


Hace uso de la palabra, el Honorable Senador señor Navarro (en el tiempo de los Comités Partido Movimiento Amplio Social y Partido Radical Social Demócrata), quien solicita el envío de oficios en relación con la materia que se consigna, detalladamente, en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.


El señor Presidente anuncia el envío de los oficios solicitados por el mencionado Senador, en conformidad con el Reglamento del Senado. 


Se deja constancia de que no hacen uso de su tiempo los Comités Partido Demócrata Cristiano; Partido Unión Demócrata Independiente; Partido Renovación Nacional; Partido Socialista; Partido por la Democracia, e Independientes.

- - -


Se levanta la sesión.
MARIO LABBÉ ARANEDA

Secretario General del Senado

SESIÓN 82ª, ESPECIAL, EN LUNES 23 DE DICIEMBRE DE 2013


Presidencia del titular del Senado, Honorable Senador señor Pizarro, y del Vicepresidente, Honorable Senador señor Gómez.



Asisten los Honorables Senadores señoras Allende, Alvear, Pérez San Martín, Rincón y Von Baer y señores Bianchi, Chahuán, Coloma, Escalona, Espina, García, García-Huidobro, Girardi, Horvath, Kuschel, Lagos, Larraín Fernández, Larraín Peña, Letelier, Muñoz Aburto, Navarro, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Prokurica, Rossi, Ruiz-Esquide, Sabag, Tuma, Uriarte, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar.


Concurre, asimismo, el Ministro de Justicia (subrogante), señor Juan Ignacio Piña. Asiste, también, el Subsecretario General de la Presidencia, señor Claudio Alvarado.



Actúan de Secretario General y de Prosecretario los titulares del Senado, señores Mario Labbé Araneda y José Luis Alliende Leiva, respectivamente.
_________


Se deja constancia de que se cuenta con 38 Senadores en ejercicio.

- - -

CUENTA

Mensajes


Dos de S. E. el Presidente de la República:


Con el primero, retira la urgencia respecto de los siguientes proyectos de ley:


1.- Proyecto de ley que modifica el decreto con fuerza de ley    N° 5, de 2003, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la Ley General de Cooperativas (Boletín Nº 8.132-26).


2.- Proyecto de ley que sustituye las leyes Nº 19.039, sobre propiedad industrial, y Nº 20.254, que crea el Instituto Nacional de Propiedad Industrial (Boletín Nº 8.907-03).


- Se tienen presentes los retiros y se manda agregar los documentos a sus antecedentes.


Con el segundo, hace presente la urgencia, calificándola de “suma”, para la tramitación de las iniciativas que se indican a continuación:


1.- Proyecto de ley, iniciado en Mensaje de S.E. el Presidente de la República, relativo al fortalecimiento de la regionalización del país (Boletín N° 7.963-06).


2.- Proyecto de ley que crea la Subsecretaría de Derechos Humanos y establece adecuaciones en la Ley Orgánica del Ministerio de Justicia (Boletín Nº 8.207-07).


3.- Proyecto de ley que modifica la Ley General de Servicios Eléctricos, con el fin de promover la interconexión de sistemas eléctricos independientes (Boletín N° 9.022-08).


- Se tienen presentes las calificaciones y se manda agregar los documentos a sus antecedentes.

Oficios


Cinco de la Honorable Cámara de Diputados:


Con el primero, comunica que dio su aprobación al proyecto de ley que fortalece el Ministerio Público (Boletín N° 8.265-07).


- Pasa a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.


Con los tres siguientes, informa que aprobó los siguientes asuntos:


1.- Proyecto de acuerdo que aprueba el “Convenio sobre Transporte Aéreo, entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno de la República de El Salvador”, suscrito en Santiago de Chile, el 27 de enero de 2013 (Boletín N° 9.163-10).


2.- Proyecto de acuerdo que aprueba el “Acuerdo de Cooperación Técnica y Científica, entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno de San Vicente y las Granadinas”, suscrito en Kingstown, el 30 de noviembre de 2012 (Boletín N° 9.164-10).


3.- Proyecto de acuerdo que aprueba las “Enmiendas a las Cuantías de Limitación que Figuran en el Protocolo de 1992, que Enmienda el Convenio Internacional sobre Responsabilidad Civil Nacida de Daños Debidos a Contaminación por Hidrocarburos de 1969”, aprobadas por Resolución Leg. 1 (82) del Comité Jurídico de la Organización Marítima Internacional, el 18 de octubre de 2000 (Boletín N° 9.165-10).


- Pasan a la Comisión de Relaciones Exteriores.


Con el último, expone que dio su aprobación, en los mismos términos que lo hizo esta Corporación, al proyecto de acuerdo que aprueba el “Acuerdo entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno de San Vicente y las Granadinas sobre exención del requisito de visa para los titulares de pasaportes diplomáticos y oficiales”, suscrito en Kingstown, el 30 de noviembre de 2012 (Boletín Nº 9.003-10).


- Se toma conocimiento y se manda comunicar a S. E. el Presidente de la República.


De la Excelentísima Corte Suprema:


Con el que comunica la elección del Ministro señor Sergio Muñoz Gajardo como su nuevo Presidente para el bienio comprendido entre el 6 de enero de 2014 y el 5 de enero de 2016.


- Se toma conocimiento.

Del Excelentísimo Tribunal Constitucional


Envía copia autorizada de las sentencias definitivas pronunciadas, en el ejercicio del control de constitucionalidad, respecto de los proyectos de ley que se enuncian a continuación:


1.- El que sustituye el régimen concursal vigente por una ley de reorganización y liquidación de empresas y personas, y perfecciona el rol de la Superintendencia del ramo (Boletines N°s 8.324-03 y 8.492-13, refundidos).


- Se toma conocimiento y se manda comunicar el proyecto a     S. E. el Presidente de la República.


2.- El que modifica el límite intercomunal entre Vicuña y Paihuano, en la Región de Coquimbo (Boletín N° 8.764-06).


- Se toma conocimiento y se manda archivar el documento junto a sus antecedentes.


Remite copia autorizada de la sentencia definitiva pronunciada en la acción de inaplicabilidad por inconstitucionalidad, respecto de los artículos 70, inciso cuarto, y 64, inciso segundo, del Código de Comercio. 


- Se toma conocimiento y se manda archivar el documento.


Expide copia de las resoluciones recaídas en la acción de inaplicabilidad por inconstitucionalidad del artículo 432 del Código de Procedimiento Civil.


- Se toma conocimiento y se remiten los documentos a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.  

Moción


De los Honorables Senadores señores Espina y Walker, don Patricio, con la que se da inicio a un proyecto de ley que modifica la Ley General de Educación para incorporar en los niveles de educación básica y media la asignatura de educación cívica (Boletín N° 9.227-04).


- Pasa a la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología.

Proyecto de acuerdo


De la Honorable Senadora señora Pérez San Martín, con el que solicita a S. E. el Presidente de la República la modificación del decreto supremo Nº 39, de 2013, del Ministerio de Salud, para ampliar los tratamientos especializados de cuidados paliativos a todas las enfermedades terminales (Boletín Nº S 1.629-12).


- Queda para el Tiempo de Votaciones de la sesión ordinaria respectiva.

Solicitud de permiso constitucional


Del Honorable Senador señor Novoa, para ausentarse del país a contar del día 25 del mes en curso.



- Se accede a lo solicitado.

- - -


Durante el curso de la sesión, llega a la Mesa una comunicación del Honorable Senador señor Horvath en la cual señala que, a contar de esta fecha, deja de pertenecer al Comité Partido Renovación Nacional y se integra al Comité de Senadores Independientes.


- Se toma conocimiento.

- - -


A continuación, el señor Secretario General hace presente a la Sala que en la sesión del 19 de noviembre de 2013, se aprobó en general el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica la ley           N° 19.537, sobre copropiedad inmobiliaria, para facilitar la administración de copropiedades y la presentación de proyectos de mejoramiento o ampliación de condominios de viviendas sociales (Boletín N° 8.232-14), iniciativa respecto de la cual no se han formulado indicaciones en el plazo fijado para el efecto, por lo que, en conformidad con lo dispuesto en el artículo 120 del Reglamento de la Corporación, corresponde darla por aprobada también en particular.


Luego, el señor Presidente declara aprobado en particular el proyecto señalado, dejándose constancia de que se cumple con el quórum requerido (31 Senadores), respecto de los artículos 1°, numerales 17) y 18), 2° y 4°, letra b), permanentes, y el artículo transitorio, que tienen el carácter de normas orgánicas constitucionales.

- - -


El texto del proyecto aprobado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE LEY:


“Artículo 1°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley N° 19.537, sobre copropiedad inmobiliaria:


1) Intercálase, a continuación del artículo 1°, el siguiente  artículo 1° bis:


“Artículo 1° bis.- Al Ministerio de la Vivienda y Urbanismo corresponderá, a través de la División de Desarrollo Urbano, impartir, mediante circulares, que se mantendrán a disposición de cualquier interesado, las instrucciones para la aplicación de las disposiciones de esta ley y su reglamento, en materias relacionadas con autorizaciones municipales, proyectos de construcción y obras de condominios.”.


2) Incorpóranse las siguientes modificaciones en el artículo 2°:


a) Elimínase, en el encabezamiento del número 1, la oración “, los cuales no podrán estar emplazados en un mismo predio”.


b) Intercálanse, a continuación del número 6, los siguientes números 7 y 8: 


“7.- Comité de Administración: aquel elegido por la asamblea de copropietarios para su representación, conforme al artículo 21 de esta ley.


8.- Administrador: la persona natural o jurídica designada por los copropietarios para cumplir labores de administración del condominio, conforme a la presente ley, a su reglamento y al reglamento de copropiedad.”.


3) Agrégase en el artículo 3° el siguiente inciso cuarto:


“En caso de condominios que contemplen diferentes sectores, el reglamento podrá establecer los derechos de las unidades sobre los bienes comunes del respectivo sector, separadamente de los derechos sobre los bienes comunes de todo el condominio.”.


4) Incorpórase en el artículo 7° el siguiente inciso tercero:


“Tratándose de condominios de viviendas sociales la formación del fondo común de reserva será optativa.”.


5) Incorpóranse en el artículo 8° las siguientes modificaciones:


a) En el inciso primero:


i) Reemplázase la frase “mínima obligatoria de estacionamientos que señale el plan regulador” por “de estacionamientos requerida conforme a las normas vigentes”.


ii) Sustitúyese la frase “antes mencionada deberán singularizarse en el plano a que se refiere el artículo 11 y, en caso de enajenación, ésta sólo podrá hacerse” por “sólo podrán enajenarse”.


iii) Agrégase, a continuación de la expresión “bienes comunes del condominio”, la frase “, sin perjuicio de su asignación a sectores determinados, conforme establezca el reglamento”.


b) Intercálase, a continuación del inciso tercero, el siguiente inciso cuarto, nuevo, pasando el actual cuarto a ser quinto:


“En casos justificados, y previa consulta a la municipalidad respectiva, la Secretaría Regional Ministerial de Vivienda y Urbanismo podrá rebajar la dotación mínima de estacionamientos para condominios de viviendas sociales, a que se refiere el inciso primero del presente artículo, cuando se trate de proyectos emplazados en lugares no aptos para la circulación de vehículos, o proyectos asociados a transporte público.”.


6) Elimínase el inciso primero del artículo 9°, pasando los actuales incisos segundo y tercero a ser primero y segundo, respectivamente.


7) Agrégase en el inciso primero del artículo 10, a continuación de la expresión “el área de emplazamiento del condominio”, la frase “, sin perjuicio de las excepciones y normas especiales establecidas en el decreto con fuerza de ley N° 2, de 1959, del Ministerio de Obras Públicas, y en el Reglamento Especial de Viviendas Económicas”.


8) Elimínase, en el inciso tercero del artículo 13, la expresión “acuerdo de la asamblea y”.


9) Introdúcense en el artículo 17 las siguientes modificaciones:


a) Agrégase en el inciso primero, a continuación de la expresión “reunidos en asamblea”, la frase “, sin perjuicio de los demás mecanismos contemplados en esta ley”.


b) Reemplázanse los numerales del inciso quinto por los siguientes:


“1. Modificación del reglamento de copropiedad.


2. Enajenación o arrendamiento de bienes de dominio común, o la constitución de gravámenes sobre ellos.


3. Reconstrucción o demolición del condominio.


4. Petición a la Dirección de Obras Municipales para que se deje sin efecto la declaración que acogió el condominio al régimen de copropiedad inmobiliaria, o su modificación.


5. Delegación de facultades al Comité de Administración.


6. Remoción parcial o total de los miembros del Comité de Administración.


7. Gastos o inversiones extraordinarios que excedan, en un período de doce meses, el equivalente a seis cuotas de gastos comunes ordinarios del total del condominio.


8. Administración conjunta de dos o más condominios de conformidad al artículo 26, y establecimiento de subadministraciones en un mismo condominio.


9. Programas de autofinanciamiento de los condominios, y asociaciones con terceros para estos efectos.


10. Cambio de destino de las unidades del condominio.


11. Constitución de derechos de uso y goce exclusivos de bienes de dominio común a favor de uno o más copropietarios, u otras formas de aprovechamiento de los bienes de dominio común.


12. Obras de alteración o ampliaciones del condominio o sus unidades.


13. Construcciones en los bienes comunes, alteraciones y cambios de destino de dichos bienes, incluso de aquellos asignados en uso y goce exclusivo.”.


c) Reemplázase en el inciso sexto la expresión “números 2, 3, 4, 5 y 6” por “números 2, 3, 4, 10, 11, 12 y 13”.


d) Agréganse, a continuación del inciso sexto, los siguientes incisos séptimo, octavo, noveno y décimo:


“No se requerirá sesión extraordinaria de asamblea respecto de las materias comprendidas en los números 10, 11, 12 y 13, cuando el reglamento de copropiedad establezca normas que las regulen y se trate de obras que no involucren modificaciones en los derechos en el condominio.


Tratándose de solicitudes ante la Dirección de Obras Municipales, respecto de cualesquiera de las autorizaciones o permisos contemplados en la ley General de Urbanismo y Construcciones, deberá identificarse en éstas la facultad de representar al condominio establecida en el reglamento de copropiedad, acta de asamblea extraordinaria o mandato especial.


Tratándose de condominios de viviendas sociales, las consultas escritas efectuadas conforme al presente artículo se entenderán aprobadas con la firma de los copropietarios que representen, al menos, el cincuenta por ciento de los derechos en el condominio.  Asimismo, en estos condominios también podrán ser objeto de consulta por escrito las materias señaladas en los números 10, 11, 12 y 13.


Los proyectos de fusión de viviendas sociales colindantes en edificaciones colectivas y el correspondiente cambio de rol de avalúo de la nueva unidad en el Servicio de Impuestos Internos, cuando la obra se financie con recursos públicos y no altere la fachada del edificio, requerirán sólo la autorización del propietario de cada una de las unidades a fusionar.”.


10) Incorpóranse las siguientes enmiendas en el artículo 19:


a) Reemplázase en el inciso tercero el guarismo “7” por “5”.


b) Sustitúyese el inciso cuarto por el siguiente:


“Las asambleas extraordinarias para tratar modificaciones al reglamento de copropiedad, que incidan en la alteración del porcentaje de los derechos de los copropietarios sobre los bienes de dominio común, requerirán para constituirse la asistencia de los copropietarios que representen, a lo menos, el noventa por ciento de los derechos en el condominio, y los acuerdos se adoptarán con el voto favorable de los asistentes que representen, a lo menos, el ochenta y cinco por ciento de los derechos en el condominio.”.


c) Intercálase, a continuación del inciso cuarto, el siguiente inciso quinto, pasando los actuales incisos quinto y sexto a ser sexto y séptimo, respectivamente:


“Tratándose de condominios de viviendas sociales, tanto las asambleas ordinarias como las extraordinarias requerirán para constituirse la asistencia de los copropietarios que representen, a lo menos, el cincuenta por ciento de los derechos en el condominio, y los acuerdos se adoptarán con el voto favorable de los asistentes que representen, a lo menos, el cincuenta por ciento de los derechos en el condominio. En caso de condominios de viviendas sociales con subadministraciones por bloques, las asambleas podrán desarrollarse de manera independiente en cada subadministración y resolver sobre todas aquellas materias que no tengan efectos directos sobre el resto del condominio.”.


11) Agrégase en el artículo 21, a continuación de la expresión “asamblea extraordinaria”, la frase “y no hubieren sido delegadas por ésta conforme al artículo 17”.


12) Reemplázase, en el inciso primero del artículo 26, la frase “colindantes o ubicados en una misma manzana o en manzanas contiguas,” por “ubicados en una misma comuna”.


13) Incorpóranse las siguientes modificaciones en el artículo 39:


a) Suprímese en el inciso primero la frase “no podrán contar con más de 150 unidades de viviendas,”.


b) Agrégase el siguiente inciso segundo, pasando el actual segundo a ser tercero:


“El reglamento fijará la cantidad máxima de unidades que podrán contemplar los condominios de viviendas sociales, según sus características y forma de administración.”.


14) Incorpórase a continuación del artículo 39 el siguiente artículo 39 bis:


“Artículo 39 bis.- En los predios que originalmente contaron con una vivienda social podrán contemplarse, por una sola vez, hasta dos viviendas sociales adicionales y constituir un condominio acogido a la presente ley, bajo la denominación de “condominio de densificación predial”.


Los condominios de densificación predial no requerirán contar con reglamento de copropiedad, Comité de Administración, administrador, régimen de gastos comunes, fondo de reserva, estacionamientos, seguros ni planes de emergencia. Las normas urbanísticas aplicables serán sólo las establecidas en el Reglamento Especial de Viviendas Económicas.


Todo lo concerniente a la administración del condominio corresponderá a los copropietarios, que deberán actuar conjuntamente en todas aquellas materias que puedan afectar a más de una unidad. Tratándose de obras relacionadas con las condiciones de habitabilidad o de seguridad, el Director de Obras Municipales podrá autorizar su ejecución a solicitud de uno solo de los copropietarios afectados.”.


15) Introdúcense las siguientes enmiendas en el artículo 41:


a) En el inciso segundo: 

i) Reemplázase la letra e) por la siguiente:


“e) En programas de mejoramiento o ampliación de las unidades del condominio o de los bienes comunes;”.


ii) Intercálase a continuación de la letra e) la siguiente letra f), pasando las actuales letras f) y g) a ser letras g) y h), respectivamente:


“f) En programas de mantenimiento de los bienes comunes;”.


b) Intercálase, a continuación del inciso segundo, el siguiente inciso tercero, pasando el actual tercero a ser cuarto:


“Con el objeto de promover mejoramientos integrales y armónicos, los condominios o sectores de éstos podrán optar a los programas a que hacen referencia las letras a), d) y e) precedentes, aun cuando existan copropietarios que individualmente no cumplan los requisitos del respectivo programa.”. 


c) Agrégase, a continuación del inciso tercero, que pasó a ser cuarto, el siguiente inciso quinto:


“Tratándose de condominios que no se encuentren organizados, para la postulación a dichos programas bastará la firma de los copropietarios que representen, al menos, la mitad de los derechos en el condominio.”.


16) Reemplázase, en el artículo 44, el texto “comunicando el cumplimiento de dicha diligencia a la municipalidad respectiva y dejando copia de la protocolización en el archivo de documentos del condominio.” por el siguiente: “a más tardar dentro de los treinta días siguientes a la ocurrencia del hecho o decisión que los motiva, dejando copia de la protocolización en el archivo de documentos del condominio y en el registro municipal a que se refiere el artículo 6° de la ley N° 19.418, sobre Juntas de Vecinos y demás Organizaciones Comunitarias, de la municipalidad respectiva.”.


17) Intercálase, a continuación del artículo 44, el siguiente  artículo 44 bis:


“Artículo 44 bis.- Para los efectos de esta ley, las municipalidades deberán incorporar a todos los condominios sociales de la respectiva comuna en un apartado especial del registro municipal a que se refiere el artículo 6° de la ley N° 19.418, sobre Juntas de Vecinos y demás Organizaciones Comunitarias. En dicho registro deben constar el certificado del Director de Obras Municipales que declaró el condominio acogido a esta ley, las resoluciones aprobatorias de cambios en las construcciones, los planos y sus modificaciones aprobadas, el reglamento de copropiedad y sus modificaciones, la constitución del Comité de Administración respectivo y sus modificaciones, y la identificación del administrador del condominio.


Tratándose de condominios formados con anterioridad a la publicación de esta ley, el registro deberá incluir los antecedentes que correspondan según el tipo de condominio.


La municipalidad deberá entregar copia autorizada de tales documentos a cualquier copropietario, miembro del Comité de Administración o administrador del respectivo condominio, a los funcionarios del Servicio de Vivienda y Urbanización o del Gobierno Regional, a costa del requirente.”.


18) Incorpóranse los siguientes incisos segundo y tercero en el artículo 45:


“Sin perjuicio de lo establecido en el artículo 6°, para el cobro de gastos comunes los condominios sociales podrán celebrar convenios con la municipalidad o con cualquiera de las empresas a que se refiere el inciso anterior. Facúltase a las municipalidades y a las citadas empresas de servicios para efectuar dicha labor.


Los cobros de gastos comunes que efectúen las citadas empresas de servicios, en su caso, deberán efectuarse en documento separado del cobro de los servicios. Los convenios respectivos deberán archivarse en el registro municipal a que se refiere el artículo 44 bis.”.


19) Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 46:


a) Reemplázase la expresión “podrá establecer subadministraciones, en la forma dispuesta en el artículo 25” por “podrá formar un sector y establecer subadministraciones”.


b) Agrégase el siguiente inciso segundo:


“En caso que no estuviere establecido en el reglamento de copropiedad, en el acta de constitución de la subadministración deberán consignarse sus funciones y la relación con el resto del condominio. Dicha acta requerirá la firma de un ministro de fe.”.


20)  Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 46 bis:


a) Reemplázase la expresión “el secretario municipal respectivo” por “un funcionario municipal designado al efecto”.


c) Agrégase el siguiente inciso segundo:


“Los condominios de viviendas sociales estarán exentos del pago de los derechos municipales que pudieren devengarse respecto de las actuaciones del ministro de fe, en su caso.”.


21) Reemplázase el inciso noveno del artículo 46 quáter por el siguiente:


“Los condominios de viviendas sociales estarán exentos del pago de los derechos municipales que pudieren devengarse respecto de las actuaciones a que se refiere este artículo.”.


22) Intercálase en el inciso primero del artículo transitorio, a continuación de la expresión “los Servicios de Vivienda y Urbanización y sus antecesores legales,”, la frase “cuando dentro de sus deslindes existan bienes de dominio común,”.


Artículo 2°.- Agrégase la siguiente letra d) en el artículo 20 de la ley N° 18.695, orgánica constitucional de Municipalidades, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley N°1, de 2006, del Ministerio del Interior: 


“d) Llevar el registro municipal a que se refiere el artículo 6° de la ley N° 19.418, sobre Juntas de Vecinos y demás Organizaciones Comunitarias.”.


Artículo 3°.- Incorpóranse las siguientes modificaciones en el decreto con fuerza de ley N°2, de 1959, del Ministerio de Obras Públicas, sobre Plan Habitacional: 


a) Agréganse en el artículo 1°, a continuación del inciso séptimo, los siguientes incisos octavo y noveno:


“El Reglamento Especial de Viviendas Económicas establecerá la categoría de “proyectos de viviendas integradas”, referida a proyectos que inducen o colaboran a mejorar los niveles de integración social urbana.


El Ministerio de la Vivienda y Urbanismo podrá establecer beneficios de normas urbanísticas para dichos proyectos en lugares determinados, previa consulta a la municipalidad respectiva.”.


b) Agrégase en el inciso tercero del artículo 3°, a continuación de la expresión “edificada en cada grupo”, la frase “, salvo que dichos usos de suelo estén admitidos en el respectivo Plan Regulador Comunal, en cuyo caso no regirá la limitación de porcentaje”.


c) Reemplázase en el inciso primero del artículo 18 la expresión “para edificación de “vivienda económica”” por “de edificación que contemple “viviendas económicas””.


d) Elimínase el inciso segundo del artículo 19, pasando el actual inciso tercero a ser segundo.


Artículo 4°.- Incorpóranse las siguientes modificaciones en el decreto con fuerza de ley N° 458, de 1976, del Ministerio de la Vivienda y Urbanismo, que aprueba la nueva ley General de Urbanismo y Construcciones:

a) En el artículo 165:


i) Elimínase en la letra b) del inciso primero la frase “, pudiendo estos locales ubicarse solamente en el primer piso, o hasta el segundo piso en su caso”.


ii) Reemplázase el inciso segundo por el siguiente: 


“La limitación de los porcentajes antes señalados no regirá en las zonas en que el Plan Regulador admite los destinos a que se refiere este artículo.”.


b) En el artículo 166:


i) Reemplázase en el encabezamiento del inciso primero la oración “sólo les serán aplicables las disposiciones de los planes reguladores y las normas técnicas que se indican a continuación” por la siguiente: “en materia de planes reguladores y normas técnicas sólo les serán aplicables las disposiciones que se indican a continuación”.


ii) Reemplázase la letra b) del inciso primero por la siguiente:


“b) Normas técnicas de las instalaciones interiores de electricidad, agua potable, alcantarillado y gas, cuando corresponda, y las demás que establece el Reglamento Especial de Viviendas Económicas.”.


iii) Sustitúyense los incisos tercero, cuarto, quinto, sexto y séptimo por los siguientes incisos tercero, cuarto, quinto y sexto, pasando el actual inciso octavo a ser séptimo:


“Las disposiciones de este artículo también serán aplicables a:


1) La regularización de las ampliaciones a que se refiere el inciso primero.


2) La regularización de una segunda o tercera vivienda en el mismo predio que originalmente contó con una vivienda social, en cuyo caso el valor de 520 unidades de fomento se aplicará, separadamente, a cada vivienda adicional.


3) La regularización de edificaciones construidas con anterioridad al 31 de julio de 1959.


Las municipalidades podrán desarrollar programas de regularización de grupos de viviendas sociales o viviendas sociales ampliadas conforme a este artículo, en cuyo caso podrán aprobarse los permisos y recepciones de los distintos propietarios en forma simultánea.


En las regularizaciones, el certificado señalado en el inciso segundo podrá reemplazarse por un informe favorable de inspección de la Dirección de Obras Municipales.


Los permisos de edificación y la recepción definitiva de las obras que trata este artículo se tramitarán conforme al procedimiento simplificado que para estos efectos establecerá la Ordenanza General.”.


Artículo transitorio.- En el plazo máximo de dos años, contado desde la publicación de esta ley, las municipalidades deberán incorporar a todos los condominios sociales que se hubieren constituido en la respectiva comuna en el registro contemplado en el artículo 6° de la ley N° 19.418, conforme al artículo 44 bis de la ley N° 19.537. En casos de condominios que no contaren con Comité de Administración o administrador, deberá señalarse tal circunstancia en el Registro.


En caso de condominios sociales que no hubieren sido autorizados por la respectiva Dirección de Obras Municipales, el plazo de dos años señalado en el inciso anterior se contará desde la recepción de los antecedentes por parte del correspondiente Servicio de Vivienda y Urbanización.


Fíjase un plazo máximo de dos años para que los respectivos Servicios de Vivienda y Urbanización remitan a las municipalidades los antecedentes a que se refiere el inciso anterior.”.

- - -



En su momento, el Honorable Senador señor Chahuán manifiesta su pesar por el lamentable fallecimiento del ex Diputado señor Domingo Godoy Matte.

- - -



La presente acta se ha elaborado en conformidad a lo dispuesto en el artículo 76 del Reglamento del Senado. Las opiniones, constancias y prevenciones de los Honorables Senadores, respecto del asunto discutido en esta sesión, se contienen en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.

_________

ORDEN DEL DÍA

Oficio de S.E. el Presidente de la República con el que solicita el acuerdo del Senado para designar al señor Carlos Ramón Aránguiz Zúñiga como Ministro de la Excelentísima Corte Suprema, con informe de la Comisión de Constitución,

Legislación, Justicia y Reglamento


El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del asunto de la referencia y agrega que esta sesión especial ha sido convocada de conformidad a lo dispuesto en el número 2° del artículo 67 del Reglamento de la Corporación; asimismo, pide la anuencia de la Sala para el ingreso del Subsecretario General de la Presidencia, señor Claudio Alvarado. Se accede.

El señor Secretario General señala que se trata del oficio de S.E. el Presidente de la República en que se solicita el acuerdo del Senado para designar al señor Aránguiz como Ministro de la Excelentísima Corte Suprema, que tiene el Boletín Nº S 1.618-05 y la urgencia establecida en el inciso segundo del número 5) del artículo 53 de la Constitución Política de la República.



Destaca que la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento recibió en audiencia al señor Carlos Aránguiz, en sesión a la que también asistió el Ministro de Justicia subrogante, señor Juan Ignacio Piña, y los Honorables Senadores señores Chahuán, Gómez y Prokurica.



Añade que la Comisión deja constancia, por la unanimidad de sus integrantes, Honorables Senadores señora Alvear y señores Espina, Larraín Fernández, Larraín Peña y Walker (don Patricio), de que la proposición de Su Excelencia el Presidente de la República para nombrar al señor Carlos Ramón Aránguiz Zúñiga como Ministro de la Excelentísima Corte Suprema cumple con los requisitos, formalidades y procedimientos previstos por el ordenamiento jurídico para la designación de los Ministros de dicho tribunal.


Finalmente, hace presente que el Senado, para dar su acuerdo, requiere del pronunciamiento favorable de dos tercios de sus miembros en ejercicio.

- - -


En discusión la solicitud en examen, el señor Presidente concede el uso de la palabra a los Honorables Senadores señores Walker (don Patricio), Bianchi y Escalona.



Cerrado el debate y puesta en votación la mencionada solicitud, es aprobada por 35 votos a favor, de un total de 38 Senadores en ejercicio, dándose cumplimiento, de esta forma, a lo dispuesto en el inciso tercero del artículo 78 de la Constitución Política de la República.



Votan favorablemente, los Honorables Senadores señoras Allende, Alvear, Pérez San Martín, Rincón y Von Baer y señores Bianchi, Chahuán, Coloma, Escalona, Espina, García, García-Huidobro, Girardi, Gómez, Horvath, Kuschel, Lagos, Larraín Fernández, Larraín Peña, Letelier, Muñoz Aburto, Navarro, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Rossi, Ruiz-Esquide, Sabag, Tuma, Uriarte, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar. 



Fundamentan su voto a favor, los Honorables Senadores señores Tuma, Chahuán y García-Huidobro, señora Pérez San Martín, señores Lagos, Rossi, Espina, Pérez Varela, Larraín Fernández y Girardi, señora Alvear y señores Sabag, Navarro, Zaldívar, Ruiz-Esquide, Walker (don Ignacio) y Coloma.

- - -



Concluida la votación, hace uso de la palabra el señor Ministro de Justicia (subrogante).

- - -



Queda terminado el tratamiento de este asunto.

- - -



Luego, el señor Presidente anuncia que ha concluido el Orden del Día y levanta la sesión.
MARIO LABBÉ ARANEDA

Secretario General del Senado

D O C U M E N T O S

1

MENSAJE DE SU EXCELENCIA EL PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA, CON EL QUE DA INICIO A UN PROYECTO QUE MODIFICA LA LEY N° 19.220 QUE REGULA EL ESTABLECIMIENTO DE BOLSAS DE PRODUCTOS AGROPECUARIOS

(9233-01)

Honorable Senado:

En uso de mis facultades constitucionales, tengo el honor de someter a vuestra consideración un proyecto de ley que propone modificar la Ley N° 19.220 que Regula el Establecimiento de Bolsas de Productos Agropecuarios (la “Ley”), con la finalidad de introducir perfeccionamiento orientados a extender el ámbito de actuación de estas bolsas a diversos sectores productivos e industriales y darle mayor agilidad a su operación considerando el rol clave que pueden cumplir en el desarrollo del mercado de capitales y sistema financiero nacional y como fuente de financiamiento y desarrollo para la pequeña y mediana empresa. 

I. ANTECEDENTES

La Ley N° 19.220 que regula el Establecimiento de Bolsas de Productos Agropecuarios fue promulgada el 10 de mayo de 1992 y publicada en el Diario Oficial del día 31 de mayo de 1993. Desde su publicación a la fecha la citada Ley 19.220 ha sido objeto de las siguientes modificaciones: a) el artículo 59 de la Ley 19.806 publicada en el Diario Oficial de 31 de Mayo de 2002; b) la Ley 19.826 publicada en el Diario Oficial de 2 de Octubre de 2002, que establece un mecanismo tributario para el tratamiento del IVA en las transacciones en bolsas de productos, y c) Ley 20.176 publicada en el Diario Oficial de 17 de Abril de 2007.

Estas dos últimas modificaciones que regulan el tratamiento tributario de las transacciones en la bolsa de productos e incorporan las facturas como producto objeto de negociación, han sido claves para lograr un adecuado desarrollo de este mercado, que se ha constituido y viene ya operando a su amparo, desde el año 2005,  en que entró en operación la primera bolsa de productos agropecuarios.

En virtud de ello, actualmente la Bolsa de Productos puede transar productos físicos y financiar stocks de productos cosechados como el Maíz, Trigo, Arroz, Raps y Ganado en Pie, a través de operaciones de REPOS (Pactos de Retro Compra).  Adicionalmente, y en forma mayoritaria, a través de las transacciones de facturas la Bolsa de Productos opera como una fuente de financiamiento diferente, permitiendo descontar facturas de todos los sectores de la economía hasta su valor total y sin responsabilidad en el pago para el emisor de la factura. 

A través de este último tipo de operaciones, han ingresado nuevos mercados a la bolsa, lo que se puede observar en la participación por sector del año 2012 donde la agroindustria representa 50,37% de las operaciones seguido con 11,01% por el sector industrial y 10,96% del sector alimentos. Estas cifras van acompañadas de un incremento constante de las transacciones efectuadas en la Bolsa, con cifras que superan los 600.000 millones para el año 2012. Esta considerable alza se ha debido mayormente a la mayor transacción de facturas y en menor medida a los REPOS.

Dentro del contexto señalado y teniendo presente la experiencia de más de siete años de funcionamiento y operación de la primera bolsa de productos, surge la necesidad de introducir nuevos ajustes y perfeccionamientos a la Ley a fin de extender su ámbito de actuación a otros productos y darle mayor agilidad a su operación y profundidad a su mercado objetivo, a fin de potenciar su rol como mercado equitativo, competitivo y transparente en el cual se transen mediante mecanismos de subasta pública los distintos productos que permita la legislación, proveyendo de un alternativa de financiamiento de suma relevancia para la pequeña y mediana empresa.

II. SITUACIÓN ACTUAL

La Bolsa de Productos de Chile, Bolsa de Productos Agropecuarios S.A., es la primera y actualmente única Bolsa de Productos Agropecuarios que opera en Chile. Se trata de una sociedad anónima especial, regulada por la Superintendencia de Valores y Seguros (SVS), que actualmente provee una plataforma de subasta pública para la transacción de productos, contratos, facturas y sus derivados. 

Está sujeta a la fiscalización de la SVS, que aprueba los reglamentos de la Bolsa y lleva el Registro de Productos transables, estableciendo medidas para minimizar los riesgos asociados a su transacción bursátil y resguardar a los inversionistas.

De conformidad al marco legal vigente, en esta Bolsa o en otras que pudieran crearse, pueden transarse productos relacionados a actividades agropecuarias y los insumos respectivos, además de facturas, sin restricciones por sector económico.

La Bolsa de Productos provee actualmente financiamiento competitivo y a precios de mercado a la pequeña y mediana empresa, principalmente a través de las transacciones de facturas. 

III. OBJETIVOS DEL PROYECTO

El principal objetivo de este proyecto de ley es extender los efectos beneficiosos de la transacción de los productos agropecuarios y de facturas de productos y servicios que actualmente tienen lugar en la Bolsa de Productos a otros sectores productivos e industriales.

La disponibilidad de un mercado secundario eficiente como una Bolsa de Productos provee un mecanismo transparente de formación de precios, contribuye a la estabilización de los mismos y amplían enormemente las alternativas de financiamiento para los productores. Otro aspecto clave es que provee de financiamiento competitivo, serio y a precios de mercado a la pequeña y mediana empresa.

Adicionalmente, el desarrollo de las bolsas de productos contribuye a lograr una mayor profundidad de nuestro mercado de capitales, al proveer a los inversionistas de nuevas alternativas de inversión que les permitan lograr un mayor grado de diversificación.

Es así que a través de este proyecto de ley se busca extender estas ventajas a otros sectores productivos e industriales, ampliando el espectro de productos y contratos transables en las Bolsas de Productos. Esto daría pie al desarrollo de una serie de instrumentos bursátiles físicos y financieros que acercarían el mercado de capitales a estas actividades. 

Lo anterior constituye además una contribución directa al objetivo de que el país supere una economía del sector mayoritariamente primario, al transformarse los productos de los sectores ya referidos en verdaderos instrumentos bursátiles.

IV. CONTENIDO DEL PROYECTO DE LEY

1. Ampliación de los Instrumentos Transables

En primer lugar, se considera necesario introducir ciertos ajustes y perfeccionamientos a la Ley, de manera de extender este mercado a otros instrumentos, potenciando las bolsas de productos como un mercado equitativo, competitivo y transparente en el cual se transen, mediante mecanismos de subasta pública, los distintos productos que la legislación permita.

El permitir la incorporación de nuevos instrumentos transables se considera necesario para proveer de nuevas alternativas de financiamiento a diversos sectores industriales y proveedores de productos y servicios en general, ayudando de este modo al desarrollo del mercado de capitales como fuente de financiamiento y desarrollo para la pequeña y mediana empresa. Asimismo, el incluir nuevos instrumentos transables representa, para los inversionistas, nuevas alternativas de inversión que les permitan acceder a un mayor grado de diversificación de sus riesgos.

Los efectos beneficiosos de la transacción de productos y facturas en la bolsa de productos se refieren a la posibilidad de proveer a los inversionistas y a la pequeña y mediana empresa de un mercado secundario regulado en el que el precio de las compraventas se vaya determinando de manera pública, competitiva y eficiente, facilitando con ello la enajenación y adquisición de insumos y productos, la diversificación de las inversiones y la obtención de financiamiento.

Estas ventajas pueden extenderse a un mercado y público más amplio que el actualmente vigente. El incluir a las transacciones que se efectúan en la bolsa, productos e instrumentos provenientes de sectores tradicionalmente poco líquidos, tales como la minería, la energía, la construcción y la industria, diversifica las fuentes de financiamiento de dichos sectores, aumentando de esa manera la profundidad y liquidez de sus mercados, y reduciendo los costos de transacción y las asimetrías de información, otorgando de este modo una mayor transparencia al mercado local.

La modificación legal que se propone está en línea, además, con las reformas que se han introducido a la Ley 19.220 en los últimos años al incorporar las facturas como instrumentos transables en las Bolsas de Productos, cualquiera sea el sector productivo o industrial al cual pertenezca el emisor de la factura. 

2. Registro de Productos

En forma complementaria, y a fin de lograr los objetivos de otorgarle mayor profundidad y dinamismo a este mercado, se estima necesario introducir modificaciones al marco legal que permitan agilizar y desintermediar el Registro de Productos que contempla el artículo 19 de la Ley 19.220 y que actualmente lleva la SVS, estableciendo que será responsabilidad de las propias Bolsas de Productos hacerse cargo de su gestión. 

Todo inversionista debe conocer de antemano y en forma completa todas las características del producto sobre el cual recaerá su inversión. El objetivo de este Registro de Productos es precisamente proveer a los potenciales inversionistas de una descripción completa y precisa del producto que se va a transar. Por tanto, la información incorporada en los padrones de productos involucra materias de elevado carácter técnico, con detalles precisos que son objeto del conocimiento de los partícipes de las áreas de producción de los productos transados (agricultura, pesca, y en virtud de las modificaciones que se proponen en este proyecto de ley,  otros tan específicos como minería, energía, etc.).

El aspecto más importante de la existencia del Registro de Productos, y que se mantienen bajo la fórmula propuesta en este proyecto de ley, es su publicidad. A través de esta modificación, se establece que serán las Bolsas de Productos las encargadas de llevar este Registro, liberando de este modo al ente fiscalizador de funciones que no dicen relación directa con la protección de los inversionistas, sino con aspectos operativos y logísticos.

De este modo, serán las bolsas de productos las que inscribirán los distintos productos, títulos y contratos que se transen, siempre bajo las instrucciones y fiscalización de la SVS. Se considera que una reforma en este sentido contribuirá a dotar de agilidad a los mercados, manteniendo la transparencia y la adecuada fiscalización por parte de la autoridad. 

3. Registro de Entidades Certificadoras

Otra consecuencia de la ampliación del ámbito de productos que podrían ser objeto de transacción en estas plazas bursátiles, es la consecuencial extensión de las entidades certificadoras contempladas en el artículo 33 de la Ley 19.220.

En la actualidad, dado que el marco regulatorio vigente sólo permite la transacción de productos de origen agropecuario, es el Servicio Agrícola y Ganadero quien realiza la inscripción en el Registro de Entidades Certificadoras de productos agropecuarios.

Atendida la mayor amplitud de sectores productivos e industriales que quedarían comprendidos en el perímetro de las Bolsas de Productos, se considera necesario, que sean las propias bolsas quienes tengan a su cargo la selección y registro de las entidades certificadoras de productos, para dotar de una mayor agilidad y menores costos al registro de ellas.

Tal como se propone para el Registro de Productos, la incorporación al registro estará sujeta a la reglamentación que dicten las propias bolsas, la que deberá ser previamente aprobada por la SVS.

4. Rol de autorregulación de Bolsas de Productos y Fiscalización

Finalmente, se propone explicitar en la Ley el rol de autorregulación que le compete a las Bolsas de Productos respecto de los corredores y entidades certificadoras que intervengan en las transacciones que tengan lugar en esas plazas.

En materia de fiscalización de este mercado, este proyecto de ley mantiene las atribuciones y marco de actuación que corresponde a la Superintendencia de Valores y Seguros.

Por último, las bolsas de productos tendrán la misión de realizar actividades que tengan por objetivo educar a la comunidad y al público inversionista respecto de los riesgos y características principales de los productos negociados en la bolsa y de las materias que determine la Superintendencia.

Con el mérito de los antecedentes expuestos y con el objeto de introducir a la Ley N° 19.220 que regula el establecimiento de Bolsas de Productos Agropecuarios los ajustes y perfeccionamientos que son necesarios, tengo el honor de someter a vuestra consideración, el siguiente:

PROYECTO DE LEY:

Artículo Primero.- Introduce las siguientes modificaciones a la Ley N° 19.220 que Regula el Establecimiento de Bolsas de Productos Agropecuarios y que fuera promulgada el día 10 de mayo de 1992 y publicada en el Diario Oficial el día 31 de mayo de 1993, en adelante, la “Ley”:

1) Modifícase el título de la ley, el que queda del siguiente tenor: “Regula Establecimientos de Bolsas de Productos”.

2) Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 1°:

a) Elimínase, en el inciso primero, la frase “agropecuarios, en adelante las bolsas de productos,”.

b) Elimínase, al final del inciso primero, la palabra “Agropecuarios”.

c) Elimínase, en el inciso segundo, la palabra “agropecuarios”.

3) Sustitúyase el artículo 4° por el siguiente: 

“Artículo 4°.- Para los efectos de esta ley se entenderá por producto todo tipo de bienes, títulos representativos de productos, servicios, concesiones, permisos, derechos, facturas y contratos que sean transferibles de acuerdo a la ley que los regula y no correspondan a valores de acuerdo a lo dispuesto en la Ley N°18.045.”.

4) Sustitúyase el artículo 5° por el siguiente:

“Artículo 5°.- Podrán ser objeto de negociación en las bolsas reguladas por la presente ley, los productos cuyas características y condiciones cumplan los estándares mínimos establecidos en los padrones inscritos en el Registro de Productos que mantendrá la Bolsa de Productos respectiva, los instrumentos derivados sobre dichos productos, así como también los títulos sobre productos a que se refiere la presente ley.”.

5) Elimínase, en el inciso primero del artículo 11, la expresión “, a favor de sus comitentes”.

6) Sustitúyase, en el inciso tercero del artículo 12, la oración “Las prendas sobre productos se constituirán mediante el endoso al representante de los beneficiarios del vale de prenda otorgado por un almacén general de depósito” por la siguiente: 

“Las prendas sobre productos deberán constituirse de acuerdo a la forma y solemnidades que establezcan las normas especiales que los rijan”.

7) Introdúcense las siguientes modificaciones en el inciso segundo del artículo 14:

a) Sustitúyase la frase “los contratos” por “las transacciones”.

b) Sustitúyase la palabra “pacten” por “realicen”.

c) Sustitúyase la frase “de tales contratos” por “de tales transacciones”.

8) Sustitúyase el literal e) del artículo 16, por el siguiente:

“e) Participar en transacciones bursátiles de productos cuyas características y condiciones no cumplan los estándares mínimos establecidos en los padrones inscritos en el Registro de Productos, o en transacciones bursátiles de productos cuya cotización haya sido suspendida, y”.

9) Agréganse, en el artículo 18, los siguientes numerales 9) y 10), nuevos:

“9) Normas y procedimientos justos y uniformes por los cuales las entidades inscritas en los registros que lleven las Bolsas, puedan ser sancionadas, canceladas o suspendidas en caso que hayan incurrido en infracción a la presente ley, a las normas que imparta la Superintendencia o a la reglamentación de la bolsa; y, 

10) Normas y procedimientos que regulen las condiciones  de las transacciones para los distintos productos que se transen en bolsa y cuyo  seguimiento permitan cumplir a los corredores con la responsabilidad establecida en el inciso 2° del artículo 21.”.

10) Sustitúyase el artículo 19, por el siguiente:

“Artículo 19.- Cada Bolsa llevará un Registro de Productos, el cual estará a disposición del público, en el que se inscribirán los padrones que contendrán las características y condiciones mínimas que deberán cumplir los productos para ser negociados en dichas bolsas. La incorporación en el referido registro estará sujeta a la reglamentación que al efecto dicten las bolsas, la que deberá ser previamente aprobada por la Superintendencia conforme a lo dispuesto en al artículo 18 de esta ley.

Las Bolsas deberán remitir a la Superintendencia los padrones que sean inscritos en el Registro de Productos, a más tardar al día hábil siguiente a efectuado dicho registro.

La Superintendencia podrá ordenar a la bolsa la cancelación, suspensión o modificación de la inscripción en el Registro de Productos, en los siguientes casos:

a)
cuando los estándares contenidos en los padrones no incluyan los mínimos que en opinión de la Superintendencia sea necesario incluir para una adecuada formación de precios en bolsa,

b)
cuando no correspondan a productos de acuerdo a la definición contenida en el artículo 4 de la presente ley.

c)
cuando se transen  productos que no cumplan con los estándares establecidos en su padrón.”.

11) Introdúcense las siguientes modificaciones al artículo 20:

a) Agrégase, en el inciso primero, a continuación de la frase “certificados de depósito de productos” la palabra “agropecuarios”.

b) Elimínase, en el inciso tercero, la frase “, a que se refiere el artículo 5°, N° 3, de la presente ley”.

12) Introdúcense las siguientes modificaciones al artículo 21:

a) Elimínanse las frases “y facturas”, “o factura transada,” y “o facturas,”.

b) Agregáse el siguiente inciso segundo, nuevo: “En el caso de productos cuyo dominio y gravámenes que los afecten estén sujetos a régimen de inscripción registral en el conservador correspondiente o cuya cesión requiere de la autorización o registro previo de un órgano del Estado, la reglamentación de la bolsa de productos de que se trate, aprobada previamente por la Superintendencia de Valores y Seguros conforme a lo dispuesto por el artículo 18 de la presente ley, deberá establecer las condiciones bajo las cuales dichos productos podrán ser transados en las bolsas de producto de manera de asegurar que el pago por esos productos ocurra si y sólo si el dominio de los mismos ha sido transferido, y dicha transferencia se realice si y sólo si el pago ha sido efectuado. La responsabilidad a que se refiere el segundo inciso del artículo 14 de la presente ley respecto de  las transacciones efectuadas en bolsa, debe entenderse para los efectos de la presente ley, hasta el cumplimiento por el corredor de bolsa de todas las solemnidades que de conformidad a las leyes correspondientes y a la reglamentación de la bolsa deban realizarse para transferir el dominio de los productos negociados.”.

13) Sustitúyase, en el artículo 31, la frase “bolsas de productos, corredores y Cámaras de Compensación” por “bolsas de productos y corredores”.

14) Sustitúyase, en el artículo 32, la frase “De la resolución adoptada por la Superintendencia podrá reclamarse ante los organismos establecidos en el decreto ley N° 211, de 1974” por “De la resolución adoptada por la Superintendencia podrá reclamarse  de acuerdo al Título V del D.L. 3.538, de 1980.”.

15) Sustitúyase el artículo 33 por el siguiente:

“Artículo 33.- La certificación de conformidad de los productos que se transen en bolsa con los padrones establecidos en el Registro de Productos y con las demás exigencias que establezca la misma bolsa, deberá ser realizada por entidades que cumplan las normas de este artículo.

No obstante lo dispuesto en el inciso anterior, no será necesaria la certificación de conformidad de los productos que vayan a ser transados, cuando las partes que intervienen en la negociación así lo hubieren acordado expresa y previamente, en el tiempo y forma que determine la reglamentación de la bolsa respectiva.

Lo dispuesto en el inciso anterior no será aplicable a los títulos sobre productos emitidos de conformidad al artículo 20 de esta ley.

Cada Bolsa llevará un Registro de Entidades Certificadoras y practicará la inscripción de dichas entidades. La incorporación al mencionado registro, estará sujeta a la reglamentación que al efecto dicten las bolsas, la que deberá ser previamente aprobada por la Superintendencia conforme a lo dispuesto en al artículo 18 de esta ley. Sin perjuicio de lo anterior, las referidas entidades deberán al menos cumplir permanentemente los siguientes requisitos:

a) contar con instalaciones, capacidad técnica y profesionales competentes, necesarios para efectuar la certificación de conformidad a los padrones establecidos en el Registro de Productos; y

b) constituir una garantía por el desempeño de su actividad, en los términos indicados en el artículo 11, por un monto equivalente a 3.000 unidades de fomento a favor de la bolsa de productos respectiva en su calidad de representante de la parte que haya sufrido perjuicio con motivo de la actuación negligente del certificador.

Corresponderá a cada bolsa supervisar que las entidades inscritas en sus registros cumplan la presente ley, las normas que imparta la Superintendencia y la reglamentación de la bolsa respectiva.”.

16) Introdúcense las siguientes modificaciones al artículo 34:

a) Agrégase, a continuación de la frase “serán sancionadas”, la frase “por la bolsa en que estén inscritas”. 

b) Elimínase la frase “a beneficio fiscal,”. 

17) Introdúcense las siguientes modificaciones al artículo 35:

a) Sustitúyase la frase “Se sancionará” por “La bolsa sancionará”.

b) Elimínase la frase “a beneficio fiscal, a”.

c) Sustitúyase el literal d) por el siguiente: “d) No subsanar las deficiencias que observen las respectivas bolsas de productos respecto de la actividad de certificación, dentro del plazo que al efecto establezca la reglamentación bursátil.”.

18) Sustitúyase el artículo 36 por el siguiente:

“Artículo 36.- Las bolsas de productos deberán destinar los recursos provenientes de las multas que hayan aplicado en virtud de la presente ley o su propia reglamentación, exclusivamente a la realización de actividades que tengan por objetivo educar a la comunidad y al público inversionista respecto de los riesgos y características principales de los productos negociados en bolsa y de las demás materias que determine la Superintendencia. Para estos efectos, las bolsas de productos deberán presentar a la Superintendencia, en la forma y plazos que ésta establezca por norma de carácter general, un programa conjunto con las actividades que se pretenden realizar durante el año correspondiente. Presentado el programa, la Superintendencia podrá requerir que éste se modifique por no ajustarse a lo dispuesto en el presente artículo, para lo cual tendrá un plazo de sesenta días. Las bolsas deberán subsanar tales observaciones dentro del plazo que para estos efectos dicte la Superintendencia, el que no podrá exceder de 30 días. Transcurrido dicho plazo las bolsas deberán llevar a cabo las actividades conforme al plan contenido en el programa.

La adjudicación de las actividades a que se refiere el inciso anterior, deberá realizarse por licitación efectuada por las bolsas de productos, las que no podrán contratar los servicios de personas relacionadas, entendiendo por tales a las que se refiere el artículo 100 la Ley N°18.045. La Superintendencia podrá establecer, por normas de carácter general, los contenidos mínimos que deberán incluir las bases de las licitaciones que efectúen las bolsas.

Las bolsas deberán mantener registros actualizados con el detalle de los gastos incurridos en la realización de las actividades reguladas por el presente artículo. El contenido de los registros, y las características de los medios en que se mantengan, será establecido por la Superintendencia mediante norma de carácter general.”.”

Artículo Segundo.- Elimínase en el inciso tercero del artículo 25 del Título II del artículo 14 que Dicta Normas Sobre Prenda sin Desplazamiento y Crea el Registro de Prendas sin Desplazamientos, contenido en la Ley N° 20.190, el vocablo “agropecuarios”

Artículo Tercero.- El costo anual que se origine por la aplicación de esta ley se financiará con los recursos que se contemplen en el presupuesto de la Superintendencia de Valores y Seguros y, en lo que no fuere posible, con cargo a aquellos que se consulten en la Partida Presupuestaria Tesoro Público del año correspondiente.

Artículo Transitorio: El artículo primero de la presente ley entrará en vigencia el primer día hábil del décimo quinto mes siguiente al día de su publicación en el Diario Oficial. Las bolsas de productos deberán adecuar su reglamentación y sistemas a las modificaciones introducidas por esta ley, y presentar tales modificaciones a los reglamentos a aprobación de la Superintendencia, dentro del plazo de ocho meses contado desde la fecha de publicación de la presente ley.

Dios Guarde a V.E.,

(Fdo.): Sebastián Piñera Echenique, Presidente de la República.- Felipe Larraín Bascuñán, Ministro de Hacienda.- Luis Mayol Bouchon, Ministro de Agricultura.- Hernán De Solminihac Tampier, Ministro de Minería.
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OFICIO DE SU EXCELENCIA EL PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA, CON EL QUE SOLICITA EL ACUERDO DEL SENADO PARA NOMBRAR COMO MINISTRA DE LA EXCELENTÍSIMA CORTE SUPREMA A LA SEÑORA ANDREA MARÍA MERCEDES MUÑOZ SÁNCHEZ 

(S 1632-05)

GAB. PRES. N° 020
ANT.: Oficio N° 305 de 27.052013, de la Excma. Corte Suprema.

MAT.: Proposición para proveer vacante de Ministro de la Excma. Corte Suprema.
SANTIAGO, 07 ENERO 2014
DE
SEBASTIÁN PIÑERA ECHENIQUE

PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA

A:
SEÑOR JORGE PIZARRO SOTO
PRESIDENTE DEL HONORABLE SENADO

1.
Se encuentra vacante un cargo de Ministro de la Excma. Corte Suprema, producida por el cese de funciones por fallecimiento del señor Roberto Jacob Chocair.

2.
De conformidad al inciso tercero del artículo 78 de la Constitución Política de la República, corresponde al Presidente de la República, con acuerdo del H. Senado, designar a los Ministros de la Corte Suprema, eligiéndolos de una nómina de cinco personas que el Excelentísimo Tribunal le presente.

3.
Consta en Oficio N°305, de 27 de mayo de 2013, que el máximo Tribunal de Justicia del país, en pleno, especialmente convocado al efecto, procedió a formar nómina para proveer el cargo de Ministro de la Corte Suprema vacante.

4.
El resultado de dicha sesión del Tribunal Pleno, del que da cuenta el Acta N° 60-2013, fue informado al Poder Ejecutivo, haciendo llegar una cinquena, en base a la cual corresponde al Presidente de la República hacer su proposición al Senado.

5.
En mérito de lo anterior, y de conformidad a lo establecido en el artículo 78 de la Constitución Política de la República, vengo en solicitar el acuerdo de esa H Corporación, para designar en el cargo de Ministra de La Excma. Corte Suprema, a doña ANDREA MARÍA MERCEDES MUÑOZ SÁNCHEZ, RUN 8.192.059-1.

6.
Atendida la conveniencia de contar a la brevedad posible, con el acuerdo de esa H. Corporación para proceder al nombramiento antes referido, hago presente la urgencia en el despacho de esta materia, en los términos a que alude el inciso segundo del N° 5) del artículo 53 de la Carta Fundamental.

Saluda a VE.,

(Fdo.): Sebastián Piñera Echenique, Presidente de la República.
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PROYECTO DE LEY, DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS, SOBRE PROCEDIMIENTO DE TOMA DE RAZÓN Y REGISTRO ELECTRÓNICO 

(9173-07)


Oficio Nº 11.074


VALPARAÍSO, 7 de enero de 2014

Con motivo del mensaje, informe y demás antecedentes que tengo a honra pasar a manos de V.E., la Cámara de Diputados ha tenido a bien prestar su aprobación al proyecto de ley sobre procedimiento de toma de razón y registro electrónico, correspondiente al boletín N°9173-07, del siguiente tenor:

PROYECTO DE LEY:

“Artículo único.- Incorpórase a continuación del artículo 10° de la ley N°10.336, que fija la organización y atribuciones de la Contraloría General de la República, cuyo texto coordinado, sistematizado y refundido fue fijado por el decreto supremo N°2.421 del Ministerio de Hacienda, de 1964, lo siguiente:

Artículo 10 A.- La toma de razón y el registro podrán realizarse a través de técnicas, medios y procedimientos que consideren el empleo de documentos y firmas electrónicas. El Contralor General establecerá, mediante resolución, los actos administrativos cuya toma de razón o registro podrán efectuarse electrónicamente y los servicios que, previo convenio, someterán tales actos a dicha tramitación. También determinará los medios de verificación y la forma para acreditar el cumplimiento de los requisitos legales que precisen los actos administrativos antes señalados. Asimismo, dispondrá el tipo de comunicación, formas y demás materias que requiera la toma de razón o registro electrónicos, pudiendo incluir para determinados actos sistemas automatizados que los realicen.

La toma de razón y el registro electrónico deberán ajustarse a la normativa técnica establecida en virtud de lo dispuesto en el artículo 10 de la ley N° 19.799, sobre documentos electrónicos, firma electrónica y servicios de certificación de dicha firma.


Artículo 10 B.- Para la toma de razón o registro que empleen firma electrónica, los requisitos que deban cumplir los actos administrativos se verificarán mediante consulta en línea a registros o bancos de datos que permitan su tratamiento.


Si la consulta en línea indicada en el inciso anterior no fuere posible, la existencia de los antecedentes que acrediten el cumplimiento de tales requisitos será verificada y certificada por el ministro de fe designado para estos efectos por el respectivo jefe superior del servicio. Realizadas las correspondientes verificaciones y certificaciones por el ministro de fe, los mencionados antecedentes serán digitalizados e incorporados al procedimiento de toma de razón o registro electrónico correspondiente. El ministro de fe que certificare antecedentes inexistentes, incurrirá en responsabilidad administrativa por infracción grave al principio de probidad, sin perjuicio de las responsabilidades penales correspondientes.


Tratándose del requisito establecido en la letra c) del artículo 12 de la ley N°18.834, se presumirá su cumplimiento, debiendo el interesado acompañar el certificado emitido por un prestador institucional de salud dentro de los sesenta días hábiles siguientes a la toma de razón o registro electrónico del respectivo acto administrativo. El ministro de fe del servicio deberá certificar el cumplimiento de esta obligación, debiendo archivarse ambos certificados junto al resto de los antecedentes que conforman el expediente, físico o electrónico, si corresponde. Transcurrido el plazo señalado sin haberse cumplido la obligación precedente, el servicio deberá dejar sin efecto el acto administrativo correspondiente.

Sin perjuicio de lo dispuesto precedentemente, el Contralor General, previa resolución fundada y existiendo situaciones excepcionales que lo ameriten, podrá requerir que se le envíen a toma de razón o registro, en soporte papel, alguno de los actos sometidos a tramitación electrónica o sus antecedentes.


Artículo 10 C.- Efectuado el trámite de toma de razón o registro electrónico mediante el uso de firma electrónica, el servicio deberá mantener archivados en soporte papel los documentos o certificados oficiales que fueron digitalizados para estos efectos, pudiendo mantenerlos exclusivamente en soporte digital cuando éstos se ajusten a la normativa vigente sobre digitalización de documentos. 


El Contralor General, en casos excepcionales, podrá disponer que un determinado servicio mantenga archivados en soporte papel los antecedentes mencionados en el inciso precedente.


Artículo 10 D.-  Sin perjuicio de la toma de razón o registro electrónicos, el Contralor General, en ejercicio de sus atribuciones, podrá realizar las validaciones posteriores sobre los actos administrativos sometidos a este sistema de tramitación electrónica.
DISPOSICIONES TRANSITORIAS

Artículo primero.- Esta ley entrará en vigencia el primer día del mes subsiguiente a su publicación en el Diario Oficial, sin perjuicio del artículo siguiente.


Artículo segundo.- Desde la entrada en vigencia de la presente ley, todos los órganos de la Administración del Estado deberán realizar el trámite de registro de los actos administrativos en materias de personal, exentos de toma de razón, a través del Sistema de Información y Control del Personal de la Administración del Estado (SIAPER), plataforma web de la Contraloría General de la República. 


Por su parte, los actos administrativos en materias de personal afectos al control de legalidad de la citada entidad fiscalizadora, serán tramitados mediante el referido sistema, debiendo los órganos de la Administración someterse a éste dentro del plazo máximo de dos años contados desde la entrada en vigencia de esta ley.”.
***

Hago presente a Vuestra Excelencia que la totalidad de las normas del proyecto fueron aprobadas, tanto en general como en particular, con el voto favorable de 97 diputados, de un total de 120 en ejercicio, dándose cumplimiento, de esta manera, a lo prescrito en el artículo 66, inciso segundo, de la Constitución Política de la República.
Dios guarde a V.E.

(Fdo.): Edmundo Eluchans Urenda, Presidente de la Cámara de Diputados.- Miguel Landeros Perkič, Secretario General de la Cámara de Diputados.
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SEGUNDO INFORME DE LA COMISIÓN DE HACIENDA, RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, EN SEGUNDO TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE INTRODUCE MODIFICACIONES A LA LEGISLACIÓN TRIBUTARIA EN MATERIA DE FACTURA ELECTRÓNICA Y DISPONE OTRAS MEDIDAS QUE INDICA

(8874-05)

HONORABLE SENADO:





Vuestra Comisión de Hacienda tiene el honor de informar el proyecto de ley de la referencia, iniciado en Mensaje de Su Excelencia el señor Presidente de la República, con urgencia calificada de “discusión inmediata”.

A la sesión en que la Comisión estudió esta iniciativa de ley asistieron, además de sus miembros, en calidad de invitados, del Ministerio de Hacienda, el Ministro, señor Felipe Larraín; el Subsecretario, señor Julio Dittborn; el Coordinador de Políticas Tributarias, señor Miguel Zamora; el Coordinador Legislativo, señor Francisco Moreno; la asesora, señorita Carla Meza, y el asesor, señor Pablo Cañas.

Del Servicio de Impuestos Internos: el Director, señor Alejandro Burr, y el Subdirector de Fiscalización, señor Ricardo Pizarro.

Del Ministerio Secretaría General de la Presidencia: la asesora, señorita Carol Parada.

De la Corporación de Estudios para Latinoamérica (CIEPLAN): la Secretaria Ejecutiva del Programa Legislativo, señorita Macarena Lobos.

Del Instituto Libertad y Desarrollo: la Directora del Programa Legislativo, señora Natalia González.
De Hermann Consultores: el Director, señor Jorge Hermann.
- - -

Para los efectos de lo dispuesto en el artículo 124 del Reglamento del Senado, se deja constancia de lo siguiente:

1.- Artículos que no fueron objeto de indicaciones ni modificaciones: artículo 2°, artículos 4°, 5°, 6° y 7° permanentes, que pasan a ser 3°, 4°, 5° y 6°, respectivamente, y artículos cuarto y quinto transitorios, que pasan a ser artículos tercero y cuarto, respectivamente. 

2.- Indicaciones aprobadas sin modificaciones: números 2, 7, 8 y 9.

3.- Indicaciones aprobadas con modificaciones: números 3, 4 y 5.

4.- Indicaciones rechazadas: número 1.

5.- Indicaciones retiradas: no hubo.

6.- Indicaciones declaradas inadmisibles: número 6.
- - -

DISCUSIÓN EN PARTICULAR
Previo a la discusión de las indicaciones presentadas, el Honorable Senador señor García se refirió al numeral 1) del artículo 1°, en cuanto introduce un número 7° en el artículo 23 de la Ley sobre Impuesto a las Ventas y Servicios, que establece que el impuesto recargado en facturas emitidas en medios distintos del papel, dará derecho a crédito fiscal. 

Sobre el punto, indicó, ejecutivos de la Bolsa de Productos –a propósito de un proyecto de ley que se analiza en la Comisión de Agricultura- hicieron presente que la segunda oración del número 7° “Esta limitación no regirá en el caso de prestaciones de servicios, ni de actos o contratos afectos en los que, por aplicación de lo dispuesto en el artículo 55, la factura deba emitirse antes de concluirse la prestación de los servicios o de la entrega de los bienes respectivos.”, implica que muchas facturas provenientes del sector agrícola no podrán participar de dicha Bolsa y del financiamiento que ella significa.

El Ministro de Hacienda, señor Felipe Larraín, explicó que el objetivo que persigue la limitación contenida en la segunda oración, no es otro que tener en cuenta la realidad de sectores especiales, como el de la construcción, en que existen estados de avance y de pago durante el proceso de prestación del servicio, y no de dejar excluidos sectores como los mencionados por el Honorable Senador señor García. 

El Coordinador de Políticas Tributarias del Ministerio de Hacienda, señor Miguel Zamora, manifestó que se reunieron con los representantes de la Bolsa de Productos y discutieron sus propuestas sobre la materia. Indicó que el Ejecutivo les explicó las razones por las que consideraban improcedente la propuesta de indicación que formulaban. 

Agregó que la exclusión de la limitación debe existir porque existen al menos cuatro casos en que la factura debe emitirse antes de que el servicio esté completamente prestado, por lo que no se puede obligar al beneficiario del servicio a aceptar una prestación que no está concluida.

El Honorable Senador señor García manifestó que, de lo expuesto, se desprende que la opinión del Ejecutivo es que la excepción a la limitación del acuse de recibo del referido número 7° no inhibe a quien emite la factura a obtener financiamiento de la Bolsa de Productos y consultó si lo afirmado es correcto.

El Coordinador de Políticas Tributarias del Ministerio, señor Zamora, expresó que lo afirmado precedentemente es correcto. Si el sujeto está obligado a emitir factura y se da el acuse de recibo no existirá ningún inconveniente, agregó.
Por su parte, el Honorable Senador señor Lagos anunció que solicitaría votación separada del artículo 3° y de los numerales 4) y 5) del artículo 6°.

---

Artículo 1°

Introduce modificaciones en la Ley sobre Impuesto a las Ventas y Servicios, contenida en el decreto ley N° 825, de 1974.
Número 2)

Reemplaza el artículo 54 de la referida ley.
Artículo 54

Inciso primero
Su texto es el siguiente:

“Artículo 54.- Las facturas, facturas de compra, liquidaciones facturas y notas de débito y crédito que deban emitir los contribuyentes, consistirán exclusivamente en documentos electrónicos emitidos en conformidad a la ley. Las guías de despacho y las boletas de ventas y servicios se podrán emitir, a elección del contribuyente, en formato electrónico o en papel. Con todo, los comprobantes o recibos generados en transacciones pagadas a través de medios electrónicos tendrán el valor de boleta de ventas y servicios, tratándose de contribuyentes que hayan optado por emitir dichas boletas en formato papel, en la forma y condiciones que determine el Servicio de Impuestos Internos mediante resolución. Tratándose de contribuyentes que hayan optado por emitir boletas electrónicas de ventas y servicios en que el pago de la respectiva transacción se efectúe por medios electrónicos, ambos sistemas tecnológicos deberán estar integrados en la forma que establezca el Servicio de Impuestos Internos mediante resolución, de forma tal que el uso del medio de pago electrónico importe necesariamente la generación de la boleta electrónica de ventas y servicios por el contribuyente respectivo.”.
En este inciso recayeron las siguientes indicaciones:

La indicación número 1, del Honorable Senador señor Novoa, para eliminar, en la primera oración, la palabra “exclusivamente”.

La indicación número 2, del Honorable Senador señor Novoa, para intercalar en la primera oración, a continuación del vocablo “ley”, la frase: “, sin perjuicio de las excepciones legales pertinentes”.

El Ministro de Hacienda, señor Felipe Larraín, señaló que las inquietudes que reflejan las indicaciones del Honorable Senador señor Novoa fueron discutidas con sus asesores y recogidas por el Ejecutivo en su mayor parte, con la excepción de la exclusión completa de un grupo de contribuyentes de la obligatoriedad de la facturación electrónica, que es el efecto perseguido por la indicación número 1.
En votación, la indicación número 1 fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Escalona, Lagos, Larraín Fernández y Zaldívar.
En votación, la indicación número 2 fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Escalona, Lagos, Larraín Fernández y Zaldívar.
Inciso segundo
Es del siguiente tenor:

“Tratándose de contribuyentes que desarrollen su actividad económica en un lugar geográfico sin cobertura de datos móviles de operadores que tienen infraestructura o sin acceso al servicio público de suministro eléctrico o en un lugar decretado como zona de catástrofe conforme a la ley N° 16.282, no estarán obligados a emitir los documentos señalados en el inciso primero en formato electrónico, pudiendo siempre optar por emitirlos en papel. Para estos efectos, el Servicio de Impuestos Internos, de oficio o a petición de parte, dictará una o más resoluciones, según sea necesario, debiendo individualizar al contribuyente o grupo de contribuyentes que se encuentren en alguna de las situaciones referidas, solicitando a los organismos técnicos respectivos informes que acrediten las zonas geográficas del territorio nacional que no cuentan con los servicios o suministros respectivos y el plazo durante el cual dicha situación se mantendrá o debiese mantenerse. Presentada la solicitud de que trata este artículo y mientras ésta no sea resuelta, el Servicio de Impuestos Internos deberá autorizar el timbraje de los documentos tributarios que sean necesarios para el desarrollo del giro o actividad del contribuyente. En todo caso, transcurridos sesenta días hábiles sin que la solicitud sea resuelta por el Servicio de Impuestos Internos, ésta se entenderá aceptada en los términos planteados por el contribuyente.”.

En este inciso recayeron las siguientes indicaciones:

La indicación número 3, de Su Excelencia el Presidente de la República, para reemplazarlo por el siguiente:
“Tratándose de contribuyentes que desarrollen su actividad económica en un lugar geográfico sin cobertura de datos móviles o fijos de operadores que tienen infraestructura o sin acceso a energía eléctrica o en un lugar decretado como zona de catástrofe conforme a la ley N° 16.282, no estarán obligados a emitir los documentos señalados en el inciso primero en formato electrónico, pudiendo siempre optar por emitirlos en papel.  Para estos efectos, el Servicio de Impuestos Internos, de oficio o a petición de parte, dictará una o más resoluciones, según sea necesario, debiendo individualizar al contribuyente o grupo de contribuyentes que se encuentren en alguna de las situaciones referidas, solicitando a los organismos técnicos respectivos informar las zonas geográficas del territorio nacional que no cuentan con los servicios o suministros respectivos y el plazo durante el cual dicha situación se mantendrá o debiese mantenerse. Dicha información deberá ser entregada por los organismos referidos en forma periódica conforme lo solicite el Servicio de Impuestos Internos. Presentada la solicitud de que trata este inciso y mientras ésta no sea resuelta, el Servicio de Impuestos Internos deberá autorizar el timbraje de los documentos tributarios que sean necesarios para el desarrollo del giro o actividad del contribuyente. En todo caso, transcurridos sesenta días hábiles sin que la solicitud sea resuelta por el Servicio de Impuestos Internos, ésta se entenderá aceptada en los términos planteados por el contribuyente. Con todo, tratándose de lugares decretados como zona de catástrofe por terremoto o inundación, la resolución del Servicio de Impuestos Internos deberá ser dictada de oficio y dentro de los 5 días hábiles siguientes a la publicación en el Diario Oficial del decreto de catástrofe respectivo, debiendo en dicho caso autorizar el uso de facturas en papel debidamente timbradas que el contribuyente mantenga en reserva.”.

La indicación número 4, del Honorable Senador señor Novoa, para sustituir la segunda, tercera y cuarta oraciones, desde “Para estos efectos” hasta “por el contribuyente.”, por las siguientes:
“Para estos efectos, el Servicio de Impuestos Internos, de oficio o a petición de parte, dictará sin más trámite, y en un plazo no superior a diez días hábiles, las resoluciones que sean necesarias, debiendo individualizar la zona o zonas geográficas que se encuentren en alguna de las situaciones de falta de cobertura de datos móviles de operadores que tienen infraestructura o la falta de acceso al servicio público de suministro eléctrico, solicitando a los organismos técnicos pertinentes que evacúen los informes respectivos que acrediten las zonas geográficas del territorio nacional que no cuentan con los servicios o suministros señalados, debiendo dichos organismos técnicos evacuar su informe en un plazo no superior a cinco días hábiles. En caso que el procedimiento señalado en este artículo se inicie a petición de parte, y mientras no sea resuelta la solicitud respectiva, el Servicio de Impuestos Internos deberá autorizar el timbraje de los documentos tributarios que sean necesarios para el desarrollo del giro o actividad del contribuyente. En todo caso, transcurrido el plazo legal, sin que la solicitud sea resuelta por el Servicio de Impuestos Internos, ésta se entenderá aceptada en los términos planteados por el contribuyente. Respecto de las zonas decretadas como zona de catástrofe, la sola dictación del respectivo decreto supremo a que se refiere la ley N° 16.282, será suficiente para que en dichas zonas geográficas se exima a los contribuyentes de la emisión de facturas en formato electrónico.”.
El Honorable Senador señor Zaldívar planteó, respecto de la indicación número 3, que el plazo de 60 días hábiles para que opere la aceptación tácita del Servicio de Impuestos Internos parece excesivo.

El Honorable Senador señor Lagos señaló que el referido plazo debe ser lo más breve posible para dar certeza a los contribuyentes.

El Ministro de Hacienda, señor Larraín, expresó que el plazo mínimo razonable para que el Servicio de Impuestos Internos pueda dar respuesta es de 30 días corridos.

El Director del Servicio de Impuestos Internos, señor Burr, explicó que la situación a la que se refiere la disposición es la de los contribuyentes que no tienen cobertura de datos móviles o acceso a energía eléctrica, por lo que el Servicio para resolver debe solicitar informes a otros organismos lo que retarda la respuesta.

El Honorable Senador señor Zaldívar manifestó que el Servicio debe ser proactivo en requerir y recopilar información antes de que se presenten las solicitudes.
El Coordinador de Políticas Tributarias del Ministerio de Hacienda, señor Miguel Zamora, señaló que la indicación dispone que el Servicio debe solicitar la referida información en forma periódica. 

En cuanto a otra materia de la misma indicación, la Directora del Programa Legislativo del Instituto Libertad y Desarrollo, señora Natalia González, expresó que en la oración final de la misma se dispone que el Servicio de Impuestos Internos, en ciertos casos de excepción por catástrofe, deberá “autorizar el uso de facturas en papel debidamente timbradas que el contribuyente mantenga en reserva”, por lo que surge la duda de qué ocurrirá si el contribuyente no cuenta con facturas debidamente timbradas como reserva.

El Coordinador de Políticas Tributarias del Ministerio, señor Zamora, señaló que no existe problema en agregar que además de facturas timbradas en reserva, también se puede autorizar el timbraje de nuevas facturas, según sea el caso. Acotó que no lo habían considerado necesario incluir porque en la cuarta oración del inciso ya se contempla la referida autorización de timbraje. 
En votación la indicación número 3 fue aprobada, con enmiendas, según se indicará en su oportunidad, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Escalona, Lagos, Larraín Fernández y Zaldívar, subsumiendo en ella el texto de las indicaciones números 4 y 5.
°°°

La indicación número 5, del Honorable Senador señor Novoa, para introducir como inciso tercero, nuevo, el que sigue:
“Sin perjuicio de lo señalado en el inciso anterior, los organismos técnicos respectivos deberán informar anualmente al Servicio de Impuestos Internos, la zona o zonas geográficas que se encuentren en alguna de las situaciones de falta de cobertura de datos móviles de operadores que tienen infraestructura o la falta de acceso al servicio público de suministro eléctrico. Evacuado dicho informe, el Servicio de Impuestos Internos deberá dictar sin más trámite, y en un plazo no superior a cinco días hábiles, resolución eximiendo a los contribuyentes que desarrollan actividad económica en dichas zonas geográficas, de la obligación de emitir los documentos señalados en el inciso primero en formato electrónico, pudiendo siempre optar por emitirlos en papel.”.
Como se señalara precedentemente, la indicación número 5 fue aprobada con enmiendas, subsumida en el texto de la indicación número 3.

La indicación número 6, del Honorable Senador señor Novoa, para incorporar un inciso cuarto, nuevo, del siguiente tenor:
“Con todo, los contribuyentes cuyas ventas anuales no superen en su totalidad las dos mil cuatrocientas unidades de fomento, no estarán obligados a emitir los documentos señalados en el inciso primero en formato electrónico, pudiendo siempre optar por emitirlos en papel.”.
La indicación número 6 fue declarada inadmisible por el Presidente de la Comisión.
°°°

Artículo 3°
Introduce modificaciones en el decreto ley N° 3.475, de 1980, sobre Impuesto de Timbres y Estampillas, destinadas a rebajar en un 50% el referido impuesto.

El Honorable Senador señor Lagos solicitó votación separada de este artículo.
El señor Ministro manifestó que el Ejecutivo sigue siendo partidario de rebajar el impuesto de timbres y estampillas, pero si dicha rebaja es rechazada por la Comisión indicó que, con el objetivo de lograr un pronto despacho de la iniciativa legal, no insistirán en su aprobación cuando se discuta por la Sala del Senado.

Puesto en votación el artículo, resultó rechazado con los votos en contra de los Honorables Senadores señores Escalona, Lagos y Zaldívar, y el voto a favor del Honorable Senador señor Larraín Fernández.
Cabe hacer presente que, como consecuencia del rechazo de esta disposición, se debe rechazar con la misma votación el inciso cuarto del artículo segundo transitorio y el artículo tercero transitorio.

Artículo 6°
Introduce modificaciones en la Ley sobre Impuesto a la Renta, contenida en el artículo 1° del decreto ley N° 824, de 1974.
Numeral 4) 
Modifica, mediante cuatro literales, el artículo 41 A que se refiere a los contribuyentes domiciliados o residentes en Chile que obtengan rentas del exterior que hayan sido gravadas en el extranjero.
Numeral 5) 
Introduce modificaciones, mediante tres literales, en el artículo 41 C  que se refiere a los contribuyentes domiciliados o residentes en el país, que obtengan rentas afectas al Impuesto de Primera Categoría provenientes de países con los cuales Chile haya suscrito convenios para evitar la doble tributación.
El Honorable Senador señor Lagos solicitó votación separada de los numerales 4) y 5) del artículo 6°.
El señor Ministro explicó que se trata de extender el derecho a crédito por el impuesto a la renta pagado a todas las filiales que remesan utilidades a Chile, dado que no se entiende cuál es el criterio para limitar la posibilidad de crédito hasta para dos filiales solamente. Asimismo, señaló que se eleva el porcentaje de 30% a 32% habida consideración de que el impuesto que aplica nuestro país por las cantidades que se remesan al exterior es de 35%. Agregó que otra modificación se refiere a aplicar la regla por la cual el excedente de crédito se pueda utilizar en años posteriores al de su generación si es que se produce un excedente.

El Coordinador de Políticas Tributarias del Ministerio, señor Zamora, acotó que, independientemente del número de filiales por las que se pueda ejercer el derecho a crédito, el mismo tiene un tope al que se puede llegar mediante una o varias filiales.
El Honorable Senador señor Zaldívar señaló que, en base a los argumentos expuestos y al compromiso asumido por el Ejecutivo de no insistir en la rebaja del impuesto de timbres y estampillas, votaría favorablemente los numerales en discusión.
El Honorable Senador señor Lagos consultó al Ejecutivo cuáles o cuántas empresas se verían beneficiadas por este cambio normativo propuesto. Indicó que su pregunta la formulaba debido a que le han hecho llegar antecedentes de que se trataría de un número muy reducido de sociedades.

El señor Ministro manifestó que no se hacen distinciones según si las empresas son nacionales o extranjeras, y la medida puede favorecer, por ejemplo, a una empresa chilena con filiales en Brasil, donde la tasa impositiva a pagar es más alta que la de Chile. Agregó que la medida es conceptual y apunta a no desincentivar la inversión nacional y extranjera, por lo que no se ha considerado el número de empresas afectadas actualmente.

Observó que el costo estimado de la medida es de US$13 millones anuales según el informe financiero del proyecto de ley.
Puestos en votación los numerales 4) y 5), fueron aprobados con los votos a favor de los Honorables Senadores señores Escalona, García, Larraín Fernández y Zaldívar, y la abstención del Honorable Senador señor Lagos.
Disposiciones transitorias

Artículo primero
Su texto es el siguiente:
“Artículo primero.- Lo dispuesto en el artículo 1º, número 1), comenzará a regir luego de ciento ochenta días corridos desde la fecha de publicación de esta ley en el Diario Oficial.

La obligación de emitir facturas y demás documentos electrónicos señalados en el artículo 54 de la ley sobre Impuesto a las Ventas y Servicios entrará en vigencia luego de nueve meses de publicada esta ley en el Diario Oficial. No obstante, en el caso de empresas de menor tamaño, según éstas se clasifican y definen en la ley Nº 20.416, que fija normas especiales para las empresas de menor tamaño, que de acuerdo a los respectivos instrumentos de planificación territorial estén domiciliadas en zonas urbanas, la obligación de emitir documentos electrónicos entrará en vigencia luego de dieciocho meses desde la publicación de esta ley en el Diario Oficial. Tratándose del mismo tipo de empresas, pero domiciliadas en zonas rurales, dicho plazo será de veinticuatro meses, contados desde la citada publicación.

Dentro de los nueve meses siguientes a la publicación de esta ley en el Diario Oficial, el Servicio de Impuestos Internos deberá dictar la o las resoluciones que sean necesarias para implementar la excepción establecida en el inciso segundo del artículo 54 del decreto ley N° 825, de 1974, sustituido por la presente ley. 

La disposición relativa al valor de los comprobantes o recibos que se emitan en el caso de transacciones pagadas por medios electrónicos, establecida en el inciso primero del artículo 54 de la ley sobre Impuesto a las Ventas y Servicios, contenida en el decreto ley N° 825, de 1974, que se sustituye por el artículo 1º Nº 2 de la presente ley,  entrará en vigencia en el plazo de un año contado desde la publicación de ésta en el Diario Oficial.”.
En este artículo recayeron las siguientes indicaciones:
La indicación número 7, de Su Excelencia el Presidente de la República, para agregar, en el inciso segundo, la siguiente oración final: “Con todo, tratándose de microempresas definidas por la referida ley, los plazos serán de veinticuatro meses si están domiciliadas en zonas urbanas y de treinta y seis meses en caso de encontrarse domiciliadas en zonas rurales.”.
La indicación número 8, de Su Excelencia el Presidente de la República, para sustituir, en el inciso tercero, la frase “Dentro de los nueve meses siguientes a la publicación de esta ley en el Diario Oficial,”, por la siguiente: “Al menos tres meses antes de la entrada en vigencia de la obligación de emitir facturas electrónicas y otros documentos tributarios, fijado en el inciso anterior según tipo de contribuyente,”.
El Honorable Senador señor Zaldívar planteó que deben buscarse formas de incentivar y motivar a las microempresas para que se incorporen al nuevo sistema.

El Ministro, señor Larraín, expresó que existen algunos elementos que incentivan el uso de la factura electrónica. El primero, que las empresas que la utilizan pueden pagar el IVA el día 20 de cada mes y no el día 12, contando con un mayor uso de capital por 8 días adicionales. El segundo, que el acuse de recibo que debe dar el receptor de la factura electrónica es necesario para hacer uso del crédito tributario de que da cuenta la misma factura. Y el tercero, que el portal Mipyme del Servicio de Impuestos Internos –utilizado por el 80% de las empresas que hoy hacen uso de la factura electrónica- deberá ser provisto por el Servicio en forma obligatoria y gratuita a los usuarios de la facturación electrónica.

El Director del Servicio de Impuestos Internos, señor Burr, manifestó que la masiva utilización de teléfonos inteligentes –que cuentan con acceso a datos- permitirá que muchísimos microempresarios accedan a la facturación electrónica fácilmente y en forma inmediata.

El Honorable Senador señor Zaldívar observó que su preocupación va por el lado de quienes pertenecen al mundo rural y que, especialmente entre personas mayores, difícilmente se adaptarán al uso de teléfonos inteligentes y las nuevas tecnologías.

Además, indicó que ha planteado varias veces que se debe avanzar en un cambio desde la factura de venta a la factura de compra, para que sea el gran o mediano empresario, que le compra al pequeño, quien emita la factura y retenga y pague el IVA.

El Ministro, señor Larraín, acotó que lo planteado precedentemente sobre cambio de sujeto retenedor existe, no en forma generalizada, pero sí para mercados con vendedores atomizados y un comprador de gran tamaño, como en mercados agrícolas.

Agregó que, en conjunto con CONAPYME, han implementado un programa que se llama DespegaPyme para incentivar el uso de la factura electrónica.

El Director del Servicio de Impuestos Internos, señor Burr, expresó que en razón de lo planteado por el Honorable Senador señor Zaldívar sobre la materia, durante la discusión en general del proyecto de ley, se incorporó una opción para las facturas de compra en el portal Mipyme del Servicio, que no existía, y próximamente extenderán la posibilidad de cambiar el sujeto retenedor del IVA a nuevos contribuyentes, lo que harán administrativamente por tratarse de un proceso voluntario.

En votación, las indicaciones números 7 y 8 fueron aprobadas por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Escalona, García, Lagos, Larraín Fernández y Zaldívar.
Artículo segundo
Es del siguiente tenor:

“Artículo segundo.- Lo dispuesto en los números 1), 2) y 6) del artículo 6° regirá a partir del 1 de enero de 2013, en los mismos términos en que rigen las modificaciones introducidas por el artículo 1º, N° 5), letra d); N° 7), letra b), literal iii) y N° 8 de la ley N° 20.630, que perfecciona la legislación tributaria y financia la reforma educacional.
Lo dispuesto en el número 3) del artículo 6° regirá a partir del 1 de enero del 2014 respecto de los pagos, gastos o desembolsos allí señalados y que se efectúen a contar de dicha fecha.

Lo dispuesto en los números 4) y 5) del artículo 6° regirá a partir del 1 de enero 2014, respecto de las rentas que se perciban del exterior o, en el caso de las agencias u otros establecimientos permanentes en el exterior, respecto de las rentas que se perciban o devenguen a contar de dicha fecha, siempre que el impuesto extranjero que se utiliza como crédito en Chile se haya pagado en dicha fecha o con posterioridad a ella. Las rentas percibidas o devengadas en los términos señalados a contar del 1 de enero de 2014, respecto de las cuales se haya pagado el impuesto extranjero que se utiliza como crédito en Chile con anterioridad a dicha fecha, se regirán por las normas de la ley sobre Impuesto a la Renta vigentes con anterioridad a la fecha referida.

Lo dispuesto por el artículo 3º regirá a partir del 1 de septiembre de 2013, o a contar de la fecha de publicación en el Diario Oficial de la presente ley, si ello fuere posterior, respecto de los documentos gravados cuyo impuesto se devengue a contar de la fecha de vigencia señalada.

Finalmente, lo dispuesto en el Nº 1) del artículo 4º comenzará a regir en la fecha que fije el Director del Servicio de Impuestos Internos mediante resolución, la que no podrá exceder del primer día hábil del año 2014. A la XIX Dirección Regional Metropolitana, Santiago Norte, del Servicio de Impuestos Internos, le corresponderá la fiscalización, conocimiento o realización de las actuaciones, asuntos, diligencias o peticiones, que se inicien o se encuentren pendientes a esa fecha, de contribuyentes que se encuentren domiciliados en el territorio sobre el cual la nueva Dirección Regional tenga competencia.”.

En este artículo recayó la indicación número 9, de Su Excelencia el Presidente de la República, para suprimir, en su inciso quinto, la locución “del primer día hábil”.
En votación, la indicación número 9 fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Escalona, García, Lagos, Larraín Fernández y Zaldívar.
En razón del rechazo del artículo 3° se debe suprimir el inciso cuarto de este artículo segundo transitorio y efectuar adecuaciones de referencia, en sus incisos primero, segundo, tercero y quinto, que pasa a ser cuarto.
Artículo tercero
Dispone lo que sigue:

“Artículo tercero.- Para efectos de la aplicación de la tasa máxima de 0,2% establecida por las modificaciones introducidas al decreto ley N° 3.475, de 1980, sobre Impuesto de Timbres y Estampillas por el artículo 3º de esta ley, en aquellos casos en que el plazo que medie entre la emisión del documento gravado respectivo y el vencimiento del mismo sea superior a doce meses, para los primeros doce meses el impuesto se deberá pagar con la tasa mensual de 0,0166%, y en el mes o fracción de mes siguiente, el impuesto se deberá pagar con una tasa del 0,0008%, de forma tal de completar la tasa máxima señalada. 

Para la aplicación de la exención del artículo 24, N° 17, del decreto ley N° 3.475, de 1980, sobre Impuesto de Timbres y Estampillas, respecto de las operaciones de crédito de dinero efectuadas a contar de la publicación de esta ley en el Diario Oficial, destinadas a pagar préstamos anteriores a esa fecha, se considerará como tasa máxima un 0,2%.

Para la aplicación de lo dispuesto en el artículo 2° bis del mismo decreto ley, la tasa máxima de impuesto a que se refiere el número 2) de dicho artículo será la vigente a la fecha de inicio de la colocación de la primera emisión acogida a la línea.”.

Como consecuencia de la eliminación del artículo 3°, debe darse por rechazado el presente artículo, con idéntica votación a la del referido artículo 3°.

- - -
INFORME FINANCIERO

Los informes financieros elaborados por la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda, de fechas 3 de abril de 2013 y 11 de junio de 2013, se encuentran transcritos en el primer informe de la Comisión de Hacienda.

Durante el trámite reglamentario de segundo informe de Comisión, se recibió un nuevo informe financiero, de fecha 7 de enero de 2014, referido a las indicaciones presentadas por el Ejecutivo, cuyo texto es el siguiente:

“I. Antecedentes.

Las presentes indicaciones al Proyecto de Ley de la materia incluyen las modificaciones que a continuación se indican:

Respecto de los contribuyentes que no estén obligados a emitir documentos tributarios en formato electrónico por desarrollar su actividad económica en un lugar geográfico sin cobertura de datos móviles o en un lugar declarado como zona de catástrofe: se extiende este beneficio a contribuyentes que se encuentren en zonas geográficas sin cobertura de datos fijos; se establece una nueva función para los organismos técnicos los cuales, ante solicitud del Servicio de Impuestos Internos, deberán informar las zonas geográficas del territorio nacional que no cuentan con los servicios o suministros aludidos y el plazo durante el cual dicha situación se mantendrá o debiese mantenerse. Finalmente, en caso de lugares decretados como zona de catástrofe por terremoto o inundación, el SII debe resolver de oficio respecto de los contribuyentes afectados, permitiéndoles hacer uso de facturas debidamente timbradas que el contribuyente mantenga en reserva.

Respecto a la implementación de la factura electrónica para las microempresas: se amplía el plazo máximo para las microempresas urbanas a 24 meses y para las microempresas rurales a 36 meses. Asimismo, el plazo contenido en el inciso tercero del artículo primero transitorio dentro del cual el Servicio de Impuestos Internos debe emitir una Resolución General que exima a todos los contribuyentes que por falta de cobertura de internet o falta de suministro eléctrico quedan excluidos de la obligación de emitir facturas será de al menos tres meses antes de la entrada en vigencia de la obligación de emitir facturas electrónicas y otros documentos tributarios.

Respecto de la puesta en marcha de la nueva Dirección Regional Norte del Servicio de Impuestos Internos, se precisa que esta comenzará a operar el año 2014.

II. Efecto del Proyecto sobre el Presupuesto Fiscal.

Respecto del cambio 1), esta Dirección estima que siendo eventos no predecibles, no es posible dimensionar un efecto financiero para el período de implementación de este proyecto de Ley.

Respecto del cambio 2), en los plazos de incorporación de las microempresas urbanas y rurales, no se modifica la mayor recaudación esperada en estado de régimen de esta medida. Sin embargo, debido a los cambios en los plazos de incorporación, dicho estado de régimen se alcanza a principios del 2017. Además, la presente medida comenzaría a tener efectos en la recaudación fiscal a partir de marzo del 2014, en vez de abril de 2013.

Por último, los efectos fiscales en este Informe Financiero se presentan en millones de pesos de 2014 y no en dólares, formato que se utilizó en el Informe Financiero N° 36 del 3 de abril de 2013, tanto para aislar la estimación de los efectos en las variaciones del tipo de cambio, como para Ilevar las cifras a pesos del presente año.
De esta forma, se actualiza la estimación de mayor recaudación presentada en el Informe Financiero N° 36, incorporándose los efectos de las presentes indicaciones para quedar en:

Cambios en estimación de recaudación por modificaciones en los plazos de incorporación de microempresas urbanas y rurales

(millones de pesos de 2014)

	
	2013
	2014
	2015
	2016
	2017

	Factura electrónica obligatoria según Informe Financiero N° 36 del 3 de abril de 2013
	39.058
	162.275
	334.821
	351.562
	369.140

	Factura electrónica obligatoria según estimación actual
	0
	43.909
	177.883
	333.650
	369.140


Ahora bien, en lo referente a la fecha de inicio de operaciones de la nueva Dirección Regional Norte del Servicio de Impuestos Internos, la diferencia respecto del gasto informado en el Informe Financiero N° 36, de 3 de abril de 2013, dependerá, en definitiva, del número efectivo de días o meses en que la puesta en marcha se realice con posterioridad a la publicación en el Diario Oficial de esta ley.

Finalmente, es del caso hacer presente que las demás modificaciones propuestas no generan efecto en la recaudación fiscal.”. 

En consecuencia, las normas de la iniciativa legal en informe no producirán desequilibrios macroeconómicos ni incidirán negativamente en la economía del país.
- - -

MODIFICACIONES




En mérito de los acuerdos precedentemente expuestos, vuestra Comisión de Hacienda tiene el honor de proponeros la aprobación del proyecto de ley aprobado en general por el Honorable Senado, con las siguientes modificaciones:
Artículo 1º

Número 2)

Inciso primero
Incorporar, en la primera oración, a continuación del vocablo “ley”, la frase: “, sin perjuicio de las excepciones legales pertinentes”. (Unanimidad 4x0. Indicación número 2)
Inciso segundo
Reemplazarlo por el siguiente:
“Tratándose de contribuyentes que desarrollen su actividad económica en un lugar geográfico sin cobertura de datos móviles o fijos de operadores de telecomunicaciones que tienen infraestructura, o sin acceso a energía eléctrica o en un lugar decretado como zona de catástrofe conforme a la ley N° 16.282, no estarán obligados a emitir los documentos señalados en el inciso primero en formato electrónico, pudiendo siempre optar por emitirlos en papel.  Para estos efectos, el Servicio de Impuestos Internos, de oficio o a petición de parte, dictará una o más resoluciones, según sea necesario, debiendo individualizar al contribuyente o grupo de contribuyentes que se encuentren en alguna de las situaciones referidas, solicitando a los organismos técnicos respectivos informar las zonas geográficas del territorio nacional que no cuentan con los servicios o suministros respectivos y el plazo durante el cual dicha situación se mantendrá o debiese mantenerse. Dicha información deberá ser entregada por los organismos referidos en forma periódica conforme lo solicite el Servicio de Impuestos Internos. Presentada la solicitud de que trata este inciso y mientras ésta no sea resuelta, el Servicio de Impuestos Internos deberá autorizar el timbraje de los documentos tributarios que sean necesarios para el desarrollo del giro o actividad del contribuyente. En todo caso, transcurridos treinta días sin que la solicitud sea resuelta por el Servicio de Impuestos Internos, ésta se entenderá aceptada en los términos planteados por el contribuyente. Con todo, tratándose de lugares decretados como zona de catástrofe por terremoto o inundación, la resolución del Servicio de Impuestos Internos deberá ser dictada de oficio y dentro de los 5 días hábiles siguientes a la publicación en el Diario Oficial del decreto de catástrofe respectivo, debiendo en dicho caso autorizar el uso de facturas en papel debidamente timbradas que el contribuyente mantenga en reserva o autorizar el timbraje de facturas, según sea el caso.”. (Unanimidad 4x0. Indicaciones números 3, 4 y 5)
Artículo 3°
Suprimirlo. (Mayoría de votos, 3 en contra por 1 a favor. Solicitud de votación separada)
Artículos 4°, 5°, 6° y 7°
Pasan a ser artículos 3°, 4°, 5° y 6°, respectivamente, sin enmiendas.
---

Disposiciones transitorias
Artículo primero
Inciso segundo
Agregar la siguiente oración final: “Con todo, tratándose de microempresas definidas por la referida ley, los plazos serán de veinticuatro meses si están domiciliadas en zonas urbanas y de treinta y seis meses en caso de encontrarse domiciliadas en zonas rurales.”. (Unanimidad 5x0. Indicación número 7)
Inciso tercero
Sustituir la frase “Dentro de los nueve meses siguientes a la publicación de esta ley en el Diario Oficial,”, por la siguiente: “Al menos tres meses antes de la entrada en vigencia de la obligación de emitir facturas electrónicas y otros documentos tributarios, fijada en el inciso anterior según tipo de contribuyente,”. (Unanimidad 5x0. Indicación número 8)
Artículo segundo
Inciso primero

Reemplazar los términos “artículo 6°” por “artículo 5°”. (Adecuación formal)
Inciso segundo

Sustituir los términos “artículo 6°” por “artículo 5°”. (Adecuación formal)
Inciso tercero

Reemplazar los términos “artículo 6°” por “artículo 5°”. (Adecuación formal)
Inciso cuarto

Eliminarlo. (Mayoría de votos, 3 en contra por 1 a favor. Solicitud de votación separada)
Inciso quinto
Pasa ser inciso cuarto, reemplazando la expresión “artículo 4°” por “artículo 3°” y suprimiendo la locución “del primer día hábil”. (Unanimidad 5x0. Indicación número 9)
Artículo tercero
Suprimirlo. (Mayoría de votos, 3 en contra por 1 a favor. Solicitud de votación separada)
Artículo cuarto y quinto

Pasan a ser artículos tercero y cuarto, respectivamente, sin enmiendas.
- - -
TEXTO DEL PROYECTO
De conformidad a las modificaciones precedentemente expuestas, el texto queda como sigue:
PROYECTO DE LEY:

“Artículo 1º.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley sobre Impuesto a las Ventas y Servicios, contenida en el decreto ley N° 825, de 1974: 

1) Agrégase en el artículo 23, el siguiente número 7°: 

“7°.- El impuesto recargado en facturas emitidas en medios distintos del papel, de conformidad al artículo 54, dará derecho a crédito fiscal para el comprador o beneficiario en el periodo en que hagan el acuse de recibo conforme a lo establecido en el inciso primero del artículo 9º de la ley N° 19.983, que regula la transferencia y otorga mérito ejecutivo a la copia de la factura. Esta limitación no regirá en el caso de prestaciones de servicios, ni de actos o contratos afectos en los que, por aplicación de lo dispuesto en el artículo 55, la factura deba emitirse antes de concluirse la prestación de los servicios o de la entrega de los bienes respectivos.”.

2) Reemplázase el artículo 54 por el siguiente:

“Artículo 54.- Las facturas, facturas de compra, liquidaciones facturas y notas de débito y crédito que deban emitir los contribuyentes, consistirán exclusivamente en documentos electrónicos emitidos en conformidad a la ley, sin perjuicio de las excepciones legales pertinentes. Las guías de despacho y las boletas de ventas y servicios se podrán emitir, a elección del contribuyente, en formato electrónico o en papel. Con todo, los comprobantes o recibos generados en transacciones pagadas a través de medios electrónicos tendrán el valor de boleta de ventas y servicios, tratándose de contribuyentes que hayan optado por emitir dichas boletas en formato papel, en la forma y condiciones que determine el Servicio de Impuestos Internos mediante resolución. Tratándose de contribuyentes que hayan optado por emitir boletas electrónicas de ventas y servicios en que el pago de la respectiva transacción se efectúe por medios electrónicos, ambos sistemas tecnológicos deberán estar integrados en la forma que establezca el Servicio de Impuestos Internos mediante resolución, de forma tal que el uso del medio de pago electrónico importe necesariamente la generación de la boleta electrónica de ventas y servicios por el contribuyente respectivo. 

Tratándose de contribuyentes que desarrollen su actividad económica en un lugar geográfico sin cobertura de datos móviles o fijos de operadores de telecomunicaciones que tienen infraestructura, o sin acceso a energía eléctrica o en un lugar decretado como zona de catástrofe conforme a la ley N° 16.282, no estarán obligados a emitir los documentos señalados en el inciso primero en formato electrónico, pudiendo siempre optar por emitirlos en papel.  Para estos efectos, el Servicio de Impuestos Internos, de oficio o a petición de parte, dictará una o más resoluciones, según sea necesario, debiendo individualizar al contribuyente o grupo de contribuyentes que se encuentren en alguna de las situaciones referidas, solicitando a los organismos técnicos respectivos informar las zonas geográficas del territorio nacional que no cuentan con los servicios o suministros respectivos y el plazo durante el cual dicha situación se mantendrá o debiese mantenerse. Dicha información deberá ser entregada por los organismos referidos en forma periódica conforme lo solicite el Servicio de Impuestos Internos. Presentada la solicitud de que trata este inciso y mientras ésta no sea resuelta, el Servicio de Impuestos Internos deberá autorizar el timbraje de los documentos tributarios que sean necesarios para el desarrollo del giro o actividad del contribuyente. En todo caso, transcurridos treinta días sin que la solicitud sea resuelta por el Servicio de Impuestos Internos, ésta se entenderá aceptada en los términos planteados por el contribuyente. Con todo, tratándose de lugares decretados como zona de catástrofe por terremoto o inundación, la resolución del Servicio de Impuestos Internos deberá ser dictada de oficio y dentro de los 5 días hábiles siguientes a la publicación en el Diario Oficial del decreto de catástrofe respectivo, debiendo en dicho caso autorizar el uso de facturas en papel debidamente timbradas que el contribuyente mantenga en reserva o autorizar el timbraje de facturas, según sea el caso.
Los documentos tributarios que, de acuerdo a los incisos anteriores, puedan ser emitidos en papel, deberán extenderse en formularios previamente timbrados de acuerdo a la ley y contener las especificaciones que señale el reglamento. 

La copia impresa en papel de los documentos electrónicos a que se refiere el inciso primero, tendrá el valor probatorio de un instrumento privado emanado de la persona bajo cuya firma electrónica se transmitió, y se entenderá cumplida a su respecto la exigencia de timbre y otros requisitos de carácter formal que las leyes requieren para los documentos tributarios emitidos en soporte de papel.”.

3) Modifícase el artículo 56 de la siguiente forma:

a) Agrégase en el inciso segundo la siguiente oración antes del punto aparte, precedida por una coma:

“pudiendo autorizar la emisión en papel de los documentos que deban ser emitidos en formato electrónico conforme al inciso primero del artículo 54, mediante resolución en que se deberá expresar los fundamentos por los cuales se concede dicha autorización e individualizar al contribuyente o grupo de contribuyentes beneficiados y el plazo de vigencia de la misma, el cual, en todo caso, podrá ser renovado sucesivamente en tanto se mantengan las razones que originaron el otorgamiento de la autorización”.

b) Elimínase el inciso tercero.

c) Reemplázase el inciso cuarto, que ha pasado a ser tercero, por el siguiente:

“En los casos en que, de acuerdo a esta ley, los contribuyentes emitan boletas en soporte de papel, la Dirección Nacional del Servicio de Impuestos Internos podrá autorizar su emisión mediante máquinas registradoras u otros medios tecnológicos.”.

Artículo 2º.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el Código Tributario, cuyo texto se contiene en el artículo 1° del decreto ley N° 830, de 1974:

1) Modifícase el artículo 8° ter del siguiente modo:

a) Elimínase en el inciso primero la frase “que opten por la facturación electrónica”.

b) Sustitúyese en el inciso segundo la frase “soliciten por primera vez la emisión de” por la siguiente: “por primera vez deben emitir”.

2) Modifícase el artículo 8° quáter del siguiente modo:

a) Intercálase en el inciso primero, entre las palabras “timbre” y “en”, la expresión “o autorice a emitir electrónicamente, según corresponda”, entre comas. Asimismo, intercálase entre las palabras “timbraje” y “de”, la frase “o, en su caso, la emisión electrónica”.

b) Intercálase en el inciso segundo, entre las palabras “inmediato” y “de”, la expresión “o la emisión electrónica, según corresponda”, entre comas.

3) Agrégase el siguiente inciso final en el artículo 17:

“El Servicio podrá autorizar que los libros de contabilidad y los libros adicionales o auxiliares, que los contribuyentes lleven en soporte de papel, sean reemplazados por sistemas tecnológicos que reflejen claramente el movimiento y resultado de los negocios y permitan establecer con exactitud los impuestos adeudados. Para estos efectos, el Servicio certificará los sistemas que cumplan con tales requisitos.”.

4) Agrégase, al inicio del inciso segundo del artículo 30, la siguiente expresión seguida por una coma: “En todos aquellos casos en que la ley no exige la emisión de documentos electrónicos en forma exclusiva”; y reemplázase la palabra “La” por “la”.

Artículo 3°.- Modifícase la ley orgánica del Servicio de Impuestos Internos, cuyo texto se encuentra fijado por el artículo primero del decreto con fuerza de ley N° 7, de 1980, del Ministerio de Hacienda, de la siguiente forma:

1) Reemplázase en el artículo 4º, en su inciso primero, la palabra “cuatro” por “cinco”; y en el inciso segundo, intercálase entre la expresión “Dirección Regional, Arica”, y el punto aparte, la siguiente frase, precedida por una coma: “y XIX Dirección Regional Metropolitana, Santiago Norte” , y suprímese la conjunción “y” que antecede a la expresión numérica “XVIII”.

2) Incorpórase en el artículo 4º bis el siguiente inciso segundo:

“El Servicio de Impuestos Internos deberá establecer y administrar en su sitio web una plataforma tecnológica para que los contribuyentes de difícil fiscalización o de escaso movimiento operacional o económico, las empresas de menor tamaño según se definen en la ley N° 20.416 y demás contribuyentes que determine a su juicio exclusivo, emitan y reciban las facturas y demás documentos electrónicos señalados en el artículo 54, registren sus operaciones y cedan o recepcionen las facturas a través del procedimiento previsto en la ley N°19.983. Respecto de las operaciones que se ejecuten a través de esta plataforma, el Servicio acreditará para todos los efectos legales la identidad del emisor y la integridad del mensaje o documento electrónico.”.

Artículo 4°.- Modifícase el artículo 1° del decreto con fuerza de ley N° 1, de 2004, del Ministerio de Hacienda, que fija las plantas de personal del Servicio de Impuestos Internos y los respectivos requisitos de ingreso y promoción, de la siguiente forma:

1) En la planta “Directivos”, a continuación del cargo de “Director Regional Metropolitano Santiago Sur”, créase un cargo de Director Regional Metropolitano Santiago Norte, grado 4.

2) En la planta “Jefes de Departamento”, créanse seis cargos de Jefe de Departamento, grado 7.

Artículo 5°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley sobre Impuesto a la Renta, contenida en el artículo 1° del decreto ley N° 824, de 1974:

1) Intercálase, en el inciso segundo del Nº 8 del artículo 17, entre las frases “Tratándose de la enajenación de derechos en sociedad de personas o de acciones emitidas con ocasión de la transformación de una sociedad de personas en sociedad anónima,” y “10% o más de las acciones, a la empresa o sociedad respectiva o en las que tengan intereses, para los efectos de determinar el mayor valor proveniente de dicha operación,”, la siguiente expresión: “que hagan los socios de sociedades de personas o accionistas de sociedades anónimas cerradas, o accionistas de sociedades anónimas abiertas dueños del”.

2) Suprímese en el encabezado del párrafo décimo tercero de la letra b), del Nº 1, del artículo 20, la palabra “natural”.

3) Modifícase el inciso segundo del artículo 21 del siguiente modo:

a) Suprímese la expresión “y,” entre las frases “a organismos o instituciones públicas creadas por ley;” y “(iv) los pagos a que se refiere”. 

b) Agrégase a continuación del punto aparte, que pasa a ser coma, la siguiente frase: “y (v) los pagos o desembolsos que se efectúen con motivo de la aprobación o ejecución de un proyecto o de actividades empresariales que cuenten o deban contar, de acuerdo a la legislación sobre medio ambiente, con una resolución dictada por la autoridad competente que apruebe dicho proyecto o actividades y que consten en un contrato o convenio suscrito con una autoridad pública, una organización dotada de personalidad jurídica de acuerdo al Título XXXIII del Libro I del Código Civil, una organización comunitaria constituida en conformidad a la ley N°19.418, sobre juntas de vecinos y demás organizaciones comunitarias, o en conformidad a la ley N° 19.253, sobre comunidades indígenas, que guarden relación con grupos, sectores o intereses de la localidad respectiva, siempre que no se efectúen directa o indirectamente en beneficio de empresas del mismo grupo empresarial o de personas o entidades relacionadas en los términos del artículo 100 de la ley N° 18.045, sobre mercado de valores. Las empresas deberán informar al Servicio de Impuestos Internos, en la forma y oportunidad que éste determine mediante resolución, el monto total de la inversión destinada a la ejecución del proyecto o actividad, los pagos efectuados en cumplimiento de las obligaciones señaladas, la identificación de los beneficiarios de los mismos, así como cualquier otro antecedente relacionado. Con todo, igualmente se afectarán con el impuesto establecido en el inciso primero de este artículo, en la parte correspondiente al exceso, cuando los pagos o desembolsos excedan de la cantidad menor a la suma equivalente al 2% de la renta líquida imponible del ejercicio respectivo, del 1,6 por mil del capital propio tributario de la empresa, según el valor de éste al término del ejercicio respectivo, o del 5% de la inversión total anual que se efectúe en la ejecución del proyecto.”. 

4) Modifícase el artículo 41 A de la siguiente forma:

a) Sustitúyese, en la letra A, el párrafo tercero de su Nº 1 por el siguiente:

“En la misma situación anterior, también dará derecho a crédito el impuesto a la renta pagado por una o más sociedades en la parte de las utilidades que repartan a la empresa que remesa dichas utilidades a Chile, siempre que todas estén domiciliadas en el mismo país y la referida empresa posea directa o indirectamente el 10% o más del capital de las sociedades subsidiarias señaladas.”.

b) Reemplázase, en la letra b) del Nº 2 de la letra A, el porcentaje “30%” por “32%” las dos veces que aparece.

c) Agrégase, en el Nº 3 de la letra A, la siguiente letra c): 

“c) Cuando en el ejercicio respectivo se determine un excedente de este crédito deducible del impuesto de primera categoría, ya sea por la existencia de una pérdida para fines tributarios o por otra causa, dicho excedente se imputará en los ejercicios siguientes en que se determinen rentas afectas a dicho tributo, hasta su total extinción. Para los efectos de su imputación, dicho crédito se reajustará en el mismo porcentaje de variación que haya experimentado el índice de precios al consumidor entre el último día del mes anterior al del cierre del ejercicio en que se haya determinado y el último día del mes anterior al cierre del ejercicio de su imputación.”.

d) En el Nº 6 de la letra D, agrégase a continuación de la palabra “corresponda,” la expresión “de países con los cuales Chile no haya suscrito convenios para evitar la doble tributación,”. Asimismo, sustitúyese el porcentaje “30%” por “32%” y, finalmente, agrégase a continuación de la expresión “Renta Neta de Fuente Extranjera”, las dos veces que aparece, la frase “de Países sin Convenio.”.

5) Introdúcense en el artículo 41 C las siguientes modificaciones:

a) Modifícase el N° 1 del siguiente modo:

i) Agrégase a continuación del punto aparte, que pasa a ser seguido, la siguiente oración: “En este caso, el porcentaje a que se refiere la letra b) del número 2.-, letra A, del artículo 41 A, será de 35%, salvo que los beneficiarios efectivos de las rentas de fuente extranjera afectas al Impuesto de Primera Categoría tuvieran residencia o domicilio en el exterior, en cuyo caso será necesario, además, que Chile tenga vigente un convenio para evitar la doble tributación con el país de residencia de dichos beneficiarios efectivos.”.

ii) Agrégase el siguiente párrafo segundo:

“El crédito total por los impuestos extranjeros correspondientes a las rentas de fuente extranjera percibidas o devengadas en el ejercicio, según corresponda, de países con los cuales Chile haya suscrito convenios para evitar la doble tributación, no podrá exceder del equivalente a 35% de la Renta Neta de Fuente Extranjera de Países con Convenio de dicho ejercicio. Para estos efectos, la Renta Neta de Fuente Extranjera señalada de cada ejercicio se determinará como el resultado consolidado de utilidad o pérdida de fuente extranjera de países con Convenio, afecta a impuestos en Chile, obtenida por el contribuyente, deducidos los gastos necesarios para producirlo, en la proporción que corresponda, más la totalidad de los créditos por los impuestos extranjeros de dichos países, calculada de la forma establecida en este artículo.”.

b) Sustitúyese el párrafo segundo del Nº 2 por el siguiente: 

“También dará derecho a crédito el impuesto a la renta pagado por una o más sociedades en la parte de las utilidades que repartan a la empresa que remesa dichas utilidades a Chile, siempre que todas estén domiciliadas en el mismo país y la segunda posea directa o indirectamente el 10% o más del capital de las sociedades subsidiarias señaladas.”.

c) Sustitúyese en el párrafo segundo del Nº 3 el porcentaje “30%” por “35%”.

6) Agrégase en el párrafo sexto del N° 1 del artículo 54, a continuación de la frase “determinadas según las normas de esta ley”, la expresión “y las rentas establecidas con arreglo a lo dispuesto en los artículos 70 y 71”.

Artículo 6°.- La presente ley regirá desde su publicación en el Diario Oficial y respecto de los hechos acaecidos a contar de dicha fecha, salvo aquellas disposiciones que tengan una regla especial de vigencia.

Disposiciones transitorias

Artículo primero.- Lo dispuesto en el artículo 1º, número 1), comenzará a regir luego de ciento ochenta días corridos desde la fecha de publicación de esta ley en el Diario Oficial.

La obligación de emitir facturas y demás documentos electrónicos señalados en el artículo 54 de la ley sobre Impuesto a las Ventas y Servicios entrará en vigencia luego de nueve meses de publicada esta ley en el Diario Oficial. No obstante, en el caso de empresas de menor tamaño, según éstas se clasifican y definen en la ley Nº 20.416, que fija normas especiales para las empresas de menor tamaño, que de acuerdo a los respectivos instrumentos de planificación territorial estén domiciliadas en zonas urbanas, la obligación de emitir documentos electrónicos entrará en vigencia luego de dieciocho meses desde la publicación de esta ley en el Diario Oficial. Tratándose del mismo tipo de empresas, pero domiciliadas en zonas rurales, dicho plazo será de veinticuatro meses, contados desde la citada publicación. Con todo, tratándose de microempresas definidas por la referida ley, los plazos serán de veinticuatro meses si están domiciliadas en zonas urbanas y de treinta y seis meses en caso de encontrarse domiciliadas en zonas rurales.
Al menos tres meses antes de la entrada en vigencia de la obligación de emitir facturas electrónicas y otros documentos tributarios, fijada en el inciso anterior según tipo de contribuyente, el Servicio de Impuestos Internos deberá dictar la o las resoluciones que sean necesarias para implementar la excepción establecida en el inciso segundo del artículo 54 del decreto ley N° 825, de 1974, sustituido por la presente ley. 

La disposición relativa al valor de los comprobantes o recibos que se emitan en el caso de transacciones pagadas por medios electrónicos, establecida en el inciso primero del artículo 54 de la ley sobre Impuesto a las Ventas y Servicios, contenida en el decreto ley N° 825, de 1974, que se sustituye por el artículo 1º Nº 2 de la presente ley,  entrará en vigencia en el plazo de un año contado desde la publicación de ésta en el Diario Oficial.

Artículo segundo.- Lo dispuesto en los números 1), 2) y 6) del artículo 5° regirá a partir del 1 de enero de 2013, en los mismos términos en que rigen las modificaciones introducidas por el artículo 1º, N° 5), letra d); N° 7), letra b), literal iii) y N° 8 de la ley N° 20.630, que perfecciona la legislación tributaria y financia la reforma educacional.
Lo dispuesto en el número 3) del artículo 5° regirá a partir del 1 de enero del 2014 respecto de los pagos, gastos o desembolsos allí señalados y que se efectúen a contar de dicha fecha.

Lo dispuesto en los números 4) y 5) del artículo 5° regirá a partir del 1 de enero 2014, respecto de las rentas que se perciban del exterior o, en el caso de las agencias u otros establecimientos permanentes en el exterior, respecto de las rentas que se perciban o devenguen a contar de dicha fecha, siempre que el impuesto extranjero que se utiliza como crédito en Chile se haya pagado en dicha fecha o con posterioridad a ella. Las rentas percibidas o devengadas en los términos señalados a contar del 1 de enero de 2014, respecto de las cuales se haya pagado el impuesto extranjero que se utiliza como crédito en Chile con anterioridad a dicha fecha, se regirán por las normas de la ley sobre Impuesto a la Renta vigentes con anterioridad a la fecha referida.

Finalmente, lo dispuesto en el Nº 1) del artículo 3º comenzará a regir en la fecha que fije el Director del Servicio de Impuestos Internos mediante resolución, la que no podrá exceder del año 2014. A la XIX Dirección Regional Metropolitana, Santiago Norte, del Servicio de Impuestos Internos, le corresponderá la fiscalización, conocimiento o realización de las actuaciones, asuntos, diligencias o peticiones, que se inicien o se encuentren pendientes a esa fecha, de contribuyentes que se encuentren domiciliados en el territorio sobre el cual la nueva Dirección Regional tenga competencia.

Artículo tercero.- La Tesorería General de la República podrá ejercer la facultad concedida por el artículo 5° de la ley N° 20.630, respecto de los impuestos adeudados en ella señalados, desde la fecha de publicación de la presente ley en el Diario Oficial y hasta seis meses después de dicha fecha.

Artículo cuarto.- El mayor gasto que irrogue la aplicación de esta ley en el transcurso de su primer año presupuestario de vigencia será financiado con reasignaciones del presupuesto del Servicio de Impuestos Internos. En lo que faltare, el Ministerio de Hacienda podrá suplementar con cargo a recursos del Tesoro Público. Para los años siguientes, se estará a lo que indique la ley de Presupuestos respectiva.”.
- - - 

Acordado en sesión celebrada el día 7 de enero de 2014, con asistencia de los Honorables Senadores señores Andrés Zaldívar Larraín (Presidente), Camilo Escalona Medina, José García Ruminot, Ricardo Lagos Weber y Hernán Larraín Fernández.


Sala de la Comisión, a 8 de enero de 2014.

(Fdo.): Roberto Bustos Latorre, Secretario de la Comisión.
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INFORME DE LA COMISIÓN DE MINERÍA Y ENERGÍA, RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, EN TERCER TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE MODIFICA LA LEY GENERAL DE SERVICIOS ELÉCTRICOS, CON EL FIN DE PROMOVER LA INTERCONEXIÓN DE SISTEMAS ELÉCTRICOS INDEPENDIENTES

(9022-08)

HONORABLE SENADO:


La Comisión de Minería y Energía tiene el honor de informar el proyecto de ley señalado en el epígrafe, que se encuentra en tercer trámite constitucional en el Senado, y para cuyo despacho se ha hecho presente calificación de urgencia “suma”.


A la sesión en que se estudió esta iniciativa asistió la Honorable Senadora señora Allende.


Asistieron, también, en representación del Ejecutivo, el Ministro de Energía, señor Jorge Bunster, acompañado del asesor ministerial señor Jaime Espínola.


Finalmente, concurrieron el asesor del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señor Benjamín Rug; los asesores parlamentarios señores Manuel Baquedano, Rodrigo Mora y Javier Sutil; el coordinador legislativo del Instituto Igualdad, señor Gabriel de la Fuente, y el abogado del Instituto Libertad y Desarrollo, señor Sergio Morales.

- - -


Al comenzar el estudio de las enmiendas introducidas por la Cámara de Diputados, en segundo trámite constitucional, al proyecto de ley aprobado por el Senado, el señor Ministro de Energía explicó que dicha Corporación estimó necesario que la normativa admitiera distintas tecnologías y no se limitara sólo a una. En este sentido, destacó que una indicación del mismo tenor ya se había hecho en el Senado, cuando éste acordó que el artículo 84 contemplara la posibilidad de realizar “interconexiones de cualquier tecnología”.


Además, agregó el personero de Gobierno, la Cámara revisora incorporó un nuevo literal en el mismo artículo, a fin de que una eventual interconexión considere no sólo a las líneas existentes, sino también a aquellas que se encuentren en construcción. Esta idea fue ampliamente compartida por el Ejecutivo.


Por último, el Secretario de la Cartera indicó que la Cámara de Diputados -en el artículo 99- estuvo por incluir una modificación, respecto de la cual el Ejecutivo fue proclive, tendiente a que los estudios que se hagan para proponer una interconexión sean suficientemente consistentes y profundos, tal como aquellos que deben hacerse cada cuatro años con motivo del estudio de transmisión troncal. Esta idea procederá cualquiera que sea la propuesta del Ejecutivo, esto es, ya se trate del estudio de transmisión troncal o de las revisiones anuales.


En cuanto a las restantes modificaciones acordadas por la Cámara revisora, el señor Ministro sostuvo que son de tipo formal y de referencia legislativa.

El Honorable Senador señor Gómez manifestó su inquietud acerca de la forma de operar del sistema y de los beneficios que surgirán de la interconexión entre el SING y el SIC.


El personero de Gobierno enfatizó que facultar al Estado para impulsar iniciativas de esta clase, si bien tiene especial importancia a propósito de la interconexión entre el SING y el SIC, también es útil para otros sistemas. Con todo, acotó, en lo que atañe a la interconexión SING-SIC los análisis económicos que efectuó la Comisión Nacional de Energía dieron resultados muy favorables para este tipo de iniciativas.


En cuanto al pago, aspecto de especial preocupación de la Comisión, el señor Ministro dijo que en la actualidad existen dos grandes sistemas que funcionan por separado: para definir como se pagan las líneas troncales la ley consagra el concepto de “área de influencia común”. Así, las líneas troncales que están dentro de esta área de influencia se pagan en un 80% por parte de los generadores y en un 20% por parte de quienes retiran energía. Respecto de lo que queda fuera del área, el pago dependerá del flujo: si el flujo discurre hacia el área de influencia el pago corresponde en un 100% a los generadores; en caso contrario, los costos de las líneas son asumidos por quienes retiran. En ese entendido, arguyó, una interconexión eléctrica al unir distintos sistemas y generar uno solo exigirá redefinir el área de influencia común, pero mantendrá el mismo patrón de pago que prevé la normativa legal vigente.


Adicionalmente, comentó, dentro de las ventajas de una interconexión se encuentra la incorporación de actores que hoy sólo operan en uno de los sistemas, con lo que se aumenta la competencia y el nivel de respaldo del sistema al existir un parque instalado mayor.


A juicio del señor Ministro, un sistema único permitirá aprovechar las ventajas climáticas de uno y otro sistema, lo que a la postre reducirá los costos de la energía. Lo anterior, porque la interconexión supone una presión a la baja de los costos marginales de la energía, especialmente para quienes se encuentran en la parte norte del SIC, sin perjuicio de aumentar la capacidad de incorporación de plantas de generación de base a partir de las mayores oportunidades que se suscitan.


En este sentido, el personero de Gobierno enfatizó que un sistema interconectado facilita la integración de las ERNC. Como en general, dijo, estas energías se generan lejos de los centros de consumo, la interconexión permitirá llevarlas a cualquier punto del territorio. Esto le ofrece un gran potencial al país en términos de versatilidad, conectividad y costos de la energía.


Finalmente, destacó que las evaluaciones económicas realizadas por el Ejecutivo si bien señalan que el beneficio financiero directo puede ser de entre US$300 millones a US$600 millones como valor presente, cuando se incorporan los beneficios sociales ese monto asciende a aproximadamente US$1.500 millones.


Ante una consulta de la Honorable Senadora señora Allende relativa a las cifras precedentemente indicadas, el personero de Gobierno precisó que lo que permite alcanzar tales guarismos es fundamentalmente la baja en los costos de energía, lo que está respaldado por los estudios de la Comisión Nacional de Energía.


El Honorable Senador señor Orpis fue partidario de especificar cómo y quién va a pagar la interconexión, ya que en su opinión al no contemplarlo la iniciativa legal podría constituirse en un obstáculo para materializar este tipo de proyectos. En todo caso, el señor Senador advirtió que el mecanismo tarifario queda pendiente.

El personero de Gobierno reiteró que para el Ejecutivo este tema está resuelto en la normativa vigente, que alude al mecanismo de pago de las líneas troncales: una línea de interconexión entre dos sistemas, es una línea troncal que se acogerá a los mismos mecanismos de pago ya establecidos. A futuro podrá discutirse el sistema general de remuneración o financiamiento de las líneas troncales del país, añadió, pero ello escapa del ámbito de este proyecto.


La Honorable Senadora señora Allende, luego de recordar que este proyecto de ley nace a raíz del rechazo por parte del panel de expertos al llamado a licitación para esta obra del Gobierno, se manifestó de acuerdo con conferirle al Estado una mayor presencia o facultad en esta materia, de modo que no quede entregada al simple arbitrio del sector privado. Por lo demás, arguyó, mientras más actores existan es de suponer que el sistema debiera tender a usar de mejor manera sus recursos y obtener mayores beneficios.


La señora Senadora estimó que una eventual interconexión debería facilitar el desarrollo de las ERNC, lo que a su vez permite diversificar la matriz energética del país. Por tal razón, agregó, es fundamental remover los obstáculos que tienen dichas energías para integrarse al sistema.


Por otra parte, sostuvo que si para el Ejecutivo el mecanismo de pago de la ley vigente sirve para aclarar quién paga, el problema más arduo y de lato conocimiento referido a la fijación tarifaria puede quedar para una próxima revisión legislativa.

Enseguida, consultó a los representantes del Ejecutivo si el sistema queda o no abierto a cualquier tipo de generación y cómo se abordará desde el punto de vista tecnológico, esto es, si la transmisión se hará mediante corriente alterna o continua.


Sobre este último punto, el señor Ministro recalcó que el proyecto de ley establece que la interconexión puede ser con “cualquier tecnología”, de modo que no se pronuncia sobre las ventajas de una u otra. De este modo, este asunto queda entregado a una discusión técnica ulterior de mayor complejidad.

El Honorable Senador señor Gómez consultó si la interconexión incidirá en un mejoramiento de los flujos y los precios de la energía.

Al respecto, el Honorable Senador señor Orpis hizo presente que hay estudios que indican que el precio subirá en el SING, en atención a los costos marginales.


El personero de Gobierno explicó que el SING es un sistema térmico que tiene suficiente oferta y que no depende de hidrología. Así, sus costos marginales dependen del valor del carbón. En el caso del SIC, éste es un sistema híbrido en el que hay gas natural, carbón e hidroelectricidad. Además, presenta problemas de transmisión, lo que hace que se marquen costos marginales conforme al diésel en distintos momentos. De producirse la interconexión, los costos de ambos sistemas no se promedian. Como los cambios no son instantáneos, lo que ocurrirá es que paulatinamente el precio del SIC empezará a converger hacia el del SING, propendiendo al equilibrio de las plantas más eficientes (que son térmicas).


En síntesis, dijo el Ministro, contar con una interconexión equivale a introducir una presión para que los costos marginales del SIC empiecen a bajar.
- - -


A continuación se efectúa, siguiendo el orden del articulado del proyecto, una relación de las modificaciones introducidas por la Cámara de Diputados al texto aprobado por el Senado en primer trámite constitucional, así como de los acuerdos adoptados por la Comisión.

- - - 

Artículo único.-

En el primer trámite constitucional mediante este artículo el Senado, en ocho numerales, acordó incorporar diversas enmiendas en el decreto con fuerza de ley N° 4, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, de 2007, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado del decreto con fuerza de ley N° 1, del Ministerio de Minería, de 1982, que contiene la Ley General de Servicios Eléctricos.

Numeral 1

Modifica el artículo 84.
° ° °

En segundo trámite constitucional, la Cámara revisora intercaló las siguientes letras b) y c), nuevas:


“b) Sustitúyese la letra c) del inciso primero por la siguiente:


“c) La calificación de líneas, subestaciones e interconexiones existentes y,o en construcción como nuevas obras troncales, incluso aquellas adicionales que interconecten o faciliten la interconexión de dos o más sistemas eléctricos.”.


c) Sustitúyese, en la letra d) del inciso primero, la expresión “y b)”, por la frase “, b) y c), en su caso,”.”.


El señor Ministro precisó que mediante esta modificación se incluyen también las obras en construcción, así como las obras adicionales que se requieran para facilitar la interconexión de sistemas, lo cual se considera de toda conveniencia.


Sometida a votación esta enmienda, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Frei, Gómez, Kuschel y Orpis.
° ° °
Letras b) y c)

La primera, agrega, en el inciso segundo, después de la palabra “eléctrico”, la frase “o de los respectivos sistemas eléctricos, según sea el caso,”.

La segunda, intercala el siguiente inciso tercero, nuevo, pasando el actual inciso tercero a ser cuarto:


“En caso que las nuevas obras de transmisión contemplen la interconexión de sistemas eléctricos independientes, se deberá realizar y adjuntar al estudio de transmisión troncal una evaluación que dé cuenta de los impactos económicos que tendría, para cada sistema eléctrico por separado, la ejecución y operación de dicha obra.”.

En el segundo trámite constitucional, estos literales pasaron a ser letras d) y e), respectivamente, sin enmiendas.

Sometida a votación esta enmienda, de carácter estrictamente formal, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Frei, Gómez, Kuschel y Orpis.
° ° °

A continuación, la Cámara revisora incorporó una letra f), del siguiente tenor:


“f) Intercálase en el inciso tercero, que ha pasado a ser cuarto, a continuación del vocablo “generadoras”, la expresión “o transmisoras”.”.


Sometida a votación esta enmienda, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Frei, Gómez, Kuschel y Orpis.
o o o

Enseguida, en el segundo trámite constitucional, la Cámara revisora intercaló el siguiente numeral 2), nuevo:


“2) Modifícase el inciso segundo del artículo 86 de la siguiente manera:


a) Intercálase en su letra a), a continuación de la palabra “instalaciones”, la frase “existentes o en construcción”, y elimínase la palabra “existentes”.


b) Reemplázase en su letra g) el vocablo “tercero” por “cuarto”.”.


El señor Ministro sostuvo que esta modificación es coincidente con aquella que la Cámara revisora introdujo en el numeral 1.


Sometida a votación esta enmienda, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Frei, Gómez, Kuschel y Orpis.
o o o
Numeral 2

Este numeral, que introduce diversas enmiendas en el artículo 91, pasó a ser en el segundo trámite constitucional numeral 3.
° ° °

La Cámara revisora intercaló la siguiente letra a), nueva:


“a) Intercálase, en la letra a) del inciso segundo, luego del vocablo “existentes”, la expresión “y en construcción”.”.

Sometida a votación esta enmienda, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Frei, Gómez, Kuschel y Orpis.
° ° °
Letras a) y b)

La primera, reemplaza, en el literal c) del inciso segundo, la frase “líneas y subestaciones” por el vocablo “obras”.


La segunda, intercala el siguiente inciso tercero, nuevo, pasando los actuales incisos tercero y cuarto a ser incisos cuarto y quinto, respectivamente:


“El Ministerio de Energía podrá disponer que la Comisión incorpore la interconexión entre sistemas eléctricos, cuando ello sea necesario para el mejor funcionamiento del sistema eléctrico en su conjunto, conforme a los lineamientos establecidos por la política energética nacional. En este caso, la Comisión deberá contemplar las instalaciones correspondientes en el informe técnico a que se refiere el presente artículo, adjuntando la justificación técnico-económica de las obras propuestas.”.

Estos literales, en el segundo trámite constitucional, pasaron a ser letras b) y c), sin modificaciones.

Sometida a votación esta enmienda, de carácter estrictamente formal, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Frei, Gómez, Kuschel y Orpis.
° ° °

Luego, la Cámara revisora agregó una letra d), nueva, del siguiente tenor:


“d) Intercálase en el inciso cuarto, que ha pasado a ser quinto, a continuación de la expresión “letra a)”, la frase “y del inciso tercero”.”.


Sometida a votación esta enmienda de referencia legislativa, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Frei, Gómez, Kuschel y Orpis.
° ° °
Numeral 3

Este numeral, que introduce diversas enmiendas en el artículo 95, pasó a ser en el segundo trámite constitucional número 4, sin otras modificaciones.

Sometida a votación esta enmienda, de carácter estrictamente formal, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Frei, Gómez, Kuschel y Orpis.
Numeral 4

Este numeral, que introduce enmiendas en el artículo 96, pasó a ser en el segundo trámite constitucional número 5.
° ° °

La Cámara revisora intercaló la siguiente letra b), nueva:


“b) Modifícase el inciso segundo de la siguiente manera:


i) Sustitúyese la preposición “de”, que se encuentra a continuación del vocablo “condiciones”, la primera vez que aparece, por la siguiente frase: “objetivas que serán consideradas para determinar la”.”.

Además, ubicó la letra b) del Senado como literal ii) de esta nueva letra b), sin otras enmiendas. Cabe recordar que la señalada letra b), aprobada en el primer trámite constitucional, elimina, en el inciso segundo del artículo 96, la frase “, conforme al respectivo estudio de transmisión troncal”.

El señor Ministro señaló que mediante esta modificación se persigue asegurar las condiciones objetivas de las licitaciones, de manera de precaver decisiones arbitrarias de la autoridad.


Sometida a votación esta enmienda, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Frei, Gómez, Kuschel y Orpis.
Numerales 5 y 6

El primero introduce, mediante cinco letras, diversas modificaciones en el artículo 97. El segundo agrega, en el artículo 98, a continuación de la expresión “conforme a lo establecido en”, la frase “los artículos anteriores o en”.


Estos numerales pasaron a ser, en el segundo trámite constitucional, números 6 y 7, sin otras enmiendas.

Sometida a votación esta enmienda, de carácter estrictamente formal, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Frei, Gómez, Kuschel y Orpis.
Numeral 7

Intercala, en el inciso cuarto del artículo 99, a continuación de la primera oración, el siguiente texto: “En dicho plan, la Comisión podrá, adicionalmente, incorporar las obras de expansión que estime necesarias. Tratándose de la incorporación de obras de interconexión, la Comisión deberá adjuntar un informe técnico con la justificación técnico-económica de las obras propuestas. Asimismo, el Ministerio de Energía podrá ejercer la facultad que dispone el inciso tercero del artículo 91.”.

Este numeral, en el segundo trámite constitucional, pasó a ser número 8.


La Cámara revisora le introdujo las siguientes enmiendas:


- Primeramente, le incorporó una letra a), nueva, del tenor que sigue:


“a) Reemplázase, en su inciso segundo, la palabra “tercero” por “cuarto”.”.

- A continuación, la Cámara de Diputados contempló como letra b) el texto propuesto por el Senado en el numeral 7, con los cambios que se indican:


i) Sustituyó la expresión “estime necesarias” por la frase “sean necesarias para adecuar el plan de expansión del sistema troncal a los efectos del inciso segundo de este artículo”.


ii) Luego, intercaló, entre las expresiones “justificación técnico-económica” y “de las obras propuestas”, la frase “y de política pública”.


iii) Por último, intercaló, a continuación de “de las obras propuestas”, la frase “en condiciones equivalentes a las establecidas en el estudio de transmisión troncal”.

Según explicara el señor Ministro, con esta enmienda se persigue que los estudios que se realicen para justificar una interconexión de sistemas sean profundos y consistentes, al igual como se exige que lo sean aquellos destinados a decidir una obra troncal. Además, se trata que una decisión de interconexión se adecue a los lineamientos de política pública que haya establecido en la materia el Estado.


Sometida a votación esta enmienda, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Frei, Gómez, Kuschel y Orpis.
Numeral 8

Este numeral, que agrega en el inciso primero del artículo 116, después del término “nacional”, la frase “, cuyas instalaciones de transmisión no hubieren sido calificadas como troncales,”, pasó a ser en el segundo trámite constitucional número 9, sin otra modificación.


Sometida a votación esta enmienda, de carácter estrictamente formal, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Frei, Gómez, Kuschel y Orpis.
- - -


En mérito de las consideraciones precedentemente expuestas y de las resoluciones pertinentes, vuestra Comisión de Minería y Energía, por la unanimidad de sus miembros presentes, tiene el honor de proponer al Honorable Senado la aprobación de la totalidad de las enmiendas incorporadas por la Cámara revisora, en el segundo trámite constitucional, al proyecto de ley acordado por el Senado en el primer trámite.
- - -


Acordado en sesión celebrada el día 8 de enero de 2014, con asistencia de los Honorables Senadores señores Jaime Orpis Bouchon (Presidente) (Gonzalo Uriarte Herrera), Eduardo Frei Ruiz-Tagle, José Antonio Gómez Urrutia y Carlos Ignacio Kuschel Silva (Baldo Prokurica Prokurica).


Sala de la Comisión, a 8 de enero de 2014.

(Fdo.): Ignacio Vásquez Caces, Secretario.
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NUEVO SEGUNDO INFORME DE LA COMISIÓN DE CONSTITUCIÓN, LEGISLACIÓN, JUSTICIA Y REGLAMENTO, RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, EN SEGUNDO TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE AUTORIZA EL LEVANTAMIENTO DE SECRETO BANCARIO EN INVESTIGACIONES DE LAVADO DE ACTIVOS 

(4426-07)

HONORABLE SENADO:

La Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento tiene el honor de emitir un nuevo segundo informe sobre el proyecto de ley indicado en el epígrafe, en segundo trámite constitucional, e iniciado en Moción de los Honorables Diputados señores Gabriel Ascencio Mansilla, Jorge Burgos Varela, Carlos Montes Cisternas y Eduardo Saffirio Suárez y de los exdiputados señores Juan Bustos Ramírez, Francisco Encina Moriamez y Álvaro Escobar Rufatt.

A la sesión en que la Comisión trató nuevamente esta iniciativa concurrieron, el subsecretario de Hacienda, señor Julio Dittborn, y su asesor señor Francisco Moreno; el director de la Unidad de Análisis Financiero, señor Javier Cruz y el abogado de dicho servicio, señor Manuel Zárate; el director de la Unidad de Lavado de Dinero, Delitos Económicos, Medioambientales y Crimen Organizado (ULDDECO) de la Fiscalía Nacional del Ministerio Público, señor Mauricio Fernández y el abogado de la mencionada unidad, señor Antonio Segovia.

Asimismo, participó, especialmente invitado, el abogado y profesor de Derecho Penal, señor Juan Domingo Acosta. 

Finalmente, también estuvieron presentes el abogado de la Biblioteca del Congreso Nacional, señor Juan Pablo Cavada, y la asesora del Honorable Senador señor Patricio Walker, señora Paz Anastasiadis.

NORMAS DE QUÓRUM ESPECIAL

Cabe recordar que, tal como se indicó en el segundo informe de esta Comisión, la letra b) del número 2) del artículo 1°; el artículo 38, agregado por el número 13) del artículo 1°; el artículos 2°; el número 2) del artículo 3° y el artículo transitorio de esta iniciativa fueron calificados como normas de carácter orgánico constitucional y deben, en consecuencia, ser aprobados por las cuatro séptimas partes de los señores Senadores en ejercicio, en conformidad con lo dispuesto en los artículos 77 y 84, en relación con el inciso segundo del artículo 66, ambos de la Constitución Política de la República.

ANTECEDENTES

El Senado inició, los días 4 de septiembre y 2 de octubre, ambos de 2013, la discusión en particular de esta iniciativa. 

En la última de las sesiones mencionadas se presentaron tres inquietudes antes de proceder a la votación en particular de este proyecto.

1.- La primera de ellas la formuló el Honorable Senador señor Orpis quien manifestó su preocupación sobre el efecto que tendría, respecto de la pena asignada a determinados delitos, la aprobación del nuevo inciso final que se agrega al artículo 27 de la ley N° 19.913.
En esta materia cabe recordar que el artículo 27 incluye una serie de crímenes o simples delitos que conforman el catálogo de ilícitos base o precedentes, esto es, aquellos de los cuales provienen, directa o indirectamente, los dineros o bienes que luego son objeto de los actos de lavado o blanqueo.

En su planteamiento, el Honorable Senador señor Orpis hizo presente que el mencionado inciso final establece que la pena privativa de libertad aplicable en los casos previstos en las letras a) y b) del artículo 27 no podrá exceder de la pena mayor que la ley asigna al autor del crimen o simple delito del cual provienen los bienes objeto del delito contemplado en este artículo, sin perjuicio de las multas y penas accesorias que correspondan en conformidad a esta ley.

Recordó que el artículo 27 señala: “Será castigado con presidio mayor en sus grados mínimo a medio y multa de doscientas a mil unidades tributarias mensuales” un conjunto de conductas sancionadas por lavado de dinero. 
Hizo presente que normalmente el lavado de dinero tiene un delito base: el tráfico de drogas o la conducta terrorista. Agregó que la actual norma de la ley N° 19.913 dispone que: “Si el que participó como autor o cómplice del hecho que originó tales bienes incurre, además, en la figura penal contemplada en este artículo,” -es decir, lavado de dinero- “será también sancionado conforme a ésta.”. En otras palabras, la persona debe cumplir la pena asignada al delito base y, además, la del delito de lavado de dinero.

Añadió que el proyecto cambia radicalmente este criterio ya que en el nuevo inciso final del artículo 27 se señala que: “En todo caso, la pena privativa de libertad aplicable en los casos de las letras a) y b) no podrá exceder de la pena mayor que la ley asigna al autor del crimen o simple delito del cual provienen los bienes objeto del delito contemplado en este artículo”.

Sostuvo que el tope de la pena del delito de lavado de dinero está determinado por la sanción del delito base. Afirmó que en virtud de lo anterior, tanto los delitos de la Ley de Drogas como los que sanciona la Ley que fija Conductas Terroristas tendrán una rebaja de pena respecto del lavado de activos. 

Frente a esta situación, propuso estudiar dos vías de solución. La primera supondría rechazar el inciso final del artículo 27. La segunda implicaría modificar ese inciso para establecer que lo anterior se aplicará “con excepción de los delitos que tiene asignada pena de crimen en virtud de la ley Nº 20.000, sobre tráfico ilícito de estupefacientes o en la ley 18.314, sobre conductas terroristas”.

Concluyó señalando que sería conveniente enviar nuevamente esta la iniciativa a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento para que revise esta disposición.

2.- La segunda observación la formuló el Honorable Senador señor Coloma quien, junto con adherir a lo planteado por el Honorable Senador señor Orpis, recordó que este proyecto se originó en una moción parlamentaria que ingresó al Congreso Nacional el año 2006. Su objetivo era subsanar un reparo de inconstitucionalidad que formuló el Tribunal Constitucional respecto de ciertas normas que no fueron aprobadas con el quórum requerido. Manifestó que por esa razón el mencionado Tribunal declaró inconstitucionales los artículos 2º y 3º de ese proyecto.

Hizo presente que los autores de esta moción buscaban que dichas disposiciones fuesen acogidas con los quórums correspondientes, con el fin de sanear ese defecto y, por tanto, legislar en el sentido adecuado.

Sin embargo, recordó que por la vía de una indicación del Ejecutivo se incorporaron materias que nada tienen que ver con el levantamiento del secreto bancario para investigar el lavado de activos. Esas normas se vinculan, entre otras materias, con el financiamiento del terrorismo; con nuevas atribuciones para fiscalizar bolsas de valores y bolsas de productos, incluyendo en estas medidas de control a las organizaciones deportivas profesionales o la obligación de reportar a la Unidad de Análisis Financiero las cooperativas de ahorro y crédito.

Por lo anterior, señaló que la idea matriz de este proyecto era autorizar el levantamiento del secreto bancario en la investigación de lavado de activos, para lo cual se reponían dos artículos que en su momento fueron rechazados por el Tribunal Constitucional por no cumplir el quórum respectivo.

Recordó que era muy importante precisar este asunto, pues las indicaciones deben guardar relación con las ideas matrices de la iniciativa.

Concluyó señalando que si la Cámara de Diputados no reparó en este problema nada impide que se deje constancia de este asunto en este debate.

3.- En tercer lugar, intervino el Honorable Senador señor Zaldívar quien solicitó que se estudiara nuevamente si este proyecto debía ser analizado por la Comisión de Hacienda del Senado. Recordó que mediante esta iniciativa se modifica la Ley de Cuentas Corrientes Bancarias y Cheques; la Ley General de Bancos; la ley Nº 19.913, que creó la Unidad de Análisis Financiero, y se establecen multas y otras obligaciones que sería adecuado que dicho órgano estudiara. Agregó que se podría incurrir en infracción al no darle carácter obligatorio al informe de la Comisión de Hacienda, cuando se trata de materias propias de su ámbito.

Por lo tanto, señaló que le parecería conveniente estudiar si el proyecto debía ser analizado por la mencionada Comisión, a fin de evitar la infracción a una norma del Reglamento del Senado.
-.-.-


A partir de estos planteamientos, la Sala del Senado acordó que el proyecto volviera a esta Comisión para tratar puntualmente las inquietudes planteadas.

DEBATE DE ESTOS PUNTOS EN LA COMISIÓN


- En primer lugar, la Comisión examinó la observación que formuló el Honorable Senador señor Orpis.


Al iniciar el estudio de esta materia, se puso a disposición de los integrantes de la Comisión un documento elaborado por la Unidad Especializada de Lavado de Dinero, Delitos Económicos, Medioambientales y Crimen Organizado (ULDDECO) del Ministerio Público, en que se analizan los efectos que tendría la aprobación del nuevo inciso final que se propone agregar al mencionado artículo 27 de la Ley N°19.913.

En dicho documento se precisa lo siguiente:

“Penas asignadas al delito de lavado de dinero en el proyecto de ley que modifica la Ley Nº 19.913 (Boletín Nº 4426-07).

1. Antecedentes generales.

1.1. Una de las principales reformas que se proponen al artículo 27 de la Ley Nº 19.913, norma que describe y sanciona el delito de lavado de dinero, se relaciona con la penalidad asignada al delito de dinero.

1.2. El artículo 27 vigente hoy asigna al delito de lavado de dinero (doloso), tal como se lee en su inciso 1º, la pena de presidio mayor en sus grados mínimo a medio y multa de doscientas a mil unidades tributarias mensuales.

La única excepción o regla especial se encuentra contenida en el inciso 4º de la misma norma, que impone al autor de alguna de las conductas descritas en la letra a) –tipo de lavado de dinero por “ocultamiento”-, cuando no ha conocido el origen ilícito de los bienes por negligencia inexcusable, la pena asignada al delito de lavado de dinero rebajada en dos grados. La menor penalidad en este caso se explica porque se trata de conductas desplegadas sin dolo, pero con culpa –negligencia inexcusable-, lo que justifica una sanción menos drástica siguiendo por lo demás la sistemática en la asignación de penas a los delitos culposos o cuasidelitos en el Código Penal.

1.3. El proyecto de ley que propone modificar la Ley Nº 19.913, contenido en el Boletín Nº 4426-07, en segundo trámite constitucional, incorpora entre otras materias reformas a la penalidad asignada al delito de lavado de dinero bajo una regla de determinación de la pena que sigue un criterio de proporcionalidad tomando como referencia la pena mayor asignada al autor del delito base o precedente consumado.

En concreto, el proyecto deja intacto el inciso 1º del artículo 27 –la asignación en abstracto de pena al autor del delito de lavado de dinero doloso-, pero incorpora la siguiente fórmula en su inciso final:

“En todo caso, la pena privativa de libertad aplicable en los casos de las letras a) y b) no podrá exceder de la pena mayor que la ley asigna al autor del crimen o simple delito del cual provienen los bienes objeto del delito contemplado en este artículo, sin perjuicio de las multas y penas accesorias que correspondan en conformidad a esta ley.”

1.4. La regla de determinación de pena contemplada en el inciso final fue propuesta en conjunto por el Ministerio Público, Ministerio del Interior y el abogado Juan Domingo Acosta, a solicitud de la propia Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento del Senado, que pretendía lograr un acuerdo entre los actores relevantes en la discusión del proyecto.

La norma transcrita, aprobada en particular por la Comisión, fue modificada de la originalmente propuesta, siguiendo fuertemente las recomendaciones del Sr. Acosta. En efecto, la norma aprobada por la Cámara de Diputados era del siguiente tenor:

“En todo caso, la pena aplicable por el delito de este artículo será presidio menor en su grado medio a máximo y multa de doscientas a mil unidades tributarias mensuales, además de las accesorias que correspondan, cuando el delito base o precedente del lavado de activos esté sancionado en la ley con una pena de simple delito.”.

En su informe sobre el proyecto de ley, evacuado a solicitud de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento del Senado, el Sr. Acosta propone reemplazar el límite de pena aprobado por la Cámara, por el de la pena mayor asignada al autor del delito base consumado, criterio que en definitiva prevaleció.

2. Naturaleza y fundamentos de la regla del inciso final del art. 27.

2.1. El artículo 27, en su letra a), lista una serie de crímenes o simples delitos que conforman el catálogo de delitos base o precedentes, esto es, aquellos de los cuales provienen, directa o indirectamente, los dineros o bienes que luego son objeto de los actos de lavado o blanqueo.

2.2. Como puede apreciarse de la simple lectura del artículo 27, el catálogo de delitos base incluye figuras tan disímiles como el tráfico de drogas y el uso de información privilegiada; delitos terroristas y trata de personas, entre otros. Aparentemente, la convivencia en la norma de delitos tan diferentes entre sí obedecería a la premisa general que todos ellos son susceptibles de generar grandes utilidades y ganancias ilícitas, que pueden convertirse en consecuencia de los actos de lavado de dinero que se intenta impedir a través de la sanción de las conductas.

Sin embargo, esta unión miscelánea de delitos provoca efectos y algunas distorsiones en relación con la pena asignada y aplicable al delito de lavado de dinero. En efecto, el delito de lavado de dinero se castiga hoy con la misma pena –presidio mayor en sus grados mínimo a medio, esto es entre 5 años y 1 día y 15 años y multa-, tanto si los bienes provienen de un delito de tráfico de drogas, que tiene una pena similar, como si proviene de un delito económico como por ejemplo la obtención fraudulenta de créditos que tiene asignada una pena bastante menor, o los delitos de corrupción pública, que tienen también dispuesta por el legislador penalidades bastante más bajas.

De esta manera, el lavado de dinero que proviene de delitos de tráfico de drogas, cuya pena es de presidio mayor en sus grados mínimo a medio, es la misma que para quien blanquea dineros o bienes provenientes de un delito de cohecho del art. 248 del Código Penal, cuya pena máxima es de reclusión menor en su grado mínimo -61 a 540 días-.

2.3. Esta situación ha producido en la práctica una reticencia a condenar por lavado de dinero que proviene de un delito base que tiene asignada una sanción penal bastante menor, ya sea que se enjuicien ambos delitos en forma conjunta, como lo permite expresamente el inciso 5º del artículo 27- o no.

Tal reticencia puede explicarse por la circunstancia de que el delito de lavado de dinero, si bien es una figura autónoma e independiente del delito base, sobre lo que no hay mayor debate hoy ni a nivel doctrinario ni en la jurisprudencia de nuestros tribunales, se encuentra fuertemente ligado al delito base o precedente. En términos normativos, el delito base -como un hecho típico y antijurídico- es uno de los elementos que debe acreditarse para configurar una hipótesis de lavado de dinero.

Así, la mayoría de la doctrina ha entendido que el delito de lavado de dinero es una figura de encubrimiento especial o calificado por aprovechamiento real, y por cierto autónomo, cuyo bien jurídico protegido, al igual que en todo encubrimiento, es la recta administración de justicia, en este caso, la posibilidad que tienen las instituciones de investigación, persecución penal y sanción de detectar, incautar, “congelar” y decomisar bienes de origen ilícito.

En este sentido también se han pronunciado nuestros tribunales, que han entendido que el delito de lavado de dinero atenta contra la recta administración de justicia, en su función de averiguación, persecución y castigo de los delitos (2º TOP Santiago, fallo de fecha 18 agosto 2008, RIT 51-2008). En este sentido se ha pronunciado también el TOP de San Bernardo (3 de enero de 2012, RIT 63-2011) y el TOP de Concepción (12 de marzo de 2011, RIT 665-2010), entre otros. Así por ejemplo se ha señalado:

“DÉCIMO SÉPTIMO: (...) Al respecto, es necesario indicar que lo que quiso proteger el legislador fue la administración de justicia, toda vez que la descripción del hecho punible de nuestra legislación actual apunta a la línea de un verdadero tipo autónomo de encubrimiento contemplado en el artículo 17 del Código Penal, dentro de las acciones postdelictuales, ya que en dicha norma se afectan bienes jurídicos diferentes a los del delito que se encubre, particularmente en el favorecimiento real y en el personal, donde el bien jurídico lesionado por la conducta del sujeto no es el quebrantado por el hecho encubierto, sino el interés en una recta y expedita administración de justicia, es por ello que la ley, ante la insuficiencia de las figuras normales de encubrimiento ha trasladado supuestos de aprovechamiento personal o receptación a figuras penales sui géneris como el delito de lavado de activos. En conclusión, lo que se debe proteger con la figura del lavado de activos es la administración de justicia en su función de averiguación, persecución y castigo de los delitos”
.

Ahora bien, aun como figura autónoma e independiente no cabe duda de que el delito de lavado de dinero se encuentra íntimamente ligado al delito base que de alguna manera encubre, lo que hace razonable que las penas asignadas guarden una cierta proporcionalidad o relación.

2.4. La proporcionalidad de la pena con el delito base no quita en ningún caso autonomía ni independencia al delito de lavado de dinero, desde que el inciso primero queda intacto.

El legislador declara expresamente que el lavado de dinero es un delito grave que tiene asignada una pena determinada que comienza en presidio mayor en su grado mínimo, es decir, cuya pena mínima es pena de crimen. Su intención explícita es considerar al lavado de dinero como un delito grave, lo que refuerza la idea de que protege bienes jurídicos diversos a aquellos objetos de tutela por los delitos base. Cabe agregar que ni la pena ni las penas accesorias, como el comiso, son alteradas por la regla del inciso final. Tampoco la aplicación o no de técnicas especiales de investigaciones o de reglas especiales en materia de medidas cautelares reales, comiso, juzgamiento y otras.

La norma del inciso final, en este sentido, se transforma en una regla de determinación de la pena privativa de libertad en concreto que considera la relación entre el delito de lavado de dinero y el delito precedente. Por ello, no se pierde en autonomía y existe una regulación racional de las penas teniendo presente la naturaleza del delito de lavado de dinero y su conexión con el delito base.

2.5. Como ejemplo de una figura símil al delito de lavado de dinero –como tipo autónomo de encubrimiento-, que contiene una regla de proporcionalidad en su pena, es el delito de receptación. El inciso segundo del artículo 456 bis A del Código Penal señala: “Para la determinación de la pena aplicable el tribunal tendrá especialmente en cuenta el valor de las especies, así como la gravedad del delito en que se obtuvieron, si éste era conocido por el autor.”.

Una norma similar se contemplaba en el Anteproyecto de Código Penal realizada por el Foro Penal. En el artículo 279 se sancionaba el delito de lavado de dinero con la pena de reclusión menor en su grado medio a reclusión mayor en su grado mínimo y multa de 200 a 1000 UTM. En su inciso 4º se disponía: “En todo caso, nunca podrá imponerse una pena superior a la mayor asignada por la ley para el autor del delito más grave del cual provienen los bienes objeto del delito tipificado en este artículo.”.
2.6. Así las cosas, se fortalece la legitimidad y autonomía del delito de lavado de dinero a la vez que se entrega a los jueces una herramienta para imponer en concreto una pena que aborde las distintas penalidades de los delitos base, racionalizando los marcos punitivos del delito de lavado de dinero en atención a sus particulares características y naturaleza y haciendo de paso, además, aplicable en la práctica el delito sea cual sea el base o precedente, sin incidir en los montos o bienes que pueden ser decomisados.

2.7. En resumen,

i).- El delito de lavado de dinero es una figura autónoma e independiente del delito base que protege bienes jurídicos diversos a los tutelados por éstos.

II).- El legislador reconoce explícitamente la autonomía del delito de lavado de dinero al asignarle una pena severa en el inciso primero del artículo 27 de la Ley Nº 19.913, que el proyecto de ley no pretende modificar.

III).- El inciso final del artículo 27 que el proyecto pretende incorporar es una regla para determinar la pena en concreto que le corresponde al autor del delito de lavado de dinero.

IV).- Dicha regla de determinación de pena se fundamenta en la estrecha conexión que existe entre el delito de lavado de dinero y los disímiles delitos base contemplados en la ley –que tienen diferentes penas asociadas-, en tanto figura autónoma o calificada de encubrimiento, como ha reconocido la doctrina y jurisprudencia de nuestros tribunales.

V).- Reglas similares pueden encontrarse en legislaciones comparadas y en figuras similares en nuestro Código Penal como la receptación o en las reglas de determinación de penas que se proponían para el delito de lavado de dinero en el Anteproyecto de Código Penal.

VI).- El inciso final del artículo 27 propuesto cumple la doble función de fortalecer la autonomía del delito de lavado de dinero a la vez que racionalizar su marco punitivo atendido sus especiales características y la experiencia práctica de su aplicación por nuestros tribunales

VII).- Asimismo, esta norma permitirá dar mayor aplicación al tipo penal de lavado de dinero respecto de determinados delitos base que tienen asignada una penalidad menor, ya que evita el problema de proporcionalidad que se encuentra presente en la norma actual.”. 


Asimismo, la mencionada Unidad hizo llegar dos documentos complementarios al transcrito, los que se agregan como anexo al presente informe.

-.-.-

A continuación, el señor Presidente de la Comisión, Honorable Senador Walker, don Patricio ofreció la palabra al abogado y profesor de Derecho Penal, señor Juan Domingo Acosta.


El profesor señor Juan Domingo Acosta inició su intervención agradeciendo la invitación efectuada por la Comisión. Seguidamente, recordó que la idea de incorporar una limitación a la determinación de la pena en concreto del delito de lavado de activos surgió de un planteamiento elaborado por una Subcomisión técnica conformada a requerimiento de esta Comisión, para elaborar un texto consensuado entre los actores más relevantes de la persecución institucional de este ilícito.


Agregó que en el derecho comparado existen normas de este tipo. Puntualizó que en ellas los delitos de favorecimiento o de aprovechamiento de los recursos provenientes de otros ilícitos tienen disposiciones de este tipo. Expresó que si bien era cierto que en el lavado de activos, stricto sensu, hay un bien jurídico distinto, también es efectivo que la tipificación nacional de este delito tiene elementos propios del lavado de activos y de aprovechamiento, en la medida en que se castiga el autolavado de dinero.


Explicó que desde ese punto de vista, la aplicación de esta regla les pareció una disposición sensata. Ella impedía una desproporción en términos de llegar a penas excesivamente altas cuando los delitos base -que se están ampliando en el nuevo artículo 27- tenían penas muy pequeñas o de simple delito. En efecto, señaló que algunos ilícitos que tienen sanciones reducidas podían llegar a los quince años de pena por el lavado de activos, incluido el auto lavado de dinero. Agregó que, en consecuencia, de no aprobarse esta regla surgiría una desproporción penal muy manifiesta.


Por esta razón, explicó, la norma del inciso final del artículo 27 se justifica ya que se ha ampliado el número de delitos que podían servir de base para la figura de lavado de activos.


Señaló que la preocupación planteada en la Sala del Senado, en relación con los ilícitos de la Ley de Drogas, era más aparente que real. Puntualizó que si uno observa el trabajo que efectuó el Ministerio Público, y que se acompaña como anexo a este informe, se constata que el problema se presenta exclusivamente respecto del delito de microtráfico, previsto del artículo 4° de la referida ley. Hizo presente que hoy día ese delito tiene una pena de hasta cinco años y, por lo tanto, la pena por el delito de lavado de activos de microtráfico llegaría a cinco años y no a quince como establece el inciso primero del artículo 27. Precisó que los otros delitos de la Ley de Drogas, que tienen asignada una pena de simple delito, por su propia naturaleza, no sirven de base a uno de lavado de activos.

Precisó que se podría producir un efecto menor en la figura del artículo 2° de la Ley de Drogas que sanciona al que produce fabrica, transporta y distribuye precursores químicos esenciales. En ese caso, el inciso final del artículo 27 limitará la pena de lavado de activos a 10 años. Una situación similar se podría presentar en el delito descrito en el artículo 8° que sanciona al que, careciendo de la debida autorización, siembre, plante, cultive o coseche especies vegetales del género cannabis u otras productoras de sustancias estupefacientes o sicotrópicas, en que además de la pena de hasta 10 años, la persona que lava dineros, producto de esta actividad, sería sancionada con una pena que tendría un techo de 10 años.

Ante una consulta formulada por el Honorable Senador Larraín, don Hernán, el profesor Acosta recalcó que este proyecto, en ningún caso, implica una reducción de las sanciones establecida en la ley Nº 20.000, que castiga el tráfico ilícito de estupefacientes y sustancias psicotrópicas, porque el delito de lavado de activos que se discute en este proyecto es autónomo al ilícito que le sirve de base y que está tipificado en aquél estatuto. Explicó que la pena que se impone a quien lava activos de origen ilícito se añade a la que le puede corresponder como autor o cómplice en el delito base, en este caso el de la Ley de Drogas.

Expresó que una inquietud similar se planteó con la ley que tipifica las conductas terroristas y, en ese caso, operó el mismo criterio. Añadió que en ese estatuto no se aplican en la práctica las limitaciones al máximo de la pena por lavado, porque la ley antiterrorista contiene sanciones inusitadamente altas que, en su gran mayoría, rebasan el castigo máximo que este proyecto contempla para el delito de lavado de activos.

En conclusión, señaló que el mayor efecto de la aplicación de esta norma de limitación de la pena por lavado de activos se constataría en la figura del microtráfico, ya que en este caso la pena correspondiente por lavado de activos asociado al referido delito, se rebajaría de 15 a 5 años.

A continuación, hizo uso de la palabra el Honorable Senador señor Espina, quien consultó por la necesidad de aprobar una norma como la que se propone en el inciso final del artículo 27.


Al fundamentar esta inquietud señaló que una hipótesis que se podría presentar es aquella en que una persona trafica drogas y que, además, realiza la acción de lavado de dinero. Preguntó si en ese caso al infractor se le sumarán las penas.


Agregó que una situación distinta es aquella en que el que realiza el lavado de activos es una persona diferente de aquella que efectuó, por ejemplo, una acción de microtráfico.


Expresó que en ese contexto puede que no sea correcto limitar la sanción del delito de lavado cuando quien lo perpetra sea una persona distinta de quien ejecutó el delito base.

Planteó que el microtráfico no es -como alguna parte de la opinión pública cree- una especie de último recurso económico que utilizan las personas particularmente vulnerables, sino que es una verdadera estrategia de venta organizada por los grandes carteles de la droga para distribuir su producto a través del mayor número de canales posible, con el fin de limitar el riesgo de su operación ilícita.


Recordó que ya se había rebajado la pena del microtráfico, debido a que en su oportunidad se entendió que ella podía resultar desproporcionada. Explicó que muchos jueces estiman que aplicar una sanción de cinco años y un día al vendedor final de droga resulta excesivo, tratándose de alguien que no es “traficante profesional”.


Finalmente, consultó si en la práctica se ha detectado y sancionado a una persona que tiene la condición de microtraficante y de autor del delito de lavado de activos.


El jefe de la Unidad Especializada de Lavado de Dinero, Delitos Económicos y Crímenes Organizados (ULDDECO) del Ministerio Público, señor Mauricio Fernández, agradeció la invitación a participar en esta sesión e inició su presentación manifestando que concuerda plenamente con lo planteado por el profesor señor Acosta, en orden a que una cosa es la pena que corresponde aplicar a una persona por la figura de lavado de activos y otra la que se le puede asignar como autor de un delito base. Agregó que probablemente la crítica al inciso final del artículo 27 se funda precisamente en que no se tuvo claridad respecto de esta distinción. Precisó que en ningún caso, la norma propuesta pretende disminuir la sanción que corresponde imponer a quienes cometen acciones de terrorismo, narcotráfico, secuestro, u otros ilícitos, ya que no se altera la sanción que corresponde al delito base. La disposición solo pone coto a la pena que correspondería aplicar por lavado de dinero.


Señaló que no parece proporcionado sancionar a una persona por un delito que tiene una pena máxima de quinientos cuarenta y un días con una pena adicional de quince años por que, por ejemplo, hizo maniobras para ocultar los bienes que obtuvo del ilícito base. Esta última figura crea muchas dificultades en los tribunales al momento de aplicar una sanción penal por el delito adicional de lavado de activos.


Insistió que cuando el delito base tiene una sanción de poca entidad es poco probable que el juez aplique un castigo adicional mayor a quien lavó las activos provenientes de ese ilícito. Manifestó que si se incorpora la regla del tope es mucho más probable obtener, por ejemplo, una sanción por una operación de microtráfico de drogas y otra adicional contra el mismo sujeto por el lavado de activos proveniente de esa conducta ilícita.


Precisó que actualmente no hay ninguna condena por lavado de activos respecto de una persona que ha sido sancionada por microtráfico.


Indicó que para la Unidad que representa esta norma es importante, pues establece un marco penal que hace posible la investigación y persecución de delitos que tienen penas más bajas que las de crimen. Esta disposición permitirá investigar a organizaciones criminales que se dedican a procesar fondos provenientes de delitos de poca entidad, pero que abarcan a tal cantidad de fuentes distintas que se transforman en las verdaderas sostenedoras económicas de actividades delictivas generalizadas. Expresó que este proyecto confiere para ese caso normas especiales de investigación, que facilitan la persecución penal.


A su turno, el profesor señor Acosta reiteró que la pena concreta por lavado de activos no excede del marco abstracto máximo asignado al delito base o precedente que es mucho más alto. Aclaró que no se trata de sumar penas concretas. En otras palabras, afirmó que la determinación de una pena en concreto del lavado de dinero no puede superar el máximo legal en abstracto que le corresponde al delito base o precedente.


Insistió que la regla de proporcionalidad tiene justificación, no sólo por motivos de orden práctico como ya se ha planteado, sino que también por razones de justicia. Recordó que la nueva redacción del artículo 27 incorpora, entre los tipos penales que pueden dar origen al lavado de activos, al inciso segundo del artículo 81 de la Ley de Propiedad Intelectual, disposición que sanciona al que sin fin de lucro fabrique, interne, tenga, o distribuya copias de obras, conducta que tiene como sanción una pena de reclusión menor en su grado medio a máximo, es decir 541 días a cinco años. 


Explicó que sin esta limitación, él que, por ejemplo, lava el dinero proveniente de la venta de discos compacto falsos tendría una pena que va de los cinco años y un día a los quince años.


Seguidamente, el señor Presidente de la Comisión señaló que a esta instancia le correspondía resolver si se iba a insistir en la redacción del inciso final del artículo 27 o si bien se sugeriría una redacción alternativa.


El Honorable Senador señor Espina señaló que el entendía que cuando alguien comete el delito de microtráfico y de lavado de dinero se está en presencia ilícitos autónomos y, por tanto, en ese caso se sumarían las penas para quien es autor de ambos ilícitos.


El profesor señor Acosta aclaró que en rigor tenía razón el Honorable Senador señor Espina, ya que en este caso se debería aplicar la regla de acumulación material de penas, establecida en el artículo 74 del Código Penal. Precisó que no correspondía aplicar la regla de acumulación jurídica del artículo 351 del Código Procesal Penal, pues son delitos contra bienes jurídicos distintos. En consecuencia, en la hipótesis planteada por el Senador señor Espina el autor de esos delitos recibe una pena por el delito base más otra correspondiente al delito de lavado de activos, las que se cumplen sucesivamente.


Precisó que en la fórmula propuesta, cuando se fije la pena que corresponde por el delito de lavado de activos no se puede superar el límite abstracto que tiene el delito base. Luego de ello se deberían sumar dichas penas sin ningún tope.


Seguidamente, el director de ULDECCO, señor Mauricio Fernández explicó que si una misma persona comete el delito de microtráfico y el de lavado de activos, ella debiera recibir una sanción que va de los 541 días a los cinco años, en tanto que por lavado de dinero recibiría una pena que tiene un techo de cinco años. En la práctica podría recibir una pena de 541 días por el delito de microtráfico y de cinco años por lavado de dinero.


El Honorable Senador Larraín, don Hernán, solicitó que quedara expresa constancia en actas que las penas que se impongan a quien lave activos provenientes del narcotráfico, de los delitos que establece la ley antiterroristas y de los demás que señala el artículo 27 del proyecto aprobado en el trámite anterior, son independientes a las que corresponden por el delito base, y si en ese delito base quien lava activos ha tenido participación como autor o cómplice, será condenados a dos penas que se sumarán para efectos de su ejecución.

El Honorable Senador Walker, don Patricio, consultó si en el caso del delito de lavado de activos, en que se persigue a alguien a causa de fondos provenientes de actividades ilícitas realizadas por el mismo, no se aplica la norma de los concursos reales, porque en el fondo se trataría de la etapa de consumación de un mismo hecho. Explicó que en el caso anterior, en virtud de lo dispuesto en el artículo 75 del Código Penal, debería imponerse como única pena la más alta del delito más grave, y no la suma de las dos penas.


El profesor señor Acosta explicó que en este caso se trata de dos delitos distintos proveniente de hechos diversos, por tanto se aplica la regla del artículo 74 y no la del artículo 75 del Código Penal.


El Honorable Senador señor Espina preguntó si una norma como la que se está analizando existe en otras partes del mundo.


El director de ULDDECO, señor Mauricio Fernández explicó que en otras legislaciones se establecen reglas de proporcionalidad. Hizo presente que al él le correspondió ser evaluador de la legislación argentina en virtud de una tarea que le encomendó la organización GAFI y que pudo constatar que en ese país existen normas de proporcionalidad. Señaló que en el derecho comparado se cuida de reconocer algún grado de proporcionalidad ya que de lo contrario las penas, al ser muy elevadas, no son aplicadas.


Recordó que esta regla se establece pues se están agregando al artículo 27 de la ley Nº 19.913 nuevos delitos que son generadores de muchos recursos, como por ejemplo ilícitos aduaneros o contra la propiedad intelectual. Explicó que lo que se procura es perseguirlos reforzadamente a través de la figura del lavado de dinero.


A continuación, hizo uso de la palabra el director de la Unidad de Análisis Financiero (U.A.F), señor Javier Cruz, quien agradeció la invitación cursada y planteó que era muy importante que el proyecto considere normas que faciliten la persecución penal de las organizaciones criminales que se dedican a lavar activos provenientes de delitos de poca monta.

Explicó que debido a las efectivas reglas que se han impetrado para perseguir los delitos de más relevancia internacional, como el terrorismo o el tráfico de drogas, las organizaciones que proveen soporte financiero a esas actividades ilícitas están migrando al aprovechamiento económico de los beneficios provenientes de delitos de baja punibilidad, y es así que en países como México la segunda fuente más importante de recursos del crimen organizado -después del narcotráfico- es el aprovechamiento de los recursos provenientes de la piratería industrial e intelectual.


El profesor señor Acosta explicó que la proporcionalidad se impone en la legislación cuando se acepta la idea de que existe la figura de auto lavado de dinero. 


Si no existiera esta figura, el lavado de activos solo lo cometerían terceros. Agregó que probablemente algunos podrían sostener que si un mismo sujeto cometiera un delito base y el de lavado de activos, estaríamos en presencia de un acto de agotamiento de la figura penal del delito base. Por lo anterior, si se acepta la posibilidad que un mismo sujeto cometa el delito de auto lavado de dinero, resulta justificado aplicar la regla de la proporcionalidad.


A continuación, el señor Presidente de la Comisión sometió a consideración de los integrantes de la misma la siguiente redacción alternativa para el inciso final del artículo 27 de la ley Nº 19.913:


“En todo caso, la pena privativa de libertad aplicable en los casos de las letras a) y b) no podrá exceder de la pena mayor que la ley asigna al autor del crimen o simple delito del cual provienen los bienes objeto del delito contemplado en este artículo, sin perjuicio de las multas y penas accesorias que correspondan en conformidad a la ley, salvo que dichos bienes provengan de algunos delitos contemplados en la ley Nº 20.000, que sanciona el tráfico ilícito de estupefacientes y sustancias sicotrópicas, como asimismo de algunos de los delitos previstos en la ley Nº 18.314, que determina conductas terroristas y fija su penalidad, en cuyo caso aquellos serán castigados con la pena privativa prevista en el inciso primero.”.

El señor Presidente de la Comisión preguntó si había acuerdo en esta redacción alternativa.


El Honorable Senador señor Larraín, don Hernán, preguntó por qué se utiliza la expresión “alguno de los delitos”. Agregó que quizás, por razones de precisión, era preferible usar la expresión “los delitos”.


El director de la U.A.F, señor  Javier Cruz, señaló que se puede cambiar la expresión “algunos de los delitos” por “cualquiera de los delitos” o “los delitos”.


El señor Presidente de la Comisión señaló que era necesario precisar esta redacción. Observó que una proposición como la antes señalada implica dejar fuera de la regla de la proporcionalidad a todos los ilícitos de la ley Nº 20.000, incluyendo el microtráfico y otros delitos de penalidad menor.


El profesor señor Acosta indicó que esa decisión tiene un efecto menor, salvo en lo que dice relación con lo que dispone el artículo 4º de la ley Nº 20.000, ya que muchos de esos delitos, que tienen una penalidad menor, no dan origen a una operación de lavado de activos. Añadió que la propuesta establece una excepción para los casos que más le preocupan a la Sala del Senado y que, salvo algunas modificaciones formales de redacción, debería ser aprobada.

El Honorable Senador señor Espina explicó que esta norma se aplicaría solo a la figura de los delitos. Recordó que el consumo de sustancias sicotrópicas no es delito sino que tiene asignada una pena de falta. Asimismo, hizo presente que algunas conductas contempladas en la ley Nº 20.000 no pueden llegar a configurar una hipótesis de lavado de dinero pues no son habilitantes para realizar una operación delictual de ese tipo. Así, por ejemplo, no puede cometer lavado de activos quien omite la obligación de denunciar una determinada conducta.

Agregó que esta norma va a permitir perseguir adecuadamente a los sujetos que lavan dinero proveniente del microtráfico. Asimismo, ayudará a sancionar adecuadamente a aquellos individuos que perteneciendo a una determinada organización realizan acciones terroristas graves y efectúan lavado de activos. 


Al concluir, señaló que la nueva redacción resuelve adecuadamente la inquietud planteada en la Sala del Senado. 


En atención a lo anterior, el señor Presidente de la Comisión puso en votación la siguiente redacción para el nuevo inciso final del artículo 27 de la ley Nº 19.913.


“En todo caso, la pena privativa de libertad aplicable en los casos de las letras a) y b) no podrá exceder de la pena mayor que la ley asigna al autor del crimen o simple delito del cual provienen los bienes objeto del delito contemplado en este artículo, sin perjuicio de las multas y penas accesorias que correspondan en conformidad a la ley, salvo que dichos bienes provengan de los delitos establecidos en la ley Nº 20.000 o en la ley Nº 18.314, en cuyo caso la pena se aplicará sin la limitación antes indicada.”

La Comisión, según la autoriza el inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Espina; Larraín, don Hernán; Sabag y Walker, don Patricio, aprobó esta disposición.

-.-.-


2.- Seguidamente, consideró la observación del Honorable Senador señor Coloma.


En relación con este asunto, se tuvo presente que esta iniciativa se originó en una moción cuyo texto fue remplazado, antes que fuera aprobada en general por la Comisión de Constitución, Legislación y Justicia de la Cámara de Diputados, y la Sala de dicha Corporación, por un mensaje del Ejecutivo que contenía una indicación sustitutiva.

Asimismo, se tuvo en consideración el primer informe de la Comisión de Constitución, Legislación y Justicia de la Cámara de Diputados, documento que señala textualmente que la “idea central del proyecto tiene por finalidad ampliar las facultades del Ministerio Público para la prevención, detección y persecución del delito de lavado de activos, permitiéndole profundizar en la información bancaria de las personas investigadas, mediante una amplia facultad para levantar, con las debidas garantías judiciales, el secreto bancario.”.

Agregaba que con tal propósito dicha iniciativa había sido complementada mediante un mensaje del Ejecutivo que contiene una indicación sustitutiva que añade los siguientes objetivos a este proyecto:





“1.- Introduce diversas modificaciones en la ley N° 19.913, que crea la Unidad de Análisis Financiero, para:





a) incluir el financiamiento del terrorismo entre los objetivos a prevenir e impedir de la Unidad de Análisis Financiero.





b) permitir a la Unidad acceder, sin necesidad de autorización judicial, a los antecedentes amparados por la reserva bancaria relacionados con una operación sospechosa.





c) agregar dentro de las atribuciones de la Unidad, la organización y mantención de registros para mejorar la eficiencia del sistema, especialmente respecto de quienes están obligados a reportar sin estar sujetos al control de la Superintendencia de Bancos.





d) permitir el acceso de la Unidad a las informaciones y antecedentes relacionados con una operación sospechosa que se encuentren en poder del Servicio de Impuestos Internos, sin que rija a este efecto la prohibición de informar que establece el Código Tributario.





e) ampliar el número de personas jurídicas obligadas a informar a la Unidad  sobre los actos, transacciones u operaciones sospechosas que adviertan en el ejercicio de sus actividades.





f) incluir dentro del concepto de operación sospechosa, las conductas que digan relación con el financiamiento del terrorismo o que sean realizadas por personas naturales o jurídicas que figuren en los listados del Consejo de Seguridad de la Organización de las Naciones Unidas.





g) ampliar el umbral de registro por parte de las instituciones obligadas a informar, de las operaciones en efectivo que se realicen ante ellas.





h) relevar del deber de secreto que pesa sobre los funcionarios de la Unidad respecto de las informaciones que conozcan en el ejercicio de sus funciones, no sólo en lo que dice relación con el delito de lavado de activos, sino también de aquellos que sirven de base a tal delito, cuando se trata de informaciones requeridas por el Ministerio Público o el tribunal que conozca del procedimiento criminal por dicho delito.





i) elevar a la calidad de infracciones graves por parte de las personas obligadas a informar, no dar cumplimiento a dicha obligación respecto de los actos, transacciones u operaciones que se realicen por personas naturales o jurídicas que figuren en los listados del Consejo de Seguridad de la Organización de las Naciones Unidas.





j) incluir nuevos delitos considerados como base del lavado de dinero.





k) establecer que la pena por el delito de lavado de activos no podrá ser superior a la máxima que corresponda por el delito base o precedente.





l) ampliar el secreto de la investigación para todos los delitos de que trata la ley N° 19.913 y no sólo los que señalan los artículos 27 y 28 de dicha ley.





m) permitir destinar los bienes incautados o el producto de los decomisados por el delito de lavado de activos, al control he dicho ilícito.





n) permitir, a petición del fiscal, en el caso de investigaciones nacionales o peticiones de asistencia internacional por el delito de lavado de activos, la incautación de bienes distintos a los relacionados con el delito, por un valor equivalente al monto de los recursos lavados 





ñ) permitir en el cumplimiento de las funciones investigativas llevadas adelante por el Ministerio Público, el pleno acceso de éste a los antecedentes amparados por reserva bancaria.





o) establecer respecto de las personas jurídicas cuyos dueños o controladores hayan sido condenados por alguno de los delitos que trata esta ley, la ley que sanciona las conductas terroristas o  la prevaricación, malversación de caudales públicos, fraudes y cohecho, medidas destinadas a prevenir la continuidad de la actividad delictiva.





p) incluir dentro de la obligación de informar a la Unidad de Análisis Financiero que pesa sobre las personas naturales y jurídicas que señala el artículo 3°, toda operación, actos o transacciones que detecten realizada por las personas naturales o jurídicas individualizadas en los listados que figuran en las resoluciones emanadas del Consejo de Seguridad de la Organización de las Naciones Unidas.





q) permitir al Servicio Nacional de Aduanas retener hasta el 30% del valor de la moneda  o el 100% de los instrumentos negociables al portador que no hubieren sido declarados, pudiendo requerir el auxilio de la fuerza pública en caso de oposición a la retención.





r) establecer la obligación de las personas naturales y jurídicas obligadas a informar a la Unidad de Análisis Financiero, inscribirse en un registro que ésta deberá mantener de acuerdo con su ley orgánica





s) sancionar al empleado público que no denuncie al Ministerio Público, a los tribunales  o a las policías, los delitos de que tome conocimiento en razón de su cargo y que digan relación con el deber de confidencialidad a que se refiere esta ley





2.- modificar la ley N° 20.000, Ley de Drogas para facultar al Ministerio Público a condicionar la entrega de información solicitada por entidades de países extranjeros, en el sentido de mantener su confidencialidad y no poder utilizarse en fines distintos a la investigación de delitos previstos en esta ley.





3.- modificar la Ley sobre Cuentas Corrientes Bancarias y Cheques para permitir al Ministerio Público requerir la entrega de antecedentes relacionados con cuentas corrientes en la investigación de delitos de lavado de activos, siempre que a su juicio, tales antecedentes guarden relación con dichos ilícitos.





4.- modificar la Ley General de Bancos en el mismo sentido señalado en el número anterior.”.


Al iniciarse el estudio de este asunto, el Honorable Senador señor Larraín, don Hernán, expresó que en este caso tanto la Cámara de Diputados y como el Senado habían legislado dentro de las ideas matrices que inspiraban a este proyecto. 


Agregó que no existe ningún problema de constitucionalidad en esta materia y que cualquier inquietud en este aspecto quedó despejada en el trámite constitucional anterior. Recordó que el mensaje que presentó el Ejecutivo, antes de la aprobación en general de esta iniciativa en la Cámara de Diputados, llevó a reformular completamente este proyecto y a fijar sus ideas matrices, tal como lo describe el informe de la Comisión de Constitución, Legislación y Justicia de la Cámara de Diputados. 

La Comisión, por la unanimidad de sus integrantes, Honorables Senadores señores Espina; Larraín, don Hernán; Sabag y Walker, don Patricio, concordó con este planteamiento y consideró que el Senado ha legislado dentro de las ideas matrices  que inspiran a esta iniciativa.
-.-.-

3.- Finalmente, la Comisión consideró la observación formulada por el Honorable Senador señor Zaldívar, don Andrés.


Al iniciar el estudio de este punto se tuvo presente que el inciso segundo del artículo 17 de la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional dispone que “cada Cámara deberá tener una comisión de hacienda, encargada de informar los proyectos en lo relativo a su incidencia en materia presupuestaria y financiera del Estado, de sus organismos o empresas. En todo caso, la comisión de hacienda deberá indicar en su informe la fuente de los recursos reales y efectivos con que se propone atender el gasto que signifique el respectivo proyecto, y la incidencia de sus normas sobre la economía del país.”.

Asimismo, se tuvo presente que el artículo 27 del Reglamento del Senado dispone, en sus incisos cuarto, quinto y sexto, que: “La Comisión de Hacienda deberá informar los proyectos en lo relativo a su incidencia en materia presupuestaria y financiera del Estado, de sus organismos o empresas.

En todo caso, la Comisión de Hacienda deberá indicar en su informe la fuente de los recursos reales y efectivos con que se propone atender el gasto que signifique el respectivo proyecto y la incidencia de sus normas sobre la economía del país.
Cuando un asunto sea enviado a la Comisión de Hacienda para el solo efecto de lo previsto en el inciso cuarto, ésta circunscribirá su estudio e informe solamente a aquellas disposiciones que digan relación con las materias a que se refiere el mencionado inciso.”.

Los integrantes de la Comisión concordaron en que esta iniciativa no contiene disposiciones que tenga una incidencia directa en materia presupuestaria y financiera del Estado, de sus organismos o empresas o que supongan un mayor gasto para el erario fiscal.

Asimismo, se recordó que este proyecto modifica la ley N° 19.913, que creó la Unidad de Análisis Financiero, la Ley sobre Cuentas Corrientes Bancarias y Cheques y la Ley General de Bancos, con el fin de incorporar normas que perfeccionan la persecución penal del delito de lavado de activos y facultan a los órganos persecutores para realizar acciones que permitan desbaratar y sancionar a quienes cometan estos ilícitos, materias todas que corresponden al ámbito de competencia de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento del Senado.

Finalmente, se tuvo en cuenta que tanto la Cámara de Diputados como el Senado, al resolver la tramitación que se daría a esta iniciativa, concordaron con este criterio y determinaron que solo sería estudiada por las Comisiones de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento de sus Corporaciones.

Por todas estas razones, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presente, Honorables Senadores señores Espina; Larraín, don Hernán; Sabag, y Walker, don Patricio, acordaron no sugerir ningún cambio en la tramitación de esta iniciativa.
-.-.-

MODIFICACIÓN PROPUESTA

En mérito de las consideraciones precedentemente expuestas, la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento tiene a honra proponer la siguiente modificación al texto del proyecto de ley acordado en su segundo informe: 

Artículo 1º

Número 10

Letra c)

Sustituirla por la siguiente:


“c) Agrégase el siguiente inciso final:


“En todo caso, la pena privativa de libertad aplicable en los casos de las letras a) y b) no podrá exceder de la pena mayor que la ley asigna al autor del crimen o simple delito del cual provienen los bienes objeto del delito contemplado en este artículo, sin perjuicio de las multas y penas accesorias que correspondan en conformidad a la ley, salvo que dichos bienes provengan de los delitos establecidos en la ley Nº 20.000 o en la ley Nº 18.314, en cuyo caso la pena se aplicará sin la limitación antes indicada.”.”.
-.-.-

TEXTO DEL PROYECTO


En virtud de la modificación anterior, la Comisión sugiere la aprobación del texto del proyecto de ley propuesto en su segundo informe, con la enmienda indicada precedentemente.

-.-.-

Acordado en sesión celebrada el día 16 de diciembre de 2013, con asistencia de los Honorables Senadores señores Alberto Espina Otero, Hernán Larraín Fernández, Hosaín Sabag Castillo (Soledad Alvear Valenzuela) y Patricio Walker Prieto.


Sala de la Comisión, a 27 de diciembre de 2013.

(Fdo.): Rodrigo Pineda Garfias, Secretario.
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INFORME DE LA COMISIÓN DE EDUCACIÓN, CULTURA, CIENCIA Y TECNOLOGÍA, RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, EN SEGUNDO TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE RECONOCE A LA RAYUELA COMO DEPORTE NACIONAL

(8404-29)

HONORABLE SENADO:
La Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología tiene a honra emitir su informe acerca del proyecto de ley de la referencia, iniciado en Moción de los Honorables Diputados señores señores De Urresti, Espinosa, Farías, Goic, Hoffmann, Ojeda, Torres, Vallespín y Vidal.
Hacemos presente que, por tratarse de una iniciativa legal de artículo único, y de conformidad a lo dispuesto en artículo 127 del Reglamento de la Corporación, la Comisión discutió la propuesta legal en general y en particular a la vez. Asimismo, acordó, unánimemente, proponer al Excelentísimo Presidente que en la Sala sea considerado del mismo modo.

- - -

OBJETIVO DEL PROYECTO

La iniciativa legal tiene por finalidad reconocer la rayuela como deporte nacional.

- - -

ANTECEDENTES

Para el debido estudio de este proyecto de ley, se han tenido en consideración, entre otros, los siguientes:

I.ANTECEDENTES JURÍDICOS





1.- La ley N° 19.712, de 2001, que establece la Ley del Deporte. La letra a) del artículo 12 del referido cuerpo legal, que enumera las funciones de dicho organismo, establece que le corresponde proponer al Presidente de la República las políticas destinadas al desarrollo de la actividad física y el deporte en sus diversas modalidades, en coordinación con las organizaciones deportivas, las municipalidades y los demás organismos públicos y privados pertinentes 

II.ANTECEDENTES DE HECHO

Moción Parlamentaria.


La Moción que da vida a este proyecto de ley destaca que la rayuela es un deporte autóctono y tradicional en nuestro país, arraigado en las costumbres populares, que llegó hasta nuestros días, sobretodo en campos, aldeas y en los barrios sin dejar de lado los pueblos y las grandes ciudades donde se han creado gran cantidad de "Clubes de Rayuela". Es un deporte de adultos. Se dice que nació en los cuarteles militares y practicado desde la época de la Colonia. Y que muchos patriotas y padres de la patria lo jugaron.


Asimismo agrega que son actividades físicas tradicionales realizadas en tiempo libre en las poblaciones y en los campos, practicándose según reglas establecidas por medio de la tradición chilena o de común acuerdo por los participantes, con el fin de propender a una mejor calidad de vida y salud de la población, así como para fomentar la convivencia familiar y social y mantener nuestra idiosincrasia, contribuyendo a crear espacios de recreación y concentración de la población y la familia del lugar.


Añade que la rayuela es una fiesta popular, como también una fiesta chilena. Es un deporte nacional que está en el espíritu deportivo de quienes la practican. Este deporte ha servido para mejorar la relación social y afectiva, fortaleciendo la interacción con sus pares, desarrollando nuevas amistades, afianzándola como tradición chilena que se ha transmitido por generaciones.


Finalmente, la Moción destaca que a través de todo el país se practica y se desarrolla. El instrumento de juego es el tejo, que aunque tiene diferentes medidas y estructuras, se considera como un juego nacional, de país, donde en cada lugar, en cada circunstancia se tiene el mismo espíritu y se practica con la misma pasión.
- - -

DISCUSIÓN EN GENERAL Y EN PARTICULAR





La unanimidad de los miembros presentes de la Comisión constataron que el contenido de este proyecto de ley busca los mismos objetivos que otro aprobado por esta Comisión hace un tiempo atrás (Boletín N° 8.097-04),
 de autoría de los Honorables Senadores señores Juan Pablo Letelier, Hernán Larraín, Eugenio Tuma e Ignacio Walker y que se encuentra actualmente en trámite de Comisión Mixta, luego que la Honorable Cámara de Diputados lo rechazara en el segundo trámite constitucional. 



Cabe hacer presente que con ocasión de la discusión de aquella iniciativa por parte de la Comisión de Cultura y Artes de esa Cámara en el segundo trámite constitucional, ésta observó que sobre esta materia existen “dos proyectos similares cruzados: uno de autoría de senadores, que está en tramitación en la Cámara de Diputados, y otro de autoría de diputados que se encuentra en tramitación en el Senado. Con la finalidad que el contenido de ambos proyectos pueda ser concordado en uno sólo, y atendidas las conversaciones que se han tenido con miembros de la Comisión de Educación del Senado en ese sentido, esta Comisión estima adecuado rechazar la idea de legislar para que puedan discutirse ambas proposiciones legales en una Comisión Mixta que se deberá formar al efecto.”.

En consecuencia, y adoptando igual criterio que el anteriormente expuesto, y con el objeto de avanzar en la tramitación tanto de esta iniciativa legal, como de la iniciada en Moción de senadores, y tomando en consideración que esta Comisión y el Senado aprobó el reconocimiento de la rayuela como deporte nacional, la unanimidad de los integrantes presentes de la Comisión coincidió en que correspondería rechazar el proyecto de la Honorable Cámara de Diputados con el objeto de que ambos quedaran en etapa de Comisión Mixta, y luego, efectuar un informe conjunto de ambos proyectos, que recogiera los contenidos de ambas Mociones.

-Puesto en votación el proyecto de ley en estudio, en general y en particular, a la vez, y conforme lo precedentemente expuesto, éste resultó rechazado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Cantero, Quintana y Walker, don Ignacio.

TEXTO DEL PROYECTO

En conformidad con el acuerdo adoptado, y sólo para fines meramente ilustrativos, el texto del proyecto de ley que correspondió conocer a la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología es el siguiente:

“Proyecto de ley


“Artículo único.- Se declara “la rayuela” como deporte nacional, que se disputa por puntos, consistente en el lanzamiento de tejos, desde distancias prefijadas, hacia una superficie determinada, atravesada por una lienza a alcanzar.”.”

Tratado y acordado en sesión celebrada el día 18 de diciembre de 2013, con asistencia de los Honorables Senadores señor Jaime Quintana (Presidente), señora Ena Von Baer Jahn y señores Carlos Cantero Ojeda e Ignacio Walker Prieto.

Sala de la Comisión, a 19 de noviembre de 2013.

(Fdo.): Francisco Javier Vives D., Secretario de la Comisión.
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INFORME DE LAS COMISIONES DE RELACIONES EXTERIORES Y DEFENSA NACIONAL, UNIDAS, RECAÍDO EN EL OFICIO DE SU EXCELENCIA EL PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA, CON EL QUE SOLICITA AL SENADO, EN CONFORMIDAD A LO DISPUESTO POR EL ARTÍCULO 53, N° 10), DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LA REPÚBLICA, QUE EMITA UN DICTAMEN SOBRE LA ESTRATEGIA NACIONAL DE SEGURIDAD Y DEFENSA PARA EL PERÍODO COMPRENDIDO ENTRE LOS AÑOS
 2012 Y 2024

(S 1506-08)

HONORABLE SENADO:


Vuestras Comisiones de Relaciones Exteriores y de Defensa Nacional, unidas, tienen el honor de informaros acerca del oficio de S.E. el señor Presidente de la República, con el que solicita, en conformidad a lo dispuesto por el artículo 53, N° 10), de la Constitución Política de la República, al Senado que emita un dictamen sobre la Estrategia Nacional de Seguridad y Defensa para el período comprendido entre los años 2012 y 2024.

La Sala de la Corporación acordó, en sesión de 14 de agosto de 2012, que la solicitud fuera conocida por las Comisiones de Relaciones Exteriores y de Defensa Nacional, unidas.


Asistieron, especialmente invitados, a la sesiones en que se discutió esta materia, del Ministerio de Defensa Nacional, el Ministro, señor Rodrigo Hinzpeter; el Subsecretario de Defensa, señor Óscar Izurieta; el Asesor de Políticas de la Subsecretaría de Defensa, señor Andrés Dockendorff; el Jefe de Gabinete del Subsecretario, señor Tomás Duval; el Jefe de Gabinete del Ministro, señor Juan Francisco Galli, y la Abogada Asesora del Ministro, señora Gigliola Cella.

Asimismo, concurrió del Ministerio de Relaciones Exteriores, el Ministro (s), señor Alfonso Silva; el Subsecretario(s), señor Daniel Carvallo, y el Director de Planificación, señor Carlos Olguín.

Además, asistieron los especialistas, señora Carmen Castañaza y señores Jaime Baeza, Germán Concha, Alfonso Néspolo y Mladen Yopo.

- - -

DISCUSIÓN 

El Presidente de las Comisiones Unidas, Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, colocó en discusión el dictamen sobre la Estrategia Nacional de Seguridad y Defensa para el período comprendido entre los años 2012 y 2024.


El Ministro de Defensa Nacional, señor Rodrigo Hinzpeter destacó que el funcionamiento de estas Comisiones de Relaciones Exteriores y Defensa Nacional unidas es importante para el Gobierno. Por otra parte, sostuvo que dentro del marco de las atribuciones del Presidente de la República y los mandatos establecidos en la ley N° 20.424, sobre Estatuto Orgánico del Ministerio de Defensa Nacional, se decidió elaborar un documento que se denomina Estrategia Nacional de Seguridad y Defensa, el que se pretende publicar con el objeto de otorgarle un carácter de política de Estado. Para tal fin, se quiere recoger la impresión y el aporte de otros estamentos relevantes de nuestra República, utilizando una facultad muy poco empleada, esto es, solicitar la opinión o parecer del Honorable Senado en esta materia, que es de competencia exclusiva del Primer Mandatario.


Señaló que la estrategia, una vez publicada, establece un mecanismo de revisión periódico, el que puede utilizarse al menos una vez en cada gobierno. Añadió que, por lo tanto, puede hacerse cuantas veces estime conveniente o según hayan cambiado las circunstancias. Agregó que no hay obstáculo para que el trabajo de esta Comisión se ensamble a los tiempos del Ejecutivo, no sólo antes de su publicación, sino que posteriormente también, si es que a juicio de esta Comisión pudiera haber quedado algo insuficientemente explicitado.


Hizo presente que la elaboración de la Estrategia Nacional de Seguridad y Defensa es una actividad que se realiza a nivel mundial. En consecuencia, puntualizó que no se está creando una estructura nueva ni se está innovando, sino que se está siguiendo lo que han realizado los países más desarrollados del mundo. Añadió que se tuvo en consideración la experiencia de países como Inglaterra, España, Estados Unidos, Canadá, Nueva Zelanda, Holanda, Francia y Brasil. Precisó que todas estas experiencias comparten el juicio o la visión de elaborar, para su respectivo país, una estrategia general de seguridad y defensa, que abarca ámbitos que llaman la atención, pero que están vinculados con un concepto que es más amplio que seguridad y defensa, esto es el concepto de seguridad ampliada.

  
Indicó que esta estrategia ha respetado una continuidad conceptual y política de los gobiernos democráticos, a partir del Gobierno del Presidente Frei Ruiz-Tagle, donde se elaboró el primer Libro de la Defensa, en el año 1997. Agregó que en este libro se estableció que la seguridad es un concepto que engloba, tanto la seguridad interna como la externa. Explicó que este documento estableció que la seguridad interior se refiere a la mantención del orden interno y a la tranquilidad pública del país, a la economía en cuanto a establecimiento de condiciones básicas de desarrollo de todos los sectores productivos y a lo social, en relación a la igualdad de oportunidades y acceso más equitativo a los frutos del desarrollo. En consecuencia, postuló que este Libro de la Defensa, que no era de seguridad y defensa, se abría a un concepto que, post guerra fría, se instalaba con mucha fuerza y que se refería a que la seguridad de los países va más allá del concepto tradicional de defensa.


Agregó que, posteriormente, en el gobierno del Presidente Lagos se publicó un nuevo Libro de la Defensa, que participa de un nuevo concepto de defensa. Añadió que en las ponencias e intervenciones de la Conferencia de Ministros de Relaciones Exteriores y Jefes de Delegación de la Organización de los Estados Americanos (OEA), celebrada en Bridgetown, Barbados, en junio de 2002, se reconoce que las amenazas, preocupaciones y otros desafíos a la seguridad en el hemisferio son de naturaleza diversa y multidimensional, y que el concepto y enfoque tradicional debe ampliarse para abarcar nuevas amenazas no tradicionales, que incluyen aspectos políticos, sociales, de salud y ambientales. 


Señaló que durante el gobierno de la Presidenta Bachelet, en el concepto de libros para la defensa, se continúa la misma política, indicando que la articulación o la coordinación entre distintas políticas públicas, debe dar origen a una estrategia de seguridad ante los distintos desafíos que enfrenta el Estado. Agregó que la propia Presidenta Bachelet, cuando ocupó el cargo de Ministra de Defensa Nacional, planteó en una Conferencia de Ministros de Defensa en 2002, que al iniciarse el siglo XXI la región americana tiene un conjunto adicional creciente, más diverso y complejo, de amenazas y desafíos, que requieren ser abordados en forma integral y multidimensional.

El Ministro, señor Hinzpeter, manifestó que el concepto de seguridad ampliada está siendo compartido por los países que se mencionaron precedentemente. Así, precisó que en España se habla de la seguridad de manera amplia e interdisciplinaria, donde los límites entre seguridad interior y exterior se han difuminado y las políticas nacionales, en los ámbitos tradicionales de la seguridad, ya no son suficientes para salvaguardar el siglo XXI.

Indicó que en Gran Bretaña se establece algo similar, señalando que los escenarios son complejos en diferentes rangos de amenazas, donde el concepto de seguridad en 2010 es muy diferente al que imperaba 20 ó 30 años atrás, encontrándonos en una era de incertidumbre, donde es necesario ser capaz de responder ante estas nuevas amenazas. Por otra parte, sostuvo que cuando se trata de la seguridad nacional, la política externa y doméstica, no son campos separados, por lo tanto, el enfoque integral del gobierno basado en un concepto de seguridad, va más allá de lo militar y considera como amenazas e inseguridades el terrorismo, los ataques del ciberespacio, las pandemias, los desastres naturales, el ataque militar al territorio y la energía.


Expresó que Estados Unidos sostiene algo parecido a lo señalado precedentemente, señalando que existen múltiples defensas que deben coordinarse entre instituciones de la Fuerzas Armadas, gubernamentales e instituciones civiles. A su vez, aseveró que incorpora a las amenazas las redes criminales, el cambio climático, etc. Agregó que Canadá indica que esto debe analizarse en un marco integrado de seguridad nacional, incorporando como amenazas la vulnerabilidad de la infraestructura crítica, el crimen organizado, etc.


Sostuvo que Holanda reitera el concepto de seguridad ampliada, incorporando como amenazas el crimen organizado, tensiones étnicas, el descenso de la cohesión social, etc.

Indicó que en la actualidad el mundo cambia rápidamente, y que las amenazas son nuevas y distintas, superando muchas veces los límites geográficos de un país. Añadió que la posición estratégica de Chile, demuestra que le interesa evitar guerras, el cambio climático, el uso del agua, la vulnerabilidad energética, etc.


Hizo presente que nuestro país, debido a su apertura comercial y su desarrollo político, debe tener necesariamente una visión integral de Seguridad y Defensa, y su vez, hacer explícitos los objetivos de política pública en estas materias, contando con una visión compartida e interinstitucional.

Afirmó que se debe orientar el desarrollo conjunto de las Fuerzas Armadas para contar con una estructura ágil, flexible y adaptable a escenarios cambiantes y complejos, de manera de contribuir a la cooperación internacional, transparentando los intereses y capacidades del país y aumentar la difusión, al compartir información referida a la seguridad y defensa.

Hizo presente que este documento de Estrategia Nacional de Seguridad y Defensa fue elaborado por todos los Ministerios, constituyendo un documento gubernamental o de Estado, como ocurre en todos los otros países. Añadió que la estructura y contenidos de la Seguridad y Defensa están dados por: los fundamentos y criterios orientadores; los intereses nacionales referidos a la Seguridad y Defensa; los desafíos futuros y amenazas a la seguridad en un contexto global; las respuestas y tareas nacionales y las capacidades y medios de la Defensa Nacional. Por otra parte, agregó que la Estrategia de Seguridad y Defensa es una política pública que identifica los intereses nacionales; establece las principales amenazas a la seguridad, no sólo en defensa, como puede ser la vulnerabilidad energética, la insuficiencia y envejecimiento de la población; determina la respuesta nacional para enfrentarlas y, en el caso de la Defensa, define las capacidades estratégicas.

Destacó que los criterios orientadores de la Estrategia Nacional de Seguridad y Defensa se estructuran en la protección de las personas como eje; la correlación entre seguridad y desarrollo, pues sin seguridad no hay desarrollo; la complementariedad entre seguridad y defensa, y la seguridad como política pública. Añadió, que los elementos centrales de la misma son la seguridad ampliada, la cooperación internacional, planificación por capacidades y concepción conjunta de las Fuerzas Armadas.


Hizo presente que ha surgido un temor respecto del concepto de seguridad ampliada, el cual podría suponer el uso de fuerzas armadas en temas de orden y seguridad interna, de orden público o delincuencia. Aseveró que ese no es el sentido que ha tenido en vista ningún Presidente de la República, desde que llegó la democracia. Por otra parte, agregó que tampoco es el sentido que se le da en otras estrategias del mundo, sin considerar que en nuestro país sería inconstitucional e imposible de aplicar.


El Ministro, señor Hinzpeter, respecto de la cooperación internacional, expresó que para nuestro país es un activo relevante, creando un intangible de respetabilidad que ayuda en distintos ámbitos. Agregó que, actualmente, nuestro país participa en seis operaciones internacionales (ONU, Haití, Bosnia, Chipre, Medio Oriente, India-Pakistán), sin considerar la fuerza combinada Cruz del Sur, que se tiene junto a Argentina.


Explicó que la planificación por capacidades anteriormente se hacía por amenazas, identificando y preparando la correspondiente defensa con características geográficas particulares y definidas. Añadió que, como consecuencia de lo anterior, la polivalencia, la interoperabilidad, la capacidad de adaptarse a una amenaza distinta, es muy grande. Por lo tanto, precisó que esta estrategia define la planificación por capacidades, identificando intereses y escenarios, definiendo tareas de seguridad y defensa para éstos, y determina las capacidades y los métodos.


Explicó que las capacidades estratégicas de la defensa son, básicamente, la operacional, que consiste en ser eficiente al momento de tener que desplegarse; la proyección estratégica, que es la capacidad de llegar más allá de lo previsto; movilización y transporte estratégico; inteligencia; protección y apoyo a la población civil; vigilancia y control alerta.


Destacó que en relación con la concepción conjunta de nuestras Fuerzas Armadas, nuestro país dio un paso importante al crear el Estado Mayor Conjunto. Añadió que las Fuerzas Armadas deben acostumbrarse a que, cualquiera sea su desafío, armado o de desastres naturales, posean capacidad de interoperabilidad y de actuación conjunta.


Aseguró que es importante que se expliciten los objetivos nacionales en el largo plazo, pensando en materia de seguridad y defensa, considerando que esta es una estrategia pensada para doce años, pero que debe ser revisada al menos una vez por gobierno.


Manifestó que la seguridad ampliada corresponde a una mirada integral a los desafíos de seguridad que el país enfrenta. Explicó que, en la actualidad, las amenazas están interconectadas y que la globalización hace próximos problemas de seguridad que antes parecían lejanos. Agregó que, por esta razón, los Estados requieren buscar fórmulas de coordinación que les permitan usar sus medios de modo más eficaz e invertir sus recursos financieros de manera más eficiente. Así, señaló que países como España, Francia, Reino Unido, Canadá, Holanda y Australia, han declarado una visión de seguridad “integral”, “amplia” o “multidimensional”.

Indicó que la Estrategia Nacional de Seguridad y Defensa postula una defensa nacional que, sin descuidar su función principal de defensa militar, y su contribución a la cooperación internacional, colabore con sus capacidades a los esfuerzos de seguridad de cargo de otros actores públicos, siempre a requerimiento de la autoridad competente y dentro del marco de la Constitución y las leyes. Precisó que bajo ninguna circunstancia esta complementariedad debe interpretarse como que las Fuerzas Armadas asumirán tareas relativas al orden público o que son propias de las Fuerzas de Orden y Seguridad.


Señaló que la naturaleza transnacional y magnitud de las amenazas a la seguridad obliga a que las respuestas de los países se basen cada vez más en la cooperación. Enfatizó que no son posibles respuestas aisladas a problemas como el crimen organizado, el narcotráfico, los grandes desastres naturales, las crisis humanitarias, etc. En este sentido, y continuando con lo avanzado en los gobiernos anteriores, manifestó que la Estrategia Nacional de Seguridad y Defensa propone que Chile amplíe su cooperación internacional a través de acuerdos bilaterales así como con los organismos mundiales (ONU), regionales (OEA) y subregionales (UNASUR) de carácter especializado. En otro sentido, aseveró que esta estrategia recomienda que las capacidades operacionales de las Fuerzas Armadas se desarrollen y estén disponibles para todo el espectro de las operaciones de cooperación internacional (OCI), tales como las operaciones de paz y las de ayuda humanitaria.

Expresó que la cooperación internacional se da en los ámbitos de los organismos internacionales especializados, las operaciones internacionales (de paz y de ayuda humanitaria) y los ejercicios combinados.


Aseguró que la agenda de seguridad ampliada y los imperativos de la cooperación internacional establecen como tareas de la defensa la protección de la soberanía e integridad territorial, marítima o aérea frente a una agresión externa; el aporte a la paz y seguridad internacional; los esfuerzos de mitigación frente a catástrofes naturales; apoyar el aseguramiento de la infraestructura vital del país en casos de emergencia; colaborar en la neutralización de amenazas transnacionales, cuando así les sea requerido por la autoridad competente y conforme a la legislación vigente; e integración de zonas aisladas y presencia antártica. Concluyó que lo anterior supone que las Fuerzas Armadas reorienten su actual modelo de planificación por amenazas a uno basado en capacidades.


Hizo presente que la planificación por capacidades implica intereses, identificación de escenarios, definición de tareas de seguridad para esos escenarios, tareas para la defensa, capacidades estratégicas y medios. Añadió que la capacidad estratégica es la aptitud para cumplir tareas o producir efectos en diversos escenarios operacionales y presenta como elementos integrantes un cambio sustantivo en la forma de planificación del desarrollo de la fuerza, planificación en virtud de múltiples escenarios de incertidumbre estratégica y con recursos acotados y, por último, buscar una solución con fuerza flexible, adaptable y polivalente, que pueda ser empleada en diferentes circunstancias.

Indicó que la concepción conjunta es la visión que permite optimizar el empleo de los medios y las capacidades estratégicas, para obtener las mayores sinergias posibles, destacando que el responsable de su materialización es el Estado Mayor Conjunto.


Por último, concluyó que una Política de Estado en esta dirección debe: explicitar los objetivos nacionales de largo plazo en seguridad y defensa; promover un debate amplio en estas materias con una visión de Estado; hacerse cargo de nuestro actual nivel de desarrollo político y económico; fijar a la cooperación internacional como eje de nuestra seguridad en el contexto global; orientar el desarrollo de las Fuerzas Armadas; y fortalecer la organización y acción conjunta de las mismas.

 
El Ministro (s) de Relaciones Exteriores, señor Alfonso Silva, señaló que este documento nace a petición de su Excelencia el Presidente de la República, solicitándose la colaboración de la Cancillería por el impacto internacional que puede tener. Explicó que recoge una doctrina que se ha establecido internacionalmente hace más de 20 años. Agregó que hoy existen nuevas amenazas, denominadas transnacionales como son el narcotráfico, el terrorismo, el lavado de dinero, el tráfico de armas ligeras, las amenazas a la seguridad humana, como la incapacidad de un país para resolver sus propios problemas y que solicita ayuda internacional para generar paz interna.


Aseveró que Chile debe asumir los compromisos internacionales y la función internacional que le exige la comunidad, adoptando un perfil de país que respeta los derechos humanos. Agregó que es importante la cooperación que permite establecer vínculos estrechos y desactivar desconfianzas con los países vecinos, como ocurrió con Argentina a raíz de la Fuerza de Paz Binacional Cruz del Sur. Concluyó indicando que es importante incorporar al concepto de seguridad y defensa la preservación de la paz universal e interior.


El Profesor, señor Madlen Yopo, señaló que este es un esfuerzo importante para nuestro país, por cuanto da cuenta del mundo en que estamos inmersos, el cual es más complejo que el que se dejó atrás con la guerra fría. Agregó que este esfuerzo da cuenta del Acta de Helsinski de 1975 o la Conferencia de las América de la Organización de Estados Americanos (OEA) de 2003, esto es, ver las amenazas en forma más amplia que lo que se veía en la seguridad tradicional o la de la guerra fría, pasando de la seguridad nacional de contención del comunismo a una seguridad ciudadana o seguridad pública, sin contener una idea mayor de seguridad en un mundo globalizado, donde los espacios se han hecho más interconectados, por lo que todo lo que sucede en el mundo puede afectar nuestro país debido a la existencia de intereses globales.


Sostuvo que en este ámbito se deben tener respuestas sistémicas, a diferencia de las políticas sectoriales en que muchas veces cae nuestro país, determinando cuales son las amenazas y los riesgos, cuales son nuestros intereses nacionales, operacionalizar las medidas de respuestas a partir de nuestras capacidades nacionales. Destacó que le llamó la atención lo que en esta materia se define como estrategia, cayendo en el ámbito de la política o el área de relaciones internacionales o elementos de política militar, en una forma sectorial, quedando en evidencia que hay muchos métodos para definir una estrategia.


Agregó, a modo ejemplar, que Estados Unidos tiene una concepción genérica, Francia tiene una estrategia de seguridad ligada a la defensa, etc. Aseguró que este es un tema de Estado, de todos sus órganos, pero que no todo tiene que ver con la defensa y que las respuestas no deben ser necesariamente militares, pues muchas veces son respuestas desde otros ámbitos, por ejemplo, en la preparación y generación de capacidades de otros aparatos del Estado.


El señor Yopo advirtió que, las estrategias de seguridad nacional requieren la participación de todos y aquí no se ven mecanismos de participación general como ocurre en países como Reino Unido, Francia y España, donde hay canales institucionalizados de participación del Estado y canales de participación de la sociedad. Añadió que, en este sentido, se necesita, para darle consistencia y coherencia, los elementos de interacción social.


Destacó que no le satisface el concepto de seguridad ampliada entregado precedentemente, por cuanto se constituye como una suma de amenazas, entendiendo que el objeto de la estrategia es la protección de las personas, ante lo cual prefirió un concepto de seguridad multidimensional anclada en la seguridad humana, sino es muy fácil que a partir de orden, estabilidad, seguridad, se caiga en contradicción de intereses, afectando a quién se quiere proteger, esto es, las personas. Aseguró que Chile tiene sus intereses definidos, no obstante, falta decir cuál será la estatura política-estratégica y que rol se pretende jugar a partir de ella, por cuanto aún no está definido el ciudadano como territorio nacional, ni tampoco los intereses en este mundo.


Indicó que dentro de las amenazas y riesgos deben existir prioridades, ya que el terrorismo no es tan vulnerador en Chile como en Europa, pero, al mismo tiempo, deben tener en cuenta otras amenazas como las pandemias, epidemias, narcotráfico, crimen organizado, etc. Agregó que se deben tener en cuenta los “drivers”, que son potenciales elementos que pueden generar conflictos o amenazas, vulnerando ciertos intereses nacionales. Por otra parte, señaló que los tiempos de revisión de la política estratégica no puede ser de cuatro años, pues en otros países es de seis meses.


Hizo presente que un Consejero de Seguridad Nacional, como elemento asesor e integrador de las capacidades del Estado, podría dar una respuesta rápida a este tipo de desafíos. Agregó que el Consejo de Seguridad Nacional no está a la altura de estas circunstancias, debiendo pensarse en una estructuración horizontal del Estado con capacidades más dinámicas. Señaló que se requiere evaluar las capacidades del Estado, por ejemplo, existen una serie de leyes que se limitan o contradicen, nuestras capacidades logísticas o recursos materiales no son los más adecuados.


El Abogado, señor Germán Concha, expresó que participó en el primer Libro de la Defensa publicado en 1997, durante el Gobierno del ex Presidente Eduardo Frei Ruiz-Tagle. Añadió que existe una especie de secuencia, que pasa de lo declarativo o expositivo, contenido en el primer Libro de la Defensa, a algo con un carácter más prospectivo en términos de la estrategia, lo cual es un avance esperable dentro del contexto internacional. Añadió que, personalmente, prefiere el modelo anglosajón, que tiende a marcar criterios generales, estrategias y lineamientos amplios.


Indicó que el diseño institucional en materia de seguridad es muy complejo, pero el sistema británico define la seguridad como aquella que consiste en poder vivir la vida diaria en libertad y con confianza. Precisó que este concepto cumple la idea de pensar en las personas pero se refiere a la vida diaria, que es una de las razones más importantes por la cual existe el Estado. Por lo tanto, la seguridad tiene que ver con todo, por lo que tradicionalmente, la decisión final en esta materia se deja a la autoridad más alta del país, es decir, el Jefe de Estado o de Gobierno.


Aseguró que el tema de la seguridad requiere un seguimiento, se requiere una mirada global, ponerse en el peor de los casos y tener una visión de largo plazo. Destacó la experiencia del Consejero de Seguridad Nacional norteamericano, que asesora al Presidente de la República en el día a día, sin embargo no toma ninguna decisión sino solo recomienda, por cuanto decide el Presidente o el Consejo. Precisó que respecto de las capacidades de las Fuerzas Armadas, se le exigen nuevas cosas, como la participación en operaciones de paz o la colaboración en catástrofes, pero la tarea fundamental va en desarrollar funciones propias de ellas, como la defensa tradicional. Estimó que si la capacidad militar no se desarrolló en tiempos de paz, no se puede tener en tiempos de crisis, por tanto debe tenderse a las políticas de retención de personal, principalmente de expertos militares, y en la generación de reserva.


Hizo presente que las actividades que se exigen a nuestro país dentro de la comunidad internacional tienen un alto grado de dificultad, con riesgos distintos y que requieren preparación de largo plazo. Explicó que la destinación de recursos a seguridad es directamente proporcional a la percepción de riesgo, por lo tanto se corre el riesgo de hacer las cosas bien, lograr mantener este estado de vida diaria en tranquilidad, donde parece que no existe peligro, por lo que se necesita un aparato que recuerde que el estado de tranquilidad tiene que ver con el trabajo que se ha hecho antes. Añadió que se hace necesario abordar una ley de secretos de Estado, para tratar temas sensibles como corresponde, y legislar en materia de servicios de inteligencia, debido a que existe mucho material disperso, faltando coordinación.


Respecto de este último punto, expresó que prefiere el modelo británico, con un Consejo y agencias especializadas. Concluyó señalando que falta un esfuerzo en materia de industria de defensa, que no sólo mejora las capacidades de seguridad y defensa, sino que tiene ventajas para la vida diaria en el largo plazo, en términos de desarrollo económico, y este documento sólo asume la mantención de lo que existe.


A continuación, el Especialista, señor Alfonso Néspolo, aseguró que esta estrategia nació con algunos problemas. Hubo una génesis bastante problemática y precipitada, por cuanto una primera versión se entregó por el Presidente de la República al Presidente del Senado, con fecha 28 de agosto, distribuyéndose al extranjero, a los medios de comunicación, pero no llegó al Congreso Nacional para su estudio. Agregó que la prensa agitó el tema, los analistas participaron de una discusión sobre un texto que no era formal, generándose un mal ambiente.


En lo referente al proyecto de ley sobre financiamiento de las Fuerzas Armadas, que se pretende incorporar como Ley Orgánica Constitucional, manifestó que se menciona que habrá una estrategia de seguridad y defensa que definirá las compras, capacidades, etc. No obstante, añadió que la estrategia de seguridad y defensa se supone que es un decreto supremo. Precisó que se debe generar una mayor participación en esta materia e inquirió si se consultó sólo al Ministerio de Relaciones Exteriores y cuál será el nivel de detalle que tendrá la Estrategia de Seguridad y Defensa contenida en el dictamen que emita el Honorable Senado, si será solo un marco genérico, considerando que éste no es vinculante.


Indicó que la estrategia tiene un desarrollo desbalanceado en el texto en estudio, hay demasiados juicios que se suponen que son de consenso, como la defensa del modelo de libre mercado, pero que no lo tienen. Agregó que no existe mención alguna a los problemas vecinales, a pesar de tener dos controversias internacionales en la Corte Internacional de La Haya. Sostuvo que existe una confusión en las tareas de las Fuerzas Armadas, requiriéndose ser definidas en niveles más altos en la legislación, opinión pública, etc.


Aseguró que el texto no se refiere a definiciones fundamentales de nuestra política exterior como son la proposición de la paz, resolución pacífica de controversias, la soberanía y autodeterminación de los pueblos, tampoco cita el concepto de que Chile no tiene aspiraciones ni reclamos territoriales o marítimos respecto a países vecinos, no se hace cargo de la importancia que le ha dado Chile históricamente a la presencia y trabajo en organismos o instituciones multilaterales e internacionales, cuestión que ha constituido una de nuestras principales defensas, dado vulnerabilidades de otro tipo, como las geográficas. Por último, destacó que se habla de una perspectiva de seguridad chilena que debe estar de acuerdo con la perspectiva de seguridad de los Estados Unidos y Canadá.


Hizo presente que nuestra localización geográfica merecería algunas menciones a la perspectiva de seguridad con los vecinos, región, Sudamérica o América Latina. Por último, señaló que es cierto que Francia, Gran Bretaña, España, tienen estrategia de seguridad ampliada, pero también es cierto que ellos participan de acuerdos militares (OTAN) o políticos de integración económica (Unión Europea), distintos a los que participa Chile.


Afirmó que esta estrategia requiere de mucha más participación, es insuficiente en muchos aspectos, debiendo eliminarse de ella toda mención a leyes que deben ser definidas por la propia estrategia y diversos puntos en materia militar, como lo referente a adquisiciones.


Por su parte, el Honorable Senador, señor Kuschel, señaló que este planteamiento del Presidente de la República llegó al Honorable Senado hace un tiempo atrás, avocándonos a este tema en razón de que nuestro país se ha insertado y tiene una mayor influencia en el plano internacional, de acuerdo a su conocido comportamiento, responsabilidad y confiabilidad. 


Sin embargo, destacó que nuestro país no ha definido cuál será su rol nacional e internacional en estas materias, actuando caso a caso frente a invitaciones. Añadió que sería interesante incorporar el tema de la conectividad austral, como un elemento de la estrategia de seguridad y defensa, considerando que somos un país despoblado, aislado, desconectado, concentrado y desconcentrado, mirado desde el punto de vista de corrientes migratorias de envergadura, por cuanto en el sur de nuestro país hay lugares donde el Estado no está y se ha negado a estar.


A su vez, el Honorable Senador, señor Letelier, expresó que el concepto de seguridad tiene un cierto sesgo, propio del siglo pasado, es un concepto restrictivo, sin embargo se necesita un concepto multidimensional. Agregó que es importante y necesario el debate en esta materia, no obstante duda respecto de la oportunidad de analizar este tema. Sostuvo que se debe asumir que Chile no tiene un consenso constitucional, tampoco en esta materia. Añadió que es indispensable generar un marco de consenso en estas áreas, que en la historia de Chile no ha existido.


El Honorable Senador, señor Coloma, señaló que el Profesor Yopo sostuvo que el fin es la seguridad humana, existiendo temas como la paz, el patrimonio nacional, el territorio, por lo cual consultó qué se pretende bajo este planteamiento. Adicionó que el Profesor Concha aporta los conceptos de secreto de Estado, aumento de la industria de defensa, y la definición de seguridad correspondiente al modelo británico. Concluyó expresando que el rol de las Fuerzas Armadas ha ido cambiando en el tiempo, por lo tanto, lo contenido en la Constitución Política de la República es claramente insuficiente respecto de lo planteado. Al respecto, recordó que incluso presentó un proyecto de reforma constitucional para clarificar el rol de las Fuerzas Armadas en las operaciones de paz.


El Honorable Senador señor Larraín manifestó que es necesario instalar una política de Estado en esta materia, para que lo que se constituya como estrategia de seguridad del país refleje esa situación. Respecto de las amenazas, destacó que pueden ser muy distintas, por lo cual preguntó cuáles son los límites de éstas, cómo se puede determinar y si existe una mayor precisión al ámbito a que se refiere en el texto. Añadió que existe un nivel de riesgo muy distinto de los anteriores, por cuanto pueden perpetrarse ataques cibernéticos, químicos o de envenenamiento de las aguas.


Hizo presente que nuestro país rindió un mal examen en materia de conectividad para el terremoto del 27 de febrero de 2010, debido a que se produjo una incomunicación total. Por último, preguntó si esto es un problema de conectividad o comunicación y cómo se enfrentan estos desafíos más modernos. A su vez, consultó cómo se comunican entre sí las distintas ramas de las Fuerzas Armadas en materia de sistemas de enlace, armamento, equipamiento, etc.


Luego, el Honorable Senador señor Tuma indicó que tiene reparos en cuanto a la oportunidad en que se hace la consulta al Honorable Senado, a pocos meses de un cambio de gobierno, lo cual hace necesario que este debate no sólo sea una opinión que se entregue, sino que posea un carácter más participativo, creándose las condiciones para invitar a otros sectores para que pudieran opinar respecto de este tema. Sugirió que se cree un grupo de expertos que ayuden en esta materia.

Señaló que así como las Fuerzas Armadas han asumido otros roles, de acuerdo con los cambios producidos en el mundo, también debe analizarse el nuevo rol que cumplen otros sectores de la sociedad en materias de seguridad, atendido la naturaleza y las complejidades que tiene un país. Al respecto, preguntó cuál es la disposición que existe para que esta operatividad pueda contar con el concurso del Ejecutivo, creando un debate sobre el particular, y cuál es la posibilidad de crear una estructura distinta, más horizontal y participativa en materia de seguridad.


Manifestó que la cantidad de conflictos hace necesario dar funciones más específicas, sino como participaría un consejero, como los que se han señalado en otros países, en un conflicto como el que existe en la Araucanía. Por otra parte, consultó qué pasa con la migración, cuáles son las políticas en esta materia, qué se hará con los sectores despoblados y qué medidas ha adoptado en Ministerio de Defensa respecto de la presencia de miembros de las fuerzas armadas israelitas disfrazados de mochileros, lo cuales han hecho trabajos de cartografía y señalética en nuestro territorio.


El Honorable Senador señor Prokurica resaltó que este ejercicio no se había hecho antes, lo cual hace que el trabajo se enriquezca. Señaló que se debe tener una visión de Estado. Destacó el valor del documento, desde el punto de vista de un análisis de la seguridad global o sistémica. Por otra parte, inquirió cómo se aborda el problema del agua como un bien estratégico, donde existen diez servicios con distintas atribuciones.


Hizo presente que esta propuesta mira de una forma global el tema de la seguridad y extrañó estos lineamientos para otras áreas, porque ilustran y dan claridad respecto del objetivo que se pretende alcanzar. Hizo presente que no está de acuerdo con lo señalado respecto a la falta de consenso respecto de la economía de libre mercado, porque no ve una propuesta distinta. Por último, preguntó cuáles son los plazos que el Gobierno se ha dado en esta materia, teniendo en cuenta que no era oportuno revisarlo en otro momento.


El Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, valoró el esfuerzo realizado por este Gobierno en el ámbito de la seguridad con este documento, tal como se hizo en el Libro sobre la Defensa de 1997. Añadió que ahora se profundiza una perspectiva de Estado, estableciéndose la Estrategia Nacional de Seguridad y Defensa.


Sobre el documento, expresó que debería ser más sustantivo en la primera parte, referida a la apreciación global político-estratégica, como punto de partida para formular una Estrategia Nacional de Seguridad y Defensa. A su vez, manifestó tener dudas respecto del concepto de seguridad ampliada, el cual debería definirse de mejor forma.


El señor Hinzpeter expresó que la disposición del Ejecutivo es a trabajar y recoger las observaciones que se quieran formular. Agregó que el procedimiento que se ha sugerido por estas Comisiones es válido, pero se necesita fecha cierta para que el Gobierno pueda contar con el dictamen que contenga la opinión del Honorable Senado. Aclaró que el plazo máximo de revisión de la Estrategia Nacional de Seguridad y Defensa es de cuatro años, lo que no es óbice a que pueda hacerse en menor tiempo, con una mayor periodicidad, según lo estime cada Gobierno.


El señor Silva aseguró que la Cancillería está disponible para participar en el debate que se genere. Añadió que este documento es público, pero que sus grados de detalle son variables. Terminó expresando que este documento responde a un concepto real de seguridad y mantención de la paz en materia internacional.

- - -


En la siguiente sesión, el Ministro de Defensa Nacional, señor Hinzpeter, señaló que el Subsecretario de Defensa, señor Óscar Izurieta, abordará los distintos comentarios que se han realizado sobre la consulta.


El Subsecretario de Defensa, señor Óscar Izurieta, señaló que respecto del concepto de seguridad ampliada se sugirió que fuera seguridad humana o seguridad multidimensional o cómo afecta a la vida diaria de cada persona. Agregó que el concepto de seguridad ampliada es el reflejo de cada concepto señalado, pero con un tinte nacional. Indicó que la estrategia es de Seguridad y Defensa, esto es, de la defensa omnicomprensiva, de la República en su conjunto, reflejando la realidad nacional, pero haciéndose cargo de lo que el país ha ido adquiriendo, tales como, compromisos internacionales en el ámbito regional y vecinal.


Expresó que se sostuvo que faltó definir los intereses nacionales en el ámbito internacional. Sin embargo, aclaró que este no es un texto que refleje la política exterior de Chile, sino que sólo de seguridad de nuestro país. Advirtió que no puede estar en contraposición, pero son cosas distintas. Añadió que respecto de esta región existe una clara mención a lo que se pretende con Argentina, Brasil y países vecinos, lo cual se encuentra respaldado en documentos que no son públicos, pero que esta Comisión puede pedir que se expliciten en una sesión especial, con la reserva correspondiente. Aseveró que se estableció claramente que se pretende en el Pacífico Sur, Centroamérica, Unión Europea, Brasil, con qué países se pretende converger, compatibilizar intereses de seguridad y cómo participar en las crisis internacionales.


El señor Izurieta señaló respecto de los “drivers”, los que se especifican como la vulnerabilidad que el país tiene, tales como falta de equidad, ausencia de población en zonas extremas, falta de  conectividad, inmigración ilegal, que no se enfrentan con políticas de seguridad, pero que contribuyen a generar condiciones que van en contra de la seguridad del país. Por último, destacó que esta estrategia debe actualizarse, a lo menos, una vez por cada gobierno.


En relación con la oportunidad de la estrategia, explicó que es fundamental que nuestro país tenga un documento, por cuanto le da un peso internacional, un sustento conceptual, declara cuales son nuestros intereses y capacidades. Precisó que es un elemento central de nuestra política y es un respaldo a la situación que vive Chile. Respecto de la interacción, hizo presente que se propuso el Comité Interministerial de Seguridad para abordar la problemática en materia de seguridad que pueda tener nuestra nación en el futuro. Indicó que en Estados Unidos el nombramiento del Consejero de Seguridad no necesita aprobación del Senado, se nombra directamente por el Jefe de Estado. Concluyo señalando que se consideró la falta de Estado en lugares lejanos de nuestro país, con el objeto que pueda llegar a través de sus distintas organizaciones.


El Honorable Senador, señor Prokurica, aseguró estar de acuerdo con lo planteado por el Ministro de Defensa Nacional, señor Hinzpeter, y el Subsecretario de Defensa, señor Izurieta. Estimó que es necesario que Chile cuente con una Estrategia Nacional de Seguridad y Defensa, por lo cual se debe establecer un plazo y acordar un procedimiento en esta materia, por cuanto, lo ideal es tener una sola opinión como Senado.


El Honorable Senador, señor Tuma, reiteró el valor de esta consulta realizada al Senado, debiendo aprovecharse esta instancia para aportar a la Estrategia Nacional de Seguridad y Defensa. Agregó que el concepto de seguridad se mira en el ámbito multidimensional con la participación de distintos Ministerios. Por otra parte, preguntó si cada Cartera de Estado participa en temas que pudieran ser una amenaza y cómo defendemos un país que sigue creciendo con normalidad y en un sistema democrático. Respecto de la participación multidimensional, consultó quién resguarda los conflictos con pueblos originarios o la ausencia de políticas migratorias. Concluyó manifestando que es útil fijar un calendario, acotando el plazo y concordando con la necesidad de crear un grupo de asesores.


El Honorable Senador, señor Larraín, en relación con la forma en abordar este procedimiento, se sumó a lo manifestado por el Honorable Senador, señor Prokurica, sin perjuicio de lo que resuelva esta Comisión. Añadió que debe formularse al país una proposición en esta materia, donde cada gobierno podrá ir reformulando su propuesta, entregando el Honorable Senado su opinión.


Resaltó cuestiones de énfasis, desde el punto de vista de la seguridad y la defensa, como las formas modernas en que pueden producirse los conflictos, los denominados “ciberataques”, o nuevos como una guerra satelital, que obligaría a adoptar medidas en materia de defensa, para enfrentar situaciones de ese tipo. Indicó que existe una tremenda debilidad en los países con menos nivel de desarrollo económico, científico y tecnológico, en cuanto a tipos de equipamiento, material o acción que se realice, considerando que desde la invasión a Kuwait la guerra es diferente, lo cual debe tenerse en consideración para nuestra capacidad de defensa.


El Honorable Senador, señor Larraín, hizo presente que la coordinación interinstitucional es un punto pendiente, al cual se le debe dar un mayor énfasis. Añadió que el rol de las fuerzas armadas en situaciones de catástrofe está subestimado.


Agregó que existen problemas de conectividad, por cuanto con un accidente la carretera queda bloqueada, lo cual es una debilidad muy grande. Precisó que se debe tener una mirada hacia todas nuestras realidades, no sólo respecto de catástrofes.


El Honorable Senador, señor Tuma, consultó cuál será el rol de los medios de comunicación o la información que recibe la opinión pública nacional en esta Estrategia Nacional de Seguridad y Defensa, por cuanto ésta se relaciona con este tema. Complementó que la opinión pública tiene una fuerza importante. Por ejemplo, señaló que existe una campaña de desinformación respecto del conflicto en Siria.


Señaló que es importante la opinión de la ciudadanía respecto de la Estrategia Nacional de Seguridad y Defensa, pues ella debe tener acceso a la información en forma oportuna y adecuada. Inquirió cómo se garantiza la objetividad de la información. Por otra parte, preguntó cómo Televisión Nacional de Chile, canal del Estado, entra al territorio de otro Estado, vía una fuerza rebelde, en forma clandestina, que maneja parte de ese territorio, entrometiéndose en un conflicto ajeno a Chile, sin consultar al Gobierno de ese país, con el cual se tienen relaciones diplomáticas.


 El Honorable Senador, señor Walker, don Ignacio, destacó que existe unanimidad en valorar el esfuerzo de hacer una Política de Estado de Estrategia Nacional de Seguridad y Defensa. Añadió que el Honorable Senado se pronunciará teniendo presente que es una Política de Estado, mediante observaciones que se traducen en un dictamen.


Señaló que le llamó la atención una opinión del Ministro de Relaciones Exteriores (s), señor Silva, respecto de las amenazas transnacionales y la seguridad humana, como distintas de las amenazas tradicionales a la seguridad del Estado.


Indicó que no le queda claro el concepto de seguridad ampliada, en su opinión, falta definirlo mejor, para determinar cuál es su contenido. Manifestó que la apreciación global político-estratégica resulta un punto de partida indispensable para determinar una Estrategia Nacional de Seguridad y Defensa. Por otro parte, expresó que le parece bien la introducción del documento presentado por el Ministerio de Defensa Nacional, en sus primera ocho páginas, principalmente entre las diferencias entre el Chile de antes, de baja inserción internacional, de economía cerrada, con un desafío estratégico orientado a la realidad vecinal, y el de ahora, caracterizado por la globalización.


En cuanto a los criterios orientadores, la persona, la seguridad y desarrollo, seguridad y defensa, la cooperación, la seguridad e implicancias para políticas públicas, aseguró estar de acuerdo con el concepto. Sin embargo, precisó que cuando se habla de intereses nacionales debiera definirse el interés nacional para que sea más comprensivo, cual es el interés nacional de Chile como nación enfrentada al siglo XXI, más allá de los intereses nacionales, el Chile próspero y soberano. Agregó que este interés nacional lo definiría como el Chile democrático, que promueve la inclusión o cohesión social, avanzando a la plena integración con miras a insertarse en el mundo global.


Reparó que la visión del Chile de hoy es muy optimista, de muchas luces y pocas sombras. En su opinión, esta definición requiere más trabajo por cuanto la realidad es más compleja. Agregó que Chile es un país de tamaño y renta media, donde existe toda una temática compleja de lo que es pasar de ser un país subdesarrollado o tercermundista a un país de renta media.


Señaló que pensar que Chile es una república democrática que goza de un alto capital político institucional es irreal, pues no se hace cargo del déficit democrático e institucional que sufre nuestro país, donde existe un problema de legitimidad de las instituciones políticas, del Gobierno, del Congreso Nacional, de los Partidos Políticos, que se demuestra con la percepción de la gente. Acotó que Chile es un país camino al desarrollo económico, pero subdesarrollado políticamente. Indicó que la eficacia de las instituciones también es un tema de seguridad nacional.


Afirmó que Chile no tiene altos niveles de cohesión e inclusión social, sino bajos, existiendo desigualdad, exclusión, segregación, segmentación territorial y económica, donde el malestar social es una realidad. Añadió que en el documento falta que Chile es un país pluriétnico y pluricultural, no plurinacional. Agregó que Chile es un país unitario, lo cual no puede ser sinónimo de hipercentralizado, donde se debe profundizar la descentralización y la conectividad. Insistió en que Chile no tiene desarrollo humano, y que actualmente sólo se trata de alcanzar el desarrollo per cápita, lo cual es no es producto de política económica social de mercado, sino de una economía abierta y competitiva con sentido social.


Explicó que faltan referencias a los pueblos originarios, los cuales no fueron mencionados; la sustentabilidad energética y medioambiental, por cuanto ahí Chile se juega la competitividad futura, y los temas demográficos y migratorios. Concluyó precisando que en lo respectivo a la Alianza Pacífico y Brasil, deben agregarse otros esquemas de integración regional y subregional.


El señor Hinzpeter agradeció el consenso y valoró la disposición del Honorable Senado, el cual con su intervención le dará un valor agregado al documento, que quedará a disposición de los gobiernos futuros. Por otra parte, sugirió que el Subsecretario de Defensa, junto con algún miembro del Ministerio de Relaciones Exteriores, participe en la Comisión de Asesores.


El Honorable Senador, señor Letelier, expresó ser representado por lo señalado por el Honorable Senador, señor Prokurica, en cuanto a que en esta materia se debe lograr una política de acuerdos. Aseguró que nuestro país no tiene consenso en materia constitucional, lo cual es un tema de fondo. Sostuvo que debiera existir un acuerdo sustantivo en esta materia para la observación que se hará al Ejecutivo.


El Honorable Senador, señor Larraín, hizo presente que no deben formularse propuestas de reformas políticas, ya que en lo medular es una política de seguridad y defensa.


El Honorable Senador, señor Walker, don Patricio, indicó que debe hacerse un trabajo por unanimidad para seguir en la lógica de política de Estado. Añadió que este documento se pronuncia sobre la necesidad de avanzar en la integración física y social del territorio nacional, sin embargo, se debe ser más específico, porque la integración física es prioridad estratégica para nuestro país, donde las únicas regiones que no están conectadas físicamente de manera continua con el resto de Chile son Aysén y Magallanes, por lo cual solicitó agregar un párrafo que afirme que esta conectividad terrestre es de interés estratégico para el país.

- - -


En la siguiente sesión, el Senador señor Walker, don Ignacio, ofreció la palabra a los especialistas que analizaron el texto a petición de las Comisiones unidas.


El profesor universitario, señor Jaime Baeza, explicó que el grupo de asesores de la Comisión efectuó un trabajo de carácter académico y político, a objeto de realizar aportes a la respuesta que debe dar el Honorable Senado al Presidente de la República, en relación a la Estrategia Nacional de Seguridad y Defensa. Destacó que las conclusiones fueron adoptadas por la unanimidad de sus integrantes.


Manifestó que el documento entregado por el Ejecutivo, más que una Estrategia Nacional de Seguridad y Defensa, es una estrategia de defensa, lo cual puede ser equívoco en términos de su contenido, por cuanto tiene demasiados elementos tácticos que pueden hacer perder la mirada de lo relevante. Al respecto, recomendó la eliminación del Capítulo IV, por cuanto no resulta lógico hacer una lista de necesidades de orden logístico, incluso de adquisiciones, en un documento que debiera ser de carácter general y propio de los principios permanentes de la República. Añadió que dicho capítulo no debe ser reemplazado por ningún otro.


Agregó que se debe sostener un análisis más amplio, pues la seguridad excede el ámbito propio del Ministerio de Defensa Nacional, a fin de incorporar otros aspectos que se ven mermados en el texto de la estrategia, como son, por ejemplo, los que van de la mano con lo alimentario, lo fronterizo, lo fitosanitario, incluyendo elementos de la salud pública o incluso de la educación.


Aseveró que el documento entregado por el Primer Mandatario adolece de un problema central relativo al concepto de seguridad ampliada, por cuanto no tiene un contenido material claro, y no provee de certeza a los actores. Añadió que se necesita mirar el proceso de seguridad y defensa como política pública, sin descuidar el marco prexistente en términos jurídicos. Por otro lado, planteó que debe existir una necesaria complementariedad en el ámbito de la defensa y seguridad, pero con límites claros, lo cual evitará confusiones más costosas.


Precisó que la República de Chile ha adherido a una serie de instrumentos del Derecho Internacional Público, donde se utilizan otros conceptos como “seguridad multidimensional”, fundamentalmente a partir de la Declaración de México del Sistema Interamericano del año 2003. Recordó que nuestro país preside la Comisión de Red de Seguridad Humana de la Organización de Naciones Unidas, por lo que utilizar el concepto de “seguridad ampliada” es aventurarse en nuevos conceptos teóricos que nos pueden llevar a equívocos.


Explicó que la seguridad excede el ámbito de la defensa, siendo necesario tener, por ejemplo, un Consejero de Seguridad Nacional u otra figura en el régimen presidencial o parlamentario, que no solo vea temas militares sino que analice, de forma integral y completa, el concepto de seguridad.


Por otra parte, valoró la configuración que hace el documento del contexto internacional, por cuanto tiene elementos rescatables en torno a la enumeración de amenazas, constituyendo una visión bastante interesante. Sin embargo, aclaró que puede resultar difícil generar consensos si se llega al nivel de detalle que tiene el texto, en su opinión, tal vez una visión más general podría ser positiva, evitando miradas particulares de uno u otro pensamiento político, respecto del modelo económico o de la democracia con apellidos, lo cual puede ser muy peligroso, porque nos puede alejar de los consensos nacionales y de una visión de Estado que debe tener la Estrategia Nacional de Seguridad y Defensa. Por ello, planteó que debe realizarse un diálogo ampliado, donde la sociedad en su conjunto participe en la visión y orientación de esta materia.


Sugirió que el Honorable Senado manifieste al Presidente de la República que en este documento utilice conceptos ya definidos, ya sea por los Libros de la Defensa o por otros instrumentos que existen en el Ministerio de  Defensa Nacional o en el Ministerio de Relaciones Exteriores, para no aventurar juicios nuevos, ahorrando problemas, confusiones y discusiones futuras.


A su vez, el Jurista, señor Germán Concha, agradeció al Honorable Senado la posibilidad de trabajar en este tema para lograr un texto consensuado. Agregó que se trabajó en una perspectiva conservadora, para no ir con tanta premura y frustrar iniciativas importantes, tal como se hizo en los Libros de la Defensa.


Señaló que la relación entre seguridad y defensa es importante, pero que se debe entender la seguridad como algo global, más amplio, de manera de incorporar otra variables y avanzar en una definición de amenazas más completa y compleja. Recalcó que no se trata de establecer que este esfuerzo está mal, sino que parece interesante mirar el concierto global y la posición estratégica del país, tomando en cuenta que existen definiciones de lo que el país quiere ser y cómo se quiere situar, lo que tiene que ver con compromisos asumidos por nuestro país en el último tiempo. Por lo tanto, agregó que es importante que el documento se mantenga en lo estratégico porque es el nivel que le corresponde, pero que pueda ser un primer paso hacia buscar una mayor participación de la ciudadanía en lo que hace a la defensa y la seguridad.


Manifestó, por ejemplo, que sería interesante avanzar respecto del análisis del territorio, por cuanto existe una mirada clásica, que tiene que ver con fronteras y conectividad, pero que no da cuenta de nuevos análisis relativos a fronteras interiores o desarrollo. Añadió que no es en este documento donde se va a agotar la discusión, pero es importante este momento para iniciar un debate más amplio sobre este tema.


A continuación, el Ministro de Defensa Nacional, señor Hinzpeter, expresó que este primer documento constituye un aporte que permite una visión conjunta entre Senado y Gobierno, para la elaboración de la Estrategia Nacional de Seguridad y Defensa. Añadió que existen las condiciones para recibir oficialmente las observaciones y agregar aquellas que estimen pertinentes, sin perjuicio de dejar para la revisión de otro gobierno las consideraciones sobre las cuales no exista consenso. Destacó que este es un documento que se revisa periódicamente y que hay cosas en él que van en una línea correcta y otras a las que se debe dar una segunda vuelta.


El Ministro de Relaciones Exteriores subrogante, señor Silva, indicó que lo expuesto por el Ministro de Defensa Nacional refleja el pensamiento de la Cancillería, por cuanto existen temas que pueden ser acogidos y otros que pueden ser clarificados. Sin perjuicio de lo anterior, precisó que existen ciertas contradicciones, las cuales pueden darse porque el documento no es suficientemente claro, por ejemplo, cuando se habla de seguridad ampliada, existe una síntesis de la seguridad humana y las amenazas establecidas por el organismo de la Organización de los Estados Americanos (OEA), que se contemplan en el preámbulo del documento y están señaladas en el interior de éste, como el narcotráfico o la seguridad energética.


Expresó que lo que se intentó con el concepto de seguridad ampliada no fue innovar en un concepto, sino que hacer una síntesis de dos áreas de seguridad que son las que se han señalado. Por otra parte, en cuanto al Consejero de Seguridad Nacional indicó que es un tema bastante importante y posiblemente sea necesario, pero ello involucra revisar la Ley Orgánica Constitucional N° 18.575, de Bases Generales de la Administración del Estado, por cuanto involucra dicha administración, debiendo determinarse cuál es el rol, la función y su relación con los otros Ministerios, como el del Interior y el de Defensa Nacional, que tienen que ver con la seguridad. Por lo tanto, hizo presente que es un tema de largo aliento y que abordarlo ahora sería extender la tramitación de este documento en varios años, debiendo considerar, además, la perspectiva de una reforma constitucional.


Señaló que la cooperación internacional citada en el documento es un elemento que se puede mejorar. No obstante, expresó que el Ejecutivo espera recibir las observaciones en forma oficial, para trabajar en el texto que se pretende entregar, cuanto antes.


El Subsecretario de Defensa Nacional, señor Izurieta, indicó que el documento entregado por la Comisión de Asesores será de gran aporte para finiquitar el tema de la estrategia nacional. Agregó que el concepto de seguridad ampliada se estudió de la forma en que lo realizan actualmente todos los países desarrollados del mundo, esto es, sobrepasando, evitando y dejando atrás la dicotomía que existía entre los conceptos de seguridad interna y de seguridad externa. Al respecto, explicó que en la actual realidad internacional no es fácil determinar si un problema es interno o externo, por ejemplo, los ciberataques, al igual que el narcotráfico, que es un problema transnacional que afecta ambos aspectos.


Manifestó que la noción de seguridad ampliada se encuentra presente en las estrategias de seguridad de Gran Bretaña, España, Francia y Australia, entre otros países. Precisó que seguridad ampliada es un concepto nuevo, que comprende más aspectos que defensa y seguridad, pues es un tema mucho mayor.

Indicó que el documento presentado por los asesores señala que no existen límites concretos a la seguridad y defensa, lo cual produciría confusión. Sin embargo, resaltó que existen siete partes de la estrategia donde se hace expresa referencia a límites, los cuales son explícitos, expresos, prístinos, claros y precisos. Expresó que, de las siete tareas de la seguridad, una sola de ellas se refiere a cooperar con las autoridades legítimamente designadas para llevar los problemas de amenazas transnacionales, pero sólo cuando sean requeridas y de acuerdo al marco constitucional y legal.


Aclaró que el concepto de seguridad abarca mucho más que la noción de defensa, donde los límites se encuentran claros y precisos. Añadió que se establecen las hipótesis en que pueden actuar las Fuerzas Armadas, para qué, a requerimiento de órgano competente y dentro de los ámbitos de la ley. Concluyó señalando que se establece que las Fuerzas Armadas jamás podrán intervenir en aquellas actividades de orden interno, ya que son propias de las Fuerzas de Orden y Seguridad.


Destacó que a partir de la diferenciación entre defensa y seguridad, se establece cómo se pueden complementar los medios. Preguntó si se está dispuesto como país, con nuestra capacidad y recursos, a tener que comprar vehículos aéreos no tripulados (UAV) a Carabineros de Chile para tener un mejor control de las fronteras o es más eficiente que esa función la sigan operando las Fuerzas Armadas, que disponen de especialistas, tienen capacidad de mantenimiento y que pueden proporcionar a Carabineros de Chile información en tiempo real.


Por último, precisó que en lo relativo al Capítulo IV, no se ha confundido el nivel estratégico con el nivel táctico militar. Agregó que la decisión de qué tipo de Fuerzas Armadas se debe tener, qué capacidades deben ostentar, las grandes tareas a desarrollar y qué tipo de medios satisfacen esas capacidades, son decisiones de carácter político. Añadió que en cualquier país desarrollado del mundo esas no son decisiones tácticas, pues constituyen una orientación política de la defensa.


Agregó que no se señala el número de aviones o submarinos que se necesitan, sólo se hace referencia a qué tipo de material se requiere. Advirtió que el Capítulo IV es central para hacer un ordenamiento en la asignación de recursos de conducción política de la defensa, que a lo mejor debió agregarse como anexo.


El Honorable Senador, señor Tuma, valoró que el Ejecutivo haya consultado al Senado sobre esta materia, pues es un hecho inédito, teniendo en cuenta, además, que la respuesta de la Corporación no es vinculante.


Manifestó que el documento presentado por los asesores revela un amplio conocimiento de la materia, con el agregado que cuenta con un alto consenso transversal, de cómo mirar una estrategia nacional de seguridad y defensa, que no tiene nada que ver con la que se puede haber pensado hace diez años atrás. Añadió que el concepto de seguridad ya no se relaciona solamente con unas Fuerzas Armadas que deban repeler un ataque exterior, sino que se mira como un conjunto de instrumentos y programas que el Estado, en su conjunto, puede asumir para la defensa, por ejemplo, para enfrentar una amenaza desde el punto de vista alimentario, de relaciones comerciales o de la globalización.


Aseguró que debería existir una mayor participación de otros órganos del Estado y de la sociedad civil en esta materia. Añadió que es imposible realizar una transformación ahora, debido a que los tiempos de debate son muy cortos, pero este tema se está abordando como corresponde. Respecto de la recomendación sobre un Consejero, sostuvo que podría llenar un vacío pero que podría requerir una reforma constitucional. Estimó que en el tema territorial está poco desarrollado en la propuesta, por lo que debería avanzarse en ese aspecto, por ejemplo, para detectar los conflictos que existen al interior del país, los cuales pueden constituir una amenaza si no se solucionan a la brevedad.


El Honorable Senador, señor Coloma, apreció que se haya solicitado el parecer del Senado sobre este tema, el cual no es obligatorio. Por otra parte, agradeció el estudio realizado por los expertos que asesoran a las Comisiones unidas. Asimismo, solicitó que el preámbulo del informe final valore lo que se ha hecho, donde existen puntos discutibles que necesitan un perfeccionamiento mayor y otros que han sido un aporte.


En cuanto al fondo, manifestó que tendrá que discutirse el Capítulo IV. Añadió que es partidario del concepto de seguridad ampliada, pero, a su juicio, requiere de una reforma constitucional sobre el rol de las Fuerzas Armadas. Insistió que respecto de las intervenciones en el extranjero de nuestras Fuerzas Armadas, no puede seguir extendiéndose la interpretación de nuestra Carta Fundamental respecto del rol de ellas, razón por la cual ésta sería una buena instancia para poder realizar dicha reforma.


A continuación, el Honorable Senador, señor Walker, don Patricio, en el punto número cinco del documento entregado por los asesores, propuso especificar el tema territorial, ya que para nuestro país tiene un interés estratégico, en especial, en cuanto a que todas las regiones tengan conectividad terrestre con el resto del país. Destacó que una debilidad de Chile es que tiene regiones que no están conectadas por esta vía con el resto del país, como su zona. Arguyó que el Estado debe comprometerse con la conectividad de nuestro territorio.


Agregó no tener claridad si se confunde lo estratégico con lo táctico y requirió mayor información respecto al concepto de seguridad ampliada en Francia, Gran Bretaña y otros países. En lo referente a la recomendación sobre un Consejero Nacional, aseguró hacerle más sentido un Consejo como en España, que dependa del Presidente de la República. A su vez, llamó la atención sobre el contexto internacional, donde no siempre será positivo nombrar países, no obstante poder tener una relación privilegiada con ellos, por los efectos que se pueden provocar.


Estimó que respecto del tema de las amenazas existen cosas que se pueden decir en positivo respecto a fortalezas y oportunidades. Sugirió que los asesores sostengan conversaciones adicionales con los representantes del Ejecutivo, con el objeto de afinar la respuesta y que exista una visión compartida por el Honorable Senado y éste.


El Honorable Senador, señor Prokurica, compartió en su integridad las intervenciones de los otros Honorables Senadores. Destacó que existen debilidades relacionadas con el territorio, como el desmembramiento de éste y la existencia de amplias zonas despobladas dentro de él. Agregó que las amenazas de hoy no son nítidas, pero no por eso menos contundentes, siendo difícil definirlas como internas o externas, por eso deben considerarse todas.


El Honorable Senador, señor Larraín, don Hernán, manifestó que existe una superposición entre defensa y seguridad, no existe una línea clara de separación que permita hacer una diferenciación. De la misma forma, aseguró que se produce el mismo fenómeno respecto de lo estratégico y lo táctico, pues una política de defensa y seguridad tiene que apuntar a lo estratégico y no a lo táctico.


Señaló que también existen problemas conceptuales, como ocurre respecto del concepto de seguridad ampliada versus el concepto de seguridad multidimensional. En relación con el concepto de amenazas, precisó que es clave determinar frente a qué reaccionar y cómo, existiendo aquellas que afectan la seguridad interior y otras que son más globales. Añadió que, en todo caso, todas son impredecibles y de una naturaleza difícil de resolver, como es el caso de los ataques cibernéticos, la utilización de armas químicas o el narcotráfico.


El Honorable Senador, señor Walker, don Ignacio, expresó que entiende la intención del Ejecutivo para querer despachar esta iniciativa prontamente, por lo que planteó que lo asesores de los parlamentarios pudieran tener una reunión con los asesores de los ministerios, para acordar algunos puntos y precisar ciertos conceptos, que pudieran ayudar a los Honorables Senadores a formar su opinión final.


Indicó que el preámbulo del informe que se emitirá corresponderá a la valoración de lo inédito de este tipo de documento y de la consulta, pero recomendó insistir en el título del documento que pretende dictar el Presidente de la República, “Estrategia Nacional de Seguridad y Defensa”, donde claramente se trata de un documento más estratégico que táctico. No obstante, resaltó que el documento tiene un sesgo desde el punto de vista de la defensa, incluyendo lo táctico, lo militar y el rol de la Fuerzas Armadas. Sin embargo, rescató el énfasis en lo estratégico más que en lo táctico, así como en la seguridad y no sólo en la defensa. Hizo presente que falta un mayor énfasis en el tema de las relaciones exteriores, de los escenarios global y regional.


Manifestó no estar seguro si se debe eliminar el Capítulo IV, pero tiende a estar de acuerdo en dicha observación, sin perjuicio de supeditar cualquier consideración táctica a lo estratégico y la referencia a las Fuerzas Armadas en cuanto incida en la visión estratégica. Por otra parte, preguntó si el concepto de seguridad ampliada es incompatible con el concepto de seguridad multidimensional o seguridad humana, pudiendo ser éstos componentes de aquél.


Por otra parte, indicó que cualquiera sea la figura que se vislumbre como asesora del Poder Ejecutivo, debe tener en cuenta que la tradición y la doctrina en nuestro país establece que todo lo que atañe a la defensa y la política exterior es competencia exclusiva y privativa del Presidente de la República. Añadió que nos encontramos en un régimen democrático en que debe existir una instancia o mecanismo que permita vincular, de una manera más orgánica o sistémica, a ese asesor con otros poderes del Estado, como el Parlamento, motivo por el cual le pareció válido el punto sin expresar cuál debiera ser la figura. Agregó que le parece importante situar esta potestad del Presidente de la República en el contexto de régimen democrático, donde debe procurarse un consenso de Estado y una participación de los poderes públicos.


Señaló que las referencias que se hacen al Libro de la Defensa Nacional no están hechas para no innovar, sino para buscar coherencias y no generar contradicciones, por cuanto existe un bagaje, en las últimas dos décadas, que ha ido formulando conceptos que deben ser considerados. Hizo presente que el tema de la seguridad, desde el punto de vista del territorio, esto es de su integración y descentralización, es un tema económico y de desarrollo, pero también lo es en materia de seguridad y en lo estratégico. De esta manera, añadió que la exigencia de la descentralización también es un tema para la Estrategia Nacional de Seguridad y Defensa.


A su vez, indicó que existe un diagnóstico de demasiadas luces y pocas sombras, de mucho optimismo, sobre todo respecto del tipo de democracia y cohesión social que tenemos, donde en realidad existen más déficit de lo que recoge el documento del Ejecutivo. Puntualizó que estos conceptos no son necesarios en esta materia, por lo tanto deben ser eliminados o, al menos, morigerados.


El Honorable Senador, señor Kuschel, agradeció la disposición del Ejecutivo, no obstante observó que el punto número siete del documento entregado por los asesores señala que el texto entregado por el Ejecutivo no contempla de manera apropiada el tema sobre el territorio. Sin embargo, en el Capítulo IV del documento entregado por el Presidente de la República, existen cuatro alusiones a este concepto, aunque a lo mejor no en la forma en que plantea el señor Baeza.

- - -


Las Comisiones unidas acordaron elaborar la proposición de dictamen sobre la base de las recomendaciones entregadas por sus asesores. Para tal efecto, se encomendó a los Honorables Senadores señores Ignacio Walker y Hernán Larraín redactar el texto final.

- - -


Luego de las discusiones anteriormente transcritas, las Comisiones unidas, por la unanimidad de sus integrantes, Honorables Senadores señores Coloma, Gómez, Kuschel, Larraín (don Hernán), Letelier, Muñoz, Prokurica, Tuma, Walker (don Patricio) y Walker (don Ignacio), proponen al Honorable Senado el siguiente dictamen:


“Teniendo presente la discusión efectuada en la Comisión por los Honorables Senadores, con el apoyo de sus asesores, representativos de las diferentes tendencias políticas;


1) Que S.E. el Presidente de la República, por oficio N° 1417, de 8 de agosto de 2012, solicitó al Honorable Senado que emitiera un dictamen sobre la Estrategia Nacional de Seguridad y Defensa.


2) Que dicho oficio se dio cuenta el 14 de agosto de 2012 en la Sala del Senado, la cual resolvió que la solicitud fuera conocida por las Comisiones de Relaciones Exteriores y de Defensa Nacional, unidas.


3) Que las Comisiones unidas valoran que, no obstante no ser vinculante, se haya solicitado el parecer del Senado sobre este tema, por cuanto en estas materias es necesario tener una visión común de Estado.


4) Que, además, aprecian el aporte realizado por los asesores expertos, los cuales remitieron sus conclusiones por unanimidad.


Teniendo en consideración lo anterior, el Honorable Senado acuerda remitir a S.E. el Presidente de la República las siguientes observaciones:





1. Valoramos la afirmación de nuestro país como una república democrática y el reconocimiento al aporte de las diversas generaciones de chilenos y chilenas que han contribuido con su esfuerzo y trabajo al desarrollo de la Nación, cualesquiera hayan sido sus convicciones políticas o filosóficas. En particular, porque reconoce el valor y sentido de la democracia, de la soberanía radicada en la nación, del estado de derecho y de las instituciones que se ha dado nuestro país, todo lo cual es causa de una identidad nacional común a su población, con el aporte invaluable de su rica diversidad étnica y cultural.





Asimismo, apreciamos que se haya nombrado como desafíos de Chile de cara al futuro el alcanzar un desarrollo integral; derrotar la pobreza y crear una sociedad con una mayor igualdad de oportunidades; avanzar en la integración física y social del territorio nacional; profundizar la inserción internacional de Chile en la región y el mundo; enfrentar y revertir la vulnerabilidad energética; un uso y administración eficiente del agua, y la necesidad de enfrentar el envejecimiento progresivo de la población.





También, compartimos la descripción de los principales riesgos y amenazas, a saber: crisis o ataque al territorio nacional, terrorismo, narcotráfico, tráfico de armas y proliferación de armas de destrucción masiva y ciberataques.





2. El documento sobre Estrategia Nacional de Seguridad y Defensa, parece un plan de desarrollo de la Defensa, con componentes que incorporan elementos de contexto y amenazas, más que un plan estratégico propiamente tal. Al respecto, consideramos que la propuesta presentada incluye en lo estratégico el nivel táctico militar, en circunstancias que son niveles distintos. Se debería considerar la lógica que subyace en la nueva Ley del Ministerio de Defensa que separa claramente entre los niveles de lo político y lo militar. En este sentido, como primera medida se sugiere eliminar el capítulo 4 del documento o, en su defecto, suprimir la lista de material bélico requerido en dicho capítulo.





3. Estimamos que este documento, por su naturaleza, debe proponer un marco más general y propio de principios permanentes de la República, más que listas de necesidades, adquisiciones y capacidades logísticas. El concepto de seguridad es amplio y excede el ámbito propio del Ministerio de Defensa, dado que más bien es el conjunto del Estado, a través de sus diversos ámbitos y temas, el que debe concurrir a responder a una agenda que incluya temas tales como los alimentarios, fronterizos, fitosanitarios, salud, educación, entre muchos.





4. Consideramos, además, que el documento que S.E. remitió al Honorable Senado de la República tiene imprecisiones respecto del concepto de Seguridad Ampliada, pues es un concepto que no tiene un claro contenido, a la vez que no provee de certezas a los actores que están involucrados en el proceso de la seguridad y la defensa como política pública. La confusión surge previamente, dado que se plantea una complementariedad entre seguridad y defensa, pero no se establece cuáles son los reales límites de cada una, además del ámbito específico de ellas.





Quizás si el problema más profundo que presenta el concepto es no definir quién, cuándo, cómo y dónde se ejercen actividades de seguridad separados de la defensa. Pareciera que se quiso actuar sobre el tema de la información y el manejo de ella en una forma más interoperable entre las instituciones de la defensa y las de seguridad, pero esto no queda claro. En este sentido, proponemos reemplazarlo por conceptos más actuales de Seguridad Multidimensional, incluyendo a la Seguridad Humana como derivada de la anterior, cuestión en que se incorporan elementos que van más allá de la discusión sobre uso de Fuerzas Armadas frente a amenazas emergentes. No podemos olvidar en esta materia que Chile es presidente la Comisión de Red de Seguridad Humana dependiente de las Organización de las Naciones Unidas (ONU). Dado lo anterior es conveniente que el documento de Su Excelencia sea consistente en los conceptos con el resto del accionar, legislación, tratados y documentos que la República de Chile tiene en la materia.





5. Sugerimos considerar la creación de una asesoría a nivel del Poder Ejecutivo que pueda dar seguimiento a esta temática, como colaborador directo del Presidente de la República; de lo contrario Defensa adquirirá un rol protagónico impropio o faltará quien asuma esta tarea que en todo país democrático existe, como puede ser un Consejero de Seguridad Nacional.





6. El documento hace una extensa relación de temas que configuran una visión de Chile en el contexto internacional y nacional. La explicitación de ese tipo de mirada sin duda es interesante pero resulta difícil generar consensos con el nivel de detalle que se plantea. Por lo anterior, se propone reducir y redactar este apartado a aquello necesario para la Estrategia en comento, a fin de evitar visiones propias de uno u otro pensamiento político que pre condicione una visión determinada del mundo, la región y la forma como Chile se vincula a ellos.





7. Se propone que el documento utilice conceptos y definiciones ya establecidos y validados en los Libros de la Defensa Nacional, en lugar de conceptos nuevos y que pueden ser discutibles o imprecisos. Al igual que lo anterior también se exhorta a usar las expresiones de acuerdo a su sentido natural y a lo que otras reparticiones ya hayan determinado como lenguaje común, incluyendo el Ministerio de Relaciones Exteriores y el resto del aparato del Estado.





8. El documento contiene una buena definición de amenazas, sin embargo, resulta indispensable que se enmarque en una discusión más amplia acerca del escenario internacional en que nos insertamos y defina cuál es el marco del tamaño estratégico del país; es decir, para qué estamos en el concierto global y qué queremos lograr, especificando de mejor manera nuestros intereses nacionales y los desafíos y amenazas que los interpelan. Es así que podemos poner nuestros acentos en lo positivo y no sólo cómo reaccionamos frente a posibles amenazas. Para lo anterior, debe operacionalizarse el marco conceptual en base a anillos de participación y políticas públicas de diverso rango: Estado, Gobierno, Congreso, sociedad civil, etc.





9. De igual manera creemos que el documento remitido por el Presidente de la República no contempla de manera adecuada el tema del territorio y sus efectos sobre el propio espacio y sus componentes. Se sostiene que Chile es un país cohesionado, sin embargo, el problema del centralismo no es realmente analizado también como un problema de seguridad. Se mezclan conceptos de cohesión e identidad nacional con la integración territorial. El problema es la cohesión, la que claramente no se puede basar sólo en el centralismo o en un sentido estrecho de lo territorial, como ocurre en la práctica. En este sentido, se requiere analizar el tema del desarrollo territorial, sus componentes y la descentralización como factores claves para la seguridad, incluso más allá de lo militar y con un sentido de desarrollo. Es así que sería positivo tomar el punto con más profundidad estratégica. Proponemos que el texto incorpore al territorio y sus particularidades, en especial, la conectividad, como una variable independiente, pero central para una nueva estrategia.





10. Finalmente, valoramos que S.E el Presidente de la República, por oficio N° 1417, de 8 de agosto de 2012, haya solicitado del Senado de la República que tenga a bien evacuar un “dictamen” sobre la Estrategia Nacional de Seguridad y Defensa, en la forma de una “consulta” formulada a esta Corporación. Ello refuerza la lógica de Estado que debe estar detrás de una estrategia como la señalada”.

- - -




Acordado en sesiones celebradas los días 27 de agosto, 3 de septiembre, 5 de noviembre y 17 de diciembre de 2013, con asistencia de los Honorables Senadores señores Ignacio Walker Prieto (Presidente), Juan Antonio Coloma Correa, José Antonio Gómez Urrutia, Carlos Ignacio Kuschel Silva, Hernán Larraín Fernández, Juan Pablo Letelier Morel, Pedro Muñoz Aburto, Baldo Prokurica Prokurica, Eugenio Tuma Zedán y Patricio Walker Prieto.




Sala de las Comisiones unidas, a 17 de diciembre de 2013.

(Fdo.): Julio Cámara Oyarzo, Secretario.
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PROYECTO DE ACUERDO DE LOS SENADORES SEÑORES NAVARRO, GÓMEZ, LAGOS Y ROSSI, CON EL QUE SOLICITAN A SU EXCELENCIA EL PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA QUE DICTE UN DECRETO SUPREMO PARA EXTENDER LA VIGENCIA DE LAS CÉDULAS DE IDENTIDAD VENCIDAS POR EL TIEMPO ESTIMADO NECESARIO PARA RESOLVER LOS GRAVES PROBLEMAS Y FALLAS DETECTADOS EN EL SERVICIO DE REGISTRO CIVIL E IDENTIFICACIÓN

(S 1631-12)
Considerando:

1. Que existe gran molestia entre los usuarios de las distintas sucursales del Servicio de Registro Civil e Identificación producto de las nuevas fallas en el software que desde septiembre del año pasado opera la empresa francesa Morpho tras una cuestionada licitación, generando largas y lentas filas para optar a los distintos documentos. De acuerdo a los funcionarios que operan el sistema, en algunos casos el tiempo de espera entre un usuario y otro llega a los 40 minutos a causa de las fallas en el programa informático.

2. Que a lo anterior se suma que dejó de regir el decreto de ley que extendía la vigencia de las cédulas de identidad vencidas hasta el 31 de diciembre, esto con la idea de aplacar la afluencia de público durante el paro de los funcionarios y para facilitar la concurrencia de los ciudadanos a votar en las elecciones pasadas.

3. Que según han señalado los propios funcionarios del Registro Civil “los escáneres están descalibrados y solicitan la toma de muestra de las 10 huellas digitales a cada persona. Entonces, cada vez que se va atender a un nuevo usuario, hay que apagar el computador y reiniciarlo. Esta es una bomba de tiempo que en cualquier momento va a estallar”.

4. Que el informe con los problemas detectados, enviado el pasado jueves 21 de noviembre a los directores regionales, señala que se han levantado 243 incidentes en total. De ellos, 140 incidentes fueron detectados en el software, de los cuales 31 siguen abiertos y 109 “han sido cerrados o solucionados”. A esos se suman 103 mejoras que se pidieron ingresar al software o hardware del sistema, de los cuales 79 se encuentran abiertos y 24 han sido cerrados o solucionados.

5. Que para los problemas detectados que aún no tienen solución, el plazo establecido por el Registro Civil para resolverlos es el 31 de marzo de 2014 como fecha tope.

6. Que entre los problemas detectados está el que el sistema no permite ingresar apellidos con signo, por ejemplo, O'Higgins; que si faltaba algún dato, la información quedaba sin tramitar y pendiente, y nadie se daba cuenta de ese estado hasta que la persona iba a buscar el documento, por lo que ahora existirá una alerta; y se detectó que habían aplicaciones que no estaban incluidas en los servicios que debía prestar Morpho.

7 Que el informe filtrado por algunos medios de comunicación y elaborado con los reclamos de los funcionarios de las oficinas a lo largo de todo Chile, revela que al solicitar la cédula de un recién nacido, el sistema no distingue las huellas de los padres; es decir, la huella de cualquier persona puede servir. Otra falla que incluso podría ser causa de discriminación, es la repetición de capturas de documentos “para personas de piel oscura” por la mala calidad de las fotografías.

8. Que otro graves fallas detectadas en el software del Registro Civil son: que los chilenos nacidos en el extranjero figuran en el sistema como extranjeros; que no existe aplicación para emitir el informe mensual regional para enviar información de atenciones realizadas por Chile Solidario; que aún figura una aplicación que ya no corresponde, tras la aprobación de la nueva ley que establece que todos son donantes; que hay problemas con cédulas rechazadas por los usuarios al momento de recibirlas, por falta de firma, fotografía o falta de profesión en el documento y que al solicitar una reimpresión el documento llega con la misma falla, teniéndose que repetir las capturas hasta cuatro veces; que el bloqueo de cédulas aún no puede ser total y por el momento es sólo parcial, por dos días. Peor aún, las capturas realizadas en los meses de junio, julio y agosto no figuran en la base de datos, lo que impide bloquear el documento ese caso.

9. Que por todo lo anterior la Contraloría General de la República decidió adelantar una auditoría presupuestada para diciembre de este año en el Servicio de Registro Civil e Identificación después de las denuncias de fallas en el software. De hecho, esta semana ya se han presentado en distintas oficinas del servicio encargados para recopilar antecedentes sobre el funcionamiento del nuevo sistema.

El Senado acuerda:

Solicitar al Sr. Presidente de la República pueda, en consideración a las graves y numerosas fallas detectadas en el sistema computacional del Servicio de Registro Civil e Identificación y al impacto que esto genera en la atención de los usuarios de dicho servicio, considerar la dictación de un Decreto que extienda la vigencia de las cédulas de identidad vencidas por lo menos hasta un plazo posterior al fijado por el Registro Civil como perentorio para resolver todos los problemas y fallas detectadas.
(Fdo.): Alejandro Navarro Brain, Senador.- José Antonio Gómez Urrutia, Senador.- Ricardo Lagos Weber, Senador.- Fulvio Rossi Ciocca, Senador.
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PROYECTO DE LEY, DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS, QUE POSTERGA EL REAVALÚO DE BIENES RAÍCES DE LA SERIE AGRÍCOLA Y PRORROGA POR DIECIOCHO MESES LA VIGENCIA DEL AVALÚO DE LOS MISMOS BIENES VIGENTES AL 30 DE JUNIO DE 2014

(9200-05)
Oficio Nº 11.078
VALPARAÍSO, 8 de enero de 2014.
Con motivo del mensaje, certificado y demás antecedentes que tengo a honra pasar a manos de V.E., la Cámara de Diputados ha tenido a bien prestar su aprobación al proyecto de ley que posterga el reavalúo de los bienes raíces de la serie agrícola y prorroga por dieciocho meses la vigencia del avalúo de los mismos bienes vigentes al 30 de junio de 2014, correspondiente al boletín N°9200-05, del tenor siguiente:
PROYECTO DE LEY

“Artículo 1º.- Prorrógase, hasta el 31 de diciembre de 2015, con sujeción a las normas de la ley Nº 17.235, sobre Impuesto Territorial, la vigencia de los avalúos de los bienes raíces de la serie agrícola que rijan al 30 de junio de 2014; y fíjase, a contar del 1 de enero de 2016, la vigencia de los nuevos avalúos que se determinen según las reglas generales, los que, sin perjuicio de las facultades del Servicio de Impuestos Internos para determinar modificaciones conforme al párrafo 2°, del Título V de la ley Nº 17.235, sobre Impuesto Territorial, se mantendrán en vigencia hasta el 31 de diciembre de 2019. En consecuencia, el plazo de cuatro años establecido en el inciso primero del artículo 3º de la referida ley, comenzará a contarse, respecto de los bienes raíces de la serie agrícola, a contar del 1 de enero de 2020. 

Artículo 2º.- Para los bienes raíces de la serie agrícola que, por aplicación de lo dispuesto en el inciso cuarto del artículo 3° de la ley N° 17.235, no hayan alcanzado la cuota del impuesto territorial que según su avalúo les corresponde, al segundo semestre de 2013, no será aplicable el procedimiento de incremento gradual del impuesto establecido en dicho artículo.”.
***

Dios guarde a V.E.

(Fdo.): Edmundo Eluchans Urenda, Presidente de la Cámara de Diputados.- Miguel Landeros Perkič, Secretario General de la Cámara de Diputados.
� 2º TOP Santiago, fallo de fecha 18 de agosto de 2008, RUC Nº 0500683346-4.


� Con fecha 16 de noviembre de 2012 fue aprobado por esta instancia, decisión que fue ratificada por la Sala del Senado con fecha 12de diciembre del mismo año.


Con fecha 21 de noviembre 2013, la Honorable Cámara de Diputados rechazó el referido proyecto, por lo cual, se procedió a formar la respectiva Comisión Mixta, lo que ocurrió con fecha 4 de diciembre pasado.


� Informe de la Comisión de Cultura y Artes de la Honorable Cámara de Diputados, de fecha 9 de octubre de 2013 (página 2).
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